
Editorial

El dossier temático que abre este número 11 de la
revista del OSAL reúne un conjunto de contribuciones
que reflexionan sobre algunas de las experiencias más
significativas de los movimientos populares de origen
rural que han cruzado nuestra Latinoamérica en la
última década. Dichos movimientos, indígenas y cam-
pesinos, han ocupado un papel destacado en el ciclo
de luchas y resistencias contra la aplicación de las
políticas neoliberales en este período así como han
promovido –de distintas formas– coaliciones sociales
y políticas más amplias y postulado programáticas y
referencias emancipatorias en sus espacios naciona-
les, y a nivel continental e internacional.

A lo largo del segundo cuatrimestre de 2003 –período
que trata este número– algunos de estos movimientos
ocuparon, por diferentes razones, la escena pública en sus
respectivos países en un proceso que, aún en su diversi-
dad, plantea e incita a un debate sobre los desafíos que
éstos afrontan en la actualidad. 



A principios de agosto, el movimiento zapatista da “nacimiento” a los “Caracoles” y las Juntas
del Buen Gobierno, luego de un período de debate y construcción silenciosa que siguió a
la multitudinaria “caravana” que movilizó la sociedad mexicana en reclamo de la autonomía
y la dignidad indígenas y cuyas demandas fueran desoídas por el gobierno y el parlamento
mexicano. En relación a esta cuestión inicia el referido dossier un reciente ensayo de Pa b l o
G o n z á l ez Casanova que reflexiona sobre las características y significados de esta renovada
construcción zapatista en el proceso de constitución de “redes de resistencia y autonomía”.
Asimismo incluimos –en la sección documentos que sigue al dossier– la sexta parte de la
llamada Treceava Estela que, a través de la palabra de Marcos, ofrece la voz zapatista res-
pecto del “buen gobierno” y las características de las recién constituidas “J u n t a s ”. 

Por otra parte, el Movimiento de los Trabajadores Sin Tierra afronta el desafío de avanzar
con la reforma agraria en el nuevo contexto político abierto en Brasil con el gobierno del
P T. En este caso, el artículo de Bernardo Mançano Fernandes nos ofrece, desde una sín-
tesis del proceso de constitución y lucha del MST en la última década, un análisis de la
relación entre éste y el gobierno petista y de los rumbos que adoptó la política agr a r i a
gubernamental y de los que debería adoptar si se trata de hacer efectiva la demanda de
una verdadera reforma en el campo que se aleje de las orientaciones neoliberales. 

También a principios de agosto la coalición que había promovido la elección de Lucio
G u t i é r r ez para la presidencia de Ecuador queda definitivamente quebrada y el Pa c h a k u t i k
y el movimiento indígena se retiran del gobierno frente al rumbo neoliberal que el mismo
pretende profundizar. Sobre este proceso nos habla el texto de Franklin Ramírez Gallegos
que, partiendo del análisis de la conformación de la coalición y su triunfo electoral, pro-
fundiza sobre las disputas y tensiones de la alianza a lo largo de los casi siete meses que
transcurren hasta su ruptura. Desde el balance de esta experiencia, el autor señala los
rumbos con los que amenaza la gestión gubernamental y los desafíos y debates que se
plantean hoy al interior del movimiento indígena ecuatoriano. En relación a ello, incluimos
también, en la sección Documentos, el manifiesto de la CO N A IE en el que se demanda
al Pachakutik la ruptura de la coalición gubernamental (6 de agosto) y las resoluciones de
la Cumbre de Nacionalidades, Pueblos y Movimientos Sociales (15 de agosto).

Sin duda, para completar una mirada sobre las principales experiencias de los movimientos
sociales de origen rural en nuestra región, no podemos dejar de mencionar al movimiento cam-
pesino e indígena de Bolivia y a la coalición “El campo no aguanta más” que movilizó a los movi-
mientos rurales en México en los primeros meses de este año contra el capítulo agr o p e c u a r i o
del NAFTA. En la medida que estas dos experiencias fueron abordadas en el número anterior
de la revista, no las hemos considerado en esta ocasión. De esta manera, el presente dossier se
complementa con las contribuciones publicadas en la pasada edición del O S A L, que puede con-
sultarse junto a otros textos relativos a estas cuestiones en <http://osal.clacso.org>.   



Por otra parte, también en agosto, tuvo lugar en Colombia una importante movilización
y paro agrario que, en confluencia con organizaciones sindicales de trabajadores urba-
nos, cuestionaba el rumbo de la política gubernamental de Álvaro Uribe Velez y con-
frontaba particularmente con la propuesta del ALCA. En este sentido, publicamos como
cierre del dossier una contribución de la investigadora colombiana Esmeralda Prada que
nos presenta un análisis de las características –en términos de conflicto, reivindicaciones
y organizaciones– que marcan el desarrollo de los movimientos agrarios en la última
década en dicho país a la luz de las políticas implementadas por los diferentes gobier-
nos y, en particular, en relación con las impulsadas en la actualidad.

No es necesario remarcar que el protagonismo asumido por estos movimientos sociales
también se proyectó al terreno de las experiencias y convergencias forjadas en los últimos
años frente a la “globalización neoliberal”. Este hecho, de alguna manera, tiende un puen-
te hacia el segundo dossier que presentamos en la última parte de esta revista. En el
mismo se abordan, a partir de diferentes contribuciones, dos cuestiones íntimamente vin-
culadas: el colapso de la reciente reunión de la OMC (Organización Mundial de
Comercio) en Cancún, y las perspectivas que plantea el ALCA (Área de Libre Comercio
de las Américas) para los pueblos de nuestro continente. Abre el dossier el artículo de
Atilio Boron que, a partir de señalar las continuidades históricas que unen la actual doc-
trina Bush con la política intervencionista estadounidense en Latinoamérica, analiza las for-
mulaciones de los think tank del actual gobierno, la importancia que le cabe a la regi ó n
latinoamericana en esta política imperial de dominio, y la naturaleza y funcionalidad del
A LCA como cristalización de la hegemonía norteamericana en el sur del continente. 

A continuación reproducimos la intervención de Osvaldo Mart í n ez pronunciada en la Jornada
de Apertura del II Encuentro Hemisférico de Lucha contra el ALCA realizado en La Habana,
Cuba, a fines de 2002. La misma aborda con detenimiento un análisis sobre las conse-
cuencias que tendría para los pueblos de la región dicho acuerdo, y desnuda los verdade-
ros intereses económicos que animan al gobierno estadounidense en el impulso y promo-
ción de este tratado. El texto culmina con un repaso de las principales experiencias de con-
vergencias forjadas a nivel continental –de Canadá a Tierra del Fuego– contra el ALCA. 

Estas contribuciones son seguidas por otras dos que nos presentan los primeros balances
de las razones del “descarrilamiento” de la Cumbre de la OMC –realizada en septiembre–
y las consecuencias y perspectivas que ello plantea tanto en el terreno de las relaciones
entre los países ricos y los del Sur del mundo (particularmente con el surgimiento del
Grupo de los 21), como respecto del movimiento de resistencia global. Sobre esta cues-
tión, en primer lugar, Héctor de la Cueva profundiza especialmente en la descripción y aná-
lisis de las iniciativas desarrolladas por la coalición de movimientos y ONGs por fuera y al
interior de la propia Cumbre y señala, desde su visón, las dificultades y límites que la expe-



riencia de Cancún deja planteados como desafíos para el movimiento antimundialización
neoliberal. Por otra parte, Walden Bello desarrolla las lecciones que pueden extraerse del
fracaso de esta cumbre ministerial, enfatizando tanto en el nuevo escenario global que se
abre a partir de aquí y en el papel que en ello le cupo al llamado “Grupo de los 21” (lide-
rado por Brasil, India, China y Sudáfrica) como en los límites de la posición defendida por
estos países, la cual no contempla los intereses de la pequeña producción campesina
orientada al mercado interno –enormemente significativa en la mayoría de ellos.

Acompañan estas reflexiones dos documentos elaborados por distintas coaliciones socia-
les durante las actividades contra la Cumbre que tuvieron lugar en Cancún, los manifies-
tos del Foro Internacional Campesino e Indígena y de la Red de los Movimientos Sociales.

En la sección Cronologías del conflicto social incluimos, como desde el inicio de esta publi-
cación, una síntesis de las principales protestas y los hechos políticos y económicos más des-
tacados ocurridos a lo largo del segundo cuatrimestre de 2003 en diecinueve países de
Latinoamérica. Dicha sección se abre con un artículo introductorio elaborado por Emilio
Taddei que, entre otras cuestiones, presenta un análisis de las experiencias de lucha y con-
vergencias sociales –que toman cuerpo en distintos países de la región– impulsadas por los
trabajadores del sector público contra el renovado ímpetu que asumen las políticas de pri-
vatizaciones y de ajuste del sector público bajo las presiones del FMI y los organismos finan-
cieros internacionales. En esta sección incluimos también las contribuciones de Daniel
Campione, Eduardo Toche y Carlos Figueroa Ibarra que reflexionan sobre la coyuntura del
cuatrimestre en Argentina, Perú y Guatemala respectivamente. Campione analiza la evolu-
ción del conflicto y los movimientos populares a partir de diciembre de 20 01 y las pers-
pectivas planteadas hoy en Argentina. Por otra parte Toche aborda la forma que adquirió la
transición política en Perú, de la crisis del régimen Fujimorista hasta el actual gobierno de
Toledo. Finalmente, Carlos Figueroa Ibarra, desde un examen de las opciones planteadas
para las próximas elecciones presidenciales en Guatemala, analiza las características de la
fuerza que impulsa a Efraín Ríos Montt y del crecimiento de la protesta popular en ese país. 

La publicación de este número de la revista coincide con la realización de la III Conferencia
Latinoamericana y Caribeña de Ciencias Sociales –y la XXI Asamblea General– de CLAC SO
que bajo el título Nueva hegemonía mundial. Alternativas de cambio y movimientos socia -
l e s tendrá lugar hacia fines de octubre del presente año. En este sentido, este onceavo
número del O S A L –así como el resto de la labor desarrollada por el programa– busca apor-
tar a este debate desde el conocimiento de las experiencias y alternativas forjadas por los
movimientos populares en nuestra región en el desafío de hacer posible –como nos
recuerda el espíritu del Foro Social Mundial– ese otro “nuestro” mundo.

José Seoane
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Los “Caracoles” zapatistas:

redes de resistencia

y autonomía

Pablo González Casanova*

Una nueva forma de pensar y hacer 

De las ricas aportaciones que el movimiento zapatista ha
hecho a la construcción de una alternativa, el reciente
proyecto de los “Caracoles” desembrolla muchos falsos
debates de políticos e intelectuales. El proyecto de los
“Caracoles” “abre nuevas posibilidades de resistencia y
de autonomía de los pueblos indígenas de México y del
mundo, una resistencia que incluye a todos los sectores
sociales que luchan por la democracia, la libertad y la jus-
ticia para todos”, según palabras del comandante Javier. 

En España, alguien comenta: “El zapatismo se ha vuelto
una herramienta que puede ser usada por todas las rebel-
días que navegan el mar de la globalización. Nos invita a
materializar la construcción comunitaria y autónoma con
la paciencia y la tranquilidad del caracol”.

La idea de crear organizaciones que sean herramientas de
objetivos y valores a alcanzar y hagan que la autonomía y
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el “mandar obedeciendo” no se queden en el mundo de los conceptos abstractos ni de
las palabras incoherentes es una de las aportaciones más importantes de los “Caracoles”.
Sus creadores están conscientes de las limitaciones y posibilidades que el proyecto tiene.

El subcomandante Marcos reconoce con una mezcla de modestia y de entusiasmo que
los “Caracoles” constituyen “una pequeña parte de ese mundo a que aspiramos hecho
de muchos mundos. Serán –afirma– como puertas para entrarse a las comunidades y
para que las comunidades salgan; como ventanas para vernos dentro y para que vea-
mos fuera; como bocinas para sacar lejos nuestra palabra y para escuchar la del que
lejos está. Pero sobre todo para recordarnos que debemos velar y estar pendientes de
la cabalidad de los mundos que pueblan el mundo”. Con sus palabras están los hechos. 

Cuando el gobierno incumplió los Acuerdos de San Andrés y se negó a reconocer los
derechos de los pueblos indios, faltando así a sus compromisos, los zapatistas no lla-
maron a las armas. Se pusieron a construir la autonomía en los “territorios rebeldes”,
según comunicado del 19 de julio de 2003. 

Las comunidades zapatistas decidieron construir “municipios autónomos” (un objetivo
por cierto que habían “enarbolado” desde principios de la insurgencia). Las comunida-
des nombraron a sus autoridades locales y a sus delegados para que cumplieran sus
mandatos en los distintos niveles a sabiendas de que si no los cumplían serían revo-
cados. Al mismo tiempo siguieron impulsando medidas prácticas del “mandar obede-
c i e n d o ”. También fortalecieron los vínculos de solidaridad especial entre las comunida-
des locales de distintas etnias. Además, articularon unidades mayores que comprendí-
an varios municipios y que fueron conocidas como los “A g u a s c a l i e n t e s ”, hoy sustituidos
por los “Caracoles”.

El cambio tiene varios significados, pero entre los más importantes parece encontrarse
la transformación de zonas de solidaridad entre localidades y comunidades afines en
redes de gobiernos municipales autónomos, que a su vez se articulan en redes de
gobierno que abarcan zonas y regiones más amplias. Todas las comunidades construyen
las organizaciones de redes mínimas de gobierno, así como las redes de alianzas mayo-
res. En todos los casos practican el conocimiento y manejo de la política interna y exter-
na, de barrio y de poblado, de conjunto de poblados que se integran en un municipio,
de poblados y autoridades que articulan varios municipios...

La dimensión y profundidad que alcanza el nuevo proyecto zapatista corresponde a la
capacidad que ha mostrado este movimiento para redefinir su proyecto rebelde en los
hechos y también en los conceptos manteniendo al mismo tiempo sus objetivos fun-
damentales de un mundo con democracia, libertad y justicia para todos.



Es más, en sus reflexiones y elaboraciones el EZLN continúa usando ese estilo tan origi n a l
de pensar y hacer que combina la narrativa del viejo Antonio –quien desde el ahora recuer-
da el pasado para construir el futuro– con las utopías y firmezas dialécticas de Durito, el
escarabajo que es un caballero andante moderno y postmoderno, antisistémico. 

En realidad, gran parte de lo que se propone el planteamiento de los “Caracoles” ya
había sido expresado desde los inicios del movimiento zapatista como la lucha por “los
municipios autónomos en rebeldía”. Pero ese y otros conceptos fundamentales fueron
objeto de olvidos e incomprensiones entre compañeros, hermanos, simpatizantes,
adversarios y enemigos. 

El nuevo planteamiento de los “Caracoles” no sólo redefine con claridad conceptos que
se prestaron a las más distintas interpretaciones, debates, y hasta oposiciones. Articula y
propone un proyecto alternativo de organización (a la vez intelectual y social) que, arran-
cando de lo local y lo particular, pasa por lo nacional y llega a lo universal. En la salida y
en la llegada deja a sus integrantes toda la responsabilidad de cómo hacer el recorrido
si de lo grande a lo chico o de lo chico a lo grande, o de las dos maneras dividiéndose
el trabajo con una ruta para unos y otra u otras para los demás. 

La concreción del proyecto se da al convertir las luchas por las autonomías y la creación
de autonomías en redes de pueblos autónomos. Se trata de un programa de acción, de
conocimiento, de perseverancia y dignidad para construir un mundo alternativo, organi-
zado con respeto a las autonomías y a las redes de autonomías. Su objetivo es crear con
las comunidades, por las comunidades y para las comunidades, organizaciones de resis-
tencia que desde ahora formen mallas a la vez articuladas, coordinadas y autogoberna-
das que les permitan mejorar su capacidad de contribuir a que otro mundo sea posible. 

Al mismo tiempo el proyecto postula que desde ahora, en lo que se pueda, las comu-
nidades y los pueblos tienen que ejercitarse en la alternativa que quieren, para adquirir
experiencia. No esperar a tener más poder para redefinir el nuevo estilo de ejercerlo. 

El proyecto de poder, por lo demás, no se construye bajo la lógica del “poder del Estado”
que aprisionaba a las posiciones revolucionarias o reformistas anteriores, dejando ayuno
de autonomía al protagonista principal, fuera éste la clase obrera, la nación o la ciuda-
danía. Tampoco se construye con la lógica de crear una sociedad ácrata, esa lógica que
prevalecía en las posiciones anarquistas y libertarias (y que subsiste en expresiones poco
felices como la del “antipoder”, que ni sus autores saben qué quiere decir), pero que se
renueva con los conceptos de autogobierno de la sociedad civil “empoderada” con una
democracia participativa, que sabe hacerse representar y sabe controlar a sus represen-
tantes en lo que sea necesario para el respeto de los “acuerdos”.



El proyecto de los “Caracoles” es un proyecto de pueblos-gobierno que se articulan
entre sí y que buscan imponer caminos de paz, en todo lo que se pueda, sin desarmar
moral o materialmente a los pueblos-gobierno , menos en momentos y regiones donde
los órganos represivos del Estado y las oligarquías locales, con sus variados sistemas de
cooptación y de represión, están siguiendo las pautas cada vez más agresivas, crueles y
necias del neoliberalismo de guerra que incluyen el hambre, la insalubridad y la “igno-
rancia obligada” de la inmensa mayoría de los pueblos ya sea para debilitarlos, o inclu-
so para diezmarlos o acabarlos si es necesario, cuando fallen los sistemas de intimida-
ción, cooptación y corrupción de líderes y masas. 

El nuevo planteamiento de los “Caracoles” combina e integra en la práctica ambas lógi-
cas, la de la construcción del poder por redes de pueblos autónomos y la de integr a c i ó n
de órganos de poder como autogobiernos de los que luchan por una alternativa dentro
del sistema. El planteamiento hace suyos elementos antisistémicos en que la creación de
municipios autónomos rebeldes empieza por fortalecer la capacidad de resistencia de los
pueblos y su capacidad de creación de un sistema alternativo. Ambas políticas –la cons-
trucción e integración del poder– son indispensables para una política de resistencia y de
creación de comunidades y redes de comunidades que hagan del fortalecimiento de la
democracia, de la dignidad y de la autonomía la base de cualquier proyecto de lucha. 

Los “Caracoles” corresponden a un nuevo estilo de ejercer el poder de comunidades entra-
madas en la resistencia y para la resistencia, en que sus comandantes se someten a las
comunidades para construir y aplicar las líneas de lucha y organización, sin que por eso
dejen de decir “su palabra” ni unos ni otras, pero siempre con respeto a la autonomía y
dignidad de personas y pueblos que ven en cualquier actitud paternalista, y en cualquier
“generosidad humanitaria”, no sólo algo parecido a las “acciones cívicas” de los enemigos,
sino a las acciones equivocadas de los amigos, hermanos y compañeros que no han com-
prendido bien la importancia que tiene la solidaridad comprometida y respetuosa. 

Más que una ideología del poder de los pueblos-gobiernos , los “Caracoles” construyen
y expresan una cultura del poder que surge de quinientos años de resistencia de los
pueblos indios de América, y que se inserta en la cultura universal para la construcción
de un mundo tan variado como el que implica cualquier alternativa multinacional, mul-
ticultural, con civilizaciones distintas, y también con características y valores comunes de
los constructores de la misma. 

Los cambios que llevan a la concreción y a la precisión del pronunciamiento zapatista
sobre los “Caracoles” corresponden a un método muy novedoso, que debemos hacer
explícito para nosotros mismos sin temor a equivocarnos y a que nos corrijan quienes le
encontraron o dan otro sentido. También debemos hacer de ese método de pensar, hoy



identificado con el zapatismo, una especie de sentido
común en el que aparezcan nuestras distintas formas de
pensar, de expresar, de actuar a sabiendas de que el
necesario diálogo aclara afinidades y diferencias, y permi-
te lenguajes comunes, y consensos cada vez más
amplios, capaces de un accionar multicultural por un
mundo alternativo.

Claros de que “el método de pensar” no es todo y que a
él se añaden las “verdades del corazón”, fundamentales
en la cultura maya, necesitamos irlo precisando para
nosotros y los demás en diálogos e intertextos que reco-
jan su uso desde que los zapatistas planearon un nuevo
proyecto universal en sus comunicados insurreccionales y
en los que emitieron a lo largo de los diálogos de San
Andrés y de la lucha por los derechos de los pueblos
indios, hasta ahora en que asumen esos derechos que
formalmente les fueron negados. Los zapatistas constru-
yen en una nueva etapa de su historia una alternativa
pacífica de transición a un mundo viable, menos autorita-
rio, menos opresivo, menos injusto, que tenga la capaci-
dad práctica de seguir luchando para la paz con demo-
cracia, justicia y libertad.

El método, o manera más o menos constante de hacer y
p e n s a r, parece tener siete características principales: la pri-
mera consiste en usar las combinaciones más que las dis-
yuntivas. En lugar de decir y hacer “esto o esto” se dice y
hace “esto y esto”. El conjunto es mucho más que la suma
de las partes: es la articulación de las partes. El problema
entre hermanos es doble: ni restar ni desart i c u l a r. La fuer-
za de resistir aumenta cuando los pueblos indios no sólo
se articulan entre sí, sino con los pueblos no indios que
luchan por los mismos objetivos, siempre con respeto a las
diferencias personales, o religiosas, o culturales, o tácticas.
La segunda característica consiste en generalizar los con-
ceptos al tiempo que se generalizan las redes de comuni-
dades. Cuando se generaliza el pensar, tomando en cuen-
ta a los actores sociales pensantes que se integran a las
redes de la resistencia y las alternativas, se pueden preci-
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sar con más facilidad los
problemas de la unidad en
la diversidad y la posibilidad
concreta de que varios
actores den las mismas
luchas de la misma manera
o de distinta manera: así
por ejemplo si la generaliza-
ción se hace en relación a
la unión de distintos pue-
blos mayenses, y de allí se
pasa a generalizar incluyen-
do a pueblos de indios
nahoas, mixtecos, tarascos...,

las generalizaciones se enriquecen con las experiencias particulares de la resistencia y las
autonomías que los otros pueblos viven y expresan. La fuerza de la generalización actual
es todavía mayor cuando se incluye como actores a los campesinos, a los trabajadores, a
los estudiantes que piensan y actúan en función de los mismos objetivos éticos, cultura-
les, sociales de la resistencia y del mundo alternativo, pero que pueden tener varias estra-
t e gias y tácticas para alcanzarlos, algunas sólo válidas en la situación puntual de que par-
ten y otras que pueden adaptarse para combinar experiencias que fortalecen y amplían a
las redes. En tercer lugar, el método permite la elaboración de conceptos cada vez más
profundos, como cuando se percibe quién está por aumentar la resistencia y quién está
por debilitarla, por corromperla o destruirla ya sea de una manera deliberada o no. El con-
cepto y la fuerza de las redes se profundizan (y ésta es una cuarta característica) cuando
tanto en la acción como en la reflexión se pasa de la lucha contra el cacique a la lucha
contra el gobernador que apoya al cacique y de allí se sube a toda una “especie” o “clase”
de “ricos y poderosos” que apoyan no sólo al cacique contra el que se está luchando sino
aún a otros caciques, políticos y empresarios, que apoyan a una compañía trasnacional
de las que dominan o buscan dominar grandes territorios con proyectos como el Plan
P u e b l a - Panamá. De pronto se aclara uno mismo, como persona o colectividad, que la
lucha contra el cacique no es lucha nada más de un pueblo sino de varios, y que todos
los “hombres del poder y del dinero” no sólo apoyan al cacique o a los caciques cuando
se sienten amenazados sino hasta desatan una guerra encubierta o abierta con fuerzas
convencionales y no convencionales, militares y paramilitares, destinada a defender sus
intereses y valores o a conquistar nuevas riquezas, territorios y poblaciones a cuyos habi-
tantes ven como futuros “desplazados”, “enterrados” o “asalariados informales”. Quinta:
para resistir el embate de “la especie” o “clase” de los ricos y poderosos, que se repite
una y otra vez desde hace quinientos años, se siente en el corazón (con el significado
mayense) y en la conciencia (con la redefinición crítica de la teoría de la praxis) que es
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necesario ir ampliando las articulaciones de las fuerzas hermanas que actual o potencial-
mente luchan por los mismos objetivos en los Altos o las Selvas de Chiapas, o donde
quiera que sea de México y el Mundo.

Una sexta característica se presenta como sigue: el subir de lo abstracto o formal a lo
concreto o actual corresponde a la expresión “ir más allá de...” que a menudo alude a
etapas superadas. Pero aquí la expresión de “ir más allá” recoge la necesidad simultánea
de superar aquello que manifestó debilidad en el pasado y de mantener al mismo tiem-
po lo que en el pasado dio fortaleza a la resistencia y a la construcción de una alterna-
tiva, eso sí, con las debidas adaptaciones y redefiniciones que la experiencia exige y que
los cambios aconsejan, propias de la narrativa del viejo Antonio. 

Una séptima y última característica, en esta lista incompleta, está relacionada con las uto-
pías que se expresan y se realizan entre contradicciones. Corresponde a la necesidad de
superar “las ideas de los caballeros andantes” que buscaban “desfacer entuertos” para
construir (“haciendo camino al andar” como dijo el poeta), relaciones personales, rela-
ciones sociales, culturales, sistemas sociales que faciliten, entre tropezones, practicar y
concretar determinados objetivos como “la democracia, la justicia, la libertad”. Esa es la
característica de los sueños y de las impertinencias de Durito, de esos sueños e imper-
tinencias bien y mal hablados, idealistas y picarescos que se nutren en la imaginación
del Mundo entero, maya o no maya, occidental o no occidental, clásico o moderno, o
postmoderno.

Aquí parece necesario aclarar que en todos los casos se juntan los métodos del viejo
Antonio y de Durito. Ambos plantean la dignidad de personas y colectividades como un
elemento de fuerza inquebrantable, no negociable, esto es como el arma más feroz con-
tra la dictadura del mercado y la colonización mercantil de la vida. Para ser efectiva, la dig-
nidad se articula a la autonomía de la persona y de las colectividades. No sólo se vuelve
incluyente, recogiendo la mejor tradición de los liberales de respeto a todas las creencias,
r e l i giones, razas, nacionalidades, civilizaciones, sino que anima a todos aquellos que sean
indios y no indios, mexicanos y no mexicanos, y que quieran construir otro mundo posi-
ble, a que se organicen en redes de autonomías allí donde vivan, incluyendo a sus veci-
nos cercanos y lejanos, conversando con ellos, intercambiando sueños fracasados y rea-
lizados, y yendo mucho más allá de la solidaridad, de por sí valiosa, pero insuficiente,
hacia la construcción y organización de redes de pueblos autónomos y de otras fuerzas
en lucha por un mundo donde tienda a prevaler la democracia, la justicia y la libertad. 

El proyecto de los “Caracoles” es la síntesis de muchos planteamientos anteriores de los
zapatistas, aquéllos que el mundo empezó a conocer hace diez años, y que ahora se
articulan con los que des-cubrieron en el camino de rescatar el mundo para la humani-



dad de indios y no indios. Si luchan por la democracia, la libertad y la justicia empiezan
por practicarlas y fortalecerlas en su propia tierra. 

El nuevo proyecto zapatista se junta a todas las fuerzas que luchan contra el neolibera-
lismo, contra la guerra económica y militar que hace estragos en los países sujetos a los
sistemas de endeudamiento y saqueo que imponen el Banco Mundial, el Fondo
Monetario Internacional, la Organización Mundial de Comercio, las grandes potencias
encabezadas por el gobierno de Estados Unidos, y sus aliados y subordinados locales
como el actual gobierno de México, y todos los partidos que en el Senado y la Cámara
de Diputados de México les negaron y quitaron a los pueblos indígenas los derechos
que se habían comprometido a reconocerles. 

La miopía o ceguera de las fuerzas dominantes es tal, y su soberbia o capacidad de
engañarse tan obcecada, que no alcanzan a ver la inmensa posibilidad que se abre con
la marcha de los caracoles , para imponer un cambio histórico pacífico mediante la nego-
ciación sin cooptación ni mediatización de líderes y fuerzas que luchan por sobrevivir y
por un mundo alternativo. Los zapatistas ofrecen, otra vez, un novedoso camino de paz
a México, con las puertas y ventanas abiertas a la humanidad. 

Una nueva estructuración del poder

La fundación de los “Caracoles” en los antiguos “Aguascalientes” realiza varias contribu-
ciones a la reestructuración del poder en forma pacífica y dentro de los marcos de la
Constitución. Al mismo tiempo que mantiene su convicción rebelde, genera una nueva
lógica legislativa que viene de la sociedad civil, y cuyo carácter innovador muy proba-
blemente se extienda como la “espiral de trazo firme” que en la corteza de un árbol
grabó el viejo Antonio. 

De la explicación concisa del Comandante Brus Li (09/08/03) y de otros textos que sinte-
tizan lo que los “Caracoles” son, se derivan algunas prioridades en la acción política para la
reestructuración del poder y para la creación de caminos a un mundo alternativo. Esas prio-
ridades van a difundirse seguramente entre muchos movimientos alternativos sistémicos y
antisistémicos, en un diálogo universal, actual y no sólo virtual, a distancia y presencial, que
ya se realiza a través de los “sitios” y periódicos electrónicos y de encuentros y manifesta-
ciones que van desde la propia Lacandona y el “Otro Davos” hasta Seattle y Cancún.

Precisar lo que las prioridades de los “Caracoles” significan para concretar o actualizar en
distintas partes del país y el mundo la reestructuración del poder desde abajo y por los
de abajo plantea dificultades y posibilidades de traducción de una lengua a otra, de un



lenguaje metafórico a otro más o menos directo, y de una
realidad histórico-social y cultural propia a una distinta.
También plantea el hallazgo de las simpatías y diferencias
concretas que en realidades diversas descubren los acto-
res colectivos, rurales y urbanos, asiáticos, africanos, o
americanos del norte y el sur, europeos y australianos. Las
generalizaciones se aparecen en vivo, las explicaciones
universales también, y eso permite precisar más las dife-
rencias que se respetan y conservan y las que se llevan al
necesario diálogo del universo de actores. Las buenas tra-
ducciones conceptuales, racionales y emocionales, facili-
tan el conocimiento de lo que los zapatistas se proponen
con la fundación y organización de los “Caracoles”, esa
rara metáfora que tiene algo de la cultura mesoamericana
y algo del pensamiento crítico más profundo y actualiza-
do. “Los muchos” tendrán que hacer análisis, que renovar
(o concretar) conceptos comunes aplicables y variaciones
universales. Tendrán que priorizar, como géneros, el diálo-
go y el debate, la argumentación exacta que acerca a los
objetivos más queridos hasta cuando tiene uno que retro-
ceder, y que deseosa de hacerse entender, precede ese
deseo por el de entender uno, mediante la observación,
la reflexión y la expresión aclarada, las “palabras funda-
mentales” que logran consensos y efectos en la resisten-
cia y la autonomía articuladas.

De las palabras del subcomandante Marcos sobre la orga-
nización de los “Caracoles” se desprende que éstos
corresponden al conocimiento de lo interior y de lo exte-
rior, de la visión de quien no sólo se mira, sino mira a los
demás; del que se anima y anima a otros por lejos que
estén, y por dormidos que se hallen en sus escapes y sus
sueños, a participar con acciones cada vez más eficaces
para lograr los objetivos propuestos. Los “Caracoles” se
organizan para no perderse en las partes, para ver el con-
junto, y para actuar en el conjunto articulado de los pue-
blos de su propia “tierra” y del mundo. 

Saber oír y hablar para pensar y actuar corresponde a un
conjunto de acciones organizadas cuyo punto de partida

“La lucha 

por la construcción

del poder,

desde las más

pequeñas

comunidades 

y municipios, hasta

zonas y regiones

articuladas, 

es la lucha 

concreta de 

los zapatistas”.



aparece en la evocación de los dioses mesoamericanos que dejaron encargado a uno
de sostener el cielo. Para cumplir su cometido “el sostenedor del cielo” se puso “en el
pecho colgado un caracol y con él escucha los ruidos y silencios del mundo para ver si
todo está cabal, y con el caracol los llama a los otros sostenedores para que no se duer-
man o para que despierten” (04/08/03).

A esa evocación mesoamericana se añade otra que vincula a los “enseñadores antiguos”
de los mayas con el corazón de Pascal, y con una nueva filosofía de los “chavos” a la vez
emotiva y tecnológica, que aparece en la llamada “Era de la Comunicación”, y que plan-
tea el saber como poder alternativo.

A decir de los “enseñadores” “mientras la palabra camine el mundo (sic) es posible que
el mal se aquiete y esté el mundo cabal...”. “Así dicen” –comenta el subcomandante, y
añade– “Por eso la palabra que no duerme, del que está pendiente del mal y sus mal-
dades, no camina directo de uno a otro lado, sino que anda hacia sí misma, siguiendo
las líneas del corazón, y hacia fuera, siguiendo las líneas de la razón...” (Un comentario:
Durito le hizo ver al Sub que mejor “pusiera”: “que anda hacia sí misma y hacia fuera
siguiendo las líneas del corazón y de la razón...” ¡Sin la disyuntiva que en el pasado privó
a la autocrítica del corazón... y hasta de la razón... Aún no se sabe por qué el
Subcomandante mantuvo esa redacción...).

Una lectura correcta de los principios del pensar-hacer de las nuevas organizaciones
zapatistas no sólo obliga a incluir la amplia gama que va del conocimiento de sí mismo
hasta los procesos históricos que entre vueltas logran alcanzar puntos cada vez más
altos. Una lectura cuidadosa de los textos metafóricos, narrativos, reflexivos, increpa-
torios, convincentes del EZLN sólo logra una mayor comprensión si cada una de sus
expresiones y figuras se liga a la enorme capacidad de resistencia que han mostrado
los zapatistas en todos estos años de asedio y dolor, de pobreza y engaños, sin que
les hayan destruido ni la esperanza, ni la decisión de seguir luchando, ni la inmensa
capacidad de buscar nuevas formas de construir otro mundo que sea posible en las
palabras y en los hechos.

Con ese mismo espíritu cabe esbozar algunas prioridades de los “Caracoles” y relativizar
lo que se dice a veces de ellos, aclarando lo obvio, que ésta es sólo una lectura de las
mismas y que puede haber otras, incluso de sus propios autores:

1. Dentro del marco legal y nacional crear la autonomía ejercitada , y no depender de
que el Estado la reconozca para organizarla, lo que significa darse a uno mismo la tarea
y el ejercicio de construir y practicar la autonomía y el autogobierno. El autogobierno se
responsabiliza de llevar a la práctica los principios de democracia, justicia y libertad, y de



hacerlos explícitos con la comunidad o las comunidades que constituyan el autogobier-
no y de las personas que lo integren, cuya autonomía de pensamiento y crítica deberá
también respetarse.

2. Combinar la democracia participativa con la democracia electoral siempre que se dé
a la democracia su sentido actual de gobierno del pueblo, para el pueblo y con el pue-
blo y a ese sentido se añadan los agregados esenciales de la lúcida propuesta de que
los autogobiernos sean pluriétnicos y respetuosos de las distintas creencias y filosofías
así como del espíritu laico en la educación, la investigación y la difusión de la cultura.

3. Pasar de “los espacios de encuentro” crítico y contestatario, generador de esperanzas
y planes de acción, a las “Juntas de Buen Gobierno” que escuchan, hacen, deciden y
mandan, obedeciendo a las comunidades y sus organizaciones territoriales.

4. Asumir el papel y “la lógica del legislador de la alternativa” para hacer efectivos los dere-
chos de los pueblos indios en la organización de su autonomía. El Buen Gobierno de los
“Caracoles” debe ser el primero en reconocer y ejercer los derechos para no actuar con
arbitrariedad como lo hace el mal gobierno. En caso de que algunas reglas resulten en la
práctica inconvenientes, el Buen Gobierno las modificará previa consulta a las comunida-
des. En caso de que el Buen Gobierno se vuelva mal gobierno será destituido por las
comunidades (costumbre por lo demás muy experimentada en las culturas mesoameri-
canas y que hoy se enriquece con las experiencias de otras culturas y organizaciones polí-
ticas que se propusieron el autogobierno y no lo lograron por errores o populismos y cau-
dillismos no superados, no controlados, y cuyos efectos autodestructivos no estaban en
la conciencia concreta de quienes querían construir verdaderos autogobiernos). 

5. Impedir a tiempo cualquier mella de la autonomía y la unidad pues ambas son la fuer-
za de las comunidades, y éstas sólo se pueden preservar si el Buen Gobierno impide,
con el ejercicio diario de la democracia, la formación de mafias y clientelas que se sepa-
ran de sus comunidades y hacen del separatismo de comunidades y pueblos una forma
de satisfacer ambiciones meramente personales o de grupo como ocurrió en muchos
países de nuestra América cuyas oligarquías desde el siglo XIX rompieron el ideal boli-
variano, o en la Yugoslavia que puso en un primer plano su fallido proyecto de autogo-
bierno, origen de las mafias que después de la debacle mostraron y aumentaron su for-
tunas mal habidas y sus autoritarismos contumaces. Si las lecciones de la moral están
muy lejos de ser “puras ilusiones” para cualquier proyecto de interés general, es suicida
olvidar las lecciones históricas de la inmoralidad pasada y presente. Esas lecciones están
claras en el zapatismo cuando declara indignos a los que abusan del poder o se pliegan
ante el poder, a quienes dan dádivas y concesiones personales y paternalistas desde el
poder, y a quienes las reciben como agachados.



6. Tener la capacidad de
cambiar uno mismo como
rebelde sin dejar de serlo.
Tener la entereza de pasar
de proyectos insurrecciona-
les armados a proyectos de
negociación sin claudicación
–como en San Andrés–, o a
posiciones de enroque en
la resistencia –como des-
pués de que el Congr e s o
negó los derechos a los
pueblos indios–, o a la rees-
tructuración del poder local
con las redes de los
“ C a r a c o l e s ”, tras un largo
período de silencio expresi-
vo y reflexivo, en que las
experiencias de la organiza-
ción preliminar y local del buen gobierno en la autonomía permiten plantear un proyecto
f u e rte de redes con posibilidades nacionales e internacionales.

7. Al abandonar la toma del poder por la fuerza, construir el poder de las comunidades
como proyecto que combina lo micro y lo macro en el proceso de construcción de las
bases organizadas, con las variaciones que sean necesarias de unas regiones y países a
otros, y en distintas situaciones dentro del mismo país o región. En este punto tal vez
sea necesario aclarar un poco más que el proyecto de los zapatistas no corresponde a
la lógica anarquista o libertaria, por actualizadas que estén, ni a la lógica estatista de toma
del poder del Estado o de reformas al Estado, por decaídas o desprestigiadas que se
hallen. Aclarar que el proyecto busca construir el poder desde la sociedad civil, cons-
ciente de que esa construcción en muchas partes del mundo, al agotar las luchas polí-
ticas y sufrir persecuciones armadas convencionales o no convencionales, obliga a los
habitantes a ejercer el derecho de autodefensa de sus pueblos y hogares, y que si en
un momento pasan a proponerse acciones armadas para una rebelión contra el orden
injusto y opresivo, depredador, explotador y excluyente, ahora otra vez más confirman su
vocación pacífica con un nuevo camino que en todo lo posible será rebelde y operará
dentro de los marcos legales, y que hará todo lo necesario en sus estructuras políticas y
sociales para impedir negociaciones con cooptaciones que mellen la autonomía de las
personas y de las comunidades. La política de la dignidad empieza por el respeto a uno
mismo que exige y organiza el respeto de los demás. 



La lucha por la construcción del poder, desde las más pequeñas comunidades y muni-
cipios, hasta zonas y regiones articuladas, es la lucha concreta de los zapatistas.
Constituye una contribución muy importante para el aumento de la fuerza necesaria en
la transición a un mundo nuevo sin que se sostenga una “teoría general” de que en
todas partes, todos, todo el tiempo construirán la transición de la misma manera, lo cual
sería un absurdo en que caen quienes se olvidan de la enormidad y variedad del mundo. 

Al mismo tiempo, esa posición de los zapatistas ni es “anti-partido” ni busca fundar un
partido. Los zapatistas no se proponen fundar un partido que encabece a un bloque para
la toma del poder del Estado, ni quieren luchar en las elecciones como un nuevo parti-
do del Estado. Buscan recorrer el nuevo camino de construcción de comunidades y
redes de comunidades autónomas. Si éstas logran acaso una “redistritación” y “remuni-
cipalización” reconocida por el Gobierno, ese hecho, como los “Acuerdos de San Andrés”
seguramente no implicará ninguna concesión de principio, y sólo permitirá que los pue-
blos luchen por sus valores e intereses con una legalidad formalmente reconocida. 

En todo caso, la política de “redistritación” y “remunicipalización” supone, como requisi-
to mínimo y prueba de buena voluntad del Gobierno, el abandono de los hostigamien-
tos militares y paramilitares que los pueblos indios han sufrido y sufren. Su cese nece-
sario es ineludible para construir el nuevo camino. Si ese camino no se da es porque
continúa dominando en el Gobierno la ceguera y la pequeñez con que el Congreso
rechazó los derechos de los pueblos indios contra la voluntad de los pueblos de México
y de la Nación mexicana. La falta de reconocimiento legal de la autonomía dificultará
pero no detendrá la marcha de los “Caracoles”, y su vigoroso proyecto de construir y arti-
cular las autonomías de los pueblos indios y no indios. El proyecto cabe en la
Constitución y en el derecho de asociación de los pueblos y los ciudadanos.

8. Aclarar que, si la nueva política no es insurreccional ni reformista ni libertaria o anar-
quista, reconoce la validez de muchas categorías descubiertas por esos movimientos y
hasta por otros anteriores, como los liberales y patrióticos de nuestra América; pero que
en todo caso descansa en el pensar y hacer colectivo de los pueblos indios para descu-
brir las definiciones actuales y los lenguajes comunicativos del pensamiento crítico y
alternativo, sistémico y antisistémico, en sus distintas versiones y experiencias reformis-
tas y revolucionarias o nacionalistas o libertarias.

Es más, resulta necesario aclarar con reiteradas expresiones verbales, mímicas, intertex-
tuales, que hay elementos del postmodernismo europeo y norteamericano, en sus
manifestaciones más creativas y radicales, que son y serán incluidos en los textos y con-
textos del Buen Gobierno con sus límites actuales y con los que aparezcan por las puer-
tas y ventanas de “la más pequeña de las alternativas” o de aquéllas que se articulen



desde cualquier punto cardinal. Que éste no es un proyecto nada más zapatista, o indí-
gena, o chiapaneco o mexicano, sino que va al encuentro dialogal y mundial de proyec-
tos parecidos no cabe duda, como tampoco que está justificadamente orgulloso del
legado que le dejaron “los más primeros habitantes de estas tierras”.

9. Precisar que el proyecto de los “Caracoles” pasa de la mera protesta, o manifestación,
o movilización, a la resistencia y la organización del pensamiento, la voluntad y la acción.
Que asume como prioritarias las políticas de educación y salud, y busca resolver en todo
lo que se pueda y para que se pueda problemas de alimentación, vestido y vivienda,
empleo y retribución justa de las comunidades y los trabajadores. Que al mismo tiem-
po alienta redes de comercio básico entre comunidades, pequeños productores y
comerciantes de la “economía informal” señalando preferencias a los mercados locales
y al nacional. Las limitaciones y contradicciones en estos terrenos son bien conocidas por
los zapatistas. Plantean una mayor capacidad de resistencia frente al “comercio injusto”
y a “las relaciones desiguales de intercambio”, a los que buscan enfrentar en lo que se
puede, con la articulación de los mercados y los productores locales para una política de
sobrevivencia. La capacidad de alcanzar mejores “términos de intercambio” con los “cen-
tros rectores” o explotadores que venden caro y compran barato dependerá de los con-
juntos de redes que se forjen y de su comportamiento en la reestructuración del poder
de las comunidades frente a los mercados colonizados. No cabe duda que aquí se
encuentra uno de los puntos más difíciles de resolver y que es precisamente al que se
enfrentan los más pobres entre los pobres: la explotación por todas las vías de los tra-
bajadores de las etnias, y el comercio particularmente inequitativo con las etnias. 

10. Volver parte de la costumbre más arraigada en la vida cotidiana el respeto a las muje-
res, a los niños, a los ancianos.

11. Apoyar y apoyarse en las organizaciones y movimientos auténticos de los obreros y
los campesinos, de los estudiantes, de los ”colonos marginales de las ciudades”, de los
“desplazados”, de los migrantes nacionales y extranjeros; de los ecologistas; en los movi-
mientos de género, de edad, de preferencias sexuales; en los que defienden tierras y
territorios, derechos humanos sociales e individuales.

12. Asumir y articular la lucha creciente en América Latina y el Mundo entero contra las
políticas neoliberales de saqueo, depredación y conquista, entre las que son particular-
mente amenazadoras la del ALCA, la del Proyecto Puebla-Panamá y en general las del
Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la Organización Mundial de Comercio,
y la tríada de Estados Unidos-Japón-Europa con todas sus redes de gobiernos colabora-
cionistas y agachados.



13. Oponerse radicalmente a cualquier acto de terrorismo ya sea de Estado o de la
sociedad civil, y a cualquier acercamiento o trato con el narcotráfico.

14. Establecer redes de información y cultura, con espacios de reflexión y diálogo local,
regional, nacional e internacional promoviendo con ellas no sólo la información veraz y
el diálogo político-social sino el diálogo de “las ciencias y las artes universales”.

Hasta ahora el proyecto de los “Caracoles” parece confirmar la decisión de los zapatistas y
los pueblos indios de luchar en forma pacífica por los derechos de sus pueblos, por la demo-
cracia con autonomía y autogobierno en el interior de los mismos. Busca también art i c u l a r
sus luchas por la democracia, la justicia y la libertad con los otros pueblos de México y del
mundo. En términos prácticos y políticos se trata de un planteamiento que intenta imponer
la transición negociada para alcanzar los derechos de los pueblos indios y no indios. 

El proyecto de los “Caracoles” se propone aumentar las fuerzas de los pueblos y sus
redes, para que logren soluciones negociadas con principios no negociables. Consciente
de que sólo es “una parte muy pequeña” del movimiento mundial, el zapatismo enfren-
ta y exige el cese de la guerra de empobrecimiento, del acoso militar y paramilitar, de la
discriminación cultural y social, de las políticas de insalubridad, ignorancia y hambre, que
tantas víctimas han hecho en México y el mundo. Va más allá de las meras increpaciones
al imperialismo y a los gobiernos colaboracionistas, a sus jefes y mafias. De hecho plan-
tea una alternativa mundial no sólo a la opresión y dominación dictatorial de los pueblos,
sino a la ofensiva colonialista del imperialismo neoliberal, y al sistema capitalista mundial.
A los proyectos revolucionarios y reformistas o libertarios anteriores, agrega uno que busca
superar las malas experiencias de los gobiernos revolucionarios, reformistas o autócratas
en su lucha por la democracia, la liberación y el socialismo. El nuevo proyecto universal,
nacido en los pueblos pobres, tiende a juntar todas las luchas y a enriquecerlas con las
que se dan por la moral política, por la autonomía y dignidad de las personas y las comu-
nidades, y por empezar a hacer uno mismo lo que quiere que hagan los demás.
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O MST e os desafios para a

realização da reforma agrária

no governo Lula

Bernardo Mançano Fernandes*

Introdução

Este texto é uma breve reflexão sobre o período
recente da questão agrária no Brasil. Destacamos a
luta pela terra e pela reforma agrária desde o
surgimento do Movimento dos Trabalhadores Rurais
Sem Terra (MST) e do Partido dos Trabalhadores (PT).

Nosso desafio principal é a análise dos primeiros meses
do governo Lula, considerando que é uma nova
realidade e em formação. Realizamos essa reflexão a
p a rtir dos fatos históricos dos últimos vinte anos e das
mudanças conjunturais recentes, no que se refere a
questão agr á r i a .

Analisamos essa nova realidade tomando como
referências o paradigma da questão agrária e o
paradigma do capitalismo agrário. Nesse sentido
discutimos a perspectiva de realização da reforma agr á r i a
no governo Lula como política de desenvolvimento
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territorial, ou na possibilidade de um retrocesso político, a implantação de uma política
c o m p e n s a t ó r i a .

A questão agrária no limar do século XXI

No final da segunda metade da década de 1970, depois de quinze anos de forte
repressão política da ditadura militar, os trabalhadores do campo e da cidade lutaram
intensamente para reconstruir a democracia e reconquistar direitos.

No campo, da luta pela terra congregada pela Comissão Pastoral da Terra (CPT),
nasceram as experiências de luta pela terra que formaram o Movimento dos
Trabalhadores Rurais Sem Terra (MST). As lutas camponesas para ficar na terra,
principalmente pela resistência dos posseiros na Amazônia; ou para entrar na terra,
especialmente das ocupações de terra no Nordeste e no Centro-Sul, foram ações que
recolocavam na pauta política a questão da reforma agrária, que havia sido sufocada
com o golpe militar de 1964.

Na cidade, das greves dos metalúrgicos, professores, bancários e outras categorias,
reunidas na formação de um movimento sindical autêntico, que formou a Central Única
dos Trabalhadores (CUT), nasceu o Partido dos Trabalhadores (PT). Na década de 1980,
as lutas populares dos movimentos e dos sindicatos pelas conquistas dos direitos e pelo
restabelecimento da democracia constituíram –se nas bandeiras de lutas que
transformaram o PT em um dos mais importantes partidos brasileiros.

Essas distintas forças políticas nasceram quase que concomitantemente em espaços
políticos diferentes, interativos e autônomos. Cada qual com sua estrutura organizativa e
além de suas origens formadas no seio das lutas de classes, tinham em comum pelo
menos um princípio: a defesa dos direitos e dos interesses dos trabalhadores.

Com a fundação do Partido dos Trabalhadores criou-se um espaço para reunir os
projetos políticos dos diferentes segmentos da classe. Na década de 1980, os
movimentos camponeses, a Comissão Pastoral da Terra, juntamente com o PT,
recolocaram na pauta política a questão da reforma agrária. A retomada desta luta
representava igualmente a intensificação do enfrentamento entre camponeses e
latifundiários. Esta luta fora interrompida com o golpe militar de 1964.

O governo totalitário havia elaborado o Estatuto da Terra: uma Lei que expressava os
princípios da reestruturação fundiária, que, todavia, jamais foi aplicada. Pela forte
vinculação política entre os governos militares e os ruralistas, o que ocorreu de fato foi



o extermínio de todos os movimentos camponeses e a
intervenção na recém fundada Confederação dos
Trabalhadores na Agricultura (CONTAG).

Em 1985, foi eleito –indiretamente– pelo Congresso
Nacional, o presidente Tancredo Neves, que veio a falecer
antes de tomar posse. Assumiu o poder o vice-presidente
José Sarney, como o primeiro governo da Nova República.
Neste governo foi elaborado o Plano Nacional de Reforma
Agrária (PNRA). Novamente, o ataque dos ruralistas foi
exterminador. Nesse tempo, surgira a União Democrática
Ruralista (UDR). Vinculados ao governo, influenciaram
politicamente para a derrubada do presidente do Instituto
Nacional de Colonização e Reforma Agrária (INCRA) e
impediram que o PNRA fosse implantado.

Em 1988, com a elaboração da nova Constituição, a reforma
a grária sofreu duro golpe da bancada ruralista. Embora a
reforma agrária fora aprovada na Constituição, necessitava,
contudo, de lei complementar para a sua realização.
Somente em 1993, com a aprovação da Lei 8629, passou
a existir regulamentação para a desapropriação de terras.
Todavia, mesmo com a existência desta nova Lei, os
ruralistas conseguem impedir a desapropriação de terras,
arrolando os processos desapropriatórios, conseguindo até
mesmo reverter situações em processos já assinados pelo
presidente da República.

Em 1989 ocorreu a primeira eleição direta para presidente
da República depois de duas décadas de ditadura militar e
uma eleição indireta. O PT concorreu nesta e nas eleições
de 1994 e 1998, ficando sempre em segundo lugar. Nas
eleições de 1989, foi eleito o presidente Fernando Collor,
que sofreu impedimento em outubro de 1992, pelo
C o n gresso Nacional, acusado de participar de diversos
esquemas de corrupção. Collor foi substituído pelo vice-
presidente Itamar Franco que governou até 19 9 4 .

Nas eleições de 1994 e 1998, Fernando Henrique Cardoso
( FHC) foi eleito presidente, sendo que no primeiro mandato
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realizou uma ampla política
de assentamentos rurais.
Nesse período, o governo
defendia a tese que não
havia mais latifúndios no
Brasil e que não existiam
tantas famílias sem-terra
(Cardoso, 19 91: 10). Desse
modo, acreditava que
assentando somente as
famílias acampadas, o
problema agrário seria
r e s o l v i d o .

Todavia, com os massacres de Corumbiara, no Estado de Rondônia, em 1995, e de
Eldorado dos Carajás, no Estado do Pará, em 1996, e com o crescimento das ocupações
de terra durante o seu primeiro mandato, que passou de vinte mil famílias em 1994,
para setenta e seis mil famílias em 1998, o governo FHC viu a sua tese cair por terra.

Em seu segundo mandato, FHC mudou de estratégia e desenvolveu uma política
a grária extremamente repressora, criminalizando a luta pela terra e desenvolvendo
de uma política de mercantilização da terra. Desse modo, criou duas medidas
provisórias: uma em que determinava o não assentamento das famílias que
p a rticipassem das ocupações de terra e outra que determinava a não vistoria das
terras ocupadas por dois anos, quando ocupadas uma vez e por quatro anos quando
ocupada mais de uma vez .

Ainda implantou o Banco da Terra, uma política de crédito para compra de terras e
criação de assentamentos. No segundo mandato do governo FHC, essa política
cresceu em detrimento das desapropriações. Também destruiu a política de crédito
especial para a reforma agrária, criada durante o governo Sarney, e a política de
assistência técnica, prejudicando centenas de milhares de famílias assentadas,
intensificando o empobrecimento. Ainda proscreveu a política de educação para os
assentamentos, que fora criada a partir de um conjunto de ações do MST.

De 1999 a 2002, o MST e outros movimentos camponeses experimentaram um
enorme refluxo da luta pela terra. Este era o segundo refluxo experimentado desde
retomada da democracia brasileira e as eleições livres para presidente. O primeiro fora
com o governo Collor, quando a Policia Federal invadiu várias secretarias e prendeu
diversas lideranças do MST. As ocupações de terras diminuíram, assim como o



número de assentamentos implantados, significando um retrocesso para a luta pela
reforma agr á r i a .

Embora FHC tenha propagandeado que realizou a maior reforma agrária da história do
Brasil, essa realidade produziu pelo menos dois resultados lamentáveis: o represamento
com o crescimento do número de famílias acampadas, que em 2003, chegou a cento
e vinte mil famílias, e a precarização dos assentamentos implantados, que foram
implantados como projetos incompletos, que além de não terem infra-estrutura básica,
a maior parte também não recebeu crédito agrícola e de investimento.
Na verdade, o governo FHC nunca possuiu um projeto de reforma agrária. Durante os
mandatos de seu governo, 90% dos assentamentos implantados foram resultados de
ocupações de terra. Todavia, no seu segundo mandato, quando criminalizou as ocupações
e os movimentos camponeses entraram em refluxo e, por conseqüência, diminuíram as
ocupações de terra, também diminuiu o número de assentamentos implantados. Pa r a
garantir as metas da propaganda do governo, o Ministério do Desenvolvimento Agr á r i o
“clonou” assentamentos criados em governos anteriores ou criados por governos estaduais
e os registrou como assentamentos criados no segundo mandato de FHC. Essa tática criou
uma balbúrdia, de modo que em 2003 nem mesmo o IN C RA consegue afirmar, com
c e rt eza, quantos assentamentos foram implantados de fato.

O governo Lula e a questão agrária

É diante dessa farsa e dessa tragédia, que em 2002, o PT em uma coligação de forças
políticas desde a esquerda à direita, elegeu Luís Inácio Lula da Silva para presidente do
Brasil. Desde as eleições de 1989, quando Lula concorreu pela primeira vez até as
eleições de 2002, quando concorreu pela quarta vez e venceu, a conjuntura política e
econômica em escalas nacional e internacional mudou significativamente.

No caso do Brasil, o avanço das políticas neoliberais, com o desemprego estrutural, a
desregulamentação e eliminação dos direitos dos trabalhadores, a privatização de grande
parte de empresas estatais, provocou um enorme refluxo dos movimentos sindicais e
camponeses. Nesse contexto, os ruralistas criaram a tática de destacar o agronegócio,
tentando suprimir a figura do latifúndio, denominando-o de empresa rural.

Ainda, nessa nova conjuntura política, os ruralistas também criaram a tática de transferir
a questão agrária do território da política, do campo dos direitos dos trabalhadores, para
o território do mercado e do capital, onde os trabalhadores são plenamente
subalternos. Uma das artes do pensamento neoliberal é que a superação do conflito é
possível via mercado. Na verdade, esse argumento procura criar uma relação de



dependência e, portanto de dominação. É uma visão linear de um processo desigual,
explicito na questão agr á r i a .

A questão agrária tem como elementos principais a desigualdade, a contradição e o
conflito. O desenvolvimento desigual e contraditório do capitalismo gerado, principalmente,
pela renda capitalizada da terra, provoca a diferenciação do campesinato e
conseqüentemente a sua destruição e recriação. Nesse processo, acontece a concentração
da terra e a luta pela terra, produzindo implacavelmente o conflito. Esse processo é
inerente ao capitalismo, faz parte de sua lógica e de sua vida, é, portanto, insuperável. Ou
convive-se com ele, administrando-o politicamente, procurando minimizar os seus efeitos
devastadores, produtores de pobreza e miséria, ou supera-se o capitalismo. Essa
compreensão do processo é denominada de Paradigma da Questão Agr á r i a .

Ainda, na década de 1990, surgiu uma nova corrente teórica a respeito do problema
a grário. Essa corrente, denominada de Paradigma do Capitalismo Agrário (Abramovay,
1992), procura desconsiderar a existência da questão agrária como problema
insolúvel no capitalismo. Pa rtindo desse pressuposto, propõe uma solução por meio
da integração dos camponeses ao mercado e ao capital. A partir dessas condições e
com e execução de políticas desenvolvidas pelo Estado, seria superado o problema
a grário do capitalismo.

Esse paradigma teve uma força política extraordinária. Além de criar novos conceitos de
conteúdos eufemísticos, como agricultura familiar para substituir o conceito de
a gricultura camponesa; ou agricultura empresarial para substituir o conceito de
agricultura capitalista, gerou uma compreensão linear a respeito do desenvolvimento da
agricultura e contribuiu para a criação de novos movimentos camponeses, denominados
de movimentos de agricultores familiares, como por exemplo, a Federação dos
Trabalhadores na Agricultura Familiar da Região Sul (FETRAF-SUL), vinculada à Central
Única dos trabalhadores (CUT).

O discurso de que o problema agrário pode ser resolvido pelo mercado, pela integr a ç ã o
ao capital e com políticas públicas determinadas e dirigidas pelo Estado agradou as
forças políticas desde a direita à esquerda. Da mesma forma, a mídia televisiva e a
escrita abriram espaços para os cientistas de passaram a defender essa tese em
diferentes jornais diários. Da mesma forma, esse discurso foi incorporado pelos
jornalistas e cientistas de diversas áreas do conhecimento, de modo que se tornou
p r e d o m i n a n t e .

Desde esse ponto de vista, a questão agrária tornou-se um problema inexistente já que
não tem solução na sociedade capitalista e, conforme o discurso predominante, mesmo



no Partido dos Trabalhadores, não tem sentido procurar uma solução que não seja a
partir da realidade capitalista.

Ainda, desde esse ponto de vista, a compra de terras por meio de políticas tipo “Banco
da Terra”, como o apoio do Banco Mundial, pode ser uma saída para o problema agrário.
Outras políticas agrícolas determinadas pelo mercado e integração ao capital, por meio
do agronegócio, incorporando a “agricultura familiar” passaram a ser bem vistos por
diversos setores da esquerda e da direita, fazendo parte também dos discursos de
parlamentares do PT.

Desde a vitória de Lula, a mídia nacional, compreendida pelo jornal O Estado de São
Paulo, pela Folha de São Paulo, O Globo, e Jornal do Brasil, ainda pela revista Veja e
outros periódicos semanais, vem explorando os princípios do paradigma do capitalismo
agrário, tentando pautar as políticas governamentais.

Com essa tremenda força política, tenta-se impedir que a realidade do campo brasileiro
apareça como de fato é: com uma das estruturas fundiárias mais concentradas do mundo
e em intensificação; com o aumento de famílias acampadas nas beiras das estradas e dentro
dos latifúndios; com o empobrecimento dos camponeses, com o aumento da expropriação
e exclusão. O que a mídia nacional procura mostrar é o aumento do conflito, mas não
apresenta suas causas. Comprova que os assentamentos criados pelo governo FHC estão
precarizados, mas não comenta as razões políticas dessas realidades. A mídia procura
convencer a sociedade que o problema são os movimentos camponeses, com destaque
para o MST, por causa de sua amplitude e de seu poder de espacialização e territorialização
( Fernandes, 2000). Assim, a mídia convence a opinião pública e, até mesmo, políticos e
cientistas, que o problema são os conflitos e não as causas dos conflitos.

Com a vitória do governo Lula, os movimentos camponeses participaram nas indicações
de nomes para cargos de segundo escalão do governo Lula. O MST e a CPT tiveram forte
influência na nomeação de vários cargos no Instituto Nacional de Colonização e Reforma
Agrária (INCRA), inclusive indicando para presidente o geógrafo Marcelo Resende, que
trabalhara no Instituto de Terras do Estado de Minas Gerais, durante a gestão do então
governador Itamar Franco. A CONTAG também indicou alguns nomes para o Ministério
do Desenvolvimento Agrário.

Durante oito meses, o IN C RA construiu um conjunto de políticas para atender os
assentados em estado de precarização. Iniciou-se e elaboração de uma política de
assistência técnica, foi retomada a política de educação para os assentados, e
juntamente com o Ministério do Desenvolvimento agrário, formou-se uma equipe
de especialistas para e elaboração do II Plano Nacional de Reforma Agr á r i a .



Também, os ruralistas participaram das indicações de nomes para o Ministério da
Agricultura, garantido dessa forma a continuidade do modelo de desenvolvimento da
agropecuária, que fora implantado pelos governos militares. Além de ocupar esse espaço
político, os ruralistas reagiram ferozmente ao aumento das ocupações de terra e do
número de famílias acampadas.

Com o forte apoio da mídia, os ruralistas mobilizaram-se contra a política agrária do
governo Lula e conseguiram anular a primeira desapropriação executada no município
de São Gabriel, no Estado do Rio Grande do Sul. Também se organizaram em todo o
país, realizando marchas a cavalo ou carreatas, cercando acampamentos de famílias
sem-terra e obstruindo estradas com o gado. Com a intensificação da reação dos
ruralistas, aumentou o número de trabalhadores sem-terra mortos por pistoleiros.

Durante os primeiros oito meses de 2003, o INCRA tratou os conflitos fundiários como
problema a ser resolvido com a implantação de uma política de reforma agrária. Desse
modo, procurou solucionar os conflitos por meio do diálogo e da busca de soluções,
procurando romper com as medidas repressivas criadas pelo governo FHC. Essa postura
política foi derradeira para a equipe de Marcelo Resende. O alto escalão do PT
pressionou Lula para que o presidente do INCRA fosse substituído.

No mês de setembro de 2003, Lula destituiu o presidente do INCRA e sua equipe e
nomeou um assessor parlamentar do PT como novo presidente. Com essa medida, o
PT demonstrou para os sem-terra e para os ruralistas o seu objetivo de ter o controle
político sobre os conflitos fundiários.

O significado dessa medida representa pelo menos que o PT não aceitou a política
implantada pelo ex-presidente do INCRA. Ainda não existem elementos para análise do
desdobramento dessa atitude de Lula, contudo pode-se desenvolver uma análise a
respeito das perspectivas da reforma agrária no governo Lula.

Desde o programa de governo das eleições de 1989 até o programa de governo das
eleições de 2002, mudanças ocorreram nos programas, no que se refere à reforma
agrária. Algumas dessas mudanças são: não inclusão do número de famílias que
poderão ser assentadas até 2006; não mencionar a estrutura fundiária concentrada e
abolir a critica ao sistema latifundista.

Com um discurso ameno e conciliador, a ênfase do texto do programa do governo de
2002 é desenvolvimentista e contém dois objetivos principais: a recuperação dos
assentamentos implantados e a implantação de novos assentamentos, acompanhados das
políticas básicas: crédito, infra-estrutura, educação, capacitação técnica e comercialização.



Nesse sentido, o governo
Lula deverá superar alguns
desafios para que possa
efetivamente realizar a
reforma agrária. O primeiro
será conceber a reforma
a grária como política de
desenvolvimento territorial e
não como política compen-
satória. Uma política de
desenvolvimento territorial
implica em desconcentrar a
estrutura fundiária, o que
nunca aconteceu em mais
de quinhentos anos de história do Brasil. Todos os governos, até então, conceberam a
reforma agrária como política compensatória, de forma que a maior parte dos
assentamentos foi implantada atendendo às pressões dos movimentos camponeses.

Essa realidade provocou uma distribuição espacial generalizada de assentamentos rurais
por todas as regiões do país, com assentamentos cercados de latifúndios por todos os
lados. Esse desarranjo é uma das muitas evidências da não existência de uma política
de reforma agrária. Pois o que determinou a implantação desses assentamentos foram
lutas populares e conjunturas políticas e não um projeto estruturado pelo Estado.

A reforma agrária como desenvolvimento territorial deverá definir áreas para o
reordenamento fundiário e implantação de vários assentamentos. Assentamentos
isolados possuem maiores dificuldades de organização, inserção, enfrentamento e
resistência ao mercado. Nesse sentido, o governo Lula conta com pelo menos vinte anos
de experiências de políticas de assentamentos de outros governos, para poder separar
os fracassos dos sucessos.

A reforma agrária é uma política pública de desconcentração fundiária por meio da
desapropriação de terras. Crédito fundiário para compra de terras não deve ser
confundido com reforma agrária, para não se repetir a esdrúxula expressão: “reforma
agrária de mercado” do governo FHC.

Outro desafio será superar a dicotomização das políticas públicas para as famílias assentadas
e as famílias de pequenos agricultores já estabelecidas muito antes da implantação dos
assentamentos. Considerando que a maior parte dos camponeses está empobrecida,
políticas conjuntas para o desenvolvimento territorial dos agricultores serão fundamentais.
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A política de recuperação de assentamentos deve estar contida no plano nacional de
reforma agrária, que por sua vez dever ser ágil para diminuir senão acabar com os
acampamentos de famílias sem-terra. Conseguindo esse intento, os conflitos tenderão
da diminuir e a maior luta dos movimentos camponeses será pela apropriação da
riqueza produzida pelo trabalho familiar, podendo ser superada dessa forma centenas de
anos de luta pela terra.

Evidente que esta é uma perspectiva bastante otimista. Todavia, este foi o lema que
ajudou a eleger o governo Lula: a esperança.

Considerações finais

Embora a esperança seja do todos, a realidade não apresenta indicadores de muita
confiança. Não há no Congresso Nacional uma conjunção de forças favoráveis à reforma
a grária. Nos escalões do governo, parece-nos que existe muito mais uma proximidade
política com o paradigma do capitalismo agrário do que para com o paradigma da
questão agrária, de modo que a questão agrária pode ser tratada como problema
inexistente, e ainda poderemos ouvir que o tempo da reforma agrária já passou. Se isso
for fato, os assentamentos serão tratados como política compensatória e novamente os
movimentos camponeses enfrentarão um enorme retrocesso na luta pela reforma agr á r i a .

Durante os primeiros meses do governo Lula, o MST não cessou as formas de pressão,
por meio de ocupações e marchas. Por causa da intensificação dos conflitos, Lula vem
afirmando constantemente na mídia que ninguém fará a reforma agrária na marra, mas
não tem afirmado no mesmo tom que ninguém impedirá a reforma agrária na marra.

Se se repetir o poder do atraso da história brasileira, grande parte dos latifundiários
venderá suas terras para o INCRA e serão denominados como aqueles que contribuíram
para que o Brasil superasse mais um de seus problemas políticos.
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El paso del movimiento

indio y Pachakutik

por el poder

Franklin Ramírez Gallegos*

Con la salida de Pachakutik del gobierno termina un
primer momento político de presencia indígena en el
gobierno nacional. A excepción de las tres horas del
21 de enero de 2000, cuando sectores indígenas res-
paldados por un puñado de coroneles liderados por el
actual Presidente Lucio Gutiérrez derrocaron a Jamil
Mahuad, el movimiento indígena nunca había ocupa-
do tal esfera de poder. Permanente opositor de los
gobiernos de turno y de las políticas de ajuste estruc-
tural llevadas a cabo desde mediados de los ochenta,
bajo la dirección de líderes formados en los antiguos
partidos de izquierda, en la comunidades eclesiales
de base y en diversos procesos auto-organizativos, el
movimiento deberá concretar un profundo proceso de
autocrítica que derive en un reacomodo de sus ins-
tancias organizativas a fin de dar cuenta de las nuevas
exigencias que ha ocasionado su paso por el gobier-
no, y de responder a las altas expectativas que gene-
ró en amplios sectores sociales y organizaciones
populares. Este texto busca, precisamente, dar cuenta
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del recorrido del movimiento en la alianza electoral, de las posteriores vicisitudes en las
funciones gubernamentales, y de los dilemas político-programáticos que llevaron a la
ruptura definitiva de la alianza. Finalmente se ensaya una reflexión sobre los desafíos
inmediatos que el movimiento deberá resolver.

El campo de alianzas y las elecciones presidenciales

La sorpresiva victoria de la alianza entre indígenas, sectores de izquierda y ex militares
en la primera vuelta de las elecciones de 2002 con apenas el 20,64% de los votos váli-
dos refleja la profunda segmentación política del país. La división de la centroizquierda y
la dispersión de los sufragios sobre todo en el voto costeño 1 posibilitaron un triunfo con
el porcentaje de votación más bajo con que candidato alguno haya pasado a la segun-
da vuelta desde el retorno democrático de 19792. La coalición indígena-militar llegó al
poder en la segunda vuelta de octubre de 2002, un poco menos de tres años después
de su rebelión, derrotando al bananero Álvaro Noboa, que pretendía hacer del Ecuador
una gran zona franca ultraliberal. 

La expectativa política fue enorme. Las fuerzas tradicionales veían con asombro y miedo
cómo indios, militares progresistas y militantes de izquierda llegaban al poder por pri-
mera vez en la historia de la república. En el campo popular y en otros sectores progre-
sistas –aún cuando se veía con reservas la alianza contra natura con ex militares– se
visualizaba la posibilidad de un cambio que apuntara más allá de las políticas de ajuste
y que democratizara el desenvolvimiento del Estado. Ante la opinión pública, Pachakutik
se presentaba como la reserva moral de la alianza y, más aún, como la fuerza capaz de
imprimir coherencia programática al proceso de gobierno. 

El arribo al poder fue, en cualquier caso, inesperado para los dos sectores fuertes de la
coalición. Ninguno de los dos imaginaba antes del 20 de octubre que sus pretensiones
políticas se concretarían tan pronto. Los desafíos de gobernar los encontraban con agen-
das en plena formación: el paso de una alianza electoral a una alianza de gobierno pre-
sentaba enormes incertidumbres.

¿Alianza de gobierno? 

Ni bien llegado al poder, Gutiérrez optó por despejar las dudas y miedos que su cam-
paña había abierto en diversos círculos políticos. Conversó con el FMI, viajó a Estados
Unidos donde se presentó como el “mejor aliado posible” del gobierno norteamericano,
nombró como ministro de Economía a un economista neoliberal ortodoxo muy afín a



grupos bancarios y productivos de la sierra, y estructuró su gabinete con un reducido
número de ministros provenientes de Pachakutik. 

Cuatro decisiones presidenciales perturbaron la estabilidad de la alianza. En primer lugar,
la formación de un gabinete ministerial que dejaba en un rol claramente secundario, y
alejado de los puntos clave de decisión, a los representantes del movimiento indio.
G u t i é r r ez prefirió optar por personajes cercanos a su círculo militar y a sectores bancarios
y productivos del país para los ministerios “duros”. Apenas una muy custodiada ministra
de Relaciones Internacionales –Nina Pacari, líder histórica del movimiento– figuró entre
las aportaciones de Pachakutik al manejo de los sectores estratégicos del país. La estruc-
tura institucional para apuntalar el co-gobierno aparecía, de partida, desdibujada. 

En segundo término, las decisiones de política económica, avaladas por los acuerdos con
el FMI, continuaban con el uso de la política fiscal como el único mecanismo de ajuste
en una economía dolarizada. Además de ello se decretó el alza de los precios de las
gasolinas y de los servicios públicos. Aun cuando tales medidas elevaron la credibilidad
del Presidente ante el mercado internacional y las élites locales, el movimiento se mos-
tró incómodo con la agenda económica y bloqueó el alza del precio del gas, símbolo de
la lucha indígena de los ’90, que sería una de las más importantes condiciones del FMI
no procesadas. Para las bases del movimiento, para grandes sectores de la población y
para ciertos partidos de centro, tal agenda significó el fin de la posibilidad de armar una
“agenda post-consenso de Washington”, de pagar la enorme “deuda social” a los secto-
res excluidos, y un paso atrás en las promesas de campaña.

Las contradicciones de la política exterior, que han ido desde un abrupto alineamiento
del nuevo Presidente con los Estados Unidos en su política anti-narcóticos derivada del
Plan Colombia, hasta la presencia de la canciller en la Cumbre de los Países No-
Alienados donde Ecuador se pronunció a favor de una solución pacífica, negociada y
multilateral del conflicto iraquí o la negativa de Cancillería de firmar un acuerdo de excep-
ción de juicios a militares norteamericanos ante la Corte Penal Internacional (CPI), evi-
denciaron de modo recurrente las fracturas y diferencias programáticas entre sus dos
fuerzas constitutivas. Las declaraciones del Presidente en que se ofrecía como mediador
entre el gobierno colombiano y las FARC, y posteriormente aquellas en las que invoca-
ba una mayor participación de la ONU en el conflicto, dejaron fuera de lugar a Relaciones
Exteriores y aceleraron el desgaste del discurso de Pachakutik acerca del no involucra-
miento ecuatoriano en el conflicto del vecino país. 

Finalmente, la comprensión familística y clientelar de la política de Gutiérrez y su círculo,
sumadas a prácticas de “inteligencia militar” en la administración pública, nada tenían que
ver con la visión más horizontal y comunicativa de los militantes del movimiento. 



Así, luego de los cien primeros días de gobierno parecía
evidente que los acuerdos programáticos que hicieron
posible la coalición fueron olvidados. 

Los aportes del movimiento

En este escenario, y aún reconociendo su marginalidad en
el gobierno, Pachakutik buscó posicionarse desde los
estrechos márgenes de maniobra que le otorgaban las
instancias de gestión gubernamental que controló. En un
principio fueron cuatro ministerios: Agricultura, Relaciones
Exteriores, Educación y Turismo y algunas secretarías. 

En el marco de cooperación global entre las dos fuerzas
gobernantes se sitúa como un logro, acorde con los
acuerdos programáticos, la voluntad política para consoli-
dar las empresas públicas en ciertos sectores estratégicos
(generación hidroeléctrica y la telefonía celular) que en la
última década empezaban a ser controlados únicamente
por sectores privados transnacionales 3.

En el campo específico de las áreas controladas desde
Pachakutik se destaca nítidamente la devolución, desde la
Agencia de Garantía de Depósitos (AGD), de los fondos
retenidos a los ahorristas nacionales desde el salvataje
bancario de 1999. Luego de tres años de gestiones obs-
curas en que el Estado no ha conseguido recuperar las
deudas de poderosos grupos privados, y más bien ha favo-
recido su progresivo vencimiento, la nueva administración
ha emprendido una firme política de presión sobre los
deudores privados –que incluye incautaciones– y empez ó
a devolver los recursos a los ahorristas en una recupera-
ción de la soberanía estatal sobre las élites deudoras.

En las demás instancias de gobierno la marca particular
del movimiento fue una lógica de gestión asentada sobre
la base del diálogo abierto, la participación ciudadana, y la
búsqueda de consensos entre una diversidad de actores
sociales y las agencias gubernamentales. Tal política de
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concertación se plasmó sobre todo en la activación de un fondo de reactivación pro-
ductiva para la agricultura y la ganadería y en la campaña masiva de titulación de tierras
promovida por Luis Macas, líder histórico del movimiento, desde el Ministerio del área.
Algo similar sucedió con la agenda educativa.

La sumatoria de estas iniciativas políticas, no obstante, nunca alcanzó para posicionar
una nítida agenda programática dentro de la coalición. No alcanzó tampoco para men-
guar el claro corte fondomonetarista y pro-estadounidense del Presidente. El deterioro
de la coalición se acrecentaba así vertiginosamente. 

Las críticas a las decisiones presidenciales por parte de algunos miembros del movi-
miento empezaron a multiplicarse, produciendo algo a todas luces inédito e incom-
prensible para la opinión pública oficial: la combinación de tareas de gobierno y discur-
sos de resistencia y contestación desde el interior de la estructura del poder estatal. Tal
tensión política carecía de las instancias adecuadas para procesarse al interior del régi-
men. Los límites del modelo presidencialista para soportar gobiernos de coalición se
hacían más latentes a medida que el Presidente se encerraba en su círculo íntimo para
tomar las decisiones claves. La demanda de los dirigentes del movimiento para abrir
espacios explícitos de co-gobierno nunca estuvo en la agenda presidencial. Era evidente
que en estas circunstancias las denuncias, disputas y tensiones empezaran a producirse
desde el dominio público mediático, con el consecuente rápido enturbiamiento de las
relaciones entre el movimiento indio y el régimen.

La realpolitik gutierrista

La fragilidad de la coalición a nivel del poder ejecutivo generó también una desacertada
política de alianzas con los principales bloques políticos del Parlamento, con el obvio
deterioro de la presencia de la alianza en las principales instituciones del Estado.
Prácticamente no hubo coordinación política entre el ejecutivo y el bloque de diputados
de la alianza, lo que condujo a que cada partido optara por estrategias y acercamientos
diversos e incluso antagónicos. Precisamente, otro punto de fricción al interior de la coa-
lición surgió en torno al evidente acercamiento del Presidente Gutiérrez hacia el dere-
chista y mayoritario Partido Social Cristiano (PSC). Acuerdos legislativos entre éste y el
partido de gobierno, y respaldo político en complejos asuntos estatales, dejaron ver la
nueva base de apoyo político que construía el régimen.

Aún en este escenario, el conflicto social se mantuvo represado en el marco de la pre-
sencia gubernamental del movimiento, con lo cual su “estrategia dual” de una política a
la vez institucional y extra-institucional entró en crisis. Protestas de carácter corporativo



de parte del gremio de educadores públicos y los sindicatos de trabajadores petroleros,
si bien evidenciaron la escasa capacidad de negociación del régimen, no articularon otras
dinámicas organizativas populares.

Sin embrago, tal conflicto petrolero decantó con nitidez las distancias de fondo y forma
que separaron desde siempre a las dos fuerzas coaligadas. Mientras Pachakutik, con su
representante ante el Consejo Administrativo de Petroecuador, promovía una política
petrolera de corte nacionalista enfatizando en alianzas estratégicas a nivel regional con
Petróleos de Venezuela, por ejemplo, el Presidente y su ministro de Energía levantaban
acciones para favorecer una mayor apertura del sector hacia las empresas transnaciona-
les y emprendían una violenta persecución de los líderes sindicales en huelga.
Finalmente se decretó el despido de todo el Consejo Administrativo, se creó un nuevo
espacio de dirección de la política petrolera al que el movimiento ya no tenía acceso, y
se encarceló y despidió a algunos dirigentes. El corolario de este evento fue la renuncia
de Virgilio Hernández, alto dirigente de Pachakutik y hasta ese momento subsecretario
de gobierno, quien dimitió a su cargo denunciando las prácticas represivas y las manio-
bras de inteligencia militar con que el gobierno enfrentó el conflicto. 

Las relaciones del Presidente con la CONAIE y las organizaciones indias, mientras tanto,
han sido de modo permanente “ambiguamente clientelares”. Si por un lado se han
negociado directamente puestos y designaciones para una serie de dirigentes medios en
diversos órganos estatales, por el otro se ha abierto una política de cooptación directa
de algunos sectores del movimiento por la vía de la creación de una nueva federación
india dirigida desde el ejecutivo y encargada de organizar las visitas presidenciales a las
distintas comunidades con el fin de entregar picos, palas y alimentos a los comuneros.

Estas prácticas, que contribuyeron a subir la tensión en las relaciones entre sectores de la
CO N A IE y Pachakutik, fueron denunciadas como el regreso a una política social benefac-
tora e hicieron evidente la voluntad del gobierno de penetrar y quebrar al movimiento.

El fin de la coalición

Mientras la correa de decisiones gubernamentales continuaba cerrándose para el movi-
miento, Gutiérrez, apuntalado en el acercamiento con la derecha y en una cierta estabi-
lización económica producida por el acuerdo con el FMI, lanzó una ofensiva hacia
Pachakutik evidenciando que podía prescindir de su presencia. En una evidente toma de
fuerza y presión sobre sus aliados, amenazó con destituir inmediatamente a todo fun-
cionario que se pronunciara en contra del gobierno por fuera del marco establecido en
la alianza. Así lo hizo con la ministra de Educación luego de supuestas desafiantes decla-



raciones en contra del rég i-
men. Este despido activó
un sentido de cuerpo den-
tro del movimiento ante lo
que veían como un agravio
del Presidente y como una
avanzada sobre sus espa-
cios de poder. La ruptura
de la alianza parecía así
cuestión de días.

El carácter descentralizado
y comunitario del movi-
miento obligó a que antes
de cualquier decisión se produjera un proceso de consultas internas sobre la pertinen-
cia de proseguir en el gobierno. Paradójicamente, el timing requerido para un proceso
tal de toma de decisiones no se ajusta con las velocidades de la política estatal, y daría
la impresión de poder operar en contra del establecimiento de una posición cohesiona-
da del movimiento. Cuando algunos sectores parecían reconsiderar la decisión de rom-
per la alianza y se hacía evidente que cualquier decisión terminaría por profundizar las
fracturas y distanciamientos al interior del movimiento, el Parlamento rechazó, con los
votos de la mayoría de diputados de Pachakutik, un urgente proyecto económico que
formaba parte de los acuerdos del régimen con el FMI4. Un día antes el Presidente había
amenazado a sus aliados con removerlos de sus funciones en caso de que su bloque
de diputados no votase con el gobierno. Así fue: el bloque legislativo, en una señal de
coherencia ideológica, vetó el proyecto de ley y Gutiérrez inmediatamente solicitó la
renuncia de ministros y demás funcionarios del movimiento. Acto seguido la CONAIE
desconoció el respaldo al régimen y Pachakutik puso fin a su presencia gubernamental.
La alianza concluía así luego de menos de siete meses de instaurado el gobierno, del
15 de enero al 6 de agosto de 2003, dejando al régimen en posición de extrema fragi-
lidad política y al movimiento en libertad de reactivar todo su juego.

El movimiento indio, Pachakutik y otras organizaciones sociales y de izquierda del país
pasaron así de la posibilidad de disputar la hegemonía dentro del proceso político al
mantenimiento de ciertos márgenes de maniobra desde específicos ámbitos de la ges-
tión pública, la cual se vio entrampada en la posterior dinámica de exacerbamiento de
la conflictividad con el régimen hasta producir la definitiva ruptura. En medio de tales
desplazamientos quedó el interrogante, en la escena pública, de la solidez programática
del movimiento: incluso se ha puesto en duda la existencia de una agenda alternativa,
plurinacional y/o de izquierdas, para gobernar.
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¿Recomposición social con autoritarismo?

La salida de Pachakutik de la alianza instala al gobierno
en la incertidumbre. La siempre volátil cercanía al PSC no
le garantiza ni una colaboración íntegra en el manejo de
su agenda de gobierno en el legislativo, ni la lealtad de
las cámaras empresariales de la costa con las que ya ha
tenido algunos enfrentamientos. Dados su alejamiento
de otros bloques y su deficitaria capacidad de gestión,
sus recursos de poder se avizoran por demás estrechos
frente al desafío de cumplir los compromisos con el FMI .
Tales acuerdos enfrentarán paulatinamente un ciert o
nivel de conflictividad social que, ante la fragilidad de las
coaliciones políticas del régimen y ante la pérdida de la
base social que lo llevó al poder, derivaría en brotes auto-
ritarios estimulados por la extensa militarización de la
administración pública. 

A Gutiérrez le queda continuar acercándose a la solución
violenta del conflicto colombiano de parte del Presidente
Uribe (quien apenas defenestrada la ex ministra Pacari
visitó oficialmente Quito en una clara muestra de su afán
por garantizarse el apoyo político-militar del Ecuador) si
quiere mantener el apoyo de Washington. No es tan claro,
sin embargo, el nivel de respaldo que tal tesis tiene al
interior de las Fuerzas Armadas. Tal apoyo evidenciaría no
sólo el futuro del involucramiento ecuatoriano en el con-
flicto colombiano, sino el nivel de sustento que el
Presidente tiene en un sector militar que, por primera vez
desde el retorno democrático de 1979, ve cómo los nive-
les de confianza en la institución se han deteriorado casi
concomitantemente con los del poder ejecutivo. 

El fin de la alianza no ha supuesto, por otro lado, la dis-
continuidad de la política clientelar del Presidente con
respecto a diversos sectores del movimiento indio. A
esta maniobra se añade esta vez el despliegue de una
lectura en la que los sectores blanco-mestizos del movi-
miento aparecen como los culpables de la ruptura,
mientras que los líderes indígenas aparecen como polí-
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ticos leales. La continuidad de ciertas organizaciones amazónicas en el gobierno
refuerza ante la opinión pública este argumento.

Aunque el discurso oficial abriga una óptica racista y tiene intenciones de fragmentar al
movimiento, no cabe negar que recoge algo de las continuas y no procesadas tensiones
entre la CONAIE y Pachakutik durante los días de la alianza. Tal fue su debilidad princi-
pal mientras hacía el juego gubernamental, y tal es su desafío si aún pretende jugar un
papel preponderante como actor político nacional.

El carácter inestable, ambiguo y escasamente formalizado de las relaciones entre
CONAIE y Pachakutik derivó en gaseosos mecanismos de coordinación de su acción
colectiva y debilitó su capacidad de acumular y articular recursos para las cruciales nego-
ciaciones políticas que debieron enfrentar. Los efectos de tal desajuste organizacional,
visible mucho antes de la experiencia gubernamental, pesaron mucho en una coyuntu-
ra que exigía velocidad y precisión para concretar acuerdos y tomar decisiones, y en la
que sus “aliados” contaban con el más importante recurso de poder del que se puede
disponer en un sistema presidencialista: el Presidente.

La descoordinación colectiva del movimiento en los “días de gobierno” se hizo eviden-
te, por ejemplo, en las tremendas dificultades que tuvo para recomponer la dirección
política a raíz de la designación de sus principales dirigentes en cargos públicos: el carác-
ter colegiado de su dirección, único entre los “partidos de caudillos” dominantes en el
medio, entró en una franca crisis. De igual modo se observaron disímiles mecanismos y
propósitos de acceso al circuito presidencial y su botín clientelar, a tal punto que es ya
recurrente su representación como un nuevo actor corporativo y adscrito a las conven-
cionales prácticas paternalistas del Estado (de la Torre, 2003; León, 1997). 

El problema, sin embargo, no es sólo “formal”. La incorporación estatal de la organiza-
ción indígena atenta contra la continuidad de la estrategia dual, y se levanta como un
dispositivo de control político para distanciar “lo indio” de lo “no indio”, reduciendo así el
eco de la conflictividad social. En efecto, al construir un andamiaje institucional específi-
camente diseñado para satisfacer las demandas particulares del movimiento en tanto
principal protagonista de la conflictividad social, se niega el margen de universalidad de
sus demandas y se provoca un efecto de “etnificación” o “racialización” de la protesta
que aparece como restrictivo de su potencial articulación con otros sectores (Ramírez
Gallegos, 2001).

Como correlato, en los últimos años se ha reactivado un discurso indigenista en un buen
sector del Movimiento. Tres factores han incidido en ello: el debilitamiento de la
Coordinadora de Movimientos Sociales, instancia que agrupaba a organizaciones urba-



nas, sindicales, de mujeres,
etc., y la debilidad de los
contrapesos organizativos
no indígenas; los éxitos
electorales locales en
zonas especialmente indí-
genas que, aun cuando
aportan poco en la vota-
ción nacional, son suficien-
tes para acceder a cargos
locales; y la diversificación
de las corrientes político-

ideológicas al interior del movimiento indígena que encuentra su unidad sobre todo
recurriendo a un discurso étnico (Barrera, 2002).

Esta tendencia obliga a resolver un asunto de vital importancia hasta ahora postergado:
¿Pachakutik representa un movimiento de izquierda plurinacional de nuevo tipo, o es la
extensión política de la CONAIE? 

Enfrentar los dilemas organizativos resulta así apremiante. En tal definición se
podrán resolver en gran parte los dilemas de la unidad del movimiento, esto es,
superar la aparente disyuntiva entre el movimiento social y el movimiento político5

y la falaz oposición entre una agenda étnica y una agenda ciudadana dentro de sus
militantes; evitar la continuidad del uso abierto o solapado de la “espada de
Damocles” de la inautenticidad étnica como método de chantaje político; y traducir
y diversificar la capacidad de protesta social en un efectivo capital militante, institu-
cional, organizativo que sofistique y eleve las capacidades de gestión política del
bloque político en su conjunto.

De ahí que la continuidad del proceso político abierto por los indígenas hace más de
una década reposa en su capacidad para responder a su, ahora sí, definitiva proyec-
ción como actor con incidencia en el nivel nacional. Antes de su paso por el gobier-
no, amplios sectores de la costa del país apenas si reconocían al movimiento indio y
a sus principales dirigentes como actores beligerantes en el sistema de poder serra-
no. Ello implica un específico trabajo de elaboración concertada de una base progr a-
mática que vaya más allá de la oposición al modelo económico vigente; un coheren-
te trabajo organizativo que permita incorporar las diversas iniciativas ciudadanas for-
madas o en formación bajo su estímulo en todo el territorio nacional; un claro linea-
miento que permita ensayar otras articulaciones políticas y distinguir dentro del campo
adversario posibles nuevos aliados; y finalmente, la adhesión sin ambigüedades a la



democracia como un desafío estratégico que constituiría un salto cualitativo del movi-
miento indio y la izquierda para su contribución a la plena democratización de la socie-
dad ecuatoriana6.

La voluntad de romper con los modelos verticalistas y vanguardistas de la vieja izquier-
da jugó un papel legítimo y positivo en las modalidades de construcción de Pachakutik.
Sin embargo, se llame partido o movimiento, la organización política no puede conce-
birse sino como un intelectual colectivo en construcción permanente, dotado de una
capacidad de acción y de elaboración propia. No se puede limitar a reflejar las aspira-
ciones más o menos definidas y los inevitables juegos de intereses que brotan del con-
flictivo movimiento social. 

Que, a diferencia de los partidos tradicionales posea mecanismos de recambio y de for-
mación de cuadros y metodologías rigurosas de rendición de cuentas y de control de los
mandatos, es imprescindible. Pero se trata de un asunto de creatividad democrática y de
ingeniería institucional a procesarse en el devenir político de las luchas y en la experi-
mentación colectiva en una serie de espacios sociales no siempre coincidentes (Saint
Upéry y Ramírez, 2003). 
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Notas

1 Hubo cuatro candidatos guayaquileños, Noboa, Roldós, Neira y Bucaram, de los que al
menos tres disputaban un espacio populista y/o anti-partido que fue también parte del
voto de Gutiérrez.



2 El ex oficial había arrancado con unas intenciones de voto de alrededor del 7%.
Finalmente, superó a Álvaro Noboa (17,39%), al socialista independiente León Roldós
(15,40%), al ex Presidente Rodrigo Borja (13,97%), al socialcristiano Xavier Neira
(12,11%) y al populista Adolfo Bucaram (11,92%).

3 Ver evaluación política de Pachakutik en MUPP-NP (2003). 

4 El proyecto establecía el aumento de las horas de trabajo de 40 a 48, facilidades para
la remoción de empleados públicos y congelamiento de salarios del sector. En suma, una
nueva estructura legal para unos 350.000 burócratas.

5 Numerosos intelectuales y dirigentes dentro del movimiento han plateando que a raíz
de la incursión en el ejercicio del poder se habría producido una bifurcación entre el movi-
miento social indígena, presentado como un actor coherente, prístino e íntegro, y la orga-
nización política, vista a su vez como pragmática, realista y contaminada, que terminó por
alinear a ésta última con el ejecutivo y llevar al primero a pasar a la oposición. No es éste
el espacio para confrontar tal tesis, pero tal y como incluso la salida del gobierno reflejó,
las vinculaciones entre ambas instancias son más complejas y profundas, y se soportan en
difusas y elaboradas formas de control y contrapeso que no permitirían su mutuo y rápido
desanclaje.

6 Luis S. Henriquez (2003) traza una idea similar para el caso brasilero: “el gran eje estra-
tégico del gobierno Lula –independientemente del debate sobre los contenidos de la ges-
tión económica, que debe proseguir con toda legitimidad– estaría en un aspecto sólo apa-
rentemente ‘procedimental’: la definitiva adhesión de la izquierda a las reglas y comporta-
mientos de la democracia política”.



La protesta en

el campo colombiano
De la lucha por la tierra
a la defensa de los
derechos humanos (1990-2003)

Esmeralda Prada M.*

El presente ensayo se basa en las cifras del banco de
datos de luchas sociales de CINEP1 y en la investiga-
ción 25 años de luchas sociales en Colombia elabo-
rada por el Equipo de Movimientos Sociales de
CINEP2. El texto aborda las protestas de los sin tierra,
los colonos, arrendatarios, aparceros, pequeños y
medianos agricultores, caficultores y campesinos des-
plazados por la violencia, que conservan elementos
básicos de su identidad y definen sus luchas como
actores rurales3. También incluye las luchas protagoni-
zadas por indígenas, quienes mantienen patrones cul-
turales, sociales y políticos e instituciones comunita-
rias que les otorgan una identidad étnica diferente a
la identidad campesina4.

Entendemos por protesta al conjunto de acciones sociales
de más de diez personas que alteran temporalmente el
orden para expresar intencionalmente demandas o pre-
sionar soluciones ante el Estado –en sus diversos niveles–
y entidades privadas. La protesta es una expresión de los
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movimientos sociales, pero no necesariamente los genera. El carácter puntual y público
de la protesta la diferencia del concepto de movimiento social, el cual puede ser per-
manente y contiene otras modalidades de acción5.

La trayectoria reciente de la protesta en el campo (1990-2003)

El uso indiscriminado de la coerción estatal, las violaciones de los derechos humanos y
las acciones violentas de los grupos armados ilegales sobre la población son factores que
han influido en los cambios en el comportamiento de la protesta en los últimos treinta
años. En los años setenta, la intensidad de la represión logró cambiar el sentido antago-
nista que caracterizaba a las protestas, dando paso a demandas que reclamaban por el
cumplimiento de reglas de juego y la inclusión de los sectores pobres del campo en las
políticas institucionales, sin pedir cambios radicales en el modo de producción (Salgado
y Prada, 2000: 158). De acuerdo con Zamosc (1990: 317-336), el auge de las luchas
agrarias en los años ochenta se explica tanto por el deterioro de la situación económica
como por el relajamiento de la represión en los gobiernos de Belisario Betancur (1982-
1986) y Virgilio Barco (1986-1990). En los años noventa y hasta mediados de 2003, el
descenso de la protesta social en el campo está asociado al incremento de la violencia
política, a la militarización de zonas rurales, al auge de los grupos paramilitares y a la gue-
rra entre grupos armados ilegales (guerrillas y los ya mencionados paramilitares) por el
control de territorios, lo cual ha conducido al aumento de las violaciones a los derechos
humanos y al derecho internacional humanitario, a desplazamientos masivos de pobla-
ción por causa de la guerra, al exilio de dirigentes de organizaciones sociales y al reflujo
de las acciones de protesta en el campo.

La década del noventa pre-
sentó un descenso sosteni-
do en las luchas de campe-
sinos e indígenas hasta
mediados de la década,
una leve recuperación en
1996 y 1998, y una caída
en 1997. El período cierra
con una notable contrac-
ción de la protesta sin ofre-
cer signos de recuperación hasta 2003. Mientras que en la década del ochenta el pro-
medio anual de protestas fue de 124 acciones, en el primer quinquenio del noventa
pasaba a 73 acciones, y con la caída de las luchas agrarias al finalizar la década del
noventa y los dos primeros años de 2000, el promedio ha descendido a 43 protestas. 



De Gaviria a Uribe

El gobierno de César Gaviria (19 9 0 - 1994) “vivió la tensión
entre la relegitimación del sistema político que se consa-
gró en la fórmula constituyente del Estado Social de
Derecho y la aplicación ortodoxa de la apertura neoliberal.
Esa misma tensión se reprodujo en otro plano con el cho-
que de la propuesta de negociación política del conflicto
armado y la guerra integral ” (Archila Neira, 2002: 28). La
política económica para el sector agrario profundizó las
desigualdades, debilitó a las organizaciones e instituciones
de apoyo sectorial, generó una crisis económica y social, y
mantuvo las estructuras de dominación y exclusión6. Ante
la propuesta política y la crisis agraria se hicieron visibles las
organizaciones nacionales de campesinos sin tierra y
pequeños productores agrupados en el Consejo Nacional
Indígena y Campesino (CONAIC), y también las protestas
de nuevos actores, los medianos campesinos y cafeteros,
que exigían ajustes a la política y alivios a las deudas con-
traídas con los bancos. A éstas se sumaron las luchas de
los cultivadores de hoja de coca, en el sur y centro del país,
contra la política de erradicación forzada mediante la fumi-
gación aérea con glifosato y para exigir programas de desa-
rrollo alternativo a los cultivos de uso ilícito. Las marchas
contra la violencia y por la paz se hicieron presentes en
todo el territorio, y las demandas por tierra se realizaron a
través de las tomas de entidades porque las ocupaciones
o invasiones de predios prácticamente desaparecieron for-
zadas por la situación de guerra. En este período, las pro-
testas de las comunidades indígenas en defensa de sus
derechos étnicos y del medio ambiente tuvieron una
mayor visibilidad en la prensa nacional.

Ernesto Samper (1994-1998) se propuso como gober-
nante adelantar una política de apertura gradual de la eco-
nomía, proteger los derechos humanos y avanzar en
negociaciones de paz con los grupos alzados en armas.
Bajo el slogan del “tiempo de la gente”, propició un pacto
social para “concertar precios y salarios y de esta manera
legitimar popularmente su plan de desarrollo” (Archila
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Neira, 2002: 33). Con las organizaciones del campo realizó una cumbre social rural
como estrategia para reactivar el sector y concertar una política de modernización. Esta
estrategia no dio los resultados esperados, pero la cumbre puso en evidencia la crisis
institucional y política y la violencia. Los propósitos iniciales del gobierno se quedaron en
el discurso. Samper terminó su mandato con una profunda crisis de gobernabilidad, que
fue propicia para el auge de la guerra. 

Los años 1996 y 1998 presentaron una leve recuperación de la protesta, cuando varias
organizaciones locales y nacionales daban pasos de unidad en sus acciones. Con las
marchas de los campesinos cocaleros que reclamaban programas de desarrollo alterna-
tivo y cese de las fumigaciones con glifosato, en 1996 surgió la Coordinadora de
Cultivadores de Coca y Amapola (COCCA) con presencia en el sur del país, y en 1998,
como alternativa para enfrentar las crisis económica, social y la guerra, se creó el Consejo
Nacional Campesino (CNC), iniciativa propuesta un año antes en un encuentro convo-
cado por las mujeres rurales7. Ante la desidia gubernamental frente a las víctimas del
conflicto armado, los campesinos desplazados crearon la Coordinadora Nacional de
Desplazados, que agrupaba a doce organizaciones regionales.

En estos años fueron significativos dos conflictos: la lucha del pueblo Uwa contra la
exploración petrolera de la Occidental Petroleum (Oxy), que violaba sus derechos y aten-
taba contra su cultura, y las protestas de la comunidad indígena Embera, pescadores y
campesinos, para protegerse de los estragos sociales y ambientales de la construcción
de la represa de Urrá. A su vez, los campesinos reclamaban en la amazonía colombiana
por programas de desarrollo, y en todo el territorio nacional las violaciones a los dere-
chos humanos eran el motivo de nuevas protestas.

El menor registro de protestas se presentó en 19 97, cuando tan sólo llegaron a quin-
ce las acciones registradas por la prensa. En su mayoría reclamaban al gobierno de
Samper que cumpliera los pactos suscritos en movilizaciones anteriores motivadas
por ayuda humanitaria y solicitaban reubicación a familias desplazadas por la violen-
cia. El número de protestas en este año contrasta con el número de éxodos8 f o r z a-
dos por la guerra hacia los cascos urbanos, los cuales sumaron sesenta y tres. En este
año el número de desplazados9 fue de 250 mil, que sumados desde 1985 llegaban
a 1.10 6 . 781 personas (CINEP-Justicia y Paz, 1998: 20). Las cifras mostraron que los
actores armados orientaron sus acciones sobre la población civil, con la idea de que
eliminado la “base social” del adversario lograban mayores ventajas militares y estra-
t é gicas. Las amenazas de muerte, una nueva forma de terror, alcanzaron una cifra no
comparable con los años anteriores (CINEP-Justicia y Paz, 1998: 17), y junto con las
masacres fueron un recurso para aterrorizar a la población, desplazarla de sus tierras
y reconfigurar demográficamente los territorios. De acuerdo con los datos publicados



por el Comité Pe r m a n e n t e
por la Defensa de los
Derechos Humanos10, sólo
en el año de 19 97 se
cometieron 185 masa-
cres, de cuatro o más víc-
timas en un mismo
hecho. Ante la situación
de terror, muerte y exilio,
no es de extrañar que la
protesta de los campesi-
nos en este año haya
decrecido vert i gi n o s a m e n-
te. Las organizaciones
campesinas estaban atentas a la defensa de la vida y a la denuncia de las violacio-
nes de los derechos civiles y políticos.

Andrés Pastrana (1998-2002) tituló su plan de desarrollo “Cambio para construir la paz”,
acorde con un país que estaba en recesión económica y cansado de la guerra. Este plan
intentaba “conciliar el conflicto armado con la lógica del mercado. Así lo denunciaron los
trabajadores estatales en paro a comienzos de ‘99 y luego las amplias movilizaciones
que por primera vez en el país se daban contra un plan de desarrollo” (Archila Neira,
2002: 39). Durante este gobierno bajó el ritmo de la protesta. Sin embargo, las luchas
no cesaron, y con la fuerza de la esperanza se reeditaron los problemas estructurales del
sector agrario. 

En medio de la intensidad del conflicto armado, los pobladores del campo realizaron
nuevas alianzas para que sus demandas fueran escuchadas. Así, la Asociación Nacional
de Salvación Agropecuaria se fundó en 1999 entre organizaciones de pequeños cam-
pesinos, medianos agricultores y cafeteros que reclamaron en los últimos años por una
política que defienda la producción agraria nacional y avance en la solución de los con-
flictos sociales. Esta asociación convocó en el año 2000 el paro nacional agropecuario
que movilizó a cerca de 100 mil personas de las regiones cafeteras y del centro del país.
El CNC, creado en 1998, se fortaleció en estos años con las movilizaciones unitarias de
organizaciones nacionales campesinas y centrales sindicales contra las políticas estatales. 

Ante el incumplimiento de acuerdos, los oídos sordos del gobierno frente a los reclamos
de los campesinos e indígenas, y la criminalización11 de la protesta, algunas organizacio-
nes decidieron llamar la atención internacional con tomas de oficinas de entidades inter-
nacionales. La más conocida fue la ocupación durante dos años y ocho meses de las ofi-
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cinas de la Cruz Roja Internacional por parte de un grupo numeroso de desplazados por
la violencia, en busca de soluciones a su situación. 

En otras ocasiones las organizaciones recurrieron a actos simbólicos12. De esta manera,
los campesinos y pescadores afectados por la construcción de la represa Urrá llamaron
la atención internacional con una muestra de “cumbiamba” ante una reunión de minis-
tros del medio ambiente de ciento veinte países en Cartagena. Mientras tanto, las comu-
nidades indígenas Embera Katío y Uwa construían campamentos para la protesta: el pri-
mero frente al Ministerio del Medio Ambiente en Bogotá, cuya permanencia se extendió
por varios meses, y el segundo, durante seis meses, contra la ocupación de sus tierras
por la Oxy, que intentaba perforar el pozo petrolero Gibraltar. Ambos conflictos fueron
expuestos ante organismos internacionales que se solidarizaron con sus protestas. 

Sábanas blancas, cantos e himnos, lazos humanos para ahuyentar la guerra de los terri-
torios indígenas y campesinos, dieron vida a nuevas formas de protesta: la resistencia
civil. “Esta expresión se ha ido acuñando como muestra valerosa de contrainsurgencia
popular desarmada. Los hechos incluyen acciones colectivas de diversa índole (...) en
medio de las tomas guerrilleras, se han presentado intentos de evitar que sus pueblos
queden arrasados, actos de solidaridad humana con los policías, defensa de su patri-
monio cultural, de sus comunidades y bienes y exigencias del derecho a vivir en paz bajo
la protección de las autoridades legítimas, tanto propias como nacionales (...) se tienen
evidencias en algunos hechos registrados de la sorpresa y perplejidad que han causado
en sus agresores las reacciones de la población (García V., 2002: 26-29). En el último
año de la administración Pastrana, el 35% de las acciones colectivas13 de los indígenas
y campesinos recurrieron a la “resistencia civil”, en particular en territorios donde el con-
flicto armado se ha asentado. 

Álvaro Uribe (2002-2006) ofreció salvar al país del abismo mediante el plan de la “segu-
ridad democrática”. Según este plan se lograrían tres propósitos: crecimiento económi-
co, estabilidad social y gobernabilidad democrática. El gasto militar se privilegia sobre el
social y los esfuerzos se realizan alrededor del ajuste fiscal. La política económica actual
se basa en los acuerdos con el FMI, las negociaciones con el ALCA y un tratado bilate-
ral con EE.UU., y en los programas agrarios se propone continuar con políticas de foca-
lización para la inversión y con la “modernización” rural. Lo novedoso para el campo radi-
ca en la convocatoria a los campesinos para participar en la guerra, ya sea mediante la
“red de informantes”14 o los “soldados campesinos”15.

Ante este panorama los campesinos prepararon la primera manifestación unitaria, con la
participación de ocho organizaciones nacionales, en medio de la declaratoria de con-
moción interior. Esta protesta se amplió a otros sectores sociales, quienes aliados con las



centrales obreras y los estudiantes realizaron marchas y concentraciones en todo el terri-
torio nacional. Contrario a las afirmaciones del Presidente Uribe ante la ONU sobre el
respeto a la controversia y a la crítica, la protesta del 16 de septiembre fue reprimida.
Las amenazas contra dirigentes agrarios, los allanamientos de casas y la detención de
campesinos y líderes sociales no se hicieron esperar (Voz Proletaria , 2002: 9). Tres días
después de esta protesta eran deportados siete delegados de organismos internaciona-
les que estaban en Colombia como observadores de derechos humanos, acusados de
“instigar” las marchas campesinas.

En el noveno mes del gobierno, la prensa nacional registró una segunda movilización de
los pobladores del campo, preparada en el transcurso de diecisiete foros regionales a lo
largo de doce meses. El eje de la protesta fue la “Campaña por el derecho a la tierra”,
que convocaba a ONGs de derechos humanos, sindicatos, artistas, políticos, académicos,
organismos y redes campesinas internacionales en torno a la necesidad del reconocer a
los campesinos y grupos étnicos como sujetos de derechos. Esta movilización entregó
al gobierno nacional un “Mandato agrario”16.

En el primer año del gobierno de Uribe la protesta en el campo se ha visto reducida
aún más. Las demandas campesinas siguen reclamando protección a los derechos
humanos civiles y políticos, cumplimiento del derecho internacional humanitario por
p a rte de los grupos armados, y políticas para superar el desplazamiento. A estas
demandas le siguen aquellas relacionadas con el diseño de política agraria y cafetera,
y se presentaron también protestas en torno al conflicto ambiental producido por la
desecación de la Ciénaga Grande de Santa Marta, en cuya área (400 hectáreas de
terreno) viven alrededor de 10 mil familias. 

Motivos principales de la protesta 1990-2003

Los motivos que sostienen la protesta están relacionados con problemas estructurales del
campo no resueltos que presentan un panorama complejo sobre la cuestión agraria en
Colombia. Las demandas más sobresalientes hacen referencia a tres tipos de conflictos:
el primero (27%) se refiere a problemas de tenencia de campesinos sin tierra, de titula-
ción para los campesinos con tierra que no poseen títulos de propiedad y de conflictos
por tierras de zonas de resguardo indígena. El segundo (18%) está relacionado con la vio-
lación de derechos humanos, civiles y políticos en las cuales se señala como responsable
a las Fuerzas Armadas y a la Policía; violación al derecho internacional humanitario; la paz;
la ayuda humanitaria a desplazados por la violencia y las acciones de los grupos ilegales
en el área rural17. El tercer lugar en el conjunto de motivos (17%) se refiere a demandas
en torno a políticas agrarias, cafeteras, económicas e institucionales. 



El resto de las demandas, aunque contienen conflictos importantes que están al orden
del día, no fueron tan significativas como motivo principal: servicios públicos y transpor-
te (11%), en su mayoría reclamos por la carencia o mal estado de las vías intermunici-
pales, seguido por agua potable y electrificación rural; incumplimiento de pactos (10%),
demanda que ha aumentado como motivo principal de las protestas en este período
con respecto a períodos anteriores y se refiere al incumplimiento de acuerdos consoli-
dados en procesos de negociación previos con el gobierno nacional o local; servicios
sociales agrupa las peticiones de dotación y centros de educación, y servicios y cons-
trucción de centros de salud; la categoría ambiental (5%) agrupa las demandas por
impactos negativos en la construcción de megaproyectos, infraestructura física, hidroe-
léctricas y por manejo de riesgos, atención a catástrofes y prevención de desastres natu-
rales; la demanda relativa a las autoridades (3%) se refiere a la gestión del gobierno
local, en contra del desempeño del mandatario o en contra de la destitución de alcaldes
en algunas ocasiones. 

Los motivos de la protesta
han tenido un comport a-
miento diferente en el
transcurso de los trece
años. Resaltaremos los
cambios ocurridos en la
proporción de los tres moti-
vos más sobresalientes: tie-
rra, derechos humanos y
p o l í t i c a .

La tierra 

El proceso de concentración de la propiedad de la tierra se ha acentuado. En 1984 los
propietarios de menos de diez hectáreas eran el 77% y poseían el 9,02% de la super-
ficie, mientras que los de más de 500 hectáreas eran el 0,46% y controlaban el 32,72%
de la tierra. Para 1996, los dueños de menos de diez hectáreas constituían el 77,9% y
tenían el 7,82% de la superficie, en tanto que los de más de 500 hectáreas eran el
0,35% y habían pasado a controlar el 44,63% de la superficie ocupada (Machado,
1988: 72). En 2001 las fincas de más de 500 hectáreas sus propietarios eran 0,35% y
controlaban ahora el 61,2% de la superficie (Fajardo M., 2002: 11). 

Las modificaciones en la estructura de la propiedad y en el uso del suelo han agr a v a d o
el conflicto por la tierra, y nuevos sujetos han entrado a disputar su control: mafiosos, gr u-



pos armados ilegales y empresas multinacionales, que dirigen sus intereses hacia algunas
a groindustrias o hacia grandes proyectos viales y energéticos (Fajardo M., 2002: 21). 

El conflicto político, el recrudecimiento de la guerra y la crisis de las economías campesi-
nas en el período fueron razones suficientes para que los campesinos e indígenas modi-
ficaran su repertorio de protesta. La lucha por la tierra pasó a ocupar entre 2000 y 20 0 3
el cuarto lugar de las demandas. Mientras que al comienzo de la década del noventa la
tierra ocupaba el 44% de las demandas campesinas, pasó en el segundo quinquenio a
ocupar el 12%, y entre 2000 y 2003 este motivo se refiere al 8% de las demandas, ante-
cedido de los derechos humanos, las políticas y el incumplimiento de pactos.

Los derechos humanos 

Este motivo ocupa entre 1990 y 2003 el segundo lugar en las protestas después de las
demandas de tierra. En el segundo quinquenio de los noventa las acciones de los gru-
pos armados ilegales en disputa por el control territorial y el auge de los grupos para-
militares agudizaron las violaciones a la vida y a la integridad personal de campesinos e
indígenas, lo cual ocasionó que este motivo ocupara el primer lugar en las demandas,
con el 18%. La tendencia es similar para el período 2000-2003, cuando las demandas
por violaciones a los derechos humanos ocupan el 46% de los motivos que tienen los
pobladores del campo para protestar.

Por causa de las violaciones a los derechos humanos y a la guerra en el campo, el país ha
visto día a día llegar a ciudades y cascos urbanos a poblaciones enteras en el destierro.
Desde 1985 se ha producido el éxodo de 2 millones 900 mil colombianos y colombianas
dentro de su propio territorio, sin que el Estado lo haya evitado ni haya aclarado la verdad
de los hechos, impartido justicia a los responsables, y menos aún reparado a las víctimas.
El año 2002 fue el de mayor índice de desplazamiento forzado, con una extensión de las
zonas de expulsión equivalente a la cuarta parte de los municipios del país. Esta situación
afectó en 2002 a una población estimada en 412 . 553 personas, es decir, un promedio de
1 . 144 por día, 20% más que el año inmediatamente anterior (CO D HES, 20 0 3 ) .

La política

Las políticas agrarias han sido el resultado de múltiples orientaciones que han apostado
al crecimiento económico sin desarrollo bajo esquemas de modernización. Para dar res-
puesta a la crisis del modelo de sustitución de importaciones, y bajo las recomendacio-
nes de la banca internacional, se dio paso en 1991 al modelo de libre mercado, que



derivó en una crisis del agro con la consecuente disminución de un millón de hectáre-
as en el área sembrada de cultivos transitorios de economías campesinas, y una ten-
dencia hacia la consolidación de los permanentes y de la actividad ganadera en grandes
extensiones de tierra. La política sectorial continúa ignorando los problemas políticos
rurales, y las estrategias de crecimiento no han sido afectadas por la violencia y el nar-
cotráfico. Por otra parte, la crisis cafetera, asociada a la caída de los precios internacio-
nales, al rezago tecnológico de las explotaciones económicas, a los altos costos de pro-
ducción y al surgimiento de nuevos países productores, motivó importantes protestas y
marchas campesinas de medianos y pequeños cultivadores. 

Este panorama condujo a que las demandas por política agraria y cafetera pasaran del
tercer lugar a comienzos de la década del noventa (17%) al segundo lugar en las
demandas al final del período, con el 21%.

Así, al final de estos años, se ha ejercido una presión hacia el cambio en el repertorio de
la protesta. La polarización de las posiciones en la situación de guerra anuncia una pro-
fundización de estos cambios y el surgimiento de nuevos actores en las acciones colec-
tivas, que insistirán por ver algún día el reflorecimiento de los campos y cultivos.
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Notas

1 El banco de datos de luchas sociales de CINEP da cuenta de las protestas protagoniza-
das por nueve actores: campesinos, indígenas, asalariados, pobladores urbanos, trabajado-
res independientes, gremios, mujeres, estudiantes y reclusos. La fuente de información
básica del banco de datos proviene de la prensa nacional y regional, ocho periódicos dia-
rios y un semanario. También se cuenta con entrevistas a actores y documentos produci-
dos por éstos, como boletines, comunicados o periódicos particulares. Este banco de datos
abarca el período 1975-2003.

2 Esta investigación, dirigida por el profesor Mauricio Archila Neira, fue cofinanciada por
Conciencias y publicada en marzo de 2002.

3 Aquí no se agota la discusión en torno a la definición del campesinado. Un rápido reco-
rrido sobre posturas, modelos y enfoques se encuentra en Salgado y Prada (2000:
Capítulo 1).

4 La prensa hizo visible la protesta de los indígenas tan sólo en un 9% de las acciones
como actor principal de las luchas, y en un 3% en alianza con campesinos.

5 Sobre estos términos se refiere Mauricio Archila Neira (2001: 18-19). 

6 Sobre los cambios y la tendencia de la cuestión agraria ver Salgado y Prada (2000).

7 En 1997 la Asociación Nacional de Mujeres Campesinas e Indígenas (ANMUCIC) con-
vocó a doce organizaciones campesinas, indígenas y sindicales para analizar la problemá-
tica nacional. Allí se propuso la creación de un organismo coordinador de acciones unita-
rias, y representativo del campesinado.

8 Por éxodo entendemos aquellos desplazamientos colectivos internos forzados por la vio-
lencia de más de diez familias provenientes de un espacio común, en este caso referido
al campo –veredas, caseríos y corregimientos– en un mismo tiempo. 

9 Esta cifra corresponde al total de personas que huyeron del campo en forma individual,
familiar y colectiva. 

10 Citado por el Banco de Datos de Derechos Humanos de CINEP-Justicia y Paz (1988: 18 ) .

11 Ese término entró en uso durante la época. Los defensores de los derechos humanos
se referían a él para advertir sobre casos de represión de las manifestaciones y detención
arbitraria, desaparición forzada, desplazamiento interno y exilio contra dirigentes sociales. 

12 Este recurso en la protesta no fue exclusivo de los sectores del campo: pobladores
urbanos también recurrieron a actos simbólicos (Delgado et al., 2002). 



13 El banco de datos de luchas sociales contiene seis tipos de protesta: movilizaciones,
tomas de entidades, paros, bloqueos de vías, invasiones de predios y disturbios.

14 Red de civiles que informan a las autoridades sobre las acciones de los grupos insur-
gentes o posibles ataques. Es una iniciativa para el conjunto de la población que volunta-
riamente quiera participar.

15 Los soldados campesinos son jóvenes entre 18 y 24 años que prestan el servicio mili-
tar y tienen la misión de proteger los mismos pueblos de los que son oriundos. Es por eso
que el ejército ha optado por llamarlos “soldados de mi pueblo”.

16 Mandato que contiene catorce puntos: i) derecho a la vida, plenas libertades demo-
cráticas y respeto a los derechos humanos; ii) soberanía y seguridad alimentaria; iii) alter-
nativas al ALCA y a los acuerdos de libre comercio; iv) derecho a la tierra; v) reconstruc-
ción de la economía agropecuaria y agroalimentaria; vi) protección del medio ambiente;
vii) política concertada con los cultivadores de coca, amapola y marihuana; viii) derechos
sociales, económicos y culturales del campesinado, indígenas y afro-descendientes; ix)
reconocimiento político al campesinado; x) reconocimiento de las mujeres campesinas,
indígenas y afro-descendientes y sus derechos; xi) derecho a la territorialidad; xii) fin al des-
plazamiento forzado; xiii) solución política al conflicto social y armado; xiv) unidad.

17 Las violaciones a los derechos humanos, civiles y políticos agruparon acciones de control
de orden público en zonas de presencia guerrillera, abusos cometidos en medio de la con-
frontación armada, y la violencia y represión contra comunidades campesinas e indígenas.



Documentos

Chiapas: La Treceava Estela

Sexta parte: Un buen gobierno

México, Julio de 2003

En cada uno de los cinco “Caracoles” que están por nacer en territorio rebel-
de, se trabaja a marchas forzadas para que todo esté listo (bueno, como me
dijo un compa comité: “va a estar un poco listo, pero no mero, pero sí un
poco bastante”). Con más entusiasmo que sapiencia, se edifica, se pintan (o
repintan) las construcciones, se limpia, se acomoda, se reordena. Un cons-
tante martillar-aserrar-cavar-sembrar suena en las montañas del sureste mexi-
cano, con música de fondo que varía de uno a otro lado. Allá, por ejemplo,
son “Los Bukis” y “Los Temerarios”; en otro lado, “Los Tigres del Norte” y “El
Dueto Castillo”; más para allá, “Filiberto Remigio”, “Los Nakos”, “Gabino
Palomares”, “Oscar Chávez”; más para acá, “Maderas Rebeldes” (que es un
grupo musical zapatista que, sorpresivamente, escala a pasos agigantados el
hit parade local –no he averiguado si escala hacia arriba o hacia abajo). 

Y en cada “Caracol” se distingue perfectamente una nueva construcción, la lla-
mada “Ca sa de la Junta de Buen Gobierno”. Según se alcanza a ver, habrá una
“Junta de Buen Gobierno” en cada zona y representa un esfuerzo organizati-
vo de las comunidades, no sólo para enfrentar los problemas de la autonomía,
también para construir un puente más directo entre ellas y el mundo. Así que: 

Para tratar de contrarrestar el desequilibrio en el desarrollo de los municipios
autónomos y de las comunidades. 



Para mediar en los conflictos que pudieran presentarse entre municipios
autónomos, y entre municipios autónomos y municipios gubernamentales. 

Para atender las denuncias contra los Consejos Autónomos por violaciones a
los derechos humanos, protestas e inconformidades, investigar su veracidad,
ordenar a los Consejos Autónomos Rebeldes Zapatistas, la corrección de
estos errores, y para vigilar su cumplimiento. 

Para vigilar la realización de proyectos y tareas comunitarias en los Municipios
Autónomos Rebeldes Zapatistas, cuidando que se cumplan los tiempos y for-
mas acordados por las comunidades; y para promover el apoyo a proyectos

comunitarios en los Municipios Autónomos Rebeldes Zapatistas. 

Para vigilar el cumplimiento de las leyes que, de común acuerdo con las
comunidades, funcionen en los Municipios Rebeldes Zapatistas. 

Para atender y guiar a la sociedad civil nacional e internacional para visitar
comunidades, llevar adelante proyectos productivos, instalar campamentos
de paz, realizar investigaciones (ojo: que dejen beneficio a las comunidades),
y cualquier actividad permitida en comunidades rebeldes. 

Para, de común acuerdo con el CCRI-CG del EZLN (Comité Clandestino
Revolucionario Indígena-Comandancia General), promover y aprobar la par-
ticipación de compañeros y compañeras de los Municipios Autónomos
Rebeldes Zapatistas en actividades o eventos fuera de las comunidades rebel-
des; y para elegir y preparar a esos compañeros y compañeras. 

En suma, para cuidar que en territorio rebelde zapatista el que mande,
mande obedeciendo, se constituirán, el 9 de agosto del 2003, las llamadas
“Juntas de Buen Gobierno”. 

Sus sedes estarán en los “Caracoles”, habrá una junta por cada zona rebelde
y estará formada por 1 ó 2 delegados de cada uno de los Consejos Autónomos
de dicha zona. 

Siguen siendo funciones exclusivas de gobierno de los Municipios
Autónomos Rebeldes Zapatistas: la impartición de justicia; la salud comunita-
ria; la educación; la vivienda; la tierra; el trabajo; la alimentación; el comercio;
la información y la cultura; el tránsito local. 

El Comité Clandestino Revolucionario Indígena en cada zona vigilará el fun-
cionamiento de las Juntas de Buen Gobierno para evitar actos de corrupción,
intolerancia, arbitrariedades, injusticia y desviación del principio zapatista de
“Mandar Obedeciendo”. 



Cada Junta de Buen Gobierno tiene su nombre, elegido por los Consejos

Autónomos respectivos: 

La Junta de Buen Gobierno Selva Fronteriza (que abarca desde Marqués de

Comillas, la región de Montes Azules, y todos los municipios fronterizos con

Guatemala hasta Tapachula), se llama “HACIA LA ESPERANZA”, y agrupa a los

municipios autónomos de “General Emiliano Zapata”, “San Pedro de

Michoacán”, “Libertad de los Pueblos Mayas” y “Tierra y Libertad”. 

La Junta de Buen Gobierno Tzots Choj ( que abarca parte de los territorios

donde se encuentran los municipios gubernamentales de Ocosingo,

Altamirano, Chanal, Oxchuc, Huixtán, Chilón, Teopisca, Amatenango del

Valle), se llama “CORAZÓN DEL ARCOIRIS DE LA ESPERANZA” (en lengua:

“Yot’an te xojobil yu’un te smaliyel”), y agrupa a los municipios autónomos

de “17 de Noviembre”, “Primero de Enero”, “Ernesto Ché Guevara”, “Olga

Isabel”, “Lucio Cabañas”, “Miguel Hidalgo” y “Vicente Guerrero”. 

La Junta de Buen Gobierno Selva Tzeltal (que abarca parte de los territorios

donde se encuentra el municipio gubernamental de Ocosingo), se llama “EL

CAMINO D EL FUTURO” (en lengua: “Te s’belal lixambael”) y agrupa a los

municipios autónomos de “Francisco Gómez”, “San Manuel”, “Francisco

Villa” y “Ricardo Flores Magón”. 

La Junta de Buen Gobierno Zona Norte de Chiapas (que abarca parte de los

territorios en donde se encuentran los municipios gubernamentales del norte

de Chiapas, desde Palenque hasta Amatán), se llama “NUEVA SEMILLA QUE

VA A PRODUCIR” (en tzeltal: “yach’il ts’ unibil te yax bat’p´oluc”; y en chol:”Tsi

Jiba Pakabal Micajel Polel”), y agrupa a los municipios autónomos de “Vicente
Guerrero”, “Del Trabajo”, “La Montaña”, “San José en Rebeldía”, “La paz”,

“Benito Juárez” y “Francisco Villa”. 

La Junta de Buen Gobierno Altos de Chiapas (que abarca parte de los terri-

torios donde se encuentran los municipios gubernamentales de los Altos de

Chiapas y se extiende hasta Chiapa de Corzo, Tuxtla Gutiérrez, Berriozábal

Ocozocuautla y Cintalapa”), se llama “CORAZÓN CÉNTRICO DE LOS ZAPA-

TISTAS DELANTE DEL MUNDO” (en lengua: “Ta olol yoon zapatista tas tuk’il

sat yelob sjunul balumil”), y agrupa a los municipios autónomos de “San

Andrés Sakamchén de los Pobres”, “San Juan de la Libertad”, “San Pedro

Polhó”, “Santa Catarina”, “Magdalena de la Paz”, “16 de Febrero” y “San Juan

Apóstol Cancuc”. 

Entre las primeras disposiciones de las Juntas de Buen Gobierno están las

siguientes: 



Uno. Ya no se permitirá que los donativos y apoyos de la sociedad civil nacio-

nal e internacional sean destinados a alguien en particular o a una comunidad

o municipio autónomo preciso. La Junta de Buen Gobierno decidirá, después

de evaluar la situación de las comunidades, a dónde es más necesario que ese

apoyo se dirija. La Junta de Buen Gobierno impone a todos los proyectos el

llamado “impuesto hermano” que es del 10% del monto total del proyecto. Es

decir, si una comunidad, municipio o colectivo recibe un apoyo económico

para un proyecto, deberá entregar el 10% a la Junta de Buen Gobierno para

que ésta lo destine a otra comunidad que no recibe apoyo. El objetivo es equi-

librar un poco el desarrollo económico de las comunidades en resistencia. Po r

c i e rto, no se aceptarán sobras, limosnas ni la imposición de proyectos. 

Dos. Sólo se reconocerán como zapatistas a las personas, comunidades, coo-

perativas y sociedades de producción y comercialización que estén registra-

das en una Junta de Buen Gobierno. Así se evitará que se hagan pasar por

zapatistas personas que no sólo no lo son, sino que incluso son anti-zapatis-

tas (tal es el caso de algunas cooperativas de producción y comercialización

de café orgánico). Los excedentes o bonificaciones por la comercialización de

productos de cooperativas y sociedades zapatistas se entregarán a las Juntas

de Buen Gobierno para que se apoye a los compañeros y compañeras que

no pueden comercializar sus productos o no reciben ningún tipo de apoyo. 

Tres. Es común que gente deshonesta engañe a la sociedad civil nacional o

internacional presentándose en las ciudades como “zapatistas” supuesta-

mente enviados en “misión secreta o especial” a pedir dinero para enfermos,

proyectos, viajes o cosas por el estilo. A veces, incluso, se llega a ofrecer entre-

namiento en supuestas, y falsas, “casas de seguridad” del E ZLN en la Ciudad

de México. En el primer caso son engañados intelectuales, artistas y profesio-
nistas y no pocos funcionarios de gobiernos locales. En el segundo caso son

jóvenes estudiantes los que son víctimas de la mentira. El EZLN aclara que no

tiene ninguna “casa de seguridad” en la Ciudad de México y no ofrece entre-

namiento alguno. Esas malas personas, según nuestros informes, están invo -

lucradas en bandolerismo, y el dinero que reciben, que supuestamente piden

para las comunidades, es usado para beneficio personal. El EZLN ha iniciado

ya una investigación para establecer la responsabilidad de quienes usurpan

su nombre y embaucan a la gente buena y honesta. Como es difícil contac-

tar a la Comandancia General del EZLN para comprobar si tal persona es o

no parte del EZLN o base de apoyo, y si es cierto o no lo que dice, ahora bas-

tará ponerse en contacto con una de las Juntas de Buen Gobierno (la de la

zona de la que diga provenir el “engañador”) y en cuestión de minutos se les

dirá si es cierto o no, y si es o no zapatista. Para esto las Juntas de Buen

Gobierno expedirán certificaciones y acreditaciones que no obstante, debe-

rán ser corroboradas. 



Éstas y otras decisiones serán tomadas por las Juntas de Buen Gobierno (que
se llaman así, aclaro yo, no porque ya sean “buenas” de por sí, sino para dife-
renciarlas claramente del “mal gobierno”). 

Así que ahora las “sociedades civiles” ya saben con quién tienen que poner-
se de acuerdo para proyectos, campamentos de paz, visitas, donativos y etcé-
tera. Los defensores de los derechos humanos ya saben a quién deben tur-
nar las denuncias que reciben y de quién deben esperar respuesta. El ejérci-
to y la policía ya saben a quién atacar (nomás teniendo en cuenta que ahí sí
ya nos metemos también nosotros o sea el EZLN). Los medios de comuni-
cación que dicen lo que les pagan que digan, ya saben a quién calumniar y/o
ignorar. Los medios de comunicación honestos ya saben a dónde se puede
acudir para solicitar entrevistas o reportajes en comunidades. El gobierno
federal y su “comisionado” ya saben qué es lo que tienen que hacer como
que no existe. Y el Poder del Dinero ya sabe a quién otro debe temer.

Siguen el ruido y el ajetreo. En algún lado, alguien da vuelta al dial de la radio
y, de pronto, se escucha con nitidez: “Este es Radio Insurgente, Voz de los Sin
Voz, transmitiendo desde algún lugar de las montañas del Sureste Mexicano”,
luego una marimba suena al ritmo inconfundible de “Ya se mira el horizon-
te”. Los compañeros y compañeras detienen un momento su trabajo y
empiezan a intercambiar comentarios en lengua indígena. Apenas un
momento. Nuevamente se reanuda la algarabía del trabajo. 

Es curioso. De pronto se me ha ocurrido que estos hombres y mujeres no
parecen estar construyendo unas cuantas casas. Parece como si fuera un
mundo nuevo lo que levantan en medio de toda esta bulla. Pero tal vez no.
Tal vez son, en efecto, sólo unas cuantas construcciones, y no ha sido sino el
efecto de sombra y luz, que la madrugada tiende sobre las comunidades
donde se trazan los “Caracoles”, que me hizo pensar que era un mundo
nuevo lo que se construía. 

Me voy a un rincón de la madrugada y enciendo la pipa y la duda. Entonces,
claramente, me escucho a mí mismo diciendo: “Tal vez no... pero tal vez sí...”. 

(Continuará...) 

Desde las montañas del Sureste Mexicano. 
Subcomandante Insurgente Marcos.



CONAIE demanda

al Pachakutik la ruptura

total de la alianza con

el Presidente Gutiérrez

Quito, 6 de agosto de 2003

MANIFIESTO

La Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador, CONAIE, ante las
últimas declaraciones y actitudes del Presidente Lucio Gutiérrez, expresa lo
siguiente:

El gobierno ha traicionado el mandato que le fue entregado por el pueblo
ecuatoriano en las últimas elecciones. Ese mandato contemplaba la defensa
de la soberanía nacional, de los recursos naturales, la reactivación del apara-
to productivo con equidad, y la voluntad de paz. Manteniendo una posición
contraria al interés nacional, el gobierno de Lucio Gutiérrez, en estos seis
meses, ha suscrito una Ca rta de Intención con el Fondo Monetario
Internacional en la cual ratifica su voluntad de privatizar el petróleo, la ener-
gía eléctrica, las empresas telefónicas, los recursos naturales como el agua;
flexibilizar el mercado laboral con medidas que destruyen todas las garantías
y derechos adquiridos por los trabajadores; realizar una reforma fiscal que
amplía la base de contribuyentes a los ecuatorianos más pobres y que pre-
tende incluso gravar a las remesas de los migrantes, una reforma de la segu-
ridad social que busca destruirla, con el propósito de pagar la deuda externa.
Estas medidas se inscriben en un ambiente de confrontación social, en el cual
se ha descuidado por parte del gobierno toda política social y redistributiva,



obligando a los maestros, trabajadores de la salud, y empleados públicos a
adoptar medidas de fuerza para defender una política social.

La CON A IE ha demandado al Movimiento Político Pachakutik que intente redi-
reccionar al gobierno de Lucio Gutiérrez, al tiempo que desde los espacios de
gobierno legítimamente ganados, se instaure una política alternativa al país. As í ,
desde los Ministerios y espacios públicos manejados por el Movimiento
Pachakutik, se ha demostrado un profundo comprometimiento y responsa b i l i-
dad con el país, además de un manejo honesto, transparente e íntegro de las
r e s p o n sabilidades públicas encomendadas al movimiento indígena. La
Canciller Nina Pacari, ha posicionado a nivel mundial una imagen de un país
amante de la paz y del respeto a la autodeterminación de los pueblos, el
Ministro de Agricultura Luis Macas, de su parte, ha posicionado la necesidad de
una política de soberanía alimentaria con identidad, entre los más import a n t e s .

Sin embargo de ello, el gobierno de Lucio Gutiérrez ha cambiado las priori-
dades de su gobierno y busca apoyos para su gobernabilidad en el Partido
Social Cristiano, los banqueros, las oligarquías del país y las cámaras.

Ante esta situación, la CONAIE:
- Demanda al Movimiento Pachakutik la ruptura inmediata de la alianza con

el Partido Sociedad Patriótica, y con el Presidente Lucio Gutiérrez. 
- Solicita a todos los miembros del Movimiento Pachakutik que están cum-

pliendo funciones públicas dentro de esta alianza, la renuncia inmediata. 
- Convoca a todas las organizaciones de base del Movimiento Indígena

Nacional a estar alertas y en movilización. 
- Deslinda cualquier tipo de responsabilidad que el gobierno de Lucio

Gutiérrez intente endilgar al movimiento indígena ecuatoriano de los actos
de su gobierno. 

- Llama al pueblo ecuatoriano a movilizaciones y a ex p r e sar su rechazo a un
régimen que se caracteriza cada vez más por la corrupción y el entreguismo.

La CONAIE deja constancia de que no va a claudicar en su lucha por un
Estado verdaderamente democrático, plurinacional e intercultural.

AMA SHUA - AMA KILLA - AMA LLULLA

Leonidas Iza
Presidente CONAIE

Humberto Cholango
Presidente ECUARUNARI

José Quenamá
Presidente CONFENIAE



Cumbre de las

Nacionalidades, Pueblos

y Movimientos Sociales
Resoluciones

Quito, 15 de agosto de 2003

Con la presencia multitudinaria de miembros de base de las 21 provincias
del país, en el local de los Trabajadores de la Empresa Eléctrica Quito, se rea-
lizó la Cumbre de las Nacionalidades, Pueblos y Movimientos Sociales. La
conducción y mesa directiva estuvo encabezados por Leonidas Iza, presi-
dente de la CON A IE, sus tres regionales (ECU A RUN A RI, CONFENIAE y
CON A IECE), el Coordinador Nacional de Pachakutik Miguel Lluco, Seguro
Social Campesino, ex Ministros entre otros. Las principales resoluciones que
se tomaron, son los siguientes:

I. Ratificar el Proyecto Político de Pachakutik, la construcción del Estado
Plurinacional, la reforma política institucional profunda, para construir una
nueva democracia. 

II. Ratificar la ruptura de la alianza con Lucio Gutiérrez, por tener un acerca-
miento con la derecha en especial con el Partido Social Cristiano.

III. Rechazar el intento de división desde el Presidente Lucio Gutiérrez y rati-
ficar la lucha incansable del Movimiento Indígena y otros sectores.

IV. Ratificar la lucha inclaudicable contra las privatizaciones, como el petróleo,
energía eléctrica, nos oponernos al alza del gas y a la propuesta del Alcalde
Nebot, para desmantelar la Seguridad Social.



V. Exigir el presupuesto para las áreas sociales, el cumplimiento del 15% del
presupuesto para los Municipios y Gobiernos seccionales, y el equipo cami-
nero comprometido con los Gobiernos Locales Alternativos.

VI. Ratificar nuestra lucha por la soberanía y dignidad nacional, mantener la posi-
ción de no involucramiento al Plan Colombia y declarar persona no grata al
Presidente de Colombia Álvaro Uribe, por atentar con la dignidad de los Pueblos
y pretender el involucramiento de Ecuador con el problema colombiano.

VII. Cumplimiento al Mandato entregado por la CONAIE, por parte del
Gobierno de Gutiérrez.

VIII. Exigimos al Presidente Gutiérrez que todos los espacios Indígenas, como
CODENPE, DINEIB, PRODEPINE, DNSI se respeten, porque son espacios que
legítimamente hemos conseguidos por la lucha indígena. 

IX. Rechazo a la creación de FEDEPICNE y la entrega de recursos. 

X. Todas las denuncias realizadas a las Autoridades y funcionarios se canali-
zarán por órganos correspondientes para su respectiva investigación y,
dependiendo del caso, se aplicarán las sanciones correspondientes.

XI. Rechazo a la actitud prepotente dictatorial del Presidente Gutiérrez y la cre-
ación de fuerzas de choque contra el Pueblo Ecuatoriano y la comunidad
internacional.

XII. Oponernos al nuevo acuerdo con el FMI y exigir la publicación de la firma
entre el FMI y el Ministro de Economía.

XIII. Trabajar para un Congreso Unitario de Pachakutik de septiembre, en el
que se haga un balance profundo, crítico y autocrático del Movimiento, de su
línea política, dirigencia e instancia respectivas.

Patricio Zhingri T.
Dirigente Comunicación
ECUARUNARI - CONAIE
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Las protestas sociales

en el espacio urbano:

trabajadores asalariados

y convergencias sectoriales1

Emilio Taddei

El escenario de la protesta social latinoamericana pre-
senta, en el segundo cuatrimestre del año 2003, un
aumento de la actividad reivindicativa que pone de
manifiesto el rechazo de vastos sectores de la pobla-
ción a las medidas implementadas por los gobiernos
en respuesta a la profunda crisis económica que atra-
vesaron los países latinoamericanos durante el año
precedente. Esta última tuvo su expresión más acaba-
da en el derrumbe del modelo neoliberal en
Argentina, donde la ruptura del esquema de converti-
bilidad monetaria no sólo no modificó la distribución
regresiva del ingreso, sino que agudizó aún más la
concentración de la riqueza. La contracara de esta ten-
dencia fue el vertiginoso aumento de la pobreza, que
afecta hoy al 50% de la población de ese país. 

En este contexto recesivo muchos gobiernos de la región
respondieron a la crisis con la profundización de recetas
o rtodoxas promovidas por el Fondo Monetario
Internacional y el Banco Mundial. La firma de nuevos



acuerdos, cuyas pautas son fiscalizadas regularmente por las misiones de dichos orga-
nismos en la región, redundó en la profundización de procesos de ajustes en el sector
público. Estas políticas fueron acompañadas por la votación de leyes de desregulación
de servicios públicos, de “flexibilización” de los derechos sociales y aumentos tarifarios,
cuya implementación es exigida por los centros del poder financiero internacional.

Un ejemplo de esta tendencia fue la decisión del actual presidente del Brasil, Luiz Ignacio
“Lula” da Silva, de firmar en el último trimestre del año pasado –antes de la segunda
vuelta electoral de las elecciones presidenciales en dicho país– un acuerdo con el FMI.
Este nuevo entendimiento fijó –entre otras cuestiones– rigurosas pautas de contención
del gasto público y del pago de intereses de la deuda externa. Los compromisos limita-
ron significativamente las posibilidades del nuevo gobierno petista de dar respuesta a los
anhelos de vastos sectores de la sociedad brasileña que aún aspiran a un cambio del
rumbo económico en ese país.

La aplicación de políticas ortodoxas como respuesta a la crisis por parte de los gobiernos
latinoamericanos enfrenta una sostenida resistencia social que cuestiona la legitimidad del
modelo neoliberal en América Latina. A lo largo del último año la impugnación a los pro-
cesos de ajuste y privatización de empresas públicas dio lugar a la emergencia de conver-
gencias y articulaciones multisectoriales en diferentes países de la región. Protagonizadas
por sectores asalariados y diversos movimientos de carácter socio-territorial, muchas de
estas protestas tuvieron una gran repercusión y desencadenaron crisis políticas que se sal-
daron con la renuncia de algunos elencos gobernantes. En otras ocasiones las mismas pro-
dujeron una creciente pérdida de legitimidad de los ejecutivos surgidos de procesos elec-
torales cifrados de grandes expectativas de cambio. La ruptura de la alianza de gobierno en
el Ecuador entre la Sociedad Patriótica y el Movimiento Pachakutik en el mes de agosto
como consecuencia de las desavenencias en relación al sesgo crecientemente neoliberal
de la política económica del gobierno encabezado por el presidente Lucio Gutiérrez resul-
ta, en este sentido, el caso más emblemático del cuatrimestre analizado. 

Frente a la creciente impugnación social de estas políticas, los gobiernos latinoamericanos
respondieron con un significativo y preocupante aumento de los niveles de represión y de
la criminalización de dirigentes sociales y políticos. Esta tendencia, reseñada en números
anteriores del O S A L, cobra un nuevo impulso a través de la aprobación de leyes que endu-
recen las penas para manifestantes y prohíben ciertas modalidades de la protesta. En este
contexto se incrementaron el número de procesos judiciales y el encarcelamiento de mili-
tantes y líderes sociales y políticos. En similar dirección podemos señalar el recurso cre-
ciente al estado de excepción aplicado por algunos gobiernos durante los conflictos socia-
les, la militarización de empresas y edificios públicos, el acoso policial a trabajadores en
huelga, los allanamientos a casas de dirigentes. El presidente de El Salvador anunció duran-



te el mes de julio el lanzamiento del plan denominado “Mano Dura” que autoriza a las fuer-
zas armadas de dicho país a detener y encarcelar a toda persona sospechada de “pandi-
l l e r o ”. Cabe destacar que esta iniciativa involucra también a los gobiernos de Honduras y
Guatemala. En el marco de la ofensiva contrainsurgente y la militarización impulsada por el
gobierno de Colombia, el presidente Uribe decidió aumentar las cuadrillas de soldados
campesinos (véase el artículo de Esmeralda Prada en el presente O S A L). 

En este preocupante contexto de violación de los derechos humanos, el rechazo de vas-
tos sectores sociales a los procesos de ajuste, privatización y liberalización comercial se
reflejó en el aumento del número de conflictos en los meses considerados. Esta ten-
dencia prolonga, en el segundo cuatrimestre de 2003, el incremento de las acciones de
protesta señalada para los primeros cuatro meses del presente año (Algranati, 2003) en
relación a los dos últimos cuatrimestres de 2002. En el período que analizamos los regis-
tros de las protestas relevadas por el OSAL ascienden a 2.323 casos, lo que representa
un aumento del 2,33% en relación al período inmediatamente anterior (2.270) y del
10,4% respecto del último cuatrimestre de 2002, que arrojó un total de 2.104 conflic-
tos. Asimismo la comparación con el mismo período del año precedente arroja un incre-
mento de 3,47% en los meses aquí analizados. Las cifras mencionadas ubican a este
período en segundo lugar en número de total de conflictos registrados desde el año
2000, detrás de las 2.438 protestas relevadas entre enero y abril de 2002, momento
de auge de las movilizaciones que signaron el estallido de la crisis en la Argentina.

Huelgas en el sector público y protestas multisectoriales

En el análisis de la actividad reivindicativa del cuatrimestre se destacan los conflictos pro-
tagonizados por los trabajadores asalariados, que representan el 30,35% del total de
registros relevados. Esta cifra se ubica en el 34,65% al considerar las acciones de los tra-
bajadores desocupados (4,3%), que se incrementan levemente en relación a los cuatro
primeros meses del año. Las acciones de los asalariados del sector público representan
el 23,42%. Dentro de este segmento se destacan los conflictos de los trabajadores
administrativos y de los funcionarios públicos junto a los protagonizados por los trabaja-
dores de la educación. Ambos registran un significativo aumento en relación al primer
cuatrimestre del año. Los asalariados de empresas privadas participan en un 6,93% de
las protestas, siendo la Argentina el país en el que se registra el mayor número de pro-
testas en este segmento del mercado de trabajo.

En algunos países (Colombia, Perú, Panamá, República Dominicana y Uruguay) las protestas
en el sector público estimularon procesos de convergencias multisectoriales que cuestionan
las políticas económicas de los gobiernos. Ratificando una tendencia ya señalada en períodos



anteriores (Seoane y Algranati, 2002), muchos de los conflictos se caracterizaron por un
aumento de la radicalidad en las formas de lucha que se expresó tanto en el carácter con-
frontativo de las acciones (ocupación de edificios públicos, bloqueos de empresas, boicots
productivos, enfrentamientos con las fuerzas represivas) como en la duración temporal de los
mismos (paros y huelgas sectoriales por tiempo indeterminado). En forma irregular, según los
sectores y los países considerados, estas protestas lograron, en algunos casos, la satisfacción
de sus reivindicaciones, obligando a algunos gobiernos a suspender, al menos provisoria-
mente, la implementación de medidas que generaron un amplio repudio social.

Otra característica de la intensidad reivindicativa del cuatrimestre fue la realización de
numerosas paros y huelgas generales y/o sectoriales de alcance nacional en nueve paí-
ses de la región. Esta modalidad de protesta estuvo presente en Colombia, donde el
Comando Nacional Unitario integrado por las centrales sindicales de dicho país convocó
dos huelgas generales en los meses de junio y agosto contra la política económica y las
iniciativas privatizadoras del gobierno de Uribe. En Brasil, Ecuador, El Salvador, Panamá,
Perú y Uruguay, los asalariados del sector público protagonizaron medidas similares. En
este sentido debemos señalar la huelga general convocada a mediados de agosto por
la Central Unitaria de Trabajadores chilena (CUT) en rechazo al proyecto de reforma
laboral. Si bien esta acción no logró impedir la aprobación legislativa de dicha iniciativa,
la misma tiene un valor simbólico importante ya que fue la primera huelga general con-
vocada en el país andino a trece años de finalizada la dictadura militar, generando la
adhesión de medio centenar de gremios del sector público y privado.

La iniciativa de reforma provisional impulsada desde los primeros meses de gobierno por el
presidente Lula en Brasil desencadenó el primer conflicto laboral de alcance nacional que
debió enfrentar el nuevo equipo gobernante. El 8 de julio cerca de 400 mil trabajadores
estatales adhirieron a la huelga por tiempo indeterminado convocada por la CUT, bajo la pre-
sión de las bases gremiales del sector. La huelga fue acompañada por manifestaciones rea-
lizadas en diferentes estados del país exigiendo el retiro del proyecto gubernamental que
preveía la creación de fondos de pensión. A inicios de agosto una manifestación de repudio
al proyecto reunió a 70 mil personas en la ciudad de Brasilia, donde a finales del mismo
mes ambas cámaras legislativas votaron la aprobación del proyecto. Si bien la huelga no
l o gró una adhesión masiva de otros sectores sociales, constituyó un llamado de advert e n c i a
para el gobierno a pocos meses del inicio de la nueva gestión. Asimismo, abrió un debate
en las filas del PT y de diversos movimientos sociales acerca de las orientaciones económi-
cas de un gobierno electo con la expectativa de producir una redistribución de la riqueza que
pueda beneficiar a los sectores sociales más oprimidos de ese país.

La prolongada huelga magisterial en Perú que se inició en el mes de mayo en reclamo
de aumento de sueldos y de mayor presupuesto educativo desembocó en un amplio



proceso de protesta social que, al igual que las manifestaciones contra la privatización
en el sur peruano ocurridas a mediados de 2002, asestó un nuevo golpe a la legi t i m i-
dad del debilitado gobierno de Toledo. La huelga fue acompañada por multitudinarias
marchas en todo el país a las que se sumaron, a mediados de mayo, los trabajadores
judiciales y de la salud –en paro por tiempo indefinido en reclamo de un aumento en
sus haberes– y también sectores estudiantiles universitarios. Agricultores nucleados en
la Junta Nacional de Usuarios de los Distritos de Riego del Perú (JNUD RP) protagoni-
zaron un paro indefinido con cortes en casi todas las rutas troncales del país. A pesar
de la militarización decretada por Toledo hacia fin de mes, que cobró la vida de un estu-
diante universitario en Puno, la experiencia de convergencias sectoriales se prolongó en
los meses siguientes. A inicios de junio tuvo lugar una jornada nacional de protesta con-
tra el estado de excepción y la política económica del gobierno en la que part i c i p a r o n
sectores campesinos y diferentes centrales sindicales (CGT P, CTP) además de los
Frentes Regionales surgidos en las citadas protestas de 2002. Aún a mediados de julio,
la Unión de Frentes Regionales protagonizó una nueva jornada nacional de reivindica-
ciones contra la política económica. Luego de arduas negociaciones y compromisos
sectoriales cuya implementación en la mayoría de los casos aún está pendiente, el
gobierno logró desactivar algunos conflictos. Como consecuencia de su desgaste polí-
tico (véase el artículo de Eduardo Toche en el presente número de la revista), el presi-
dente Toledo cambió parte del gabinete y anunció medidas tributarias (aumento del
IGV) y un nuevo plan de privatizaciones para recaudar fondos destinados a satisfacer
los reclamos salariales de los docentes.

En el contexto de la brutal ofensiva privatista del gobierno de Uribe en Colombia, que
se combina con un incremento de la militarización del país, se llevan a cabo dos paros
generales. Convocadas en junio y agosto por las centrales obreras CGTC, CTC y CUT
contra la venta y privatización de empresas y servicios públicos (Telecom, ECO PET R O L ,
Caja Nacional de Previsión, Instituto del Seguro Social, Cajanal), estas huelgas se ins-
criben en un intenso proceso de resistencia social protagonizado por los trabajadores
de los sectores implicados que se enfrentan a la militarización de las empresas orde-
nada por el gobierno, con el pretexto de evitar atentados terroristas. Estas luchas se
a rticulan con la movilización de numerosos sindicatos, organizaciones de mujeres,
cooperativas que suman su apoyo a los trabajadores en lucha. En el marco de la ofen-
siva gubernamental, las centrales obreras y la Asociación Nacional de Salvación
A gropecuaria (ANSA) confluyen en la creación del Comando Nacional Unitario para
enfrentar la ofensiva neoliberal, el ALCA y los tratados de libre comercio. El punto de
mayor articulación social se produce durante el paro general del 12 de agosto cuan-
do miles de trabajadores de ECO PETROL, del ISS, del SENA, de la Rama Judicial y del
m a gisterio, entre otros, marchan en Bogotá confluyendo con la ANSA y son brutal-
mente reprimidos por las fuerzas de seguridad.



Entre los procesos de resistencia a las privatizaciones cabe
mencionar la lucha de los trabajadores de Pe t r o e c u a d o r
que realizan un paro nacional con ocupación de las esta-
ciones de bombeo en rechazo a la decisión del presiden-
te Gutiérrez de vender la empresa y los campos de extrac-
ción. Frente a las demandas de los trabajadores, el nuevo
presidente ecuatoriano decretó la militarización de las ins-
talaciones de la empresa y ordenó el despido de muchos
de los trabajadores en huelga. A las acciones de los traba-
jadores petroleros se suman los paros nacionales en el
sector público por aumento salarial de la Unión Nacional
de Educadores y de la Federación Médica Ecuatoriana. Si
bien estos dos últimos sectores llegan a un acuerdo con el
gobierno, estos tres conflictos sirvieron como catalizadores
de las profundas diferencias en el seno de la alianza gober-
nante en torno a las exigencias del FMI y el rumbo de la
política económica. Este proceso culminó a inicios de agos-
to con la salida del gobierno del Movimiento Pachakutik y
de la CO N A IE, que consumó así la ruptura de los indíge-
nas con el gobierno de Lucio Gutiérrez (véase el art í c u l o
de Franklin Ramírez Gallegos en el presente O S A L) .

En diversos países de América Central y del Caribe se regi s-
traron numerosos y significativos conflictos en el sector
público y experiencias de convergencias sociales amplias
protagonizadas por actores urbanos. En Panamá, las huel-
gas de los funcionarios de la Caja del Seguro Social (CSS)
por aumento presupuestario y salarial, y de la comunidad
educativa exigiendo ampliación de la planta docente, cons-
tituyen los puntos más altos de confluencia sectorial, que
cuenta también con la participación de obreros y estudian-
tes en manifestaciones de apoyo a los sectores en conflic-
to. A mediados de mayo se realiza una marcha contra la
política económica del gobierno en la que obreros, maes-
tros, estudiantes, campesinos, productores agropecuarios y
t r a n s p o rtistas se manifiestan contra el alza de tarifas y las
reformas tributarias impulsadas por el gobierno panameño.
En República Dominicana se produce un intenso proceso
de protestas multisectoriales convocadas por la
Coordinadora de Organizaciones Populares, Sindicales y de
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Tr a n s p o rtistas, por el Frente Amplio de Lucha Popular (FALPO) y el Colectivo de
Organizaciones Populares para repudiar la firma de un acuerdo con el FMI, los apagones y
el aumento de tarifas y combustibles. En Honduras se realiza a fines de agosto la Gran
Marcha de la Dignidad, que recorre las calles de Tegucigalpa en protesta contra la sanción
de la ley de agua potable que habilita la privatización de dicho servicio, contra la ley de
Servicio Civil y la normativa de titulación de tierras y propiedades. Esta marcha reúne a unas
15 mil personas pertenecientes a las centrales obreras, al Bloque Po p u l a r, organizaciones
indígenas, médicos, enfermeras y docentes de primaria y secundaria. A estas protestas se
suman las de los gremios educativos en reclamo de designaciones docentes y aumentos
salariales. En Guatemala, al igual que en el cuatrimestre precedente, se registran moviliza-
ciones de la comunidad educativa (estudiantes, maestros y padres de familia) contra la pri-
vatización de la educación pública. Los docentes puertorriqueños realizan acciones en
demanda del pago de sueldos atrasados. Sin embargo, el conflicto más significativo en
dicho país caribeño es el protagonizado por la Alianza de Empleados Energéticos en recha-
zo a la potencial privatización de la Autoridad de Energía Eléctrica de la isla.

Si bien en Venezuela y en otros países tuvieron lugar acciones de protesta protagoniza-
das por médicos, enfermeras y trabajadores de la salud pública en reclamo de deudas
y aumentos salariales, ninguno de estos tuvo la relevancia política del conflicto impulsa-
do por los trabajadores de ese sector en el Uruguay. Iniciado a mediados de julio por la
Federación de Funcionarios de Salud Pública en reclamo de aumento salarial y de pro-
visión de medicamentos, la medida obtiene el apoyo del Sindicato Médico del Uruguay,
que también decidió un paro de actividades. Ambos sectores se declaran en huelga
general y el conflicto se extiende a todo el país con ocupación de hospitales decididas
por asambleas de trabajadores. Durante el desarrollo del mismo, el PIT-CNT convocó al
sexto paro general contra el gobierno de Batlle, incluyendo como punto central de las
reivindicaciones la solidaridad con los trabajadores de la salud pública y la exigencia de
creación de un sistema nacional único de salud. Hacia finales de agosto el gobierno ins-
tala guardias policiales para impedir la ocupación de nuevas unidades de atención sani-
taria, en el marco de un conflicto que se extiende más allá del cuatrimestre analizado.

En el sector privado industrial se destaca la lucha protagonizada en el mes de junio por
los mineros bolivianos nucleados en la Federación Nacional de Cooperativistas Mineros
(FENCOMIN) en demanda del cumplimiento de los acuerdos de reactivación del sector
minero firmados por el gobierno en el mes de febrero. Durante un bloqueo nacional de
rutas se produce un enfrentamiento con las fuerzas armadas que se salda con una bru-
tal represión y la muerte de un trabajador. Hacia fines de junio los bloqueos se suspen-
den luego de la firma de un nuevo acuerdo con el gobierno. En el sector servicios cabe
destacar las protestas protagonizadas en la Argentina por trabajadores del transporte
urbano (contra el vaciamiento de la empresa Transporte del Oeste), aeronáutico



(Southern Winds, contra el despido de trabajadores) y de subterráneos. También en
Venezuela los transportistas exigen mejores condiciones de seguridad laboral.

Si bien el número de acciones de los trabajadores desocupados desciende en comparación
con los elevados registros del año anterior, estas protestas siguen guardando una import a n-
cia significativa en la Argentina. Se observa la realización de jornadas nacionales de lucha
acompañadas por cortes de ruta y manifestaciones frente a ministerios públicos en deman-
da de planes sociales, becas de estudio y comida. Ante los reclamos de este sector el nuevo
gobierno del presidente Néstor Kirchner adoptó una política tendiente a la “cooptación” de
algunas agrupaciones “piqueteras” (ver el artículo de Daniel Campione en el presente
O S A L), al mismo tiempo que en muchos barrios pauperizados del Gran Buenos Aires mili-
tantes de estas organizaciones continúan siendo víctimas de la represión policial. En Bolivia
las acciones protagonizadas en el mes de junio por la Asociación Nacional de Desocupados,
del Movimiento de Trabajadores Desocupados de La Paz y el MTD de El Alto, muestran una
incipiente coordinación nacional de este movimiento en el país andino.

El incremento de las acciones estudiantiles en este período se vincula a los intensos recla-
mos protagonizados por los universitarios chilenos que, nucleados en la Confederación
Nacional de Estudiantes de Chile (CO NFECH), obtienen la reprogramación de las deudas
por créditos de estudios. En igual sentido señalamos las luchas de los estudiantes pana-
meños que convergen en las movilizaciones de los trabajadores públicos de la CSS.

Conflictos, revueltas y experiencias campesinas
De las acciones del MST a los “Caracoles” indígenas zapatistas

Los profundos cambios introducidos por el modelo agrario neoliberal en la estructura rural
de la región suponen nuevos desafíos para los campesinos, los pequeños productores, los
trabajadores rurales sin tierra y pueblos originarios, afectados por las consecuencias eco-
nómicas, sociales y culturales de la expansión del agronegocio. Las luchas contra el neoli-
beralismo agrario dinamizaron y resignificaron las protestas de estos sectores, entre los cua-
les se desarrollaron y consolidaron nuevos movimientos de carácter socio-territorial.

Vinculada a la lucha contra los transgénicos, contra la depredación del medioambiente,
contra el pillaje de los recursos naturales, contra la concentración creciente de la tierra,
y a favor la defensa de las culturas originarias, la problemática agraria “penetró” de forma
creciente el espacio urbano y estimuló articulaciones entre actores urbanos y los sujetos
de la protesta en el mundo rural. En igual sentido las convergencias en la lucha contra
la mundialización neoliberal y el libre comercio se desarrollaron, en los últimos años,
como nuevo espacio de articulación política entre movimientos urbanos y rurales.



El dossier que abre este número del OSAL presenta algunas de las experiencias recien-
tes más significativas de los movimientos campesinos e indígenas en América Latina. Sin
pretensión de ser exhaustivos, señalamos aquí algunos de los conflictos rurales más des-
tacados del período que dan cuenta de las dinámicas referidas anteriormente y prolon-
gan algunas de las tendencias ya señaladas por el OSAL.

En este segundo cuatrimestre el número total de registros de acciones protagonizadas
por campesinos decrece en relación al período anterior. En lo meses aquí considerados
estos conflictos representan el 6,8% del total de protestas (8,28% entre enero y abril
de 2003). Sin embargo, la importante participación de movimientos campesinos e indí-
genas en muchos conflictos de carácter multisectorial permite tener una dimensión más
precisa de la importancia de estos sectores en la protesta.

En Brasil se observa una activa participación del Movimiento de los Trabajadores Rurales
Sin Tierra en la ocupación de tierras e instalación de campamentos campesinos, concen-
trados geográficamente en la región central (San Pablo), centro-oeste (Mato Grosso) y
nordeste. A través de estas acciones el movimiento intenta presionar al nuevo gobierno
para acelerar los tiempos de una reforma agraria integral, que constituyó una de las pro-
mesas electorales del presidente Lula (ver el artículo de Bernardo Mançano Fernandes en
este número del O S A L). Asimismo el MST realiza ocupaciones de galpones de la
Compañía Nacional de Abastecimiento para denunciar la falta de comida en los campa-
mentos y la demora en los procesos de expropiación de tierras. Las ocupaciones, que
contabilizan 110 entre enero y junio de este año, van a menudo acompañadas con el blo-
queo de rutas federales. En respuesta a las tomas y ocupaciones, un grupo de gr a n d e s
propietarios rurales lanza la campaña “Invasión Cero”, presionando al gobierno de Lula por
haberse reunido con una delegación del MST. Por su parte los Sin Tierra realizan acciones
de denuncia contra la formación de milicias rurales por parte de los terratenientes.

En el marco del paro nacional convocado por el Comando Nacional Unitario para pro-
testar contra la política neoliberal del gobierno de Uribe, una multitudinaria marcha de la
Asociación Nacional de Salvación Agropecuaria confluye en Bogotá con los manifestan-
tes que apoyan el paro. La marcha agropecuaria –en la que participan delegaciones de
más de 20 departamentos de más de 200 municipios que representan a productores
agropecuarios, indígenas y campesinos de todo el país– tiene por objetivo el repudio al
ALCA y a cualquier tipo de acuerdo de libre comercio y la defensa de la soberanía ali-
mentaria de los pueblos. En Paraguay se producen intensas movilizaciones de campesi-
nos sin tierra y de pequeños agricultores (cultivadores del cedrón), que son reprimidas
brutalmente. Un campesino muere durante las mismas. Los manifestantes reclaman
indemnizaciones frente al fracaso de las exportaciones y logran el compromiso del
gobierno de otorgar un subsidio. Los campesinos sin tierra del país guaraní se movilizan



para reclamar el otorgamiento de tierras y para exigir el cese de la criminalización de la
protesta y la persecución de sus militantes. Las numerosas movilizaciones de los sin tie-
rra cuentan con el apoyo y la participación de otros sectores en lucha, como la Plenaria
Popular y Permanente.

En la zona del Valle del Monzón los campesinos cocaleros del Perú continúan con el
proceso de movilizaciones comenzado en el cuatrimestre anterior. A inicios de agosto
comienzan una huelga por el retiro de los programas de erradicación de los cultivos
de coca y de las ONGs responsables de la implementación de los mismos. Tras más
de una semana de huelga y cortes de ruta, el gobierno ordena el retiro de estos pro-
gramas y la conformación de una comisión de diálogo para buscar respuestas al pro-
blema. En Nicaragua miles de ex obreros agrícolas que se definen como campesinos
realizan junto a sus familias plantones en el departamento de Matagalpa, exigiendo el
cumplimiento de los acuerdos relativos a la creación de bancos de tierra, titulación de
propiedades y cumplimiento de los beneficios sociales. Dichos acuerdos habían sido
suscriptos en septiembre del año pasado luego de una intensa y larga lucha protago-
nizada por los campesinos. Las manifestaciones campesinas realizadas a mediados de
mayo en Panamá contra la ampliación de la cuenca del Canal –que prevé la creación
de tres lagos artificiales– reciben el apoyo activo de estudiantes, obreros y miembros
de la iglesia.

Luego de un período de prolongado silencio, y tras la negativa del gobierno y del parla-
mento mexicano a reconocer los derechos de los pueblos indígenas de ese país, el
movimiento zapatista anuncia en México en el mes de julio la defunción de los
“Aguascalientes”, su reemplazo por los “Caracoles” y la creación de las Juntas de Buen
Gobierno. Esta iniciativa apunta a fortalecer la experiencia de construcción de municipios
autónomos rebeldes y dotar de una nueva práctica y significado los vínculos de solidari-
dad que los pueblos indígenas zapatistas nucleados en el EZLN establecieron a lo largo
de años con otros movimientos sociales y redes de solidaridad internacional. En sucesi-
vos comunicados que componen la Treceava Estela zapatista, el Subcomandante Marcos
ratifica durante el mes de julio la oposición del EZLN al Plan Puebla Panamá e invita a la
sociedad civil nacional e internacional a participar de la fiesta de nacimiento de los
“Caracoles”. El 8 de agosto en la localidad de Oventik miles de indígenas zapatistas e
integrantes de la sociedad civil mexicana, junto a movimientos y militantes sociales de
otros continentes, participan del acto ceremonial del nacimiento de esta nueva expe-
riencia de construcción de poder por redes de pueblos autónomos. Dada la importan-
cia, significación y reconocimiento regional e internacional que ganó la experiencia zapa-
tista, esta iniciativa constituye sin duda un valioso aporte de ese movimiento a la cons-
trucción de alternativas por otro mundo posible (véase el artículo de Pablo González
Casanova en el presente OSAL).



Hegemonía norteamericana, militarización social 
y lucha contra el ALCA

En análisis precedentes (Seoane y Taddei, 2003) señala-
mos cómo las iniciativas de liberalización comercial son
presentadas como una tentativa de salida a la crisis eco-
nómica regional. La promoción de tratados de acuerdos
de libre comercio con los Estados Unidos y con la Unión
Europea se complementa, en la profundización del rumbo
neoliberal, con los planes de ajuste fiscal implementados
por los gobiernos de la región. A lo largo de los últimos
dieciocho meses los Estados Unidos incrementaron la
presión y las iniciativas tendientes a lograr un efectivo pro-
ceso de liberalización de los intercambios regionales que
garantice el predominio de las empresas transnacionales
e intereses de ese país en la región latinoamericana. Los
gobiernos de Colombia, Ecuador y República Dominicana
inician contactos y tratativas con el gobierno norteameri-
cano para la firma de TLC bilaterales.

Estos acuerdos bilaterales, que se complementan y art i c u-
lan con las negociaciones a favor del ALCA, han sido desde
hace un tiempo particularmente significativos en la regi ó n
centroamericana, y tuvieron como efecto concreto la aper-
tura de negociaciones entre el gobierno de Bush y dife-
rentes gobiernos de la región. Durante este cuatrimestre
este proceso pareciera conocer un estancamiento que
resulta de la falta de consenso sobre los aranceles de los
productos incluidos en los acuerdos por un lado, y a la pre-
sión ejercida por las protestas por otro. Durante la ronda de
negociaciones entre el país del norte y los gobiernos cen-
troamericanos que tuvo lugar en Guatemala en el mes de
mayo, diversas entidades que nuclean a productores agr í-
colas (granos básicos, arroz) manifestaron su oposición a
este tratado, argumentando que los dejará sin fuentes de
empleo y alimento. En la misma fecha campesinos e indí-
genas realizaron cortes de ruta, y miembros de movimien-
tos populares ocuparon la sede del Pa r l a m e n t o
Centroamericano para protestar contra su exclusión de las
negociaciones. También en ese país se realiza en el mes
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de julio un encuentro para discutir los efectos del TLC con Estados Unidos y del Plan
Puebla Panamá. En el mismo participan delegados de diferentes organizaciones sociales,
de ciento cincuenta comunidades indígenas de Guatemala y representantes de treinta y
tres comunidades indígenas de Chiapas. En El Salvador diversas organizaciones sociales
marchan por el centro de la capital para expresar su repudio a la política del gobierno y a
la firma de acuerdos como el TLC con los Estados Unidos, el Plan Puebla Panamá y el
A LCA. En los meses de mayo y junio se registran en Costa Rica dos marchas contra el TLC
Centroamérica-Estados Unidos. Las negociaciones entre Honduras y Canadá para la firma
de un TLC también se estancan frente a la negativa canadiense de aceptar un inmediato
i n greso de textiles y confecciones hondureñas a aquel país. A finales de julio se realiza en
Tegucigalpa el 4º Foro Mesoamericano por la Autodeterminación y la Resistencia de los
Pueblos del que participan doscientos cincuenta delegados de organizaciones campesi-
nas de todo el continente que se pronuncian contra el ALCA. En relación a esta iniciativa
hemisférica, es importante señalar las protestas opositoras en Colombia, la realización en
Ecuador de la Tercera Asamblea Nacional de oposición al ALCA en el mes de mayo, y el
lanzamiento en Uruguay por parte del PI T-CNT de la “Campaña Nacional por la Soberanía
y contra el ALCA” que se enmarca en la Campaña Continental contra el ALCA. La
Conferencia Continental de Productores Rurales realizada en México en agosto también
se posiciona contra el acuerdo de liberalización comercial continental.

El intento de consolidación de la hegemonía comercial norteamericana en la región apa-
rece asociado, en el contexto internacional de la “guerra infinita” del presidente Bush, a
la creciente presencia e influencia militar de ese país en Latinoamérica. Los sectores
dominantes norteamericanos están persuadidos de que los beneficios potenciales de los
acuerdos de libre comercio suponen el control de la inestable situación social en que se
encuentra la región. Este principio orienta la redefinición de las políticas de “seguridad
regional” de Estados Unidos y sirve para “resignificar” la cruzada contra el terrorismo en
América Latina en la criminalización de las protestas y/o movimientos sociales que cues-
tionen y obstaculicen los planes hegemónicos de la potencia imperial. En esta redefini-
ción de las hipótesis de conflicto resultan decisivos la colaboración y el apoyo de las fuer-
zas armadas y de seguridad de los países latinoamericanos. Esto permite comprender
–en parte– la realización de forma cada vez más regular de ejercicios conjuntos entre
fuerzas norteamericanas y ejércitos latinoamericanos. En esta dirección podemos seña-
lar dos cuestiones: la llegada a Paraguay en el mes de junio de infantes de la marina
estadounidense para realizar ejercicios combinados con militares paraguayos, y la cre-
ciente presión del gobierno de los Estados Unidos para lograr la inmunidad jurídica a las
tropas de ese país que operan en el subcontinente.

En respuesta a los procesos de militarización y represión de la protesta social, se orga-
nizó del 6 al 9 de mayo en la ciudad de San Cristóbal de las Casas, Chiapas, México, el



Primer Encuentro Hemisférico contra la Militarización. En el marco de esta reunión pro-
movida por el Grito de los Excluidos, la Red Chiapaneca frente al Neoliberalismo y
Jubileo Sur, entre otras organizaciones, delegados de movimientos y organizaciones
americanas y europeas debatieron sobre la desmilitarización, la contrainsurgencia y el
incumplimiento de los acuerdos de San Andrés. Vinculado al proceso de regionalización
e internacionalización del Foro Social Mundial de Porto Alegre, se realizó en la ciudad de
Cartagena de Indias un Foro Social Mundial Temático en Colombia organizado para dis-
cutir sobre las alternativas de una resolución pacífica y verdaderamente democrática al
conflicto armado en ese país.

Esta intensa actividad de articulación de luchas regionales contra el libre comercio y la
difusión del “neoliberalismo armado” abonó el terreno para la convergencia de movi-
mientos en la protesta contra la OMC que, fuera del período abordado, se realizó en el
mes de septiembre en la ciudad de Cancún, México. El “descarrilamiento” de la OMC
puso una vez más de manifiesto la significativa participación y el aporte de experiencias
de los movimientos latinoamericanos e internacionales a la construcción de una globa-
lización de la esperanzas y las resistencias y de nuevas experiencias contrahegemónicas
y de emancipación social. 
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Región Sur

Argentina: el Movimiento

Social después del “reflujo”

Daniel Campione*

Para iniciar cualquier análisis de coyuntura sobre el
movimiento social en la Argentina actual es indispen-
sable remontarse a la gravedad de la situación de
empobrecimiento, desempleo masivo y superexplota-
ción de los que tienen trabajo a que se hallan some-
tidas las clases subalternas en Argentina, y el auge de
movilización de fines de los noventa, que tuvo un
punto culminante en la “insurrección espontánea” de
diciembre de 2001 y en el auge de múltiples movili-
zaciones de los meses que le siguieron.

El contexto: desocupación y pobreza inédita

La desocupación se mantenía, en mayo de 2003, en un pro-
medio total nacional de más del 16% (IND EC): un descenso
frente a igual mes de 2002, en que sobrepasaba el 22%, pero
esa baja estaba provocada más que nada por la incidencia de
al menos parte de los beneficiarios de los planes sociales, que
son contabilizados como ocupados (IND EC, 20 0 3 ) .
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En cuanto a los ingresos, se observa un incremento, en
términos nominales, del orden de 15% entre mayo del
corriente año y diciembre de 2001, o sea, inmediata-
mente antes de la devaluación cambiaria. En consecuen-
cia, el salario real experimentó en ese período una con-
tracción de 20%, vista la evolución del índice de precios
al consumidor, que ha impactado de una forma hetero-
génea sobre los distintos sectores, siendo los trabajadores
informales no registrados del sector privado los más des-
favorecidos (C.P.CC.EE., 2003).

Los indicadores de mayo 2003, según las últimas cifras
oficiales de INDEC, experimentaron un leve descenso en
la Argentina con respecto al relevamiento anterior, de
octubre de 2002, pero se mantienen en cifras más altas
que las de mayo del año pasado. En mayo último era
pobre el 54,7% de la población de los aglomerados urba-
nos relevados por el Instituto Nacional de Estadísticas y
Censos (INDEC), cifra que se ubica 2,8 puntos por deba-
jo del pico histórico de 57,5% alcanzado en octubre de
2002. El nuevo porcentaje es superior al 53% correspon-
diente a mayo del año pasado. También la indigencia se
redujo al 26,3% de las personas, desde el 27,5% de
octubre de 2002. Los indigentes son aquellos que dentro
de la población pobre no tienen ingresos suficientes para
adquirir una canasta básica de alimentos. 

Proyectados a todo el país, estos indicadores significan
que en las áreas urbanas hay 18,8 millones de pobres y
algo más de 9 millones de indigentes, y el total, sumando
las áreas rurales, no relevadas por INDEC, podría elevarse
a 20 millones de pobres. Son cifras absolutamente inédi-
tas en la trayectoria de Argentina.

Estos datos alcanzan su verdadero dramatismo si se los
compara con los de unos pocos años antes, aun en una
coyuntura signada por el descenso de la actividad económi-
ca. En mayo de 1995, en medio de una fuerte recesión,
como consecuencia del shock externo provocado por la
devaluación del peso mexicano, la desocupación había
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alcanzado un techo histórico de 18,4% (llegó a 21,5% en mayo de 2002), pero el por-
centaje de pobres era muy inferior al actual: 22,2%. Vale decir que las cifras de desempleo
llegaron a niveles similares ya en el pasado cercano, pero el nivel de pobreza por ingr e s o s
es absolutamente inédito. Es el drástico descenso de ingresos de los trabajadores ocupados
el que marca la diferencia cualitativa entre la crisis actual y la de mediados de los noventa.

No se trata sólo de la pobreza y la desocupación como tales, sino de lo que su evolución
reciente marca: movilidad social descendente para amplios sectores de las clases subal-
ternas, pérdida masiva de “conquistas” y niveles de vida que se consideraban adquisicio-
nes definitivas. A la luz de los principales “indicadores sociales”, queda claro que Argentina
no ha siquiera comenzado a salir de la crisis más profunda de su historia, y que los con-
flictos que la atraviesan son, en buena parte, expresión de esa crisis inédita.

La protesta social

Diciembre de 2001 es un hito, un punto de inflexión, pero no un “estallido” aislado, ni
el comienzo de un movimiento antes inexistente. Una mirada de superficie, centrada en
la “clase media” y en los grandes conglomerados urbanos, tendía a percibir una socie-
dad argentina “dormida”, con escasa capacidad de reacción antes de los últimos meses
de 2001. Por el contrario, no se puede explicar la espontaneidad rebelde desatada en
los días finales de 2001 sin filiarla en las luchas, en general menos espontáneas, que se
sucedieron en los noventa. Los autores que han tratado las movilizaciones argentinas
coinciden en esto de forma unánime (cf. Svampa y Pereyra, 2003; Zibechi, 2003; entre
otros): los hechos de esos días, y de los meses que les siguieron, correspondieron a una
acumulación de tensiones económicas y políticas en la coyuntura, pero no pueden com-
prenderse sin las formas de organización y movilización desenvueltas desde la segunda
mitad de la década de los noventa. Mas aún, la variedad e intensidad de las experien-
cias, abarcando a variados ámbitos geográficos, sectores sociales y campos culturales,
justifican que se haya considerado que en estos últimos años Argentina “es un gigan-
tesco laboratorio de experiencias sociales” (Lucita, 2002) y que la multiplicidad de expe-
riencias, a pesar de no responder a modelos y programas únicos, constituye una verda-
dera “contraofensiva” (Sztulwark, 2003: 16).

El país ha vivido el auge del movimiento de trabajadores desocupados que comenzó a
gestarse a partir de la estabilización de los niveles de desocupación en dos dígitos, lo
que ocurre ya en los noventa, que se fue destacando entre un conjunto de rebeldías
de expresión local en las que se combinaba con luchas de trabajadores ocupados, esta-
tales y privados, y con reivindicaciones territoriales ligadas más a la vivienda que al
desempleo. Fue en las ciudades petroleras del sur (Cutral-Có) y el norte (General



Mosconi, Ta rtagal) del país donde se fue afirmando la figura del “piquetero” como cons-
titutiva de una nueva identidad social1, y desde allí se expandió a las grandes ciudades.

En los meses posteriores a diciembre de 2001 se expresó con alta intensidad y masivi-
dad, y cuestionando abiertamente al poder político, un sustrato de nuevas organizacio-
nes, renovadas formas de lucha, nuevos métodos de construcción política que, a favor
de un descontento creciente y extendido, habían tomado forma a partir de fines de los
noventa. Los “piqueteros” constituyen el núcleo de este fenómeno, pero se lo puede ras-
trear entre sectores de capas medias sin referencias organizativas preconstituidas (las
asambleas populares) en el campo de los derechos humanos (con el accionar de orga-
nizaciones nuevas, como HIJOS y la modalidad de los “escraches”), en ámbitos del
movimiento obrero ocupado (en particular estatales, el movimiento estudiantil, las mani-
festaciones artísticas populares). 

Las fábricas recuperadas, por su parte, se convirtieron en la presencia más llamativa de
los trabajadores empleados, en un fenómeno que data de la década de los noventa, se
fortaleció en consonancia con el avance de la crisis, y se radicalizó y ganó en visibilidad
después de diciembre de 2001, al compás de la generalización de la rebeldía. En gene-
ral, la “recuperación” es de empresas cerradas o a punto de hacerlo, con firmas en quie-
bra o cesación de pagos, donde los trabajadores vuelven al funcionamiento la fuente de
trabajo con diversas modalidades organizativas (la mayoría asume formas cooperativas,
algunas reclaman “estatización con control obrero”) y distintos grados de democracia
interna en el nuevo colectivo laboral2.

La conflictividad social tuvo claramente un pico en el verano de 2002. Se produjo una
coyuntura particular en la que prácticamente todos los poderes sociales, tanto los esta-
tales como los “privados”, estaban puestos en cuestión. No sólo el ejecutivo, sino el legis-
lativo y la justicia, buena parte de los gobiernos locales, sectores de la gran empresa más
vinculados a la corrupción estatal (empresas privatizadas de servicios públicos) o a la
especulación ruinosa para las capas medias (los bancos), y algunos medios masivos de
comunicación (sobre todo los diarios más conservadores u oficialistas) sufrían marchas
de repudio, cacerolazos, “escraches”, y eran incluidos de alguna manera en el “que se
vayan todos”, consigna que indicaba de un modo difuso la voluntad de librarse del con-
junto de una dirigencia que había perdido toda legitimidad.

Después de esos meses la movilización sufrió un progresivo reflujo, primero más coyun-
tural, ligado al agotamiento de un momento de auge de movilizaciones en los más diver-
sos campos que no podía mantenerse por mucho tiempo en ese nivel de intensidad, y
luego por un proceso de recomposición gradual de la autoridad estatal y de “pacifica-
ción” del conflicto, impulsado desde el poder político, que logró: estabilización econó-



mica tras el descalabro de la devaluación y sus secuelas (febrero de 2002), llegando
más o menos rápidamente a índices inflacionarios reducidos, ya en los últimos meses
de 20023; un mecanismo de asistencia social eficaz, dentro de sus limitados objetivos,
con los Planes Jefes y Jefas de Hogar, a partir de mediados de 2002, que llegaron a cen-
tenares de miles de trabajadores, con sistemas de distribución que incluyeron a algunas
organizaciones piqueteras; una solución progresiva al conflicto más acuciante con sec-
tores medios, que era la confiscación de los depósitos bancarios.

A favor de esa precaria estabilidad, la dirigencia política logró llevar adelante, en forma
accidentada pero finalmente exitosa, un proceso electoral que repusiera a una jefatura
de Estado dotada de legitimidad electoral. Ya asumido el nuevo presidente electo, se
ensaya con más fuerza una táctica de recomposición de legitimidad centrada en refor-
zar la idea de un gobierno receptivo a las reivindicaciones populares, y no alineado
automáticamente con las demandas de los organismos financieros internacionales, los
bancos o las compañías privatizadas. La respuesta popular fue entusiasta, y el consen-
so inicial logrado está sirviendo, hasta cierto punto, de “amortiguador” del conflicto. Con
todo, este consenso tiene un aire de “provisoriedad” dado por la pervivencia de las cau-
sales profundas de la crisis, que se mantienen intactas. La pobreza y la desocupación
han descendido con respecto a sus máximos niveles, pero en proporciones desdeña-
bles, como vimos más arriba.

El reflujo no equivale a derrota, ya que la tentativa hoy en curso por parte de sectores
de la dirigencia política de producir una recomposición hegemónica, absorbiendo algu-
nas de las demandas de las masas y privilegiando aquéllas que no producen choque
con las relaciones fundamentales de producción ni permiten avanzar hacia una demo-
cratización radical, es a todas luces “hija” de la movilización, en cuanto a aspira a “paci-
ficarla” en base a concesiones. 

La situación actual

Está abierta entonces una disputa central, dada por el empeño del aparato estatal y el
sistema político tradicional por “institucionalizar” y absorber a los movimientos de deso-
cupados, y el de estos por mantener y afianzar su autonomía. En el movimiento más
fuerte y masivo, los “piqueteros”, se juega si se convierten en una suerte de sindicatos
permanentes e “institucionalizados” o siguen avanzando cualitativamente en su con-
ciencia y organización (Klachko, 2002: 16).

Si bien se han tratado de asociar con otros sectores sociales, hay una contradicción cons-
tante entre la tendencia a articular y politizar el movimiento y la que lleva a buscar la pre-



servación de la autonomía como objetivo principal, desinteresándose en cierta medida
de la suerte del conjunto social (Thwaites Rey, 2003). El rechazo a la política profesio-
nalizada y a las organizaciones verticales y jerárquicas lleva a veces a rechazar toda impli-
cación con el Estado y con la idea de “lucha por el poder”, corriendo el riesgo de impe-
dir que los movimientos se expandan del plano económico-corporativo hacia la lucha
política4. Hay que tener en cuenta, de todos modos, que ese tipo de planteos parte de
una reacción exagerada, pero justa en sustancia, contra una izquierda tradicional que
todo lo somete a la “toma del poder”, menospreciando la perspectiva de un cambio en
la cultura y las prácticas (cf. Perazzi, 2002).

Al menos algunas de las agrupaciones tienen claro un compromiso con la salud, la edu-
cación, la búsqueda de una vida más digna, excediendo la demanda de trabajo o de
atención por parte del Estado. De todas maneras, parte de estos movimientos no alcan-
za a romper con la matriz de pensamiento “populista”, y tiende a buscar de modo recu-
rrente un liderazgo externo que, desde el aparato del Estado, provea satisfacción a sus
demandas (cf. Svampa y Pereyra, 2003: 195). Ven el horizonte estratégico más en tér-
minos de vindicación nacional frente al imperialismo, de construcción de una Argentina
“verdaderamente independiente”, que de alguna vía de superación definitiva de la orga-
nización capitalista de la sociedad5. Corren el riesgo de caer, por un camino distinto al
del “autonomismo” exacerbado, no en la irrelevancia política completa, pero sí en la
subordinación a las políticas estatales.

Los conflictos sociales en los últimos meses

En cuanto a los conflictos en curso en el presente, es indudable la existencia del
mencionado “reflujo” cuyo inicio se data, a más tardar, en los últimos meses de
2002. Sin embargo, a mediados de 2003, la información disponible nos remite a
movimientos sociales que siguen expresándose de múltiples maneras, y a una con-
flictividad social intensa y múltiple, que abarca a sectores amplios y heterogéneos
(OSAL, 20 0 3 ) .

Entre mayo y agosto inclusive se han registrado conflictos en empresas de varios gre-
mios, tales como colectiveros (Transportes del Oeste), camioneros (Metropolitana de
Cargas), mercantiles, personal aeronáutico (Lapa), trabajadores de los ingenios azucare-
ros (Esperanza), de frigoríficos, del subte, ferroviarios, telepostales, periodistas (Infosic-
Infofax), telefónicos. En muchos casos fueron acompañados por medidas como movili-
zaciones, ocupaciones, corte de calles, y sobre todo modalidades similares al paro “a la
japonesa” (subtes y ferrocarriles), consistentes en que los servicios no se interrumpan,
pero permitiendo que los pasajeros viajen gratis. 



Dentro del sector público han ocurrido paros y moviliza-
ciones de auxiliares docentes de la provincia de Buenos
Aires, de trabajadores de la salud nucleados en ATE
(Asociación de Trabajadores del Estado) y profesionales
del mismo ramo agrupados en la Asociación Sindical de
Profesionales de la Salud de la Provincia de Buenos Aires
(CICOP), de docentes de variadas provincias, profesores
universitarios y de trabajadores de la previsión social.

Hay en curso también conflictos en relación con empre-
sas “recuperadas” con situaciones no resueltas, en gene-
ral dadas porque los patrones tratan de retomar el control.
Estos suelen distinguirse por estar rodeados de una
amplia solidaridad, muchas veces impulsada por partidos
de izquierda y/o agrupaciones alternativas, como el caso
más duradero de Brukman, Sasetru –que logró la expro-
piación de la planta abandonada de ese nombre–,
Talleres Gráficos Conforti, y otros.

También se mantiene alta la capacidad de convocatoria
y la frecuencia de las acciones de los movimientos de
trabajadores desocupados. Los “piqueteros”, pese a las
p a rticiones que han hecho que prácticamente ya no
haya movilizaciones del conjunto de las agr u p a c i o n e s ,
han realizado manifestaciones en estos meses que con-
vocaron hasta treinta mil personas (OSAL, 2003), y con-
tinúan desarrollando un conjunto de acciones que en
algunos casos comprende actividades productivas, de
formación política, de educación en general. Quedan en
vigencia los interrogantes sobre la “expansividad” de los
piqueteros, su capacidad para llegar al conjunto de los
trabajadores desocupados, y su aptitud para el acceso y
la articulación con otros sectores sociales, y en especial
con los trabajadores en activo6, así como su aptitud para
no dejarse cooptar por el aparato estatal y las estructu-
ras políticas clientelísticas que median la entrega de
Planes Jefes/Jefas de Hogar. Con todo, la persistencia de
las movilizaciones, sobre todo las que implican cortes de
calles, está alejando las simpatías iniciales de las capas
medias hacia ese movimiento.

“... prácticamente

todos los poderes

sociales [...] 

sufrían marchas 

de repudio,

cacerolazos,

‘escraches’, y eran

incluidos de alguna

manera en el 

‘que se vayan todos’,

consigna que

indicaba de un modo

difuso la voluntad 

de librarse del

conjunto de una

dirigencia que había

perdido toda

legitimidad”.



Otro tipo de movilizaciones aparece con fuerza en estos últimos meses, constituido por
los que protestan reclamando justicia contra algún crimen, con epicentro en una locali-
dad y participación vecinal amplia, implicando al poder político local o al menos a la poli-
cía en una responsabilidad que va desde el nivel de la omisión o negligencia hasta la
complicidad primaria en los crímenes. Lo más llamativo han sido las puebladas más o
menos espontáneas en pequeñas o medianas localidades (Arequito, Arrecifes, Villa
Gesell) o en sitios puntuales del cordón suburbano de la ciudad de Buenos Aires
(Avellaneda, Lanús). Son de una orientación algo ambigua, pues son susceptibles de ins-
trumentalizarse para ir en contra de las garantías judiciales y pedir más represión al apa-
rato policial. Algunas se mezclan con facilidad con el pedido de más represión, y otras
veces con el cuestionamiento hacia el poder político local, por justicia y por el cese de
complicidades con los delincuentes (Santiago del Estero). 

Las asambleas populares, en contra de reiteradas predicciones sobre su definitivo ocaso,
siguen en actividad. Algunas se han extinguido o reducido a su mínima expresión, afec-
tadas por disidencias internas, por el alejamiento de sectores menos politizados que se
hartaron de esas disputas o vieron agotados sus objetivos específicos, etcétera. Pero
otras, en crecido número, parecen ir tomando rasgos de organización permanente, han
adquirido locales propios, “recuperados”, realizan actividades de formación, mantienen
comedores y centros culturales, participan en movilizaciones públicas por objetivos par-
ticulares o en solidaridad con luchas de otros sectores, etcétera. La recuperación de un
espacio público ni estatal ni partidario, con base en el barrio y en la identidad de “veci-
nos”, parece destinada a perdurar y desarrollarse.

Las perspectivas venideras

Producido el reflujo del auge de movilización y lucha que atravesó el año 2002, y vuel-
tas las instituciones políticas a la “normalidad” de su desenvolvimiento, la pregunta que
queda abierta es cómo se proyectará en el futuro el proceso simbolizado en la “bisagra”
del 19 y 20 de diciembre. De las supervaloraciones del momento de auge que juzga-
ban hallarse en la antesala de una revolución, se corre el riesgo de pasar a la subvalo-
ración ante el momento de declive, juzgándolo como definitivo e irreversible, y tendien-
do a pensar que “no quedó nada” del movimiento.

Lo cierto es que la Argentina de hoy está signada por el 19 y 20 de diciembre, y la pro-
pia clase dominante y el aparato estatal se han visto forzados a tomar nota de ello, pro-
curando “normalizar” al país, en un sentido que abarca el sacar a los descontentos de
las calles, pero también el receptar algunas de sus demandas. 



En cuanto a las perspectivas abiertas en el futuro cercano, quedan varios interrogan-
tes no resueltos, entre ellos: la posibilidad de que se produzca un proceso de activa-
ción en el movimiento obrero ocupado, bajo la dirección o al margen de las direccio-
nes sindicales tradicionales; si el movimiento de trabajadores desocupados manten-
drá su presencia pública y si conseguirá formar instancias de articulación más amplias,
recreando el consenso que alcanzó en otros sectores sociales en el momento más
á l gido de la movilización; la posibilidad de convergencia de trabajadores ocupados y
desocupados en un movimiento sino único al menos art i c u l a d o7; si la organización de
amplios sectores de las capas medias con propuestas radicales se mantendrá o habrá
un vuelco “moderado”.

Seguramente se vivirá una puja entre el mantenimiento de autonomía y la cooptación
de las organizaciones populares, en la que “desde arriba” se procurará reencauzarlas en
los mecanismos de organización y representación tradicionales, o en los casos en que
esto ya no es posible, “domesticar” las nuevas formas organizativas.

Un problema de fondo es si podrá lograrse “desde abajo” una articulación política de
todo el vasto y variopinto movimiento generado, proporcionando una presencia de
alcance “universal”, portadora de las demandas de democratización radical y los cues-
tionamientos a las peores manifestaciones de la opresión capitalista, y sin avasallar la
capacidad de iniciativa y toma autónoma de decisiones de los variados grupos que des-
confían de las propuestas políticas justamente por la recurrente tendencia hegemonista
e “instrumentalista” de las fuerzas contestatarias ante sus demandas. El primer paso es
comprender que no se trata de “reducir a la unidad” lo múltiple, sino de proporcionar
una orientación común que no anule la diversidad.

Si tal articulación no se alcanza, es posible que el intento de retomar la dirección “desde
arriba” del proceso, compatible con una incorporación parcial de las demandas de las
clases subalternas y la promoción de un discurso oficial que retome, convenientemente
“aligerados”, los temas del nacional-populismo, tenga una audiencia amplia y resulte más
que medianamente exitosa en la recomposición de una hegemonía burguesa ausente
hoy en la sociedad argentina.
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Notas

1 “... todo este proceso de organización y movilización de las organizaciones territoriales fue
acompañado de una dinámica de construcción identitaria específica y novedosa, que consistió
en retomar no sólo el método de lucha (el piquete) sino parte de la simbología piquetera, que
iba surgiendo al calor de las luchas de las ciudades petroleras” (Svampa y Pereyra, 2003: 42).

2 Entre los numerosos ejemplos de recuperaciones, resulta muy significativo el de Zanón,
que pudo nuclear en su torno una Coordinadora del Alto Valle con varios sindicatos y agru-
paciones de la región, relacionarse productivamente con los MTDs de la zona, y resistir exi-
tosamente las tentativas de desalojarlos. Para una buena síntesis de la trayectoria de esta
fábrica ver Martínez (2003).

3 El índice mensual de precios al consumidor alcanzó su máximo en abril de 2002, con
10,39%, y de allí fue descendiendo hasta ubicarse en 0,22% en octubre y 0,51% en



noviembre del mismo año. Este descenso no debe ocultar el hecho de que tomando
enero de 2002 como base cien, el nivel de precios a noviembre alcanzaba un nivel supe-
rior a 137 (datos oficiales del INDEC). 

4 Cabe señalar que el sostenimiento de la independencia frente a los partidos políticos, y
la búsqueda de una organización horizontal, sin jerarquías cristalizadas, no deben ser asi-
milados a despreocupación por la articulación política, al menos en el plano local. Vale la
pena citar un párrafo elocuente, en un artículo producido colectivamente por miembros de
un MTD: “La coordinación zonal y local del MTD con otros sectores populares afectados
por las políticas hambreadoras del gobierno, da cuenta asimismo de esta práctica territo-
rial: marchas y movilizaciones conjuntas en defensa de la educación pública, la salud para
todos, y el trabajo genuino, son los ejemplos más notorios de esa articulación...” (MTD
Almirante Brown, 2002/2003: 139). 

5 Esta visión de rasgos populistas y nacionalistas excede largamente a los sectores más
moderados (FTV-CCC) del movimiento “piquetero”, que por cierto la propician, y se extien-
de a los “duros” de raíz nacionalista-populista (Frente Independiente de Trabajadores
Jubilados y Desocupados, Barrios de Pie, etc.). El “autonomismo” más fuerte se puede per-
cibir en varios MTDs, agrupados o no en la Coordinadora Aníbal Verón.

6 La idea original de la CTA de reunir al movimiento obrero y a los de base “territorial” en
la misma central ha naufragado en gran parte porque la Federación de Tierra y Vivienda,
luego de asumir el virtual liderazgo de los primeros Congresos de Trabajadores
Desocupados, viró hacia una “moderación” creciente, no pudo contener a las organizacio-
nes más radicalizadas, y sufrió la salida de la CTA de varias fracciones (MTL, Barrios de Pie,
etc.). Pero no se dio el armado de otra agrupación amplia que sustituyera a la “central”
frustrada. El Bloque Piquetero Nacional no pudo ir más allá de reunir a las organizaciones
vinculadas a partidos de izquierda marxista, o con una fuerte afinidad con ellos, como el
Movimiento Teresa Rodríguez. 

7 Una mayor articulación de los movimientos de trabajadores ocupados y desocupados,
tanto los de “fábricas recuperadas” como los más “tradicionales”, tiene una base en la
potencial toma de conciencia del empobrecimiento absoluto de todos los trabajadores,
ocupados o no, en los últimos años (Dinerstein, 2003: 100), y del hecho de que la expul-
sión de trabajadores fuente del desempleo, por un lado, y la superexplotación y los bajos
salarios, son fenómenos completamente interconectados. Los trabajadores ocupados, for-
males o no, con contratos de trabajo tradicionales o con alguna de las múltiples formas de
contrato temporal, siguen siendo millones de personas en el país, y no hay por qué ads-
cribir a la idea de que el lugar de trabajo haya perdido significación de un modo definitivo
como lugar de la movilización y el conflicto, bien que no pueda seguirse pensando en tér-
minos de la fábrica tradicional como fuente de la “vanguardia” predeterminada del movi-
miento de trabajadores. De la tendencia a minimizar la presencia social e influencia de los
trabajadores asalariados se ocupan los trabajos compilados en Martínez et al., 2002.



Argentina

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 Se realizan diferentes actos en todo el país en conmemoración del Día
Internacional de los Trabajadores. Delegaciones de la Central de los
Trabajadores Argentinos (CTA) realizan un acto en la puerta del aeropuert o
Jorge New b e ry en apoyo a los trabajadores de la empresa Líneas Aéreas
Privadas Argentinas (LA PA) que se encuentran luchando en defensa de su fuen-
te laboral. El Bloque Piquetero Nacional y el Movimiento de Tr a b a j a d o r e s
Desocupados (MTD) Aníbal Verón, partidos de izquierda, asambleas populares
de la Ciudad de Buenos Aires (BA) y de la Provincia de Buenos Aires (PBA ) ,
estudiantes y organizaciones de derechos humanos, junto a más de 20 mil per-
sonas, se concentran frente a la fábrica Brukman donde realizan un acto y luego
marchan hasta la Plaza de Mayo bajo las consignas “Fuera yanquis de Irak - ni
Menem ni Kirchner - Brukman es de los trabajadores - Libertad a los presos por
luchar”. La Federación de Tierra y Vivienda (FTV) y la Corriente Clasista y
Combativa (CCC) realizan su acto central sobre la ruta 3 en La Matanza (PBA ) .
La Coordinadora del Alto Valle, compuesta por el Sindicato de Obreros y
Empleados Ceramistas de Neuquén (SOECN), el MTD Neuquén y diferentes
agrupaciones de la Asociación de Trabajadores del Estado (ATE) marchan hasta
la Legislatura provincial, en Neuquén, para exigir la estatización de Zanón. 

V I E R N E S  2 Unos 200 evacuados a raíz de las inundaciones del 29 y 30 de abril pasados
en Santa Fe se concentran frente a la Legislatura provincial para reclamar col-
chones y alimentos. En las zonas más críticas el gobierno mantiene el toque
de queda. Las cifras oficiales de damnificados llegan a 100 mil.

M A R T E S  6 Las trabajadoras de Brukman marchan hasta la Legislatura de BA en deman-
da de la expropiación de la fábrica textil y que el Estado les garantice el pago
del salario mínimo legal, entre otras demandas.

M I É R C O L E S  7 La CCC y la FTV realizan la primera jornada del “Piquetazo Nacional” con cort e s
de rutas en distintos puntos del país en reclamo de la creación de puestos de tra-
bajo y la ampliación de los cupos de Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados,
la atención inmediata de las necesidades de los pobladores de Santa Fe y la libe-
ración de cuatro militantes de organizaciones sociales detenidos en Salta. 



V I E R N E S  9 Unos 500 trabajadores de la Asociación del Personal Aeronáutico (APA) cor-
tan la avenida frente al Aeroparque Metropolitano (BA) y marchan hasta el
Ministerio de la Producción, donde festejan el anuncio de la creación de una
empresa aerocomercial operada por el estado, que absorbería al personal que
trabaja hoy en LAPA. 

M I É R C O L E S  1 4 La CCC y la FTV realizan el segundo “Piquetazo Nacional”, con cortes de calles
y rutas en distintas ciudades del país, para exigir la libertad de los cuatro
piqueteros detenidos en Salta y asistencia a los damnificados por las inunda-
ciones en Santa Fe.

El Frente de Trabajadores de Salud, integrado por ATE y la Asociación Sindical
de Profesionales de la Salud de la PBA (CICOP), realiza una jornada de pro-
testa en los 76 hospitales públicos de la PBA en demanda de mayor presu-
puesto para el sector.

Néstor Kirchner se convierte en el presidente electo de los argentinos luego
de que Carlos Menem renuncia a competir en el ballottage que estaba pre-
visto para el siguiente domingo 18 de mayo.

M I É R C O L E S  2 1 Unos 500 evacuados convocados por el Comité de Solidaridad marchan hacia
la Casa de Gobierno provincial en Santa Fe para reclamar la declaración de la
emergencia alimentaria, sanitaria y habitacional, la participación de los afecta-
dos y los trabajadores en el plan de reconstrucción de la ciudad y resarci-
miento económico por las pérdidas sufridas.

D O M I N G O  2 5 Néstor Kirchner asume como presidente de la República Argentina. Entre los
representantes de las delegaciones extranjeras se encuentran Fidel Castro,
Luiz Inácio Lula Da Silva y Hugo Chávez. Una multitud se reúne en la Plaza de
los Dos Congresos y en la Plaza de Mayo para presenciar la asunción del
nuevo gobierno. El presidente da a conocer los nombres que integrarán su
gabinete nacional. Roberto Lavagna seguirá al frente del Ministerio de
Economía y además se hará cargo del Ministerio de la Producción. Alberto
Fernández será el Jefe de Gabinete. Daniel Filmus será el ministro de
Educación; Ginés González García, de Salud; Alicia Kirchner, de Desarrollo
Social; y José Pampuro, de Defensa. En Justicia asumirá Gustavo Béliz; en
Cancillería, Rafael Bielsa; en Interior, Aníbal Fernández; en Trabajo, Carlos
Tomada; y en Planificación Federal, Julio De Vido. 

L U N E S  2 6 Fidel Castro habla ante una multitud desde las escalinatas de la Facultad de
Derecho. 

M A R T E S  2 7 Los docentes de Entre Ríos levantan el paro iniciado hace más de dos meses
luego de obtener la promesa del presidente Kirchner de que en 10 días se
pagarán los salarios adeudados.



M I É R C O L E S  2 8 Unos 5 mil piqueteros de Barrios de Pie y del Movimiento Independiente de
Jubilados y Desocupados (MIJD) marchan hasta la Plaza de Mayo en reclamo
de la inclusión de desocupados en los planes de infraestructura que anuncia
el gobierno y la duplicación del monto de los subsidios para desempleados. 

Más de un millar de trabajadores desocupados de la CTA marchan por la capi-
tal de Jujuy, cortan todos los puentes que unen los barrios con el casco cén-
trico, y realizan una sentada frente a la Casa de Gobierno para protestar por
la caída de 1.500 Planes Jefes y Jefas de Hogar y la entrega de unos 7 mil bol-
sones de mercadería. 

Son liberados los cuatro piqueteros detenidos en Salta.

V I E R N E S  3 0 Las trabajadoras de Brukman realizan un nuevo “maquinazo” frente a la
Legislatura de Gobierno de BA en reclamo por la expropiación de la fábrica. 

Más de 500 piqueteros del MTD Aníbal Verón cortan el acceso a los Tr i b u n a l e s
de Lomas de Zamora (PBA) en repudio a la absolución del único acusado del
homicidio de Javier Barrionuevo, ocurrido en 2002 en Esteban Echeverría. 

J U N I O

M I É R C O L E S  4 El Congreso de la Nación convierte en ley una serie de modificaciones al Código
Penal que endurece las penas para ciertos casos de secuestros extorsivos y crea
la figura del “arrepentido” para facilitar el esclarecimiento de esos delitos.

Los auxiliares (porteros y cocineros) de las escuelas de la PBA agrupados en el
Sindicato de Obreros y Empleados de la Minoridad y Educación (SOEME) cum-
plen su 3ª semana de retención de servicios en reclamo de un aumento salarial. 

J U E V E S  5 La Comisión de Juicio Político de la Cámara de Diputados comienza el juicio
contra el titular de la Corte Suprema de Justicia, Julio Nazareno. 

D O M I N G O  8 Se realizan las elecciones para gobernador en la provincia de Córdoba. Gana
la coalición Unión por Todos, liderada por el Partido Justicialista (PJ), frente a
la Unión Cívica Radical (UCR).

L U N E S  9 El presidente Kirchner recibe a representantes del MIJD, del MTD Aníbal Ve r ó n
y del Bloque Piquetero Nacional en la Ca sa de Gobierno. También recibe en
otras ocasiones a representantes de organismos de derechos humanos, la CTA ,
la FTV, la CCC y la Confederación General del Trabajo (CGT), oficial y disidente.

M A R T E S  1 0 El Bloque Piquetero Nacional realiza una “jornada nacional por el trabajo y el
salario”. Marchan hasta la Plaza de Mayo en reclamo de puestos genuinos de



trabajo, la investigación por la muerte de dos militantes en el puente
P u eyrredón, el aumento de los salarios en un 50%, la duplicación del monto de
los planes de empleo y la expropiación de las empresas bajo gestión obrera. 

M I É R C O L E S  1 1 El presidente Néstor Kirchner se reúne con el presidente Luiz Inacio Lula Da
Silva en Brasil. Acuerdan la creación de un Parlamento Común y de los insti-
tutos Social y Monetario. Coinciden en que la única forma de negociar el Área
de Libre Comercio de las Américas (ALCA) es fortaleciendo previamente el
Mercado Común del Sur (MERCOSUR). 

Alrededor de 30 mil personas del Bloque Piquetero Nacional y del MIJD marchan
hasta la Plaza de Mayo para exigir respuestas al petitorio que le entregaron días
antes al presidente Kirchner, que contempla entre otros reclamos la creación de
puestos genuinos de trabajo, la extensión de los planes de empleo a todos los
desocupados y la duplicación del subsidio que cobran los beneficiarios. 

D O M I N G O  1 5 Unos 3 mil vecinos de Arequito (Santa Fe) se movilizan hasta la comisaría
local para reclamar justicia por el asesinato de un hombre del lugar. Atacan el
establecimiento a piedrazos, incendian dos autos y rompen el portón de
entrada. Son reprimidos por la policía. Al menos 15 personas resultan heridas.
Las calles del lugar permanecen ocupadas durante todo el día. 

M A R T E S  1 7 Trabajadores de Brukman (BA) inician una semana de vigilia frente a la fábri-
ca en espera de la respuesta del gobierno de la ciudad acerca de su pedido
de expropiación.

M I É R C O L E S  1 8 Integrantes del MIJD, de la CTA y del Movimiento Territorial de Liberación
(MTL) toman la sede central del Programa Asistencial de Medicina Integral
(PAMI) en BA por 3 hs para exigir la renuncia del directorio de la obra social
por irregularidades en sus funciones. Unos 10 representantes son recibidos
por el titular del instituto, quien se compromete a garantizar todas las presta-
ciones, formalizar la renuncia de los actuales directores y realizar la elección
directa y secreta para elegir un nuevo directorio.

J U E V E S  1 9 El presidente Néstor Kirchner firma el decreto que reforma el sistema para ele-
gir jueces de la Corte Suprema de Justicia: se destaca la autolimitación de las
facultades del Poder Ejecutivo, habrá un plazo para hacer impugnaciones y se
pedirán informes antes de que el Presidente envíe su propuesta al Senado.

V I E R N E S  2 0 El Fondo Monetario Internacional (FMI) aprueba la segunda revisión del
acuerdo con el país. El organismo desembolsa 320 millones de dólares.

L U N E S  2 3 Grupos de desocupados, de partidos de izquierda, ahorristas y deudores hipo-
tecarios repudian frente al Ministerio de Economía (BA) la llegada al país del
director gerente del FMI, Horst Kohler, quien se reúne con Kirchner y le plantea



la conveniencia de avanzar en las discusiones de un nuevo acuerdo a tres años
de plazo. Además pide avanzar sobre la reestructuración de la deuda con los
acreedores privados, definir la compensación a los bancos y profundizar el ajus-
te fiscal, para que el superávit en 2004 sea equivalente a 3,5 puntos del
Producto Bruto Interno (PBI), 1 punto por encima de lo acordado para este año. 

J U E V E S  2 6 A un año del asesinato de los piqueteros Maximiliano Kosteki y Darío Sa n t i l l á n
se concentran 20 mil integrantes de organizaciones piqueteras, de derechos
humanos y estudiantiles en el puente Pueyrredón en Avellaneda (PBA). Los
integrantes del MTD Aníbal Verón y las Madres de Plaza de Mayo llevan a cabo
un “juicio popular contra el imperialismo, el gobierno argentino y las fuerzas
represivas”. Luego marchan a la estación de Avellaneda, donde se realiza un fes-
tival artístico. Otras agrupaciones piqueteras realizan un acto sobre el puente. 

V I E R N E S  2 7 Julio Salvador Nazareno, presidente de la Corte Suprema de Justicia, renuncia
a su cargo.

D O M I N G O  2 9 Se realizan elecciones generales en la provincia de Tucumán. El Frente
Fundacional gana la gobernación, y Domingo Bussi, el ex gobernador de
facto, la intendencia de la capital provincial. También se realiza el ballottage en
Tierra del Fuego. Gana la gobernación el Frente de Unidad Provincial frente a
Carlos Manfredotti, actual gobernador y candidato del PJ.

L U N E S  3 0 La Suprema Corte de Justicia de la PBA declara inconstitucional el recorte sala-
rial aplicado desde mediados de 2001 a empleados públicos provinciales y
ordena restablecer, a partir de este mes, su valor original.

J U L I O

M A R T E S  1 En Rosario (Santa Fe) se movilizan 10 mil docentes, trabajadores estatales pro-
vinciales y municipales, de electricidad y bancarios en demanda de un aumen-
to salarial. 

Centenares de evacuados queman cubiertas y realizan piquetes en la ciudad
de Santa Fe, dejándola prácticamente sitiada, en reclamo por su exclusión en
el padrón de beneficiarios de un subsidio de 1.200 pesos que la provincia
entrega a cada grupo familiar afectado por las inundaciones.

V I E R N E S  4 En Wilde, Villa Ballester y Lomas del Mirador, entre otras localidades de la
PBA, vecinos protestan exigiendo mayor seguridad.

L U N E S  7 Néstor Kirchner firma el decreto que formaliza la creación de Líneas Aéreas
Federales (LAF), empresa que absorberá las operaciones y el personal de
LAPA y Dinar.



J U E V E S  1 0 El gobierno lanza un programa de reformas en la Policía Federal que con-
templa la presencia de 1.100 policías más en las calles, operativos sorpresa, un
incremento del presupuesto que tienen las comisarías, que pasarán a estar
controladas por los vecinos; la confección de un registro del delito por barrios,
y la creación de la superintendencia de Derechos Humanos, entre otras.

Desocupados del Frente Barrial 19 de Diciembre realizan una olla popular
frente al edificio de Repsol-YPF en BA para reclamar gas gratis para comedo-
res populares, garrafas con precios reducidos, tarifa social de gas natural y la
estatización de la empresa. 

V I E R N E S  1 1 Más de 6 mil personas participan de la marcha Nº 15 que recorre las calles de
Santiago del Estero en demanda del esclarecimiento de los asesinatos de
Leyla Bashier Nazar y Patricia Villalba, ocurridos 4 meses atrás. 

L U N E S  1 4 Los trabajadores de las 5 líneas de subte realizan un paro sorpresivo con cort e s
en las vías del tren en rechazo a la firma de un acta entre la Unión Tr a n v i a r i o s
Automotor (UTA) y Metrovías, que dispone que sólo se incorporen al sueldo
básico 125 de los 200 pesos que dispone el decreto del gobierno nacional. 

M A R T E S  1 5 La Asociación de Docentes de la Universidad de La Plata (ADULP) inicia un
paro por 72 hs en reclamo de un aumento salarial y la fijación de un crono-
grama de pago de aumento de 20 pesos ya acordado con las autoridades.

M I É R C O L E S  1 6 Diferentes gremios de ATE de la PBA realizan un paro de 24 hs con cortes de
rutas, abrazos simbólicos a escuelas y movilizaciones, en reclamo de un incre-
mento salarial. 

J U E V E S  1 7 La Legislatura de BA aprueba la ley que prohíbe la venta de bebidas alcohóli-
cas entre las 23 y las 8 de la mañana. 

V I E R N E S  1 8 Piqueteros del MTL, MIJD y del Polo Obrero marchan hasta la Casa de
Gobierno de Chaco (Resistencia) en reclamo de subsidios de desempleo, el
envío mensual de comida a barrios pobres, planes de asistencia para aborí-
genes y el cese de la criminalización de la protesta social. Toman la goberna-
ción al no obtener respuestas de las autoridades. 

M A R T E S  2 2 Alrededor de 3 mil piqueteros del Bloque Piquetero Nacional y del MIJD cor-
tan la ruta 3, en La Matanza (PBA), en demanda de trabajo, un plan de salud
que lleve a los equipos médicos hasta los barrios y mayor asistencia a los
comedores populares, entre otros reclamos. Levantan la medida luego de
conocer el compromiso del intendente de recibirlos en los próximos días. 

M I É R C O L E S  2 3 Ante el pedido de George W. Bush, Néstor Kirchner viaja a los EE.UU. y se reú-
nen con el mandatario estadounidense en la Casa Blanca. 



J U E V E S  2 4 La Justicia ordena la detención de 45 militares y 1 civil procesados por el juez
español Baltasar Garzón, incluyendo a Jorge Videla, Emilio Massera, Antonio
Bussi y Alfredo Astíz, entre otras máximas figuras de la última dictadura militar.

V I E R N E S  2 5 Hijos por la Identidad y la Justicia Contra el Olvido y el Silencio (H.I.J.O.S.) y las
Madres de Plaza de Mayo de Ledesma, entre otras organizaciones, realizan la
vigésima Marcha de Ledesma, en Jujuy, con la que se recuerda a los desa p a r e-
cidos de “La Noche del Apagón”. Reclaman juicio y castigo a los culpables, dev o-
lución de los niños secuestrados, no al ALCA y al pago de la deuda ext e r n a .

Alrededor de 15 mil personas se movilizan desde La Banda hasta la Catedral
de Santiago del Estero en la marcha del silencio Nº 17 en reclamo de justicia
por los crímenes de las dos jóvenes de la provincia y la intervención federal
al poder judicial de la provincia.

L U N E S  2 8 El FMI aprueba la tercera y última revisión de las metas establecidas en el actual
acuerdo que vence en agosto. Además publica la lista de reclamos realizados al
gobierno de Kirchner para firmar el nuevo programa: ajuste de tarifas, reestruc-
turación del sistema financiero, renegociación de la deuda y una reforma impo-
sitiva que incluya caminos en la coparticipación federa, entre otros puntos.

A G O S T O

M A R T E S  5 Se concentran 800 vecinos en Haedo (PBA) para protestar por la inseguridad,
a raíz de algunos casos de violación de adolescentes en la zona.

Las trabajadoras de Brukman comienzan un acampe en Plaza de Mayo (BA) para
pedirle a Kirchner que intervenga en el conflicto que mantienen por la fábrica. 

M I É R C O L E S  6 Trabajadores de ATE llevan a cabo una jornada nacional de lucha, con mar-
chas y abandono de tareas, para exigir un aumento salarial de 200 pesos.

El Senado de la Nación convierte en ley el agravamiento de penas para quie-
nes utilicen a menores de 18 años para cometer delitos.

J U E V E S  7 Manifestantes de Barrios de Pie cortan diferentes accesos a BA y luego mar-
chan hasta dos hipermercados de Avellaneda (PBA) en demanda de alimen-
tos para sus comedores comunitarios. 

La Cámara de Diputados de la PBA sanciona la ley de expropiación y cede a
título oneroso las instalaciones de la ex fábrica Sasetru, en Avellaneda (PBA),
a la cooperativa de trabajo conformada por sus ex empleados.

M I É R C O L E S  1 3 Integrantes de organizaciones piqueteras realizan cortes de ruta en diversas
localidades de la PBA y Jujuy en demanda de planes de empleo.



J U E V E S  1 4 R o b e rto Perdía y Fernando Hugo Vaca Narvaja, ex miembros de la
Conducción Nacional de la organización Montoneros, son arrestados por
orden del juez federal Claudio Bonadío, quien además solicita a España la
captura de Mario Firmenich, acusados de ser partícipes necesarios de la desa-
parición de 15 militantes de esa organización.

D O M I N G O  1 7 Más de 10 mil mujeres marchan por la ciudad de Rosario (Santa Fe) en la segun-
da jornada del XVIII Encuentro Nacional de Mujeres. El derecho al aborto y a
decidir sobre sus propios cuerpos es el reclamo principal de la gran movilización. 

M A R T E S  1 9 Néstor Kirchner recibe a Hugo Chávez en la Casa Rosada y firman un docu-
mento conjunto en el que piden una reducción en el capital de la deuda y
tasas de interés justas. Más tarde Chávez da un discurso en las escalinatas de
la Facultad de Derecho ante miles de personas.

Militantes de grupos piqueteros acampan en la Plaza de Mayo en demanda
de 10 mil Planes Jefes y Jefas de Hogar Desocupados.

El presidente Kirchner ex p u l sa a los más altos funcionarios de la Secretaría de
Turismo y Deportes que responden al vicepresidente Daniel Scioli, luego de las
declaraciones de éste sobre su rechazo a la nulidad de las leyes de impunidad
y a favor del aumento de las tarifas de los servicios públicos privatizados.

M I É R C O L E S  2 0 El Senado convierte en ley la nulidad de las leyes de Punto Final y Obediencia
Debida, luego de la media sanción aprobada por la Cámara de Diputados el
miércoles anterior. También aprueba por unanimidad el proyecto para elevar
a rango constitucional la Convención de la Organización de las Naciones
Unidas (ONU) sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de
Lesa Humanidad, decretado días atrás por Kirchner. Afuera del Congreso, alre-
dedor de 5 mil personas convocadas por organismos de derechos humanos,
asambleas barriales y partidos políticos de izquierda festejan la noticia.
Además, el Senado se constituye como tribunal para llevar adelante el juicio
político contra el ministro de la Corte Suprema, Eduardo Moliné O’Connor,
por presunto mal desempeño de sus funciones. También el Senado da media
sanción al proyecto de ley que le otorga facultades al Gobierno para renego-
ciar los contratos tarifarios con las empresas de servicios públicos. 

J U E V E S  2 1 Las agrupaciones piqueteras que se encuentran acampando desde el martes
anterior en la Plaza de Mayo levantan la medida al obtener la promesa del
gobierno de formar una comisión para tratar sus reclamos.

V I E R N E S  2 2 Los maestros del Frente Gremial Docente Bonaerense –compuesto por el
Sindicato Único de Trabajadores de la Educación de la PBA (SUTEBA), la
Federación de Educadores Bonaerenses (FEB) y del Sindicato Argentino de
Docentes Privados (SADOP)– paran en toda la PBA, con una adhesión del



70%, en reclamo de un aumento salarial y que se les devuelva el recorte del
13% que desde junio de 2001 recae sobre sus haberes. 

Familiares y amigos de Miguel Bru (joven asesinado dentro de una comisaría)
marchan por las calles de La Plata (PBA) al cumplirse 10 años de su desapa-
rición y muerte. 

D O M I N G O  2 4 Se realizan elecciones generales en BA. Los dos primeros lugares los ocupan
el actual Jefe de Gobierno y candidato por Fuerza Porteña, Aníbal Ibarra, y el
candidato del Frente Compromiso para el Cambio, Mauricio Macri. La elección
se definirá en una segunda vuelta entre ambos candidatos. También se reali-
zan las elecciones para diputados nacionales por la ciudad.

En Catamarca se realizan también elecciones para gobernador. El Frente
Cívico y Social se impone frente al PJ.

L U N E S  2 5 Centenares de docentes del Frente Gremial Docente Bonaerense inician una
caravana que recorrerá partidos de la PBA en reclamo de un aumento salarial.

M I É R C O L E S  2 7 Los recolectores de residuos de Quilmes (PBA) comienzan un paro en recla-
mo de aumento salarial y en rechazo a las amenazas de despido. 

La Cámara de Diputados sanciona una ley considerada muy importante para
avanzar en las negociaciones con el FMI. La misma contempla la reforma de
la carta orgánica del Banco Central, que le permite a la entidad dar mayores
fondos al gobierno para pagar a los organismos financieros internacionales.
Por el mismo proyecto queda reformada la Ley de Entidades Financieras, deci-
siva para impulsar la transformación del sistema bancario y que otorga inmu-
nidad a los directivos del Banco Central.

La jueza federal María Servini de Cubría decreta la falta de mérito del ex pre-
sidente Fernando De la Rúa al concluir que no existen pruebas suficientes
para procesarlo por los homicidios de cinco personas cometidos durante las
jornadas de diciembre de 2001.

J U E V E S  2 8 El FMI aprueba la revisión del acuerdo vigente, que concluye este mes, y auto-
riza el desembolso de un préstamo de 310 millones de dólares. 

La CCC realiza una jornada nacional de protesta en 14 provincias con cortes de
ruta que tiene como consigna principal la suspensión del pago a los organismos
internacionales de crédito y el reclamo de 5 mil planes de empleo. En Tu c u m á n
marchan junto a municipales y trabajadores suspendidos de Alpargatas. 

El presidente Kirchner recibe a su par chileno Ricardo Lagos en la Casa
Rosada, donde firman una declaración en la que ratifican 53 puntos de acuer-



dos bilaterales, entre los que se destacan la Declaración Conjunta sobre
Circulación de Personas entre ambos países y el apoyo al reclamo de sobera -
nía de las Islas Malvinas.

D O M I N G O  3 1 Se realizan elecciones en Río Negro para gobernador. La UCR gana frente al PJ .

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ADULP Asociación de Docentes de la Universidad de La Plata
ALCA Área de Libre Comercio de las Américas

APA Asociación del Personal Aeronáutico
ATE Asociación de Trabajadores del Estado
BA Ciudad de Buenos Aires

CCC Corriente Clasista y Combativa
CGT Confederación General del Trabajo

CICOP Asociación Sindical de Profesionales de la Salud de la PBA
CTA Central de los Trabajadores Argentinos
FEB Federación de Educadores Bonaerenses
FMI Fondo Monetario Internacional
FTV Federación de Tierra y Vivienda

H.I.J.O.S. Hijos por la Identidad y la Justicia contra el Olvido y el Silencio
LAF Líneas Aéreas Federales

LAPA Líneas Aéreas Privadas Argentinas
MERCOSUR Mercado Común del Sur

MIJD Movimiento Independiente de Jubilados y Desocupados
MTD Movimiento de Trabajadores Desocupados
MTL Movimiento Territorial de Liberación

ONU Organización de las Naciones Unidas
PAMI Programa Asistencial de Medicina Integral
PBA Provincia de Buenos Aires
PBI Producto Bruto Interno 
PJ Partido Justicialista

SADOP Sindicato Argentino de Docentes Privados
SOECN Sindicato de Obreros y Empelados Ceramistas de Neuquén 
SOEME Sindicato de Obreros y Empleados de la Minoridad y Educación
SUTEBA Sindicato Único de Trabajadores de la Educación de la PBA

UCR Unión Cívica Radical
UTA Unión Tranviarios Automotor

Realizada por María Celia Cotarelo (PIMSA – Programa de Investigación
sobre el Movimiento de la Sociedad Argentina) y el Observatorio Social de
América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Florencia Ayala.
Fuentes: diarios Página 12, Clarín, La Nación y Crónica.
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M A I O

4 a F E I R A  0 7 Conforme estimativa da Companhia de Engenharia de Tráfego (CET), cerca de
7 mil Sem-Teto realizaram passeata do centro de São Paulo até a sede do
Governo do Estado, reivindicando investimentos na área de habitação e a
destinação de 1% do Imposto sobre Circulação de Mercadorias para a
construção de moradias populares. Os coordenadores do movimento não
foram recebidos pelo governador Geraldo Alckmin (Partido da Social
Democracia Brasileira-PSDB), como pretendiam, mas pelo secretário-adjunto
de Habitação e pelo gerente de mutirões da Companhia de Desenvolvimento
Habitacional e Urbano (CDHU).

6 a F E I R A  0 9 Representantes do Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem-Terra (MST) e
da Comissão Pastoral da Terra (CPT) mobilizaram cerca de 3 mil pessoas e
destruíram, em Ponta Grossa (região central do Paraná), uma plantação de
milho transgênico da empresa Monsanto. Segundo o MST, a empresa tinha
o objetivo de vender as sementes geneticamente modificadas, contrariando
a legislação, mas a Monsanto afirmou que o milho era objeto de pesquisa
c i e n t í f i c a .

4 a F E I R A  1 4 No encerramento do Grito da Terra, cerca de 3 mil trabalhadores rurais
aplaudiram o presidente Luiz Inácio Lula da Silva, após anunciar a liberação
de 5,4 bilhões de reais para o financiamento da agricultura familiar para a
safra 2003/2004. A categoria reivindica 8 bilhões de reais, mas, segundo a
Confederação Nacional dos Trabalhadores Agrícolas (CONTAG), o recurso
liberado é suficiente para iniciar o trabalho. Durante o encontro, os
trabalhadores estenderam faixas pedindo ao presidente que não se submeta
aos interesses do FMI.

5 a  F E I R A  1 5 Integrantes do MST bloquearam várias estradas federais em Pe r n a m b u c o .
Eles protestavam contra o atraso na distribuição de cestas básicas pelo
governo. 

2 a F E I R A  1 9 No Dia Nacional de Luta contra o Latifúndio, cerca de 300 pessoas ligadas ao
MST, à CPT e à Federação dos Trabalhadores de Agricultura de Pernambuco



(FETAPE) ocuparam e atearam fogo na sede do Engenho Prado, pertencente
a Usina Santa Tereza, em Tracunhaém, Pernambuco.

5 a F E I R A  2 2 Três Sem-Terra foram assassinados na zona rural de Diamantino-MT. O crime
aconteceu depois que o MST protestou contra a formação de milícias armadas
pelos latifundiários no interior do Mato-Grosso. 

6 a F E I R A  2 3 Após 18 anos, 2 fazendeiros foram condenados a 19 anos e 10 meses de
prisão pelo assassinato de João Canuto, ex-presidente do Sindicato dos
Trabalhadores Rurais de Rio Maria, no Pará (região Norte). Como são réus
primários e têm bons antecedentes, poderão recorrer e esperar o resultado
em liberdade.

3 a F E I R A  2 7 Cerca de 5 mil pessoas participam de ato contra o latifúndio, as milícias
armadas pelos latifundiários que atuam no Paraná e contra o atentado à
família de um dos principais líderes do MST.

J U N H O

3 a F E I R A  0 3 8º Congresso Nacional da Central Única dos Trabalhadores (CUT) realizado na
cidade de São Paulo (região sudeste) reúne cerca de 3 mil delegados. Durante
o encontro, o presidente Lula, o ministro da Previdência Social, Ricardo
Berzoini, o presidente nacional do Partido dos Trabalhadores (PT), José
Genoíno e a prefeita de São Paulo, Marta Suplicy (PT), foram vaiados pelas
correntes de oposição à direção majoritária da Central; em represália, os
majoritários vaiaram o presidente do Partido Socialista dos Trabalhadores
Unificado (PSTU), José Maria de Almeida.

4 a F E I R A  0 4 Confronto entre trabalhadores Sem-Terra e seguranças de uma fazenda no
município de Jacaraú, estado da Paraíba (região nordeste) deixou 13 Sem-
Terra feridos e um morto. 

S Á B A D O  0 7 O sindicalista Luiz Marinho, candidato que contou com o apoio do
Presidente Lula, foi eleito presidente da CUT, a maior e mais import a n t e
central sindical do país. Esta foi a primeira sucessão na central depois da
posse do presidente Lula. A CUT, à qual é filiada a maioria dos sindicatos de
s e rvidores públicos, irá entregar ao governo e à Câmara dos Deputados e o
Senado uma proposta com treze itens para negociar mudanças na Reforma
da Prev i d ê n c i a .

4 a F E I R A  1 1 Marcha dos servidores públicos contra a Reforma da Previdência reuniu cerca
de 20 mil manifestantes na Esplanada dos Ministérios, em Brasília –Distrito
Federal (região Centro-Oeste). Dos 93 deputados da bancada petista, 36
compareceram à manifestação. Sindicalistas reuniram-se com quatro ministros



– S e c r e t a r i a -Geral da Presidência, Ca sa Civil, Planejamento e Previdência– e
ex p r e s saram divisão em relação à proposta de greve geral contra a Reforma já
indicada pelos Servidores. A direção majoritária da CUT pretende tentar
negociar com o governo antes de sustentar politicamente a grev e .

S Á B A D O  1 4 Plenária da Coordenação Nacional de Entidades de Servidores Públicos
Federais (que representa professores e técnicos universitários, servidores do
Judiciário, do Legislativo, trabalhadores da Seguridade Social, entre outros, em
um universo de 800 mil servidores) ratificou a convocação de uma greve
tempo indeterminado, a partir de 08 de julho, contra a Reforma da
Previdência. Esta decisão contraria a proposta da CUT de negociar com o
governo a alteração de pontos da Reforma.

3 a F E I R A  1 7 Dois dias de greve dos metroviários na cidade de São Paulo (região sudeste),
sistema que transporta dois e meio milhões de passageiros diariamente. A
decisão de greve se deu pela falta de acordo entre a Companhia do
Metropolitano (METRÔ) e o Sindicato dos Metroviários pelo pagamento do
dissídio de 18,13% relativo ao mês de maio e já determinado pelo Tribunal
Regional do Trabalho (TRT).

4 a F E I R A  1 8 Integrantes do Movimento dos Trabalhadores Sem-Teto (MTST) ocuparam um
terreno que pertence à Volkswagen na cidade de São Bernardo do Campo
–São Paulo (região sudeste)– montando um total de 4.200 barracas. Eles
alegam que os programas de cadastro habitacional do governo não
funcionam, contando com cadastros de até 15 anos de espera, e que,
ademais, contêm exigência de renda que exclui os mais pobres (a partir de
três salários-mínimos). Segundo a Secretaria de Habitação do Estado, 242 mil
famílias necessitam de moradia.

6 a F E I R A  2 0 Os presidentes do Brasil, Lula da Silva, e dos Estados Unidos, George W.
Bush, se encontraram na Ca sa Branca para a primeira reunião de cúpula
entre os dois países. O encontro vai resultar na criação de comissões
bilaterais nas áreas de energia, agricultura, ciência e tecnologia. O presidente
brasileiro declarou ter acordo com os EUA de que o calendário original da
Área de Livre-Comércio das Américas (ALCA), início em janeiro de 2005,
d eve ser mantido.

D O M I N G O  2 2 A FETAPE ocupou 18 fazendas no estado de Pernambuco (região nordeste).
As ocupações contaram com cerca de três mil pessoas com o objetivo de
pressionar o Instituto Nacional de Colonização e Reforma Agrária (INCRA) a
apressar vistorias em áreas consideradas improdutivas, principalmente na
Zona da Mata, área que concentra a agroindústria açucareira do estado. A
FETAPE, que mantém 107 acampamentos no estado, reivindica que o INCRA
amplie o tamanho das glebas destinadas aos assentamentos, que, segundo
eles, não garante produtividade e sustentabilidade.



2 a F E I R A  2 3 Confronto entre candidatos à inscrição para o preenchimento de um banco
de reservas para vagas de gari da Companhia de Limpeza Urbana
(COMLURB) e o Batalhão de Choque da Polícia Militar (PM) no centro da
cidade do Rio de Janeiro (região Sudeste). Cerca de 20 mil pessoas
compareceram, o que acabou gerando tumulto. A PM foi acionada e houve
confronto, dez pessoas ficaram feridas.

J U L H O

2 a F E I R A  0 7 Cerca de 700 pessoas ocuparam duas fazendas no município de Caruaru,
próximo a Recife-PE, região Nordeste. A ocupação foi comandada pela
Organização da Luta no Campo (OLC) que promete ocupar 35 propriedades
na região até o fim de julho.

3 a F E I R A  0 8 Início da greve dos Servidores Públicos Federais (SPF) por tempo
indeterminado. Cerca de 400 mil funcionários em todo o país paralisa r a m
suas atividades em protesto contra a reforma da previdência. Os Serv i d o r e s
reivindicam que o governo retire o seu projeto do parlamento para que
sejam estabelecidas negociações. As principais críticas dos sindicatos são
dirigidas aos fundos de pensão, ao fim da integralidade dos vencimentos e à
quebra da paridade entre os ativos e os aposentados. Segundo
representantes dos servidores, o governo não admite retirar o projeto e vem
se recusando a abrir negociações.

6 a F E I R A  1 1 José Rainha Júnior, um dos líderes do MST e Felinto Procópio dos Santos,
também dirigente do movimento no Pontal do Paranapanema (SP) foram
presos. Eles são acusados de formação de quadrilha durante uma invasão há
3 anos. Os mandados de prisão foram expedidos quando Rainha foi ao
Fórum de Teodoro Sampaio depor em outro processo.

D O M I N G O  1 3 A abertura da 55ª Reunião da Sociedade Brasileira para o Progresso da
Ciência (SBPC) foi marcada por protestos de militantes de part i d o s
políticos e de associações de professores universitários contra a reforma
da previdência. De acordo com os professores, a categoria está em
g r eve porque a reforma privatiza parte substantiva da previdência e o
governo recusa-se a abrir negociações sobre a matéria. A reunião da
SBPC deverá reunir cerca de 20 mil pessoas e tem como tema central a
inclusão social.

S Á B A D O  1 9 Cerca de 400 pessoas ligadas ao MTST voltaram a ocupar um terreno de 170
mil metros quadrados pertencente à montadora de automotores Volkswagen,
em São Bernardo do Campo, região metropolitana de São Paulo. Centenas de
barracas de lonas foram armadas e, após uma semana da ocupação, o local
já abrigava um total de 4 mil famílias.



3 a F E I R A  2 2 A Associação Nacional dos Membros do Ministério Público (CONAMP), que
representa 12.800 procuradores e promotores estaduais, militares e do
trabalho em todo o país, decidiu aderir à greve dos juízes contra a reforma da
previdência por unanimidade. 

Aproximadamente 500 famílias ligadas ao MTST ocuparam três prédios
abandonados na região central da cidade de São Paulo. 

5 a F E I R A  2 4 Após a ameaça de greve, a General Motors (GM) resolveu negociar com o
sindicato dos metalúrgicos de São José dos Campos. A empresa não vai mais
demitir os 600 funcionários conforme anúncio da empresa, no entanto eles
terão suas atividades suspensas por cinco meses de acordo com o sistema de
layoff. Segundo o sindicato dos metalúrgicos, não foi o melhor acordo porque
o l a y o f f representa uma precarização do trabalho, mas foi a melhor
negociação possível no momento.

S Á B A D O  2 6 Sem recursos, 480 prefeituras em nove estados do Brasil, entre as quais as 32
prefeituras da região do Pontal do Paranapanema –área com
aproximadamente 5,7 mil famílias assentadas do MST– irão paralisar suas
atividades, exceto os serviços de saúde, no próximo dia 05/08 em protesto
contra a queda nos repasses de Fundo de Participação dos Municípios (FPM),
do governo federal, e do Imposto sobre Circulação de Mercadorias (ICMS)
dos governos dos estados.

2 a F E I R A  2 8 Servidores da Receita Federal aderiram à greve por tempo indeterminado dos
SPF para reivindicar a abertura das discussões em torno da reforma da
previdência. 

4 a F E I R A  3 0 Cerca de 80 famílias ligadas ao MTST ocuparam um terreno pertencente ao
Porto do Recife, em Recife (PE). Foi a terceira ocupação em 24 horas
promovida pelo movimento, que anunciou a meta de fazer mais 20
ocupações até o fim do mês de agosto, mobilizando 4,5 mil famílias. De
acordo com o MTST, o déficit habitacional no Estado é 300 mil moradias,
sendo 80 mil só na cidade de Recife.

A G O S T O

3 a F E I R A  0 5 Governo antecipa em um dia a votação em primeiro turno da Reforma da
Previdência, mobiliza forte aparato policial impedindo o acesso ao parlamento
e aprova o seu projeto com 358 votos.

4 a F E I R A  0 6 Entidades dos Servidores realizam a maior manifestação contra a reforma de
previdência do governo Lula, reunindo cerca de 70 mil pessoas. Houve
confronto com a PM quando indivíduos não identificados pelas entidades



tentaram entrar no Congresso Nacional. No confronto, vidros do Congresso
Nacional foram quebrados e sete pessoas ficaram feridas.

6 a F E I R A  0 8 Término da votação em primeiro turno da Reforma da Previdência. Para
conseguir a aprovação do texto base da reforma, o governo teve que contar
com os votos dos partidos de oposição. Dos partidos da base aliada, 65
deputados votaram contra a proposta, e 94 contra a votação do destaque que
garantiu a cobrança da contribuição dos servidores inativos.

2 a F E I R A  1 1 A Justiça Federal interrompeu a marcha que oitocentos integrantes do MST
realizavam até o município de São Gabriel, estado do Rio Grande do Sul
(região sul). Também a “contramarcha” que os ruralistas locais
desencadearam em sentido contrário foi interrompida. O MST argumenta que
a continuidade da marcha não significa que haja interesse em ocupar terras,
mas realizar uma manifestação defendendo a reforma agrária e a
desapropriação de uma área de 13,2 mil hectares no município, que está
sendo discutida no Supremo Tribunal Federal (STF).

3 a F E I R A  1 2 Aproximadamente trezentos integrantes do MST bloquearam as principais
rodovias federais do estado de Mato Grosso (região Centro-Oeste) e
ocuparam um armazém da Companhia Nacional de Abastecimento (CONAB)
em Cuiabá, capital do estado, em protesto foi contra a falta de comida nos
acampamentos e a demora nos processos de desapropriação. 

Quarenta alunos da Universidade Federal da Bahia (UFBa) ocuparam o prédio
da reitoria para cobrar uma posição da instituição em relação à
implementação de cotas para afro-descendentes. 

4 a F E I R A  1 3 Cerca de 800 Sem-Terra ataram seus pés e mãos em protesto contra a decisão
da Justiça de proibir o MST de prosseguir a marcha até o município de São
Gabriel, no mesmo estado.

5 a F E I R A  1 4 O INCRA abriu um processo administrativo para a desapropriação de duas
fazendas denunciadas por manter “trabalho degradante”. As fazendas estão
localizadas no município de Campos, estado do Rio de Janeiro (região Sudeste).

O STF anulou decreto do presidente Lula (PT) que permitiria a
d e sapropriação de 13,2 mil hectares de terra no município de São Ga b r i e l ,
Rio Grande do Sul (região sul), e concedeu mandado de segurança aos
donos da propriedade. O decreto presidencial foi alvo de uma marcha de
S e m -Terra e de uma contramarcha liderada por ruralistas, ambas suspensa s
por decisão judicial.

6 a F E I R A  1 5 O coordenador do Movimento Revolucionário dos Sem-Teto (MRST) foi
a s sassinado em um acampamento localizado em Olinda, região



metropolitana de Recife, (PE) (região Nordeste). A Polícia Civil trabalha com a
possibilidade de vingança. O grupo que estava acampado no local há seis
meses foi obrigado a deixar o local por ordem da Justiça, e ficou às margens
de uma rodovia próxima.

S Á B A D O  1 6 Duzentas e cinqüenta famílias do MST ocuparam uma área de cerca de um
milhão de metros quadrados em um bairro da zona norte da cidade de São
Paulo (região Sudeste). O movimento reivindica a área para a reforma agrária.
A prefeita Marta Suplicy (PT) pretende declarar a área de utilidade pública
para fazer um aterro.

D O M I N G O  1 7 Os ruralistas do estado do Rio Grande do Sul (região Sul) lançaram o
movimento “Invasão Zero”, que prevê total intolerância para as ocupações de
terra no estado. A decisão foi tomada em um ato público que reuniu dois mil
ruralistas, que não especificaram que tipo de atitude será tomada caso sejam
ocupadas mais propriedades.

Um acampamento da CPT com trinta e duas famílias, localizado em Porto do
Pedras, estado de Maceió (região Sudeste) foi invadido por um grupo armado
que espancaram os Sem-Terra e atearam fogo nas barracas. Um trabalhador
rural sofreu queimaduras graves. A coordenação da CPT suspeita do
envolvimento de policiais civis e militares na ação.

2 a F E I R A  1 8 Confronto entre a PM e os Sem-Teto em uma área ocupada por 250 famílias
em Teresina-Piauí (região Nordeste) acabou com 100 barracos incendiados,
pessoas feridas e militantes presos. A ação da PM visava a reintegração de
posse dos proprietários, mas os Sem-Teto retornaram ao local. O terreno de
três hectares pertence à Companhia de Habitação do Piauí (COHAB) e está
ocupado desde 01/08.

Indígenas de reservas do Rio Grande do Sul (região Sul) promoveram
bloqueios em duas rodovias estaduais com o objetivo de chamar a atenção
do governo federal para criar uma comissão, por intermédio da Fundação
Nacional do Índio (FUNAI), que identifique as terras da tribo caingangue no
estado para futuras demarcações de reservas.

A Volkswagen anunciou a suspensão temporária da medida de
afastamento de quase quatro mil funcionários prevista para o mês de
setembro. Os funcionários afastados seriam terceirizados por uma
fundação, mas os trabalhadores não aceitaram porque perderiam um
acordo que eles tem com a Volks que prevê estabilidade no emprego.
A medida atingia as fábricas de São Bernardo e Taubaté, ambas em São
Paulo (região Sudeste). A decisão da empresa ocorreu após dez dias de
manifestações e paralisações. As negociações com os sindicatos serão
r e t o m a d a s .



3 a F E I R A  1 9 Manifestação de servidores públicos da área de educação contra a Reforma
da Previdência reuniu aproximadamente vinte e cinco mil pessoas. A CUT,
uma das organizadoras do ato, disse que a principal reivindicação é a
mudança das regras de transição para os atuais servidores.

6 a F E I R A  2 2 Após quatro dias, fim da greve de fome de quase sete mil detentos de
presídios localizados na cidade do Rio de Janeiro (região Sudeste), em
protesto contra maus-tratos. 

4 a F E I R A  2 7 Aprovada a Reforma da Previdência em segundo turno pela Câmara. Foram
357 votos a favor da proposta, 123 contra e 6 abstenções. Mais uma vez, foi
a oposição, com 60 votos do Partido da Frente Liberal (PFL) e PSDB, que
garantiu a vitória ao governo. A reforma segue agora para a apreciação dos
senadores, onde terá de passar por dois turnos de votação antes de ser
promulgada.

S I G L A S

ALCA Área de Livre-Comércio das Américas 
CDHU Companhia de Desenvolvimento Habitacional e Urbano

CET Companhia de Engenharia de Tráfego
COHAB Companhia de Habitação

COMLURB Companhia de Limpeza Urbana
CONAB Companhia Nacional de Abastecimento

CONAMP Associação Nacional dos Membros do Ministério Público
CONTAG Confederação Nacional dos Trabalhadores Agrícolas

CPT Comissão Pastoral da Terra 
CUT Central Única dos Trabalhadores

FETAPE Federação dos Trabalhadores de Agricultura de Pernambuco
FPM Fundo de Participação dos Municípios

FUNAI Fundação Nacional do Índio
GM General Motors

ICMS Imposto sobre Circulação de Mercadorias
INCRA Instituto Nacional de Colonização e Reforma Agrária

METRÔ Companhia do Metropolitano
MRST Movimento Revolucionário dos Sem-Teto

MST Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem-Terra
MTST Movimento dos Trabalhadores Sem-Teto
OLC Organização da Luta no Campo
PFL Partido da Frente Liberal
PM Polícia Militar

PSDB Partido da Social Democracia Brasileira 



PSTU Partido Socialista dos Trabalhadores Unificado
PT Partido dos Trabalhadores

SBPC Sociedade Brasileira para o Progresso da Ciência
SPF Servidores Públicos Federais
STF Supremo Tribunal Federal
TRT Tribunal Regional do Trabalho

UFBa Universidade Federal da Bahia

Equipe: Coordenação: Prof. Dr. Roberto Leher (UFRJ/LPP-UERJ). Assistentes
de Pesquisa: Gleide Banus Barbosa (LPP/UERJ); Mariana Oliveira Setúbal
(LPP/UERJ). Colaboração: PROEALC / CCS / UERJ – Coordenado por: Profa.
Dra. Silene de Moraes Freire; Bolsistas: Livânia de Oliveira Conceição e
Reginaldo Machado da Costa Júnior.
Fontes: Jornal O Globo, Jornal do Brasil, Jornal Folha de São Paulo, Jornal O
Estado de São Paulo, Jornal Brasil de Fato, Agência de Notícias Carta Maior.



Chile

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 La Central Unitaria de Trabajadores (CUT) realiza actos en conmemoración
del Día Internacional de los Trabajadores en las ciudades de Santiago, Arica,
Valparaíso, Concepción y Temuco a los que acuden cientos de afiliados. En la
capital el presidente de la central reclama por un aumento salarial, contra las
persecuciones a líderes sindicales y el proyecto de reforma laboral, además de
anunciar ante cerca de 10 mil personas la convocatoria a una huelga general
para el 13 de agosto. 

M I É R C O L E S  7 Bajo una convocatoria de la Confederación de Estudiantes de Chile
(CONFECH) se realizan manifestaciones en cinco ciudades del país en recla-
mo por una mayor partida presupuestaria para la educación superior. Miles
de jóvenes se movilizan en Valparaíso, Santiago, Concepción, Temuco,
Valdivia y Arica. Cincuenta y dos universitarios son detenidos por carabineros
en todo el país.

J U E V E S  8 La Cámara de Diputados aprueba el proyecto de ley sobre Nuevo Trato
Laboral mediante la cual serán reguladas las tareas de los empleados de la
administración pública. Un centenar de integrantes de la Asociación Nacional
de Empleados Fiscales (ANEF) acude al recinto junto a su presidente para
pedir sin éxito el rechazo a la iniciativa.

M A R T E S  1 3 La ANEF convoca a una jornada de huelga en reclamo por el rechazo en el
senado del proyecto de ley de Nuevo Trato Laboral. La medida afecta a
dependencias estatales en las ciudades de Arica, Concepción, Arauco, Iquique,
Antogafasta, Valparaíso y Rancagua donde se producen ausentismos, huelgas
de brazos caídos, marchas y concentraciones. Dos mil funcionarios se con-
gregan en la Plaza de la Constitución.

El Senado nacional aprueba la creación de la Agencia Nacional de Inteligencia
(ANI) que funcionará bajo la órbita del Ministerio del Interior. El organismo
será conducido por un cuerpo integrado por las direcciones del ejército y
carabineros y estará facultado para apelar a una autorización judicial a fin de
realizar intervenciones telefónicas, informáticas, radiales y de corresponden-



cia; intervenir sistemas y redes informáticas; realizar escuchas y grabaciones
electrónicas; utilizar agentes encubiertos o informantes, e infiltrarse en orga-
nizaciones sospechadas siempre que suponga amenazas contra la seguridad
interior y exterior del país, entre otros temas.

M I É R C O L E S  2 1 El presidente Lagos emite un balance de gestión ante el Congreso nacional.
Autoridades de la Cámara Chilena de la Construcción, la Confederación de la
Producción y del Comercio (CPC) y la Cámara Nacional de Comercio saludan las
palabras presidenciales referidas a su mandato. En las afueras del recinto se mani-
fiestan cerca de 1. 500 personas convocadas por la CUT, la ANEF y la CONFECH
–que integran la Fuerza Multisectorial– para protestar por mayor crédito universi-
tario y contra la reforma laboral y del estado. La medida de fuerza es reprimida
con gases y carros lanzaagua de carabineros, quienes detienen a 233 opositores. 

J U N I O

S Á B A D O  7 La ministra chilena de Relaciones Exteriores suscribe en la ciudad de Miami
un Tratado de Libre Comercio (TLC) con los Estados Unidos al estampar su
firma junto a la del representante comercial norteamericano, Robert Zoellick.
El acuerdo establece la desgravación completa, gradual y mutua de aranceles
a la importación en un plazo máximo de doce años. El presidente de la CPC
saluda el convenio al igual que sus pares de la Cámara Chileno
Norteamericana de Comercio y de la Cámara Chilena de la Construcción y la
Asociación de Exportadores de Manufacturas (ASEXMA).

L U N E S  9 El secretario de Estado estadounidense se reúne en la casa de La Moneda con
el presidente Lagos, la canciller chilena, el director de Política Exterior, el secre-
tario interino de Estado Adjunto para Asuntos del Hemisferio, el embajador
estadounidense ante la Organización de los Estados Americanos (OEA), el
portavoz del Departamento de Estado norteamericano y el embajador en
Chile del país del norte. Los funcionarios debaten en torno a la implementa-
ción del TLC recién firmado entre ambos países. Los delegados ante la XXXIII
Asamblea General de la OEA iniciada el domingo provenientes de México,
Perú y Nicaragua ratifican la Convención Interamericana contra el Terrorismo,
logrando su entrada en vigencia.

M A R T E S  1 0 La CONFECH convoca a otra jornada de movilizaciones en la que miles de
personas protestan en Santiago, Concepción, Arica y Valdivia. El ministro de
Educación promulga un reglamento que permite la reprogramación de las
deudas del crédito universitario que mantienen los estudiantes en moviliza-
ción. Casi 60 alumnos son detenidos en la capital y otros 19 en Arica.

La X XXIII Asamblea General de la OEA aprueba la Declaración de Santiago
sobre Democracia y Confianza Ciudadana: Un Nuevo Compromiso de



Gobernabilidad para las Américas. Dicha declaración contiene una promesa
de cooperación entre los países y los partidos políticos ante los procesos de
modernización estatal, las políticas públicas y de ejecución de medidas de pre-
vención y control de la corrupción y la impunidad, entre otros temas.

J U L I O

M A R T E S  1 A iniciativa de la Federación Nacional de Remolacheros (FENARE), producto-
res de remolacha, agricultores y transportistas del sur realizan manifestaciones
en plantas de la comercializadora nacional IANSA en las ciudades de Chillán,
Linares, Los Ángeles y La Unión. Protestan contra el proyecto que pretende
sujetar el precio de las mezclas importadas de azúcar con más de 90% del
producto a las bandas de precios que se utilizan para la producción nacional,
dejando sin tributar el ingreso de soluciones que contengan un porcentaje
menor del dulce. Los productores demandan que sean afectadas por las ban-
das aquellas mezclas que excedan en 65% la proporción de azúcar. El presi-
dente de IANSA se pronuncia contra la desgravación.

M I É R C O L E S  2 La Corte Suprema resuelve la realización de un nuevo juicio penal contra los
lonkos Pascual Pichún y Aniceto Norín, que fueron absueltos de una acusa-
ción por amenazas e incendio terrorista en dos fundos privados en el mes de
abril. La medida afecta también a la activista Patricia Robles Troncoso.

V I E R N E S  4 Un grupo de mapuches se manifiesta frente a la intendencia de Temuco en
protesta contra el fallo judicial del miércoles pasado.

M A R T E S  2 2 El Consorcio Agrícola del Sur (CAS) convoca a una jornada de movilización en
contra del levantamiento de las bandas de precios a la importación de azúcar.
Más de 6 mil agricultores remolacheros se concentran frente a la planta de
IANSA de Cocharcas, Chillán, para marchar luego durante tres horas por la
ruta 5 Sur. En Temuco también se realizan manifestaciones.

M A R T E S  2 9 Bajo una convocatoria de la Federación de Agricultores de Linares unos 4 mil
productores de remolacha bloquean por doce horas la ruta 5 Sur. Durante la
protesta carabineros se enfrentan con los manifestantes, con un saldo de 4
heridos y 20 detenidos.

A G O S T O

L U N E S  4 El presidente de la CPC anuncia un acuerdo entre IANSA y la industria de
alimentos dulces –encabezada por miembros de la Sociedad de Fo m e n t o
Fabril (SOF OFA)– mediante el cual las partes se comprometen a aceptar el
ingreso desarancelado al país de 100 mil toneladas de azúcar y sus mezclas



por año –que en la actualidad llegan a 60 mil. La Comisión de Agricultura
de la Cámara de Diputados acuerda junto a los ministros de Hacienda y
Agricultura el ingreso sin tributar de 105 mil toneladas del producto y sus
mezclas con más de 65% por año además del establecimiento de un piso
de referencia en el precio que comenzaría a reducirse a partir de 2008 en
un 2% anual. Los productores de remolacha reclaman que la vigencia del
piso permanezca intacta hasta 2011. El convenio establece también que el
gobierno en funciones en 2014 será el encargado de resolver si el sistema
de bandas será o no disuelto.

M A R T E S  5 La Cámara de Diputados aprueba el proyecto de ley sobre bandas de precios
de remolacha, trigo y oleaginosas que fue discutido ayer en comisión.

M A R T E S  1 2 El presidente de la república anuncia en cadena nacional el proyecto oficialis-
ta concerniente al tratamiento respecto de los crímenes cometidos durante la
dictadura última. Éste contempla un aumento de las pensiones para familia-
res de las víctimas, el pago de una indemnización a los torturados sobrevi-
vientes y la reducción de responsabilidad y condenas de quienes demuestren
haber actuado conforme a órdenes respecto de quienes hayan realizado labo-
res de planificación y dirección de los crímenes, entre otros temas. La
Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos (AFDD) y el Partido
Comunista (PC) expresan su disconformidad con la propuesta. 

M I É R C O L E S  1 3 Bajo una convocatoria de la CUT medio centenar de gremios del sector públi-
co y privado llevan a cabo una paralización general de labores que es acom-
pañada de marchas, bloqueos de rutas, barricadas, saqueos, huelgas de bra-
zos caídos y ataques a edificios públicos, locales comerciales y vehículos en
las ciudades y alrededores de Santiago, Antofagasta, Punta Arenas,
Chuquicamata, San Pedro, Coronel, Lota, Melipilla, Rancagua, Renca,
Concepción, La Serena, Temuco, San Antonio y Valdivia, entre otras. La medi-
da es ejecutada por empleados administrativos federales, regionales y de
municipios, de la salud y educación, de la industria del cobre y de sindicatos
del transporte colectivo, trabajadores desocupados y del sector privado, estu-
diantes, pescadores de pequeñas embarcaciones y marginales opositores al
régimen. La CUT afirma que 15 mil personas participan en las marchas y un
millón en la huelga. Un total oficial de 312 manifestantes son detenidos en
todo el país, mientras que 75 civiles y 15 carabineros resultan heridos.

J U E V E S  1 4 El comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile (FACH) saluda la iniciativa
del presidente Lagos en materia de juzgamientos a represores.



G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AFDD Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos
ANEF Asociación Nacional de Empleados Fiscales

ANI Agencia Nacional de Inteligencia
ASEXMA Asociación de Exportadores de Manufacturas 

CAS Consorcio Agrícola del Sur
CONFECH Confederación de Estudiantes de Chile

CPC Confederación de la Producción y del Comercio
CUT Central Unitaria de Trabajadores

FACH Fuerza Aérea de Chile
FENARE Federación Nacional de Remolacheros

OEA Organización de los Estados Americanos
PC Partido Comunista

SOFOFA Sociedad de Fomento Fabril
TLC Tratado de Libre Comercio

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Juan Chaves.
Fuentes: diarios El Mercurio y La Tercera, páginas web de Indymedia-Chile
y de la Organización de los Estados Americanos. 



Paraguay

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 La Central Nacional de Trabajadores (CNT) organiza un mitín en la sede del
gremio, para conmemorar el Día Internacional de los Trabajadores. 

L U N E S  5 La Unión de Camioneros del Paraguay (UCP) inicia un paro hasta que se regu-
larice el precio del flete y comience a regir la restricción al ingreso de fleteros
brasileños. 

M A R T E S  6 El Sindicato de Trabajadores del Ministerio de Salud (SITRAMIS), la Central
Unitaria de Trabajadores (CUT) y funcionarios y empresarios de medicina
prepaga, entre otros, marchan por el microcentro capitalino, para repudiar el
proyecto de ley que aumentaría el arancel médico privado. 

J U E V E S  8 La Cámara de Senadores rechaza el proyecto de suba del arancel médico privado. 

M A R T E S  1 3 Marilina Marichal, esposa del defensor adjunto del pueblo y dirigente del
asentamiento Maquetalia Raúl Marín, pide asilo político en la Embajada de
Venezuela luego de haber recibido amenazas de muerte y pesando contra ella
una orden de detención bajo la imputación de atentado contra el orden cons-
titucional, entre otros puntos. 

M I É R C O L E S  1 4 Unas 2 mil personas de organizaciones sin techo, diferentes asentamientos, la
Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (MCNOC) y
organizaciones sociales y de izquierda, marchan en Asunción hasta el
Ministerio Público en apoyo al defensor adjunto del pueblo Raúl Marín, su
esposa y 9 dirigentes de Maquetalia sobre quienes pesan órdenes de captu-
ra, acusados de perturbación de la paz pública y asociación ilícita para delin-
quir. Exigen también que no se criminalice la lucha social.

J U N I O

L U N E S  2 Alrededor de 500 campesinos cultivadores de cedrón que acampan desde el
jueves en el Cruce Santa Rosa de Aguaray, ruta 3, San Pedro, en reclamo de



que las autoridades los indemnicen dado que este año fracasaron las expor-
taciones, son desalojados por policías y militares. Tras la represión sufren heri-
das 25 personas y otras 32 quedan detenidas.

V I E R N E S  6 Unos 1.200 labriegos de San Pedro se movilizan hasta el cruce Santa Rosa,
para repudiar la represión del pasado lunes y reclamar la libertad de sus 32
compañeros detenidos. Exigen además la destitución de los ministros del
Interior y de Agricultura y Ganadería. Muere uno de los campesinos interna-
dos desde el lunes. 

J U E V E S  1 2 Dirigentes campesinos de San Pedro se reúnen con el viceministro de
Agricultura, quien les promete que recibirán un subsidio de 2 millones de gua-
raníes por hectárea cultivada de cedrón. 

M A R T E S  1 7 El Defensor Adjunto del Pueblo Raúl Marín es detenido en Asunción por ser
dirigente del asentamiento Maquetalia. Es acusado también de ser autor inte-
lectual de tomas de tierras.

M I É R C O L E S  1 8 Los integrantes de la Unión Nacional de Educadores (UNE) comienzan una
huelga hasta el viernes 27 y marchan hasta el Ministerio de Educación y
Cultura (MEC) en reclamo de un inmediato llamado a concurso de los cargos
vacantes. Los docentes de la Federación de Educadores (FEP) de Ciudad del
Este realizan una concentración en la Plaza de la Paz. 

Los presidentes de los países miembros del Mercado Común del Sur
(MERCOSUR), junto a los de Bolivia, Chile y Venezuela, se reúnen en
Asunción con el objeto de avanzar hacia un MERCOSUR más político, cuyas
acciones no se reduzcan a lo meramente económico. 

En el segundo y último día de huelga de los sindicatos públicos –entre ellos
la Confederación Nacional de Funcionarios y Empleados Estatales
( CONFEE), la Central Unitaria de Trabajadores Auténtica (CU T-A) y la FEP – ,
en reclamo de un reajuste salarial de 35%, unos 3 mil funcionarios marchan
hasta el Ministerio de Hacienda, donde son dispersados por la policía. En
Ciudad del Este, los funcionarios públicos marchan por el microcentro y cie-
rran la ruta 7.

L U N E S  2 3 La UNE levanta la huelga que lleva adelante desde el miércoles anterior, tras
una reunión con autoridades gubernamentales donde Educación se compro-
mete a concursar los cargos vacantes y a incluir los beneficios laborales en el
anteproyecto presupuestario para el año entrante. 

Más de 70 organizaciones integrantes del Consejo Nacional de Organizaciones
Populares-Movimiento Sin Techo (CONOP - MST) participan de una multitudi-
naria marcha por el microcentro de Asunción para exigir a las autoridades



nacionales y judiciales la regularización de los asentamientos que ocupan y la
l i b e rtad de Raúl Marín. 

J U L I O

M I É R C O L E S  2 3 Alrededor de 5 mil personas sin techo del Departamento Central, nucleados
en la CONOP, cierran la ruta II Mariscal Estigarribia, km 10, y marchan hasta
el juzgado penal de San Lorenzo para pedir la libertad del ex defensor adjun-
to y líder de Maquetalia, Raúl Marín, y de 10 compañeros del movimiento.
Con el mismo objetivo, campesinos de la MCNOC se movilizan por las calles
capitalinas y protestan frente a la sede del Ministerio del Interior y de la Fiscalía
General del Estado. 

A G O S T O

D O M I N G O  3 Aproximadamente mil representantes de todo el país de la Coordinadora
Obrera, Campesina y Popular (COCP), Federación Nacional Campesina
(FNC), la CNT, la Organización de Trabajadores de la Educación del Paraguay
(OTEP) y el CONOP-MST participan en Asunción del Congreso Obrero,
Campesino y Popular. Repudian la demagogia electoralista del presidente
electo Nicanor Duarte Frutos y proponen la reactivación productiva, un segu-
ro social universal y educación pública gratuita.

J U E V E S  1 4 Los funcionarios nucleados en la Unión de Sindicatos de Trabajadores de la
Municipalidad de Asunción (USITRAM) inician una huelga de 5 días hábiles,
en reclamo a las autoridades municipales del cumplimiento de un petitorio de
13 puntos, que incluye el cese de los despidos y la reincorporación de los 850
empleados municipales cesanteados hace casi 15 días. 

V I E R N E S  1 5 Nicanor Duarte Frutos asume como Presidente, prometiendo equidad y
denostando al neoliberalismo. En tanto, miles de personas –convocadas por
la Plenaria Popular, CONOP-MST, CUT-A y la población de Maquetalia– se
movilizan hasta el Palacio de Justicia en reclamo de la libertad de unos 30 diri-
gentes, la regularización de tierras de Maquetalia y el retiro de la ley antite-
rrorista del Parlamento. El ex defensor adjunto del pueblo, Raúl Marín, y 2 diri-
gentes sociales son liberados, a pesar de que los juicios prosiguen. 

M I É R C O L E S  2 0 Representantes de la USITRAM firman con la Intendencia capitalina la rein-
corporación de 170 obreros de la Dirección de Servicios, por lo que culmina
la huelga municipal iniciada 5 días antes. 



G L O S A R I O  D E  S I G L A S

CNT Central Nacional de Trabajadores 
COCP Coordinadora Obrera, Campesina y Popular 

CONFEE Confederación Nacional de Funcionarios y Empleados Estatales 
CONOP-MST Consejo Nacional de Organizaciones Populares - Movimiento Sin Techo 

CUT Central Unitaria de Trabajadores 
CUT-A Central Unitaria de Trabajadores Auténtica 

FEP Federación de Educadores 
FNC Federación Nacional Campesina 

MCNOC Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas 
MEC Ministerio de Educación y Cultura 

MERCOSUR Mercado Común del Sur 
OTEP Organización de Trabajadores de la Educación del Paraguay 

SITRAMIS Sindicato de Trabajadores del Ministerio de Salud 
UCP Unión de Camioneros del Paraguay 
UNE Unión Nacional de Educadores 

USITRAM Unión de Sindicatos de Trabajadores de la Municipalidad de Asunción 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana C. Fassi.
Fuentes: diarios Última Hora y Noticias.



Uruguay

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 En conmemoración del Día Internacional de los Trabajadores, unas 30 mil per-
sonas convocadas por el Plenario Intersindical de Trabajadores-Convención
Nacional de Trabajadores (PIT-CNT) asisten a un acto en Montevideo. Son
oradores representantes de la central obrera, de la Coordinadora para la Paz
y de la Central de Trabajadores de Cuba, entre otros; además participan el
líder del Encuentro Progresista-Frente Amplio (EP-FA), Tabaré Vázquez, y el
intendente de la capital, Mariano Arana, del mismo partido. Reclaman un país
productivo con justicia social y critican al gobierno por su actitud favorable al
Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), repudiando el imperialismo
de Estados Unidos. 

J U E V E S  8 Miles de personas convocadas por la Comisión de Defensa de la
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland-ANCAP (CDA)
realizan una cadena humana –que se extiende 12 cuadras desde la Corte
Electoral hasta la Plaza Libertad, en la capital– en defensa de las firmas que
fueron entregadas meses atrás para habilitar un referéndum que revoque los
artículos de la Ley de Rendición de Cuentas que habilitan la asociación de la
petrolera estatal con capitales privados. 

V I E R N E S  1 6 Unas 200 personas convocadas por la Plenaria Memoria y Justicia y la
Federación de Estudiantes Universitarios del Uruguay (FEUU) realizan un
escrache contra el ex canciller de la dictadura, Juan Carlos Blanco en repudio
a su liberación ocurrida la semana pasada, tras estar preso bajo la acusación
de coautoría de privación de la libertad de Elena Quinteros, desaparecida
durante el gobierno de facto. Además, denuncian que la Comisión para la Paz
sirvió para liberar represores. 

M A R T E S  2 0 Unas 40 mil personas participan de la 8ª marcha organizada por Madres y
Familiares de Detenidos Desaparecidos en reclamo de que se investiguen las
violaciones a los derechos humanos durante la dictadura. De la manifestación
que recorre Montevideo participan representantes del PI T-CNT, la Fe d e r a c i ó n
Uruguaya de Cooperativas de Viviendas por Ayuda Mutua (FUC VAM), la FEUU ,
el Nuevo Espacio y el EP - FA. A más de un mes de que la Comisión para la Paz



entregara al gobierno su informe sobre la situación de los detenidos-desa p a-
recidos que el gobierno oficializó, se manifiestan contra el punto final decreta-
do por el gobierno, denunciando que no se cumplió con la Ley de Ca d u c i d a d ,
que dispone una investigación oficial sobre el tema por parte del Ejecutivo. 

V I E R N E S  3 0 Trabajadores no médicos de la mutualista CIMA, que desde hace una sema-
na ocupan la mutual en rechazo a una rebaja salarial en el marco de la rees-
tructura de la institución, acuerdan con las directivas para retomar las nego-
ciaciones por 30 días y levantan la toma.

J U N I O

S Á B A D O  1 4 Trabajadores desocupados de Colonia que desde hace 6 días acampan frente
a la comuna de esa ciudad y que el día anterior fueron recibidos por el jefe
comunal –que se comprometió a dar respuesta a sus demandas– son desa-
lojados por la policía. 

M A R T E S  1 7 El PI T-CNT lleva a cabo el 5° paro general en lo que va del gobierno de Jorge
Batlle en protesta contra la política económica, en defensa de la producción
nacional, el salario, las jubilaciones, y por la convocatoria a una negociación
colectiva por rama de actividad. La medida –que según la central sindical cuen-
ta con un 80% de adhesión– es acompañada con un apagón y caceroleo.

M I É R C O L E S  1 8  Funcionarios de la Intendencia Municipal de Rocha, nucleados en la
Asociación de Empleados y Obreros Municipales (ADEOM), ocupan esa
comuna en reclamo del pago de salarios atrasados. Luego, representantes del
gremio y del PIT-CNT se reúnen con el intendente, sin llegar a un acuerdo. 

V I E R N E S  2 0  La Justicia cambia la carátula del juicio al ex canciller de la dictadura Juan
Carlos Blanco: reemplaza privación de libertad por homicidio, por lo que es
procesado sin ser enviado a prisión.

J U E V E S  2 6 Funcionarios de CIMA en conflicto con las directivas de la institución desde hace
semanas por unos 150 envíos de trabajadores al seguro de paro y rebajas sa l a-
riales realizan un paro con el respaldo de la Federación Uruguaya de la Sa l u d
( FUS) y ocupan las instalaciones de la institución en Montevideo. Reclaman,
además, que el Ministerio de Salud Pública (MSP) intervenga la mutualista. 

S Á B A D O  2 8 Los municipales de Rocha que ocupan la comuna son desalojados por la poli-
cía. Luego realizan marchas hasta la sede de ADEOM en ese departamento,
donde realizan un acto con la participación de dirigentes del PIT-CNT. Más
tarde, unas 300 personas participan de una asamblea en la plaza
Independencia y deciden continuar en paro por tiempo indefinido e instalar
allí la “Carpa del Pueblo” como medida de protesta. 



J U L I O

M I É R C O L E S  2 El intendente de Rocha, Irineu Riet Correa, dispone el cese de 470 funciona-
rios municipales. 

L U N E S  1 4 Luego de que días atrás ocupase las Juntas de La Paloma y Lezcano y fuera
d e salojada por la policía, la ADEOM-Rocha ocupa nuevamente la
Intendencia de ese departamento. Se producen forcejeos entre el intenden-
te –respaldado por un grupo de municipales contrarios a la toma– y los ocu-
pantes. En tanto, unos 200 manifestantes reclaman la renuncia del inten-
dente Riet Correa. Representantes de todos los partidos políticos y de la igle-
sia llegan a la intendencia para llevar a cabo una negociación que destrabe
el conflicto. 

M A R T E S  1 5 Los funcionarios de ADEOM-Rocha son desalojados de la comuna por la poli-
cía. También es desalojada la “Carpa del Pueblo”, pero luego los trabajadores
la vuelven a instalar.

M I É R C O L E S  1 6 El intendente del departamento de Rocha dispone la reincorporación de
200 funcionarios de la comuna de los 475 que fueron despedidos el 2
de julio. 

Los trabajadores no médicos de CIMA, las directivas –formadas por médicos–
y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) firman un convenio que
destraba el conflicto iniciado a mediados de mayo en torno a la reestructura-
ción de la institución. El acuerdo consiste en licencias para médicos, seguros
de paro y ajustes salariales para trabajadores no médicos. 

V I E R N E S  1 8 Unas 300 personas de Montevideo, Florida y Durazno –convocadas por la
organización Plenaria Memoria y Justicia– realizan 2 escraches al ex dictador
Juan María Bordaberry en el departamento de Durazno. La acción se da en el
marco de la citación hecha por la justicia a que declare por el asesinato de 8
militantes del Partido Comunista en una seccional en 1972. En tanto, algunos
lugareños manifiestan su apoyo al ex presidente de facto. 

Una caravana de 4 cuadras de automóviles recorre los distintos barrios de
Montevideo desde el viejo edificio de Obras Sanitarias del Estado (OSE) hasta
la Explanada Municipal para exigir una reforma constitucional que impida la
privatización del agua. Participan de la movilización dirigentes sindicales
–entre ellos de Federación de Funcionarios de OSE (FFOSE)–, del EP-FA y del
Partido Nacional. 

M A R T E S  2 2 La CDA lanza en la Intendencia Municipal de Montevideo (IMM) la campaña
hacia el referéndum por la ANCAP, que busca derogar los artículos de una ley
que permiten la asociación del ente estatal con capitales privados.



A G O S T O

L U N E S  4 Los cancilleres del Mercado Común del Sur (MERCOSUR) y de la Comunidad
Andina resuelven en Montevideo concluir las negociaciones para un acuerdo
de libre comercio entre ambos bloques antes del 31 de diciembre. Además, el
bloque del sur acuerda con Perú firmar un Tratado de Libre Comercio (TLC ) .

M I É R C O L E S  6 En el marco de la liquidación del Banco de Crédito (BDC), la Asociación de
Empleados Bancarios del Uruguay (AEBU) decreta un paro en la entidad e
impide el acceso a los liquidadores rechazando los cientos de despidos
anunciados por el Banco Central del Uruguay (BCU) y la solicitud del
Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) de que no se aplique un aumen-
to salarial ya convenido. 

L U N E S  1 1 Tras diversas protestas en centros de salud de Montevideo y el área
Metropolitana en reclamo de un aumento salarial, integrantes de la
Federación de Funcionarios de Salud Pública (FFSP) ocupan el Hospital
Vilardebó, con la amenaza de abandonar sus puestos si no hay respuestas
hasta el séptimo día de iniciada la toma. En tanto, el Sindicato Médico del
Uruguay (SMU), con el mismo reclamo y en solidaridad con los funcionarios,
inicia un paro de 4 días. 

M A R T E S  1 2 La FFSP ocupa el Centro de Salud de la Costa. Además se reúne con autori-
dades ministeriales, pero no llegan a un acuerdo. 

La AEBU acuerda con las directivas de los bancos oficiales que los funcio-
narios del BDC y del Banco Hipotecario del Uruguay (BHU) sean reabsorbi-
dos por la banca estatal. Luego, la gremial levanta el paro iniciado hace 6
días en el BDC .

J U E V E S  1 4 Desde hace 3 días los trabajadores de ADEOM-Rocha acampan frente al
Parlamento exigiendo la liberación de recursos para el pago de salarios adeu-
dados. La Cámara de Representantes aprueba que se destinen partidas a la
Intendencia Municipal de Rocha para tal fin.

En el marco del conflicto en Salud Pública, diferentes organizaciones gremia-
les, encabezadas por el PIT-CNT, lanzan el Movimiento en Defensa de la Salud
de los Uruguayos, que propone un sistema de salud único que dé respuestas
a las necesidades de la población.

Miles de estudiantes –convocados por la FEUU, el Centro de Estudiantes del
Instituto de Profesores Artigas (CEIPA), la Coordinadora Intergremial de
Estudiantes de Secundaria del Uruguay (CIESU) y la Federación Nacional de
Estudiantes de Secundaria y Universidad del Trabajo del Uruguay (FENESU)–
marchan por Montevideo desde el Palacio Legislativo hasta la Explanada de la



Universidad de la República, para conmemorar el trigésimo quinto aniversa-
rio de la muerte de Líber Arce, el primer estudiante asesinado por las fuerzas
de seguridad en un período de régimen democrático. En el correr de la mani-
festación un pequeño grupo de manifestantes lanza piedras contra un Centro
Militar, el Consejo Directivo Central (CODICEN) y un local de Mc Donald’s. 

V I E R N E S  1 5 La Corte Suprema de Justicia (CSJ) habilita la investigación penal del ex dic-
tador Juan María Bordaberry, acusado de violar la Constitución en 1973 cuan-
do encabezó el golpe de estado. A partir de esta decisión, será juzgado como
ciudadano común. También podrá ser juzgado por los asesinatos y desapari-
ciones de personas en territorio uruguayo durante el gobierno de facto. 

En rechazo a la propuesta del MSP frente al reclamo de un aumento salarial,
el SMU inicia un paro por tiempo indefinido y el FFSP ocupa el Hospital
Pasteur. Además, el gremio de los funcionarios anuncia que la semana
siguiente ocupará un centro de salud por día. 

S Á B A D O  1 6 El presidente de Venezuela, Hugo Chávez, llega al país invitado por la
Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI). Pronuncia 3 discursos: en
la sede de ALADI, en la IMM y ante miles de personas en la balconada de la
sede municipal. Además, se reúne con el vicepresidente, Luis Hierro López, y
con el líder del EP-FA, Tabaré Vázquez. En sus intervenciones públicas plantea
la Alternativa Bolivariana para las Américas (ALBA), en oposición al ALCA y la
Organización Mundial del Comercio (OMC).

M A R T E S  1 9 Tras diversas negociaciones con el MSP y la firma del decreto de esencialidad
de los servicios de Salud Pública por parte el gobierno, el SMU resuelve con-
tinuar con el paro. Además, el hospital Pereira Rossell es ocupado por sus fun-
cionarios, pero sin desplazar a las autoridades de la institución. 

El ministro de Economía, Alejandro Atchugarry, renuncia a su cargo. En su lugar
asume el economista Isaac Alfie. En este marco, el presidente Batlle anuncia la
finalización de los “tiempos políticos” y el inicio de los “tiempos técnicos”. 

J U E V E S  2 1 El PI T-CNT, el Instituto del Tercer Mundo y Redes Amigos de la Tierra
–con el apoyo de la FEUU y la FUC VAM– lanzan en la Universidad de la
República la “Campaña Nacional por la Soberanía y contra el ALCA”, que
comenzará el 25 de agosto próximo –día en que se conmemora la inde-
pendencia nacional– y finalizará a mediados de octubre del corriente
año. La campaña cuenta con una consulta popular para conocer la opi-
nión de los uruguayos sobre el acuerdo e informar sobre las implican-
cias del mismo.

V I E R N E S  2 2 La FFSP rechaza en asamblea otra oferta del MSP y decide radicalizar las
medidas de lucha. El paro por tiempo indeterminado se convierte en huelga



general con ocupación de centros de salud. Anuncian, entre otras cosas, que
a partir del martes siguiente se concretarán en forma paulatina 25 tomas que
ya están votadas y que si se produce un desalojo ocuparán los nosocomios
inmediatamente. Por su parte, el SMU también rechaza en asamblea otra
propuesta del MSP. 

La Asociación de Funcionarios de Aeronáutica Civil (AFAC) realiza un paro
parcial en el aeropuerto de Carrasco para exigir la suspensión de la subas-
ta del mismo. 

Los trabajadores municipales de Rocha llegan a un acuerdo con la Intendencia
que pone fin al conflicto iniciado a mediados de junio por atrasos salariales.
El convenio incluye la reincorporación de 495 trabajadores despedidos en el
correr del conflicto, una tregua de 90 días por parte del sindicato y que el 60%
de los recursos provenientes de tributos departamentales se destine al pago
de salarios de los municipales.

M I É R C O L E S  2 7 La FFSP toma el Hospital Saint Bois. Mientras, el MSP anuncia la retención de
los salarios de los que participan de las ocupaciones o están en paro.
Asimismo, presenta a la Justicia una denuncia penal contra los ocupantes del
Hospital Vilardebó por los incidentes ocurridos el día anterior entre los fun-
cionarios y una fiscal cuando las autoridades del nosocomio intentaron recu-
perar el control del hospital, luego de conocerse la muerte de un paciente de
la institución, presuntamente por suicidio. A su vez, un fiscal eleva otra denun-
cia referida al mismo altercado. 

J U E V E S  2 8 El PIT-CNT realiza el 6º paro general contra el gobierno de Jorge Batlle en
reclamo de trabajo, un Sistema Nacional de Salud Único, mejores salarios y
jubilaciones, y en solidaridad con los trabajadores de Salud Pública. La medi-
da, que según la central obrera tiene un acatamiento del 80% a nivel nacio-
nal, es acompañada por diferentes actos en los hospitales ocupados por los
funcionarios de Salud Pública. 

Tras una reunión en Montevideo mantenida el día anterior por los cancille-
res de Uruguay y Argentina, el presidente Batlle encomienda a su asesor que
reanude la investigación sobre el paradero de la nuera del poeta Juan
Gelman, desaparecida durante la dictadura militar, y pone como condición
que también participe de las averiguaciones el asesor del líder frenteam-
plista, que acepta la propuesta.

El aeropuerto internacional de Carrasco es subastado. 

D O M I N G O  3 1 El gobierno decreta la esencialidad de los servicios en el ex Hospital Filtro y en
el Instituto de Oncología, que los trabajadores programaban ocupar y donde
el día anterior se montó una guardia policial. Tras una amenaza de bomba, los



pacientes del primero son desalojados. Mientras, la Comisión de Salud de
Diputados hace una nueva propuesta tanto al MTSS como al MSP para des -
trabar el conflicto. Por su parte, la FFSP advierte que desde ahora las ocupa-
ciones de centros de salud, que ya suman 7, las hará sin previo aviso. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ADEOM Asociación de Empleados y Obreros Municipales 
AEBU Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay 
AFAC Asociación de Funcionarios de Aeronáutica Civil 

ALADI Asociación Latinoamericana de Integración 
ALBA Alternativa Bolivariana para las Américas 
ALCA Área de Libre Comercio de las Américas 

ANCAP Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland
BCU Banco Central del Uruguay 
BDC Banco de Crédito 
BHU Banco Hipotecario del Uruguay 
CDA Comisión de Defensa de ANCAP 

CEIPA Centro de Estudiantes del Instituto de Profesores Artigas 
CIESU Coordinadora Intergremial de Estudiantes de Secundaria del Uruguay 

CODICEN Consejo Directivo Central 
CSJ Corte Suprema de Justicia 

EP-FA Encuentro Progresista-Frente Amplio 
FENESU Federación Nacional de Estudiantes de Secundaria y Universidad del Trabajo

del Uruguay
FEUU Federación de Estudiantes Universitarios del Uruguay 

FFOSE Federación de Funcionarios de OSE
FFSP Federación de Funcionarios de Salud Pública 

FUCVAM Federación Uruguaya de Cooperativas de Viviendas por Ayuda Mutua 
FUS Federación Uruguaya de la Salud 
IMM Intendencia Municipal de Montevideo 
MEF Ministerio de Economía y Finanzas 

MERCOSUR Mercado Común del Sur 
MSP Ministerio de Salud Pública 

MTSS Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
OMC Organización Mundial del Comercio 
OSE Obras Sanitarias del Estado 

PIT-CNT Plenario Intersindical de Trabajadores-Convención Nacional de Trabajadores 
SMU Sindicato Médico del Uruguay 
TLC Tratado de Libre Comercio

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
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Región Andina

Perú: una democracia

sin rumbo

Eduardo Toche*

En la mitad misma de su período presidencial,
Alejandro Toledo es un gobernante que debe desen-
volverse con muy bajos niveles de popularidad. En
realidad, ésta fue una nítida característica desde el ini-
cio de su administración, aunque durante mucho
tiempo sus asesores y él mismo consideraban que
ello se debía a la acción de una oposición que, desde
sus puntos de vista, resultaba vigorosa sin que los
hechos finalmente respaldasen esta presunción.

Por otro lado, asumieron también que el problema radica-
ba en los términos comunicativos, es decir, en los errores
que podían estar dándose en la debida exposición de la
imagen presidencial, y por ello invirtieron esfuerzos y recur-
sos para intentar superar esta dificultad sin logr a r, tampoco
aquí, los resultados buscados. En suma, todo parece indi-
car a estas alturas que el problema no radica en ninguno
de estos dos problemas, sino en cuestiones más profun-
das que están directamente relacionadas con las part i c u l a-
ridades que muestra la transición democrática peruana.
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Sólo bajo este estado de cosas puede entenderse cómo un período caracterizado por
continuas demandas sociales que buscan presionar sobre un gobierno políticamente
muy debilitado no ha podido resolverse en un impulso capaz de renovar los sentidos
bajo los cuales viene desarrollándose la vinculación entre política y sociedad en esta
etapa de construcción democrática. En suma, lo que tenemos es un “movimiento social”
agotado en la reivindicación inmediatista, que muestra una serie larga y muy diversa de
aspectos a ser resueltos, pero sin alimentar planteamientos políticos capaces de formu-
lar una alternativa ante las expresiones existentes. En otras palabras, los “movimientos
sociales” peruanos vienen desarrollándose lejanos y ajenos a la política.

De esta manera, la explicación reside en la forma en que ha ido configurándose la coyun-
tura peruana en estos últimos tres años y la presencia de algunos factores estructurales
que se han insertado en ella, dándole más un sentido de continuidad que de cambio.

Transición dificultosa

Al respecto, un dato de partida que resulta indispensable tomar en cuenta es que las
circunstancias que rodearon a la crisis del régimen fujimorista a fines de los noventa
fueron propicias para catapultar como líder a Alejandro Toledo, quien en efecto no era
un desconocido pero tampoco alguien de quien se tenía noticia sobre sus habilidades
políticas. Desde los ochenta, Toledo fue haciéndose notar como un tecnócrata espe-
cialista en materia económica y deseoso de alcanzar alguna alta función pública. En
1995 se postula sin éxito a la presidencia de la República y lo veremos nuevamente
en acción en 2000, cuando son convocadas las elecciones más importantes en la his-
toria reciente del Perú, pues la arena se había polarizado en extremo entre los que
aspiraban a una nueva reelección inconstitucional del entonces presidente Fujimori y
aquellos que consideraban que había llegado la hora para redemocratizar el país luego
de una década de autoritarismo cuyo objetivo radicó en la imposición a rajatabla de
un neoliberalismo económico de una rigi d ez y ortodoxia casi sin parangón en los otros
países de la regi ó n .

Toledo no sobresalió inicialmente por representar la oposición hacia Fujimori. Por el con-
trario, buscó ser visto como una especie de continuador de la matriz neoliberal que había
impuesto el fujimorismo en los años previos, y rehuía cualquier escenario que pudiera
ser confrontacional. Sólo cuando el candidato oficialista “demolió” sucesivamente a
aquellos que encarnaron el sentido antigubernamental en aquellas jornadas electorales,
y al no quedar otro rival en la contienda, la figura de Toledo pudo remontar la baja inten-
ción de voto que tenía hasta ese momento y convertirse en la figura que debía enfren-
társele. Esto sucedió faltando unos dos meses para llevarse a cabo el acto de sufragio,



y si bien la “maquinaria” mediática que había construido el oficialismo empezó a actuar
también contra Toledo, el tiempo fue insuficiente para derrotarlo por esta vía.

En estas circunstancias “descubre” las oportunidades que podía otorgarle un discur-
so con contenidos étnicos, el cual presentaría dificultades a un presidente Fu j i m o r i
del que ya se venía sospechando su real nacionalidad. De esta manera, obligó a que
la definición de campos se diera en otro ámbito, en el de las promesas electorales.
A cada promesa hecha por el candidato-presidente, Toledo respondió con una mayor.
Esta cuestión, que luego, ya elegido como Presidente, se convertirá en uno de los
aspectos que serán levantados en su contra –la promesa que no puede cumplirse–,
resultó una evidencia muy nítida de la falta de habilidad de Toledo para desenvol-
verse en el terreno político, pero que las necesidades del momento no permitieron
que trascendiera.

Como se sabe, Toledo pierde las elecciones en 2000 pero la creciente deslegitimidad
de Fujimori hizo que sólo meses después, ante la exposición pública de videos en los
que se veía a su asesor Vladimiro Montesinos corrompiendo a funcionarios, autoridades
y empresarios, tuviera que renunciar al cargo formándose una situación complicada que
se trató de resolver mediante los mecanismos constitucionales vigentes. Luego, un
gobierno de transición convocó un nuevo proceso electoral, y fue cuando empezaron a
resaltar las extremas debilidades bajo las cuales iba a conducirse el proceso de recons-
trucción democrática en el Perú.

Puesto de lado el factor disturbador que significó la presencia del fujimorismo, en ade-
lante tendremos como actores políticos a aquellas organizaciones que de una u otra
manera se colocaron en el “lado democrático”, algunas nuevas como Perú Posible, la
organización de Alejandro Toledo, y otras que formaban parte del núcleo tradicional de
la política peruana y que reingresaban al escenario con nuevos bríos, como el Partido
Aprista y Unidad Nacional, una alianza que tenía como base al Partido Popular Cristiano.

Tal como se plantearon las cosas, era evidente que el proceso debía tener una “loco-
motora”, y todo indicó que Perú Posible y su líder no poseían las cualidades suficientes
para serla. Formado por un conjunto de fracciones con intereses distintos y hasta con-
trapuestos, Perú Posible no es en realidad un partido político sino la expresión de un
estado de ánimo que se conformó a partir del éxito electoral de Toledo pero sin articu-
lar un plan mínimo que, por un lado, pudiera establecer el marco bajo el cual debía con-
ducirse la democratización del país, y por otro buscase a partir de ello la formulación de
un amplia alianza que comprometiera a las otras organizaciones políticas en los objeti-
vos comunes del mediano plazo. En otras palabras, Perú Posible fue lanzado a conducir
un proceso de democratización sin mostrar ideas ni capacidad hegemónica.



Por el lado de los partidos perdedores en las elecciones
de 20 01 –APRA y Unidad Nacional– la situación no
pareció ser mejor. En el caso del APRA, el sorprenden-
te retorno al escenario nacional de su líder Alan García
hizo abrigar la inicial esperanza de algún cambio impor-
tante en las concepciones y organización de su viejo
p a rtido. En efecto, los primeros discursos de García
apenas llegado de su exilio refirieron a la necesidad de
reestructurar al APRA en función de los nuevos retos
que planteaban el país y el mundo. Sin embargo, esta
voluntad fue apagándose paulatinamente, y cuando lle-
garon las jornadas electorales de 20 01 el candidato
García no pudo salir del encuadre que era habitual en
los apristas desde décadas atrás. Si bien intentó plante-
ar algunas críticas al neoliberalismo, éstas fueron muy
tímidas y sólo aseguraron la inexistencia de una alter-
nativa seria frente a éste.

Para el caso de la derecha peruana, representada por
Unidad Nacional, los problemas fueron igualmente gran-
des. Debía hacer una operación, finalmente infructuosa,
para diferenciarse nítidamente del proyecto fujimorista, en
el que estuvieron involucradas muchas de sus personali-
dades más representativas, y a su vez persuadir sobre la
conveniencia de no apartarse del modelo económico
neoliberal que había empobrecido a amplios sectores de
la sociedad peruana. Bastó que el padre de la candidata
Lourdes Flores emitiera unas desafortunadas declaracio-
nes con contenidos racistas para que las posibilidades de
ésta cayeran de un día para otro.

Gran parte de la explicación sobre esta conducta de los
p a rtidos y sus dirigentes seguramente reside en los blo-
queos que caracterizaron a una década signada por
aquello que Degregori (20 01) denomina “la anti-políti-
c a ”, en la que fue configurándose un Estado que puso
de lado a todos los mecanismos de intermediación con
la sociedad y relajó los controles sobre sus funcionarios,
adquiriendo así un sentido cerrado propenso a prácticas
m a f i o s a s .

“Todo parece indicar

que el gobierno

toledista repite, 

en una versión

corregida y

aumentada, 

los mecanismos 

que había utilizado

el régimen

fujimorista durante

la década previa

para establecer 

sus vínculos 

con la sociedad”.



Sin embargo, hay que tener en cuenta que los largos años de hibernación política tam-
bién fueron resultado de lo que desde décadas atrás ya había empezado a denomi-
narse como una “crisis del sistema de part i d o s ”, cuya máxima expresión fue la inefi-
cacia absoluta para enfrentar los retos que plantearon en su momento una subversión
armada extremadamente perniciosa1 y las crisis económicas que desembocaron en un
proceso de hiperinflación a fines de los ochenta. Luego de haber transcurrido una
década, los factores que componían esta “crisis de partidos” seguían actuando sin
solución de continuidad.

De esta manera, la campaña electoral de 2001 se caracterizó por la ausencia de un claro
deslinde sobre el pasado inmediato y la oferta de alternativas viables por parte de los
candidatos. Así, el presidente Toledo, quien ya tenía el problema de cómo cumplir con
sus promesas, sumó dos nuevos factores que irían a dificultar el desempeño de su
gobierno: intentar avanzar en la democratización de las relaciones entre el Estado y la
sociedad civil y simultáneamente mantener las orientaciones de la política económica
fujimorista (Ballón Echegaray, 2002), y en esta misma línea, no tener una idea clara para
establecer estas relaciones intentando inhibir el extremo asistencialismo que ejerció el
fujimorismo sobre los sectores empobrecidos de la sociedad peruana.

Respecto a esto último, muchas veces se ha soslayado su importancia en el ámbito de
las relaciones sociedad-Estado durante los últimos años, y por lo mismo no se lo ha per-
cibido como un elemento crucial en la conflictividad que viene estableciéndose entre el
gobierno de Toledo y los sectores sociales que buscan la satisfacción de sus demandas.

Todo parece indicar que el gobierno toledista repite, en una versión corregida y aumen-
tada, los mecanismos que había utilizado el régimen fujimorista durante la década pre-
via para establecer sus vínculos con la sociedad. Sin embargo, las posibilidades de obte-
ner los éxitos de éste son bastantes remotas. Veamos por qué. 

Como es evidente ahora, la primacía del modelo neoliberal tuvo en su base la destruc-
ción de la premisa del pleno empleo que había caracterizado al Estado Benefactor, para
permitir así la existencia de una presión “disciplinaria” sobre el sector laboral que dismi-
nuyera su poder.

El resultado fue la generación de una importante masa de subocupados y desocupados
frente a la cual sólo quedó el recurso de la asistencia social, sin objetivos ni plazos y total-
mente dependiente de la política económica. En otras palabras, tuvimos en acción la
famosa “ambulancia” que intentaba atenuar los efectos ocasionados por el neoliberalis-
mo, y mientras tanto debíamos esperar que el sacrosanto mercado, en algún momen-
to, engendrara, de modo natural, la justicia social.



Así, una de las paradojas más crueles del citado modelo fue puesta en evidencia: mien-
tras por un lado era impuesto bajo el pretexto de la modernización, por otro lado resu-
citaba prácticas de beneficencia que eran pagadas con los réditos de las privatizaciones
y el cobro de tributos a los sectores medios y bajos. Más aún, tales prácticas fueron recu-
biertas con el manto de la “eficacia” que supuestamente otorgaba la focalización de los
grupos vulnerables hacia donde debían dirigirse, cuyo resultado fue el de “atender con
muy poquito a pocos”, con lo cual se obtuvo un efecto claramente regresivo: los secto-
res medios y bajos financiaban la ayuda social dirigida a los más pobres mientras que el
poder económico se mantenía intocado.

El resultado de ello fue la exacerbación del clientelismo político, reforzado por la cre-
ciente tendencia a la centralización del aparato público ocurrida durante el régimen fuji-
morista como forma de ejercer un control social “eficiente” sobre la premisa del “orden”
y la “seguridad”. Los recursos del Estado utilizados en la asistencia social formaron y dina-
mizaron una red clientelar en que la asignación de recursos públicos fue un eficaz ins-
trumento para sujetar a la población más pobre a los intereses políticos del gobernante
de entonces. De esta manera, la ayuda dependió del criterio del operador guberna-
mental, frente al cual no hubo alternativa: se aceptaba bajo las condiciones exigidas, se
la rechazaba sin tener a la vista otra fuente de obtención de recursos, o se la denuncia-
ba corriendo el peligro de ser sindicado como “subversivo”.

Ya en el gobierno, además de no tener los medios suficientes para cumplir con las pro-
mesas electorales, Toledo y Perú Posible no encontraron una fórmula capaz de inhibir
este tipo de relaciones. De alguna manera siguieron reproduciendo el mismo esquema,
pero ahora bajo una situación en la que casi no existían recursos qué distribuir. Lo obte-
nido por las privatizaciones prácticamente se había agotado, y la recesión impedía mayo-
res ingresos tributarios.

De otro lado, una población que presentaba un conjunto de necesidades que busca-
ba satisfacer apelando a las concesiones que podía ofrecer el próximo gobernante,
había volcado su voto hacia el candidato Toledo intentando recomponer con él las
alianzas que había formado con el ahora prófugo Fujimori (Torres Vitolas, 2002: 55 ) .
En realidad, no teníamos nada nuevo con esta situación, como ya lo había notado
Jorge Parodi cuando describió la “trayectoria plebiscitaria” que caracterizaba al com-
p o rtamiento electoral de los sectores pobres urbanos del país en las elecciones de
1985, 1989 y 1990, en las que solamente un 18,6% del voto fue constante para un
determinado partido (Parodi, 1993). 

De esta manera, el nuevo gobierno que surge en 2001, que debía establecer una insti-
tucionalidad democrática que no sólo recompusiera el sistema político luego de una



década de experiencia autoritaria sino además superar los vicios habituales de la políti-
ca peruana, no pudo evitar que la realidad terminara imponiéndose y debió reproducir
estas prácticas que resultaban contrarias al ejercicio de una debida democracia.

Aún así, es innegable que existió una voluntad muy clara para impedir que estas ten-
dencias se desarrollaran. Por ejemplo, el gobierno de Toledo apuntaló el espacio
denominado Mesa de Concertación contra la Po b r eza, una experiencia que había
sido iniciada en el gobierno de transición. Sin embargo, las crecientes dificultades
políticas hicieron que ésta fuera perdiendo importancia paulatinamente por varias
razones, sobre todo porque la política económica del gobierno está más preocupada
en los equilibrios macroeconómicos y el servicio de la deuda externa que en el
fomento del empleo.

¿Democracia sin política?

Pero la voluntad concertadora del gobierno toledista, que contó con la aceptación de las
demás organizaciones políticas, no tuvo entre sus escollos solamente a la política eco-
nómica. También fue crucial la falta de representatividad mostrada por los integrantes del
sector político peruano. 

En este sentido, valga apuntar que el escenario que se formó en torno a las eleccio-
nes de 2000, cuando Fujimori intentaba su tercera reelección, mostró una tensión
política que no fue producto de una polarización social que exigiera la radicalización
de las organizaciones políticas. Lo que aglutinó a la oposición fue la posibilidad de
“abrir” el sistema luego de una década en que se fue angostando paulatinamente,
justo cuando el fujimorismo debió ser muy agresivo al sentir que estaba transitando
por uno de sus momentos más vulnerables. Esta transición, por lo tanto, no renovó
las relaciones entre las fuerzas sociales y sus representaciones políticas. Tampoco pre-
sionó para una definición ideológica más nítida ni fomentó la necesidad de reconstruir
el sistema de part i d o s .

Que haya sido así tuvo que ver con la dinámica muy corrosiva que debió soportar el teji-
do social, compuesta por crisis económicas y violencia política, a las que se sumaron
políticas económicas neoliberales y lucha contrasubversiva concebida esencialmente
como una función militar. Esto condujo a la extrema debilidad y desaparición de sus
organizaciones naturales. Asimismo, aquellas que sobrevivieron a estos embates no ati-
naron a reconsiderar sus tradicionales relaciones con el Estado y prefirieron seguir repro-
duciendo el esquema demanda-presión-respuesta bajo un eje “estado-céntrico”
(Cavarozzi y Casullo, 2002).



Asimismo, la debacle de los partidos también fue un factor decisivo para encontrarnos
hacia el fin de siglo en una situación políticamente insólita: en el Perú no hay organiza-
ciones políticas representativas ni tampoco sujetos a quienes representar.

Pulsiones sociales buscan representantes

Sobre este escenario, no es difícil imaginar por qué el gobierno toledista y los partidos
de oposición han puesto en un segundo plano la búsqueda de legitimidad y represen-
tación, prefiriendo entablar una competencia en torno a la ocupación de espacios esta-
tales o asociación con los poderes fácticos, públicos y privados, aspirando así obtener los
recursos indispensables para seguir manejando sus relaciones y alianzas con organiza-
ciones sociales cuyas carencias también eran evidentes.

Mientras tanto, la sociedad peruana expone un conjunto de problemas que no encuen-
tran vías para la negociación, y manifiesta crecientemente su descontento con la demo-
cracia. La falta de eficacia para construir espacios en los que se establezcan consensos
respecto a la pobreza y el desempleo, para citar los dos problemas principales que expo-
nen los peruanos, conduce a la formación de situaciones ocasionalmente explosivas
pero sin posibilidades de abonar sobre alternativas frente al status quo .

Ahora bien, de esta lógica general escapan dos ámbitos. Uno de ellos es el que tiene a
los campesinos cocaleros como el actor principal. Aunque sin llegar a la dimensión que
tiene la movilización de este sector en Bolivia, los reclamos que componen sus deman-
das ante el Estado muestran claramente los límites de este último para procesar en debi-
da forma los problemas sociales, pero por otra parte también ponen en evidencia un
movimiento que no puede trascender del simple rechazo a las políticas estatales de erra-
dicación del cultivo. Aún así, las potencialidades de esta movilización, sumadas a la nula
iniciativa gubernamental, pueden estar generando en el mediano plazo un escenario
cualitativamente bastante superior al actual.

De otro lado tenemos el proceso de descentralización que viene llevando a cabo el
gobierno de Alejandro Toledo desde el año pasado. Esta fue una de las pocas cuestio-
nes en la que coincidieron las diferentes fuerzas políticas y organizaciones de la socie-
dad civil sobre la democratización en el Perú. Como afirma Javier Azpur, el resurgimien-
to de las pulsiones descentralistas, la continuidad y persistencia de los espacios partici-
pativos de concertación, y el protagonismo regional en la lucha por la democracia, son
producto de la constatación de la incapacidad del Estado centralista y autoritario para
conducir procesos de desarrollo que respondan a las exigencias de integración e inclu-
sión de las mayorías nacionales (Azpur, 2003). 



Aún con este ambiente auspicioso, luego de realizarse las elecciones para autoridades
r e gionales, el proceso ha venido desarrollándose con muchas dificultades y, a casi un
año de formación, los gobiernos regionales, además de carecer de una legi s l a c i ó n
básica que indiquen sus prerrogativas y funciones, muestran un rápido desgaste de su
l e gitimidad. La mayoría de ellos, doce de un total de veinticinco, son conducidos por
autoridades de filiación aprista, y si bien este partido intentó usar estos espacios para
ganar correlaciones favorables en sus tensiones con el toledismo, lo cierto es que la
inoperancia y la falta de proyectos han sido determinantes para aumentar la fragi l i d a d
de estas instancias.

Al ingresar al último cuatrimestre del año, la lucha política tendrá como eje las asigna-
ciones y pliegos del Presupuesto General de la República y, en este sentido, los presi-
dentes regionales apristas han manifestado su disconformidad y están programando una
“huelga de regiones” por estimar que no se les está otorgando lo que les corresponde.
Este mismo punto de vista es asumido por algunos gremios, como el de maestros
(SUTEP), cuyos dirigentes sienten que el gobierno no ha cumplido con los aumentos
que acordaron a mediados de año como condición para levantar una huelga que resul-
tó algo prolongada y con visos de violencia.

En efecto, compromisos y satisfacción mínimas de demandas por un lado, y ausencia
de recursos por el otro, han conducido al gobierno de Toledo hacia la necesidad de
aplicar una “reforma tributaria” que en buena cuenta es una mayor presión tributaria
sobre un sector medio cada vez más empobrecido, con todas las implicancias políti-
cas que esto tiene.

En este contexto, es previsible que en los meses finales de este año volvamos a tener
un nuevo momento de explosión social, tal como ha venido ocurriendo cíclicamente
desde que Toledo asumió la presidencia en 2001, pero sin que ello exprese una situa-
ción diferente a la que se tiene actualmente, es decir, un gobierno con bajísima popula-
ridad que convive con un movimiento social inorgánico, sin expresión política y agotado
en el inmediatismo. Bajo esta situación, entonces, está funcionando como “válvula de
escape” una especie de añoranza de fórmulas autoritarias tipo Fujimori, cuya recordación
positiva entre los peruanos es cada vez mayor y se reduce a la simple fórmula de “fue
corrupto, violó los derechos humanos, pero hizo obras”.

A estas complicaciones Toledo deberá sumar otras provenientes desde las fuerzas arma-
das, luego de conocerse las conclusiones de la Comisión de la Verdad y Reconciliación.
El señalamiento directo de responsabilidades penales de un conjunto de oficiales que
dirigieron y llevaron a cabo una “guerra sucia” violatoria de los derechos humanos, y por
otra parte mostrar una dimensión insospechada en la cantidad de víctimas –casi 70 mil



personas muertas– serán factores muy importantes para entender el comportamiento
de los actores políticos peruanos en la coyuntura que empieza a abrirse. Como premisa
inicial están las respuestas de algunos de ellos, especialmente aquellos que formaron
parte de los gobiernos durante la etapa de violencia política, que se caracterizan por care-
cer de lógica y de una mínima disposición para aceptar responsabilidades. Sin decirlo,
están afirmando que en el Perú puede asesinarse esa cantidad de personas y que eso
no debería ser molestia para nadie.
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Bolivia

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 En conmemoración del 1° de mayo, diversos actos y movilizaciones se suce-
den en diferentes puntos del país. En La Paz cerca de 50 organizaciones sin-
dicales reúnen a unas 20 mil personas para expresar su rechazo a la política
del gobierno, al Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) y a los EE.UU.
En diversas ciudades del interior las marchas son organizadas por las
Centrales Obreras Departamentales (COD) quienes incluyen sus propias rei-
vindicaciones. 

La Confederación Nacional de Maestros de Educación Rural de Bolivia
(CONMERB) inicia un paro nacional por tiempo indefinido en demanda del
pago del bono de Incentivo a la Permanencia Rural (IPR).

M A R T E S  6 Alrededor de 200 mujeres cocaleras, pertenecientes a las 6 federaciones del
trópico de Cochabamba, marchan por el centro de la ciudad para exigir la
libertad de 2 de sus dirigentes detenidos, acusados de ocasionar destrozos en
las oficinas del Programa de Desarrollo Alternativo de la región. 

L U N E S  1 2 Miles de trabajadores, pertenecientes a diversas entidades gremiales, se movi-
lizan desde la ciudad de El Alto hasta el centro de La Paz en rechazo del ingre-
so de Bolivia al ALCA y para exigir la liberación de varios dirigentes detenidos.

M A R T E S  1 3 La CONMERB y el gobierno firman un acuerdo por el cual se asegura el pago
a todos los afiliados del bono de IPR, por lo que los maestros levantan la
huelga general indefinida.

M I É R C O L E S  2 1 Trabajadores del Ministerio de Salud, pertenecientes a la Confederación
Sindical de Trabajadores de la Salud de Bolivia (CSTSB), instalan un piquete
de huelga de hambre en las puertas del edificio en protesta por el despido de
14 empleados administrativos de la institución. 

J U E V E S  2 2 El Ministerio de Salud deja sin efecto el despido de 14 trabajadores adminis-
trativos de la institución, por lo que estos suspenden la huelga de hambre
declarada 24 hs atrás.



V I E R N E S  3 0 Unos 50 legisladores de los partidos Movimiento Al Socialismo (MAS),
Movimiento Indígena Pachakuti (MIP) y Nueva Fuerza Republicana (NFR) se
declaran en huelga de hambre en demanda de que el gobierno convoque de
manera inmediata al Segundo Congreso Extraordinario. Ante la medida de
fuerza, los partidos de gobierno, el Movimiento Nacional Reformista (MNR) y
el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), establecen el inicio de las
sesiones para el martes 3 de junio. 

J U N I O

D O M I N G O  1 Los legisladores pertenecientes a la NFR suspenden la huelga de hambre que
mantienen en reclamo de la convocatoria al segundo Congreso Extraordinario. 

L U N E S  2 Un grupo de 27 mineros de Huanuni se declara en huelga de hambre y se
encierra en un ambiente de la sede de la Federación Sindical de Trabajadores
Mineros de Bolivia (FSTMB) de la ciudad de El Prado para exigir el cumpli-
miento del compromiso asumido por el gobierno en función de asegurar la
continuidad de su fuente de trabajo. 

M A R T E S  3 Los legisladores del MAS y el MIP llegan a un acuerdo con el gobierno y levan-
tan la huelga de hambre al aceptar que sus tres proyectos de ley sean trata-
dos en el próximo congreso extraordinario.

Estudiantes de la Universidad Pública de El Alto (UPEA) marchan por el cen-
tro de La Paz para exigir el tratamiento por parte del congreso de la ley 2115
referente a la autonomía de la casa de estudios superiores. Al llegar a la
plaza Murillo, la policía reprime a los manifestantes con gases lacrimógenos
y balas de goma.

Unos 50 integrantes de la Unión Nacional de ex Presos y Exiliados Po l í t i c o s
de Bolivia se declaran en huelga de hambre en las sedes de la COD de La
Paz y de Cochabamba para exigir que el parlamento incluya en la agenda el
proyecto de ley de resarcimiento a las víctimas de la violencia política. Con el
acuerdo entre el gobierno y los legisladores del MAS y el MIP, los huelguis-
tas levantan la medida.

Cientos de ex trabajadores sin jubilación, pertenecientes a la denominada
generación intermedia, marchan por el centro de La Paz para exigir al gobier-
no el cumplimiento del acuerdo firmado en el pasado mes de febrero, ten-
diente a la inclusión en el sistema jubilatorio de los más de 9 mil trabajadores
que se encuentran en esta situación. 

V I E R N E S  6 Se inicia en La Paz el Segundo Encuentro Nacional contra el ALCA con una
concentración en la plaza San Francisco y una posterior marcha hacia la casa



de gobierno. El objetivo de la actividad es consolidar el Movimiento Boliviano
contra el ALCA y la Organización Mundial de Comercio (OMC), organizador
del evento, y difundir la idea de que existen otras formas de integración basa-
das en el respeto a la soberanía.

M A R T E S  1 0 Trabajadores mineros de Amayapampa ocupan las instalaciones del centro
productivo local ante el fracaso de las negociaciones con las autoridades de la
Empresa Minera Nueva Vista Sociedad Anónima en torno a la intención de las
mismas de finalizar las operaciones comerciales en dicho centro. 

V I E R N E S  1 3 Evo Morales es reelecto como secretario general de las 6 federaciones de pro-
ductores de coca de Cochabamba en el congreso que se realiza en dicho
departamento. 

M A R T E S  1 7 Alrededor de 20 integrantes del Movimiento de Trabajadores Desocupados de
La Paz instalan un piquete de huelga de hambre en la sede de la FSTMB, en
la ciudad de La Paz, para protestar por el incumplimiento gubernamental res-
pecto a la creación de fuentes de trabajo. Dirigentes del sector expresan que
mantendrán la medida hasta que el ministro de trabajo cumpla con la pro-
mesa de incorporarlos al Plan Nacional de Empleo (PLANE).

L U N E S  2 3 Alrededor de 20 mil trabajadores, pertenecientes a la Federación Nacional de
Cooperativistas Mineros (FENCOMIN), se movilizan en distintos puntos del
país y bloquean entre otras las carreteras de La Paz, Oruro, los Yungas, Potosí
y Cochabamba, en demanda de que el gobierno cumpla con el convenio sus-
crito el 27 de febrero pasado por el cual se compromete a reactivar la activi-
dad minera en el país mediante la asignación de 600 millones de dólares para
el sector. En un cruce de la carretera que une las ciudades de La Paz, Oruro y
Cochabamba unos 2 mil mineros se enfrentan con efectivos de las fuerzas
armadas. Un trabajador muere y otros dos resultan heridos como consecuen-
cia de la represión. El hecho ocasiona la inmediata suspensión de la reunión
que dirigentes de los trabajadores mantenían con representantes del gobier-
no en la Prefectura de Oruro.

Alumnos de la Universidad Pedagógica de la ciudad de Sucre marchan hacia
la Alcaldía municipal para exigir que la comuna se comprometa a construir un
nuevo edificio para esa casa de estudios. La medida se enmarca en el plan de
lucha iniciado hace una semana con una masiva huelga de hambre. Al llegar
a la plaza 25 de Mayo la manifestación es reprimida por la policía, resultando
4 estudiantes detenidos y 1 herido de gravedad.

M A R T E S  2 4 La Asociación Nacional de Desocupados y el gobierno llegan a un prea-
cuerdo por medio del cual los representantes del ejecutivo se comprome-
ten a entregar a través del PLA NE 60 empleos y 100 cupos para cursos de
capacitación, y a instalar consultorios médicos en diferentes lugares del país.



Por su parte, los desocupados deben levantar la huelga de hambre iniciada
en los últimos días.

J U E V E S  2 6 La FENCOMIN decide levantar los bloqueos que mantiene en diferentes pun-
tos del país tras aceptar la propuesta gubernamental de asignar un monto de
2 millones de dólares para el programa de reactivación minera.

Los cooperativistas mineros de la mina Huanuni, ubicada en Potosí, no aprue-
ban el acuerdo firmado entre el gobierno y la FENCOMIN y mantienen el blo-
queo de la carretera que une La Paz con Oruro y Cochabamba. 

S Á B A D O  2 8 Los trabajadores de la mina Huanuni levantan el bloqueo que mantenían en
la ruta Oruro-Potosí tras firmar un acuerdo con el gobierno. El documento
garantiza la continuidad de la actividad minera en la región.

D O M I N G O  2 9 Cientos de integrantes del Movimiento Sin Tierra de Bolivia (MSTB) ocupan tie-
rras en las localidades de El Tolar, cercana a La Paz, Terebinto y Santa Mart h a .
Dirigentes del movimiento ex p r e san que la toma de los terrenos se debe al
incumplimiento por parte del gobierno de los acuerdos firmados el año ante-
rior por medio de los cuales el ejecutivo debería entregar 500 mil hectáreas. 

L U N E S  3 0 Ramón Loayza, senador suplente del MAS, es elegido como nuevo secretario
ejecutivo de la Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de
Bolivia (CSUTCB). 

J U L I O

J U E V E S  3 Campesinos pertenecientes al MSTB toman una hacienda en los Yungas, en
las proximidades de La Paz, y otra en la región del Chaco como parte de la
denominada reforma agraria desde abajo. Representantes del gobierno y
del Instituto Nacional para la Reforma Agraria (INRA) se reúnen con diri-
gentes de los campesinos en la Prefectura de La Paz para encontrar una sa l i-
da al conflicto.

L U N E S  7 Pobladores de la localidad de Tiquipaya, cercana a Cochabamba, realizan una
marcha con bloqueo de calles en repudio a que la Alcaldía Municipal le con-
ceda a la empresa EPSA-MACOTTI la explotación del agua potable y la insta-
lación del alcantarillado en la zona. Se produce un enfrentamiento con la poli-
cía del cual resultan 10 personas heridas y la militarización de la región por
parte de las fuerzas de seguridad. Los habitantes del lugar exigen también la
renuncia del alcalde.

V I E R N E S  1 1 El secretario ejecutivo del MSTB, Ángel Durán, y la ministra de Desarrollo
Sostenible, firman un convenio por medio del cual los sin tierra se compro-



meten a suspender la ocupación de haciendas a cambio del inmediato inicio
del saneamiento de tierras por parte del gobierno. 

D O M I N G O  1 3 Campesinos pertenecientes al MSTB, de las localidades de Minero, Chané y
San Pedro, ocupan la propiedad agropecuaria San Cayetano en Santa Cruz.
Las autoridades del INRA les otorgan un lapso de 48 hs para que desa l o j e n
la hacienda.

J U E V E S  1 7 Alrededor de 600 efectivos de la policía y el ejército desalojan, mediante el
disparo de gases lacrimógenos y balas de goma, a los integrantes del MSTB
que mantienen ocupada la hacienda San Cayetano en el departamento de
Santa Cruz. En el operativo resultan detenidos 265 campesinos sin tierra, quie-
nes son liberados a la brevedad. 

Estudiantes de la UPEA marchan por el centro de La Paz hacia el edificio de
la vicepresidencia en demanda de la aprobación de la ley por la que se le otor-
ga autonomía a esa casa de estudios superiores.

L U N E S  2 1 Alrededor de 1. 500 campesinos del norte del país bloquean en horas de
la madrugada la entrada a la localidad de Santa Rosa en demanda del
asfaltado de la ruta Santa Rosa – San Ignacio, el ripiado del camino a Sa n
Luis y la protección de la reserva forestal municipal considerada como el
pulmón y fábrica de lluvias de toda la región. Cerca del mediodía unos
500 campesinos se trasladan hacia la empresa distribuidora de gas
TRA NSREDES en donde proceden al cierre de la válvula que provee a la
región de Río Grande. El prefecto del departamento insta a los dirigentes
campesinos a suspender las medidas de presión y no descarta el accionar
del ejército.

M A R T E S  2 2 Un grupo combinado de 350 efectivos de la policía y el ejército reprime a los
campesinos de Santa Rosa de Sara, en el norte del país, quienes bloquean la
ruta y ocupan la empresa distribuidora de gas TRANSREDES. Como conse-
cuencia de la represión, un campesino muere por el disparo de un arma de
fuego, 16 resultan heridos, y otros 9 son detenidos.

Un grupo de 50 trabajadores despedidos de la Prefectura del departamento
de Pando se declara en huelga de hambre y marcha por las calles golpeando
cacerolas vacías en protesta por el masivo despido de empleados públicos de
la dependencia departamental. 

M I É R C O L E S  2 3 Representantes cívicos de Santa Rosa se reúnen con funcionarios del
Ministerio de Vivienda y Obras Públicas y firman un convenio por el cual se
dará inicio al asfaltado del tramo Santa Rosa–Ichilo, una de las reivindicacio-
nes sostenidas por la movilización popular.



L U N E S  2 8 Se inaugura en Oruro el XIII Congreso Ordinario de la Central Obrera
Boliviana (COB) con una marcha por el centro de la ciudad protagonizada por
más de 800 delegados. La actividad tiene por objetivo elegir autoridades en
función de la unificación y el relanzamiento de la organización.

Unos 15 reclusos de la cárcel de San Roque de Sucre se declaran en huelga
de hambre en solidaridad con los internos de la prisión de Cantumarca en
Potosí, quienes exigen la inclusión en el Segundo Congreso Ext r a o r d i n a r i o
de la modificación de varios artículos de la ley 2298 de Ejecución de Pe n a s
y Sanciones. 

M I É R C O L E S  3 0 Los internos de 7 centros penitenciarios de todo el país firman un acuerdo con
el gobierno por medio del cual se establece la agilización de los procesos judi-
ciales y la atención a las demandas estructurales de cada una de las cárceles,
por lo que se suspende la huelga de hambre. 

J U E V E S  3 1 La Cámara de Senadores sanciona el proyecto de ley del Sistema Nacional de
Seguridad Ciudadana (SNSC) el cual modifica 11 artículos del Código Penal
tipificando como delitos no sólo el bloqueo de caminos sino también la con-
vocatoria a acciones de protesta. El senador del MAS Filemón Escobar repu-
dia públicamente esta reforma del Código Penal puesto que busca la sanción
de los luchadores sociales.

A G O S T O

V I E R N E S  1 Alrededor de 30 personas se manifiestan en las puertas de la prefectura de la
localidad de Santa Rosa del Sara para protestar contra el prefecto, a quien res-
ponsabilizan por la represión ocurrida el pasado 22 de julio, hecho que oca-
sionó un muerto y decenas de heridos. 

L U N E S  4 El XIII Congreso de la COB elige a Jaime Solares como nuevo secretario eje-
cutivo de la organización. 

M A R T E S  5 El presidente Sánchez de Lozada designa un nuevo gabinete y otorga 2
ministerios a la NFR. Al concretarse la alianza, la coalición MNR – MIR – NFR
obtiene una amplia mayoría en el congreso pero no alcanza los dos tercios,
por lo que debe pactar con los partidos minoritarios Unión Cívica Solidaridad
( UCS) y el Movimiento Bolivia Libre (MBL) o con los opositores MIP y MAS
para resolver los nombramientos de autoridades del poder judicial y de la
administración pública.

J U E V E S  1 4 Cientos de jubilados y rentistas se movilizan por el centro de la ciudad de La
Paz hacia la sede de gobierno para protestar contra la ley 2434 y los decre-
tos supremos 27028 y 27066 a partir de los cuales el ejecutivo pretende



reducir en un 50% sus rentas mensuales al asignar las mismas en relación al
salario mínimo nacional.

L U N E S  1 8 Miles de trabajadores de diversos gremios de la ciudad de El Alto se movi-
lizan por el centro de La Paz en rechazo al código tributario y la ley de
seguridad ciudadana a las que consideran contradictorias a sus intereses.
Según dirigentes de los marchistas, el primero es una estrategia para remo-
verlos de sus puestos de trabajo, mientras que la ley de seguridad está des-
tinada a encerrar a dirigentes, anular la libertad de exigir y censurar al pue-
blo boliviano.

M I É R C O L E S  2 7 Miembros de la Confederación Nacional de Trabajadores en Salud de Bolivia
(CNTSB) marchan por el centro de La Paz hacia el Ministerio de Salud en lo
que constituye el inicio del paro de actividades por 48 hs en demanda del
cumplimiento por parte del poder ejecutivo de los acuerdos suscriptos con el
sector. El ministro de salud expresa que la medida de fuerza es ilegal y que
por lo tanto 20 trabajadores han sido despedidos por no asistir a sus respec-
tivos trabajos.

J U E V E S  2 8 Miles de personas, entre jubilados, trabajadores fabriles, maestros, mineros y
productores de coca, marchan por el centro de La Paz en la marcha convoca-
dos por la COB para exigir al gobierno la atención a sus demandas y en repu-
dio al ALCA y la venta del gas, entre otras cuestiones.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ALCA Área de Libre Comercio de las Américas
CNTSB Confederación Nacional de Trabajadores en Salud de Bolivia

COB Central Obrera Boliviana
COD Central Obrera Departamental

CONMERB Confederación Nacional de Maestros de Educación Rural de Bolivia
CSTSB Confederación Sindical de Trabajadores de la Salud de Bolivia

CSUTCB Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia
FENCOMIN Federación Nacional de Cooperativistas Mineros

FSTMB Federación Sindical de Trabajadores Mineros de Bolivia
INRA Instituto Nacional para la Reforma Agraria

IPR Incentivo a la Permanencia Rural
MAS Movimiento Al Socialismo
MBL Movimiento Bolivia Libre
MIP Movimiento Indígena Pachakuti
MIR Movimiento de Izquierda Revolucionaria

MNR Movimiento Nacional Reformista
MSTB Movimiento Sin Tierra de Bolivia

NFR Nueva Fuerza Republicana



OMC Organización Mundial de Comercio
PLANE Plan Nacional de Empleo
SNSC Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana
UCS Unión Cívica Solidaridad

UPEA Universidad Pública de El Alto

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Marcelo Perera.
Fuentes: diarios Los Tiempos, La Razón, El Diario, El Nuevo Día 
y Correo del Sur.



Colombia

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 Miles de personas, convocadas por la Central Unitaria de Trabajadores (CUT)
y la Confederación General de Trabajadores Democráticos (CGTD), marchan
en el Día Internacional del Trabajador en Bogotá, Medellín y Barranquilla,
entre otras ciudades del país, en contra del referendo, la reforma pensional y
laboral, el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Área de Libre Comercio de
las Américas (ALCA) y la guerra, exigiendo el retiro inmediato de las tropas
estadounidenses de Irak. 

Las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FA RC) combaten con
el ejército en zonas rurales de Viotá y Cundinamarca y en Guayabal. Po r
otro lado, el Ejército de Liberación Nacional (ELN) se enfrenta con las
fuerzas armadas en una zona montañosa cercana al municipio de Sa n
Agustín. 

L U N E S  5 El ejército intenta rescatar al gobernador de Antioquia y al ex Ministro de
Defensa que se encuentran en poder de las FARC. Éstas responden asesinan-
do en Urrao, Antioquia, a ambos funcionarios y a 8 militares que también
están en su poder.

M A R T E S  6 Más de 1.320 internos de la Cárcel de Valledupar inician una huelga de ham-
bre por tiempo indeterminado en reclamo del cumplimiento de sus derechos
de permiso y traslados, mejores condiciones de vida y más alimentos. 

D O M I N G O  1 1 Más de 5 mil personas marchan en Turbo en homenaje al gobernador Gaviria,
el ex ministro Echeverri y los 8 militares muertos en Urrao, Antioquia, el pasa-
do lunes.

J U E V E S  1 5 El ejército combate con las FA RC en las selvas del Meta, en las localidades
de Puerto Concordia, Cumaral y La Macarena, en el sur del país, y en el
d e p a rtamento de Antioquia. Además, las fuerzas de seguridad se enfren-
tan con el ELN en el noroeste de Antioquia y con las Autodefensas Unidas
de Colombia (AUC) en una zona de Tame, cercana a la frontera con
Ve n e z u e l a .



D O M I N G O  1 8 Las FARC y el ejército se enfrentan en Río Verde, San Francisco, en Florencia,
Caquetá y en Puerto Rico. También se producen combates en Cundinamarca,
Guajira, Meta, Norte de Santander, Antioquia y Arauca, entre otras zonas. 

S Á B A D O  2 4 Las FARC y el ejército combaten en Antioquia, en Cundinamarca y en el depar-
tamento de Huila, zona rural de Algeciras. 

M I É R C O L E S  2 8 En Cartagena, Bolívar, trabajadores del sector eléctrico, apoyados por la Unión
Sindical Obrera (USO), el Sindicato Único de Educadores de Bolívar (SUDEB)
y la Asociación Nacional de Trabajadores de Hospitales de Colombia
(ANTHOC), entre otras organizaciones, realizan una marcha en rechazo al
despido de más de 160 empleados impulsado por Electrocosta. 

El ejército se enfrenta con las FARC y el ELN en los departamentos de Bolívar,
Guajira, Antioquia, Cundinamarca y Arauca. 

J U N I O

M I É R C O L E S  4 El Banco Mundial (BM) entrega a Bogotá un crédito de 100 millones de dólares. 

Presuntos paramilitares asesinan en una vía rural de Riosucio a 4 indígenas,
uno de ellos ex gobernador y actual aspirante a la alcaldía del lugar. La
Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC) denuncia que dicha
persona había recibido amenazas de paramilitares. Por otra parte, supues-
tas autodefensas asesinan en Cucutá al dirigente político y candidato a la
gobernación de esa ciudad. La CUT denuncia el hecho ante la comunidad
i n t e r n a c i o n a l .

J U E V E S  5 El ejército combate con las FARC en Cubaral, Meta, en Policarpo, Nariño, en
El Playón, Santander y en Medellín y San Francisco, en Antioquia, donde tam-
bién se enfrenta con el ELN. Además, las fuerzas militares combaten con las
AUC en Baraya, Huila. 

Pobladores bloquean las vías localizadas frente al estadio metropolitano de
Barranquilla en protesta por la falta de energía eléctrica y contra la empresa
Electrocaribe por los malos servicios que presta. La policía los reprime con
gases lacrimógenos, produciéndose enfrentamientos. 

Personas no identificadas realizan un atentado contra la sede del Sindicato de
Maestros de Nariño (SIMANA), afiliado a la CUT.

S Á B A D O  7 La administración de la Empresa Colombiana de Petróleos (ECOPETROL) ini-
cia un paro patronal y militariza las puertas de ingreso a las refinerías de
Barrancabermeja y Cartagena, impidiendo el ingreso de los obreros. 



M A R T E S  1 0 Trabajadores de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones (TELECOM) se
concentran frente a la sede de la misma en Bogotá para exigir el reintegro de
12 empleados de Telebucamaranga, asociada de TELECOM, que fueron des-
pedidos por hacer un mitín. Más tarde, el Escuadrón Móvil Antidisturbios
(ESMAD) ingresa a la empresa, saca a la fuerza al presidente del sindicato y
militariza el edificio. La policía reprime a los manifestantes produciéndose
enfrentamientos que concluyen con 5 empleados heridos y 8 detenidos.

El ELN realiza incursiones armadas en la vereda Barro Blanco, de Concepción,
oriente de Antioquia. 

M I É R C O L E S  1 1 Las instalaciones de TELECOM y sus asociadas amanecen militarizadas en
todo el país por orden de la presidencia de la empresa con el argumento de
“evitar presuntos atentados terroristas”. 

El directorio del FMI completó la primera revisión de un acuerdo stand-by a 2
años con Colombia poniendo a disposición de este país unos 274 millones de
dólares. 

J U E V E S  1 2 El gobierno liquida a TELECOM y a sus 13 empresas asociadas despidiendo a
más de 5 mil trabajadores. Se creará una nueva empresa que se llamará
Telecomunicaciones de Colombia SA, en la que se unificarán todas las activi-
dades de las operadoras asociadas a TELECOM. Los trabajadores permanecen
frente a las puertas de las instalaciones de la misma, en la sede de Bogotá y
de otras ciudades, rodeados por miembros de las fuerzas de seguridad. 

V I E R N E S  1 3 Los trabajadores de TELECOM de la sede de Valledupar mantienen tomada la
entrada de la empresa contra su liquidación. 

S Á B A D O  1 4 Pobladores bloquean la carretera de La Cordialidad a la altura del municipio
de Galapa, en contra de los continuos cortes de energía por parte de
Electrocaribe. La policía reprime la protesta.

L U N E S  1 6 Un total de 10.008 soldados campesinos se incorporan al ejército nacional en
el marco del programa Soldados de mi Pueblo.

M A R T E S  1 7 Las sedes Norte, Centro, Los Andes y Las Palmas del Instituto del Seguro
Social (I SS) son militarizadas por la policía a pedido del gobierno nacional,
para evitar protestas contra la liquidación de la empresa.

Se inaugura el Foro Social Mundial Temático (FSMT) en Cartagena del que
participan más de 3 mil personas. Realizan una marcha encabezada por las
delegaciones del Concejo Internacional del Foro Social Mundial (FSM) de
Porto Alegre, y del Comité Local y del Comité Organizador Colombiano del
FSMT, convocada bajo el lema “Otro Mundo es Posible”. Se preparan confe-



rencias y talleres sobre problemáticas como el desplazamiento forzado, la glo-
balización y la democracia, entre otras. 

J U E V E S  1 9 Miles de trabajadores convocados por la CUT, la CGTD y la Confederación de
Trabajadores de Colombia (C TC) inician un paro nacional de 24 hs con mar-
chas masivas en las principales ciudades del país en rechazo a la liquidación
de TELECOM y a la intención del gobierno de continuar esta política con
ECOPETROL, el Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), el ISS, el sector
salud, la Caja Nacional de Previsión Social (CAJANAL), la Caja de Previsión
Social de Comunicaciones (CAP RECOM) y otras entidades del sector agrope -
cuario, y en contra de la entrega del patrimonio público a empresas extranje-
ras. Se producen enfrentamientos con la fuerza pública en Bogotá y en la sede
de la recién disuelta TELECOM. Algunas clínicas del ISS son ocupadas por sus
trabajadores para evitar que sean militarizadas. 

V I E R N E S  2 0 La policía militariza la entrada a la refinería de ECOPETROL de la sede de
Barrancabermeja, la más importante del país, tras la salida de los trabajadores
del turno de las 10 de la noche. Cientos de trabajadores se mantienen frente
al complejo en asamblea permanente.

S Á B A D O  2 1 Cerca de 700 obreros de la sede de Barrancabermeja de ECOPETROL, afi-
liados a la USO, se declaran en huelga en contra de la militarización y la
liquidación de la misma. La policía los reprime, produciéndose enfrenta-
m i e n t o s .

M A R T E S  2 4 Las FA RC realizan una emboscada contra la armada nacional en la vía que
de El Carmen de Bolívar conduce a Zambrano, dejando un saldo de 11
militares muertos y 8 heridos. Además, combaten con el ejército en la
vereda Los Micos, en San Juan de Arama, departamento del Meta, y en
Florencia, Caquetá. Por otra parte, el ejército se enfrenta con el ELN en
Becerril, Césa r. 

Más de 150 reclusos de la cárcel de Valledupar inician una huelga de hambre
para exigir ser trasladados a cárceles en sus lugares de origen y contra el envío
de 4 de sus compañeros al Área de Atención Especial donde permanecen
incomunicados. 

Miles de trabajadores de ECOPETROL con sus familias, mujeres de la
Organización Femenina Popular (OFP), miembros de la ANTHOC y de coo-
perativas realizan una marcha en Barrancabermeja contra la liquidación de la
empresa petrolera. 

J U E V E S  2 6 El gobierno anuncia la reestructuración de ECOPETROL. Se conformará una
nueva compañía petrolera que será ECOPETROL SA y la Agencia Nacional de
Hidrocarburos, que dependerá del Ministerio de Minas y Energía. Además,



reestructura el I SS creando dos entidades, una que se encargará de las pen-
siones y otra de la salud.

V I E R N E S  2 7 El gobierno reestructura la CAJANAL y la separa en dos empresas, una que
seguirá manejando los servicios de salud, y otra las pensiones.

Más de 5 mil trabajadores de ECOPETROL, agremiados a la USO, realizan un
paro nacional y protestan frente a las refinerías de Barrancabermeja y
Cartagena, entre otras ciudades, en contra del plan de ajuste y privatización
impulsado por el gobierno y de la reestructuración de la empresa. 

J U L I O

M A R T E S  1 Pobladores del barrio La Chinita bloquean la salida a Santa Marta para pro-
testar contra los permanentes cortes de energía por parte de la empresa
Electrocaribe. La policía los reprime, produciéndose enfrentamientos.

Estados Unidos suspende la ayuda militar a Colombia y a otros 34 países en
respuesta a la negativa de éstos a firmar acuerdos para dar inmunidad a las
tropas estadounidenses y evitar su comparecencia ante la Corte Penal
Internacional (CPI). 

J U E V E S  3 Pese a la suspensión de la ayuda militar, la embajadora de EE.UU. asegura
que ese país mantiene su alianza con Colombia en la lucha contra las drogas. 

L U N E S  7 Los presos de la cárcel de Máxima Seguridad de Valledupar cumplen 14 días
de huelga de hambre para exigir al Instituto Nacional Penitenciario y
Carcelario (INPEC) que los traslade a cárceles en sus ciudades de origen,
entre otras cuestiones. Decenas de reclusos se suman a la protesta.

M A R T E S  8 El Departamento de Estado de EE . UU. certifica a Colombia en derechos huma-
nos, por lo que autoriza la entrega a este país de 31,6 millones de dólares.

Las FARC y el ejército combaten en los corregimientos de La Gabarra y El
Tarra, Norte de Santander y en los municipios de Tibú. Por otra parte, las AUC
y el ejército se enfrentan en la vereda Matupa, zona rural del municipio de San
Martía, Meta. 

M I É R C O L E S  9 El Ministerio de Hacienda realiza un canje de 300 millones de dólares en
bonos de deuda externa.

La administración de ECOPETROL SA y la USO acuerdan reestablecer la “nor-
malidad laboral” en la empresa permitiendo el ingreso de los obreros a las
refinerías a partir del próximo martes, así como establecer el inicio de mesas



de diálogo con la mediación del tribunal de arbitramento obligatorio convo-
cado por el Ministerio de la Protección Social.

M A R T E S  1 5 Las AUC y el gobierno firman el “Acuerdo de Santa Fe de Ralito para con-
tribuir a la paz de Colombia” que contempla el cese de hostilidades, la
desmovilización, el desmonte de los paramilitares antes de finalizar el año
2003, la búsqueda de mecanismos de reinserción de las autodefensas por
p a rte del gobierno y la concentración de todos los combatientes en un
sitio vigilado por la fuerza pública, así como la solicitud de apoyo a la
comunidad internacional. El acuerdo establece también que los paramili-
tares pueden conservar sus armas, sus uniformes y su estructura interna.
El Bloque Central Bolívar, la Alianza Oriente, las Autodefensas Ca m p e s i n a s
del Magdalena Medio (ACMM) y el Bloque Metro quedan por fuera de
este acuerdo.

Pobladores de varios barrios bloquean la entrada a Me Quejo y Por Fin, en
Barranquilla, en protesta por los permanentes cortes de luz por parte de la
empresa Electrocaribe. Se producen enfrentamientos con el ESMAD que
dejan un saldo de un joven herido de bala de plomo.

M I É R C O L E S  1 6 El ex concejal Alberto Márquez, miembro del Partido Comunista Colombiano
(PCC), y su escolta, son asesinados por desconocidos en su residencia de
Natagaima, Tolima. 

Las FARC y el ejército combaten en una zona rural de la capital del César, en
las afueras de Valledupar.

J U E V E S  1 7 El Congreso de EE.UU. aprueba 574,6 millones de dólares para Colombia, que
se destinarán en su mayoría a la Iniciativa Andina Contranarcóticos (IAC) y a
los programas de fumigación, entrenamiento y dotación de brigadas móviles,
entre otras cuestiones. 

V I E R N E S  1 8 Las FARC envían una carta a la Organización de las Naciones Unidas (ONU)
en la que piden que se busquen alternativas de diálogo y que se organice un
encuentro entre su líder, Manuel Marulanda, y algún miembro de la ONU
para poder plantear la posición de esa organización armada frente a la solu-
ción negociada al conflicto.

L U N E S  2 1 Tr a n s p o rtistas urbanos de Medellín realizan un paro contra la puesta en
marcha del Plan Cuadrantes por parte de la administración municipal, en
junio pasado, que produjo la reducción del número de pasajeros en algu-
nas rutas. 

M A R T E S  2 2 El ministro del Interior francés reconoce que su país realizó gestiones huma-
nitarias para la liberación de la ex candidata presidencial Ingrid Betancourt,



que se encuentra secuestrada por las FARC, pero niega haber tenido contac-
tos directos con miembros de esta organización.

M I É R C O L E S  2 3 Un miembro de la ANTHOC es asesinado en Barranquilla. Sindicalistas exigen
a las autoridades investigar la posible existencia de un grupo denominado
“Muerte a los Sindicalistas” que tendría en la mira a 30 personas. 

Las FARC y el ELN secuestran conjuntamente a por lo menos 10 personas en
una zona rural del municipio de Santa Rosa del Sur, en el departamento de
Bolívar.

J U E V E S  2 4 Las ACMM plantean al gobierno que en adelante considere negociar con ellas
en una mesa de diálogo independiente.

L U N E S  2 8 Docentes agremiados al Sindicato de Educadores de Risaralda (SER) y estu-
diantes de la Universidad Tecnológica de Pereira (UTP) realizan un paro y ocu-
pan el centro educativo contra el sistema de crédito para algunos programas
nocturnos implementado por el gobierno nacional y los intentos de privatiza-
ción de la universidad. La policía rodea el recinto y obliga a los estudiantes a
desalojar el centro de estudios. 

A G O S T O

V I E R N E S  1 Más de 500 habitantes de 6 barrios del suroccidente de Barranquilla bloque-
an vías de la zona en protesta por los racionamientos de energía eléctrica por
parte de Electrocaribe. El ESMAD los reprime produciéndose enfrentamientos
por algunas horas que dejan un saldo de 8 detenidos y 3 heridos. 

L U N E S  4 Tropas del ejército se enfrentan con el ELN en una zona rural de La Jagua de
Ibirico, en el César.

J U E V E S  7 Presuntos miembros de las FARC dinamitan un tramo del oleoducto Caño
Limón Coveñas, en Sincelejo, Sucre.

V I E R N E S  8 El representante comercial estadounidense, Robert Zoellick, se reúne en
Bogotá con autoridades y empresarios colombianos y manifiesta que ya se
puede comenzar a trabajar en vistas a un acuerdo de libre comercio entre
ambos países.

El máximo líder de las AUC insiste en que un delegado de EE.UU. se incor-
pore a la mesa de negociaciones establecida con el gobierno colombiano.

D O M I N G O  1 0 El presidente Uribe pide la renuncia a los militares que no actúen con efi-
ciencia para detener los atentados perpetrados por la guerrilla. 



L U N E S  1 1 Más de 550 miembros del frente Héroes de Granada, uno de los 2 bloques
que conforman el Bloque Metro, anuncian que se sumarán a la desmoviliza-
ción que negocian las AUC y el gobierno nacional.

Las FARC y el ejército se enfrentan en Calamar, Guaviare, Puerto Asís,
Putumayo y en Ricaurte, Nariño. Además, el ejército combate con las AUC en
Maceo, Antioquia. 

Las FARC incendian 5 pozos petroleros en la región amazónica sureña. 

M A R T E S  1 2 Miles de trabajadores de ECOPETROL, el ISS, el SENA, la Rama Judicial, el
s e rvicio eléctrico y el magisterio, entre otros sectores, convocados por el
Comando Nacional Unitario (CNU), integrado por la CUT, la CTC, la CGTD
y la Confederación de Pensionados de Colombia (CPC), realizan un paro
nacional y marchan en Bogotá, Medellín, Barranquilla y Barrancabermeja,
entre otras ciudades del país, contra la liquidación de TEL ECOM, la rees-
tructuración del ISS y de ECOPETROL, los cerca de 40 mil despidos que
provocaron estas medidas, el ajuste fiscal y contra el FMI, entre otras cues-
tiones. Esta protesta confluye con una multitudinaria manifestación que
tiene lugar en Bogotá, convocada por la Asociación Nacional por la
Salvación Agropecuaria (ANSA) con delegaciones de más de 20 depart a-
mentos de cerca de 200 municipios que representan a cientos de produc-
tores agropecuarios, indígenas y campesinos de todo el país, para ex p r e sa r
su repudio al ALCA y por la soberanía alimentaria. El ESMAD reprime con
gases lacrimógenos a empleados estatales y campesinos en la Plaza de
Bolívar, en Bogotá, produciéndose enfrentamientos y detenciones. Las
columnas se repliegan y vuelven a avanzar junto a otras que van llegando.
En Riohacha la manifestación de las centrales obreras confluye con una
marcha de usuarios de servicios básicos. Los manifestantes apedrean las
instalaciones de Electrocaribe, la gobernación y el Cuerpo Técnico de
Investigaciones (CTI) de la Fiscalía, enfrentándose con la policía que los
reprime con gases lacrimógenos y balas de goma, deteniendo a más de 20
personas. En Pasto, la policía ingresa por la fuerza a la sede sindical de los
maestros públicos, mientras que en Sincelejo derriba la puerta de acceso al
edificio del ISS. 

J U E V E S  1 4 La Junta Directiva Nacional de la USO resuelve por mayoría aceptar la ex i-
gencia patronal de negociar los puntos del contrapliego presentado por la
e m p r e sa que contempla un ataque contra los derechos conquistados por
los trabajadores.

V I E R N E S  2 2 La Asamblea Nacional de Delegados de ECOPETROL ratifica la decisión de
la Junta Directiva de la USO de negociar el contrapliego presentado por la
p a t r o n a l .



D O M I N G O  2 4 El ejército y el ELN se enfrentan en los municipios de El Peñol y Urrao. A
su vez, las FA RC combaten con las fuerzas de seguridad en la vereda
Sabanas, Urrao. 

La Iglesia Católica afirma que está dispuesta a colaborar para buscar un acer-
camiento entre las FARC y el gobierno, luego de conocerse un comunicado en
el que éstas aceptan reunirse con el arzobispo.

Presuntos miembros de las FA RC vuelan un tramo del oleoducto Ca ñ o
Limón Coveñas.

L U N E S  2 5 El secretariado de las FARC y el comando central del ELN divulgan un comu-
nicado conjunto en el que anuncian que no establecerán procesos de acerca-
miento político y de diálogo con el gobierno de Uribe. En dicho documento
ratifican la política de canje de prisioneros de guerra y detenidos políticos en
poder de las partes.

M A R T E S  2 6 Un grupo de 150 jóvenes que integran el Bloque Metro, disidente de las AUC,
que operan en el centroriente de Medellín, anuncia su paso al Bloque Cacique
Nutibara (BCN) de las AUC con el fin de acogerse al proceso de desmoviliza-
ción de las autodefensas.

M I É R C O L E S  2 7 El gobierno de los EE.UU. dona a Colombia 25 millones de dólares para el
programa antisecuestro, que beneficiará a 400 agentes del ejército, la policía,
la fiscalía y el servicio de inteligencia del estado.

S Á B A D O  3 0 Las FARC entregan un video en el que aparece Ingrid Betancourt, en el que
ésta reclama su liberación, señala el intercambio de civiles por guerrilleros
presos y refiere que las operaciones de rescate por parte del ejército tienen
que estar supervisadas por el presidente Uribe.

D O M I N G O  3 1 Las FARC se enfrentan al ejército en el municipio de San Francisco y Dadeiba,
Antioquia y en la zona rural de El Tarra, Norte de Santander. Además, el ejér-
cito combate con el ELN en una zona rural del municipio de Paya, Boyacá. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ACMM Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio
ALCA Área de Libre Comercio de las Américas
ANSA Asociación Nacional por la Salvación Agropecuaria

ANTHOC Asociación Nacional de Trabajadores de Hospitales de Colombia
AUC Autodefensas Unidas de Colombia
BCN Bloque Cacique Nutibara
BM Banco Mundial



CAJANAL Caja Nacional de Previsión Social
CAPRECOM Caja de Previsión Social de Comunicaciones 

CGTD Confederación General de Trabajadores Democráticos
CNU Comando Nacional Unitario
CPC Confederación de Pensionados de Colombia
CPI Corte Penal Internacional

CTC Confederación de Trabajadores de Colombia 
CTI Cuerpo Técnico de Investigaciones

CUT Central Unitaria de Trabajadores
ECOPETROL Empresa Colombiana de Petróleos

ELN Ejército de Liberación Nacional
ESMAD Escuadrón Móvil Antidisturbios

FARC Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia
FMI Fondo Monetario Internacional
FSM Foro Social Mundial

FSMT Foro Social Mundial Temático
IAC Iniciativa Andina Contranarcóticos

INPEC Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 
ISS Instituto del Seguro Social

OFP Organización Femenina Popular
ONIC Organización Nacional Indígena de Colombia
ONU Organización de las Naciones Unidas
PCC Partido Comunista Colombiano

SENA Servicio Nacional de Aprendizaje
SER Sindicato de Educadores de Risaralda

SIMANA Sindicato de Maestros de Nariño
SUDEB Sindicato Único de Educadores de Bolívar 

TELECOM Empresa Nacional de Telecomunicaciones
USO Unión Sindical Obrera
UTP Universidad Tecnológica de Pereira

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María Chaves.
Fuentes: diarios El Tiempo, El Colombiano, El Heraldo, Indymedia Colombia
y Rebelión.



Ecuador

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 Más de 15 mil personas convocadas por el Frente Popular, el Frente Unitario
de Trabajadores (FUT), el Partido Comunista, el Socialista, la Federación de
Indígenas Evangélicos del Ecuador (FEINE), la Unión Nacional de Educadores
(UNE), la Central de Trabajadores del Ecuador (CTE) y otras organizaciones
marchan hasta la plaza San Francisco en Quito en el Día Internacional del
Trabajador contra el plan económico del presidente Gutiérrez y la resolución
del Tribunal Constitucional (TC) de dejar sin efecto el incremento del deci-
mocuarto salario y en demanda de aumentos salariales y puestos de trabajo.
También se realizan manifestaciones en Guayaquil, Cuenca, Riobamba,
Azogues, Ambato, Manabí y Guaranda.

M I É R C O L E S  1 4 La UNE inicia un paro nacional indefinido en demanda de que el gobierno les
otorgue los 165 millones de dólares de reasignaciones, el pago de los salarios
de abril y el decimocuarto sueldo. En Guayaquil los maestros marchan hasta
la sede gubernamental. Intentan ingresar, pero lo impide la policía. En
Tungurahua 4 mil maestros marchan hasta la Gobernación. Un sector de los
estudiantes apoya la medida y protesta en las cercanías de la Universidad
Central, en Quito. La policía reprime con gases lacrimógenos.

L U N E S  1 9 La UNE marcha en Quito, Guayaquil y Ca ñ a r. Los técnicos docentes del Ministerio
se suman a la protesta en reclamo del sueldo de abril adeudado y un aumento
en los salarios. En Imbabura toman la Dirección Provincial de Educación. 

V I E R N E S  2 3 La Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE), la
Confederación de Pueblos de la Nacionalidad Kichwa del Ecuador
(ECUARUNARI) y la Confederación Ecuatoriana de Organizaciones Sindicales
Libres (CEOSL), entre otras, realizan la Tercera Asamblea Nacional de
Oposición al Acuerdo de Libre Comercio. Resuelven que el ingreso al Área de
Libre Comercio de las Américas (ALCA) debe ser decidido de forma particu-
lar en cada país y mediante una consulta popular.

L U N E S  2 6 La CONAIE realiza una asamblea en Pujilí, Cotopaxi, donde deciden distan-
ciarse del gobierno hasta que éste modifique sus políticas económicas. 



J U N I O

L U N E S  2 La UNE marcha en Cuenca y Quito. Unos 500 maestros se concentran en el
puente internacional con Perú para reunirse con sus pares de Aguas Verdes.
La policía peruana les impide el paso. 

J U E V E S  5 La Federación Nacional de Organizaciones Campesinas, Indígenas y Negras
( FENOCIN), el FUT y los trabajadores de las empresas Eléctrica y
Petroecuador marchan hasta el Palacio de Carondelet. Entregan un petitorio
donde piden el cumplimiento del Plan de Reactivación de la Economía Rural
que contempla la entrega de créditos, el rechazo a la privatización de las
e m p r e sas eléctricas y la defensa de Petroecuador para comercializar el gas
de uso doméstico.

L U N E S  9 Los 4 mil trabajadores de Petroecuador, integrantes de la Federación de
Trabajadores Petroleros de Ecuador (FETRAPEC) y del Comité de Empresa de
Trabajadores Petroleros (CETAPE), inician un paro indefinido en contra de la
privatización de la empresa, en demanda de que el petróleo del estado se
transporte por el Sistema del Oleoducto Transecuatoriano (SOTE), que
Petrocomercial, filial de Petroecuador, envase y comercialice el Gas Licuado
de Petróleo (GLP); y que el ministro de Minas renuncie a su cargo. Los traba -
jadores toman la estación del SOTE, en Guajaló, e imposibilitan el bombeo.
En la Refinería Esmeraldas, la terminal de El Beaterio, las estaciones Lago
Agrio, Shushufindi, Sacha, Coca y Tarapoa, entre otras, se paralizan las labo-
res. El gobierno incrementa en la empresa la presencia de fuerza pública y el
personal de seguridad industrial de Petroecuador.

Unos 600 maestros de la UNE y alumnos de la Federación de Estudiantes
Secundarios (F ESE) marchan hasta la Dirección Provincial de Educación de
Pichincha y toman las instalaciones. Unos 250 maestros de Pichincha,
Riobamba, Guayaquil y Cuenca inician una huelga de hambre. 

M I É R C O L E S  1 1 El presidente Gutiérrez militariza las instalaciones de Petroecuador, El Beaterio
en Quito y Pascuales en Guayaquil. La vigilancia externa está a cargo de la poli-
cía. El ministro de Energía dispone que Petrocomercial deje de envasar el gas
de uso doméstico para evitar un desabastecimiento, y anuncia que quienes no
trabajen serán despedidos sin indemnización. Los trabajadores petroleros,
eléctricos, la FENOCIN y otros sectores sociales marchan en Quito hasta donde
se encuentran los docentes en huelga de hambre, a quienes brindan su apoyo. 

V I E R N E S  1 3 El subsecretario de Gobierno, Virgilio Hernández, integrante de Pachakutik
( PK), presenta la renuncia por entender errada y poco transparente la
negociación del gobierno en el conflicto del sector petrolero. El ministro de
Energía anuncia que los huelguistas que se nieguen a trabajar serán dete-
nidos y reemplazados por profesionales privados.



La UNE levanta el paro y la huelga de hambre tras el acuerdo alcanzado días
atrás que incluye el alza de 10 dólares en el salario básico desde octubre y 10
más a partir de enero, una bonificación de 10 dólares mensuales en julio,
agosto y septiembre, y 57 millones de dólares, de los cuales 40 millones serán
para alzas salariales. 

D O M I N G O  1 5 El PK pide al presidente Gutiérrez la renuncia de los ministros de Economía
y de Energía y del subsecretario de la Administración. Por su part e ,
Sociedad Patriótica (SP) le pide la destitución de la ministra de Educación,
integrante de PK .

M A R T E S  1 7 Los trabajadores petroleros del país levantan la huelga luego del pedido del
presidente del Congreso Nacional de dar lugar al diálogo con el gobierno,
para lo cual se conformará una comisión. Las actividades productivas y
administrativas comienzan a cumplirse progresivamente. Varios trabajadores
denuncian recibir amenazas. El ministro de Energía solicita que se investigue
la participación de 52 trabajadores de Pe t r o e c u a d o r.

La CON A IE le entrega al presidente Gutiérrez, en el Palacio de Ca r o n d e l e t
en Quito, el “Mandato de la Iª Cumbre de las Nacionalidades, Pueblos y
Autoridades Alternativas”, que contempla la exigencia de la renuncia de los
ministros de Economía y Energía y del secretario de Administración y la rea-
lización de una Asamblea Constituyente para reformar el estado, entre
otras cosas. 

V I E R N E S  2 0 Los trabajadores de Petroindustrial de Esmeraldas deciden aplicar el “plan
t o rtuga” en sus actividades, que implica una disminución del ritmo de traba-
jo. Demandan que el gobierno deponga las demandas de despido sin
indemnización o vistos buenos y los juicios en contra de los dirigentes sindi-
cales de Pe t r o e c u a d o r.

S Á B A D O  2 1 La justicia ordena la prisión preventiva de 12 dirigentes sindicales de
Petroecuador.

M A R T E S  2 4 Unos 670 trabajadores administrativos de la refinería de Esmeraldas paralizan
por 2 hs las actividades en rechazo a la detención de 7 dirigentes sindicales
ocurrida el día anterior.

La CON A IE y el presidente Gutiérrez firman en Carondelet un acta en la
que el gobierno se compromete a no privatizar ningún área del estado y
no aumentar el precio del cilindro de gas de uso doméstico, entre otras
cuestiones. 



J U L I O

L U N E S  7 El Fondo Monetario Internacional (FMI) acepta postergar los vencimientos de
algunas de las metas claves del acuerdo crediticio por 205 millones de dólares. 
La Federación Médica Ecuatoriana (FME) inicia un paro nacional indefinido
demandando al gobierno la reforma del artículo 130 de la Ley de
Remuneraciones para que se les reconozca un aumento proporcional a las
horas trabajadas y el pago de sueldos atrasados. 

M A R T E S  8 Alrededor de 550 médicos de escuelas y colegios fiscales de Quito se unen al
paro de la FME demandando el pago de bonificaciones que se les adeuda por
servicio administrativo. 

J U E V E S  1 0 Los dirigentes de la FENOCIN, el FUT, la FEINE y otras organizaciones indíge-
nas, campesinas y sindicales comienzan el Congreso de los Pueblos en la Casa
de la Cultura en Quito.

V I E R N E S  1 8 Los dirigentes de PK ratifican la alianza con el gobierno luego de una reunión
con el presidente Gutiérrez. Por su parte, la ECUARUNARI rechaza al gobier-
no por su alianza con el Partido Social Cristiano (PSC) y por no responder a
las demandas del pueblo. Previo a la reunión, el asesor del gobierno,
Fernando Buendía, y el representante del presidente Gutiérrez ante el direc-
torio del Fondo de Inversión Social, Rodrigo Collahuazo, le presentan su
renuncia por no acordar con las acciones programáticas del gobierno. 

L U N E S  2 1 Las acciones de la Empresa Eléctrica del Ecuador (EMELEC) y Electroecuador
son traspasadas a un Fideicomiso Local Irrevocable. Mediante este documen-
to se transfieren los muebles e inmuebles y los nombres comerciales de las
compañías involucradas. Estará administrado por un comité cuyos miembros
representarán al gobierno, a las cámaras de la producción y a la Agencia de
Garantía de Depósitos (AGD), entre otros. Luego se designará al ente público
que se encargará de la administración de los bienes.

El presidente Gutiérrez pide la renuncia de la ministra de Educación, inte-
grante de PK, debido a sus declaraciones públicas críticas al régimen. 

M A R T E S  2 2 La CON A IE se declara en asamblea permanente para decidir si sigue o no
en la alianza de gobierno, luego de que fuera removida la ministra de
Educación. 

V I E R N E S  2 5 Ottón Morán asume como ministro de Educación. 

J U E V E S  3 1 Los médicos, las obstetras, los odontólogos y las enfermeras rurales se suman
al paro de la FME, demandando el pago del bono anual del profesional rural
y un porcentaje del bono del servidor público.



A G O S T O

V I E R N E S  1 El ministro de Gobierno, Mario Canessa, renuncia a su cargo sin hacer públi-
cos los motivos de su dimisión. 

Las organizaciones indígenas inician una serie de encuentros denominados
Talleres de Socialización para discutir posicionamientos frente a la crisis política
de la alianza entre PK y SP y delinear la postura que será presentada en la
Asamblea Nacional de PK, el 15 de este mes. Por su parte la FENOCIN realiza
su asamblea nacional, en la que se declara en movilización permanente y
opuesta al gobierno de Gutiérrez por profundizar el modelo neoliberal posibili-
tador del capital transnacional y el libre mercado y por su subordinación al FMI .

L U N E S  4 El Seguro Social Campesino (S SC) retira su respaldo a la gestión presidencial
de Gutiérrez por el acercamiento de éste al PSC.

M A R T E S  5 Más de 2 mil integrantes de la FME de todo el país junto a la Asociación de
Médicos Rurales de Pichincha marchan en Quito hasta el Palacio de
Carondelet demandando al gobierno y el Consejo Nacional de
Remuneraciones (CON A REM) que se modifique el artículo 130 de la Ley
de Remuneraciones.

M I É R C O L E S  6 Se rompe la alianza entre PK y SP. El presidente Gutiérrez separa a varios
ministros pertenecientes a PK, entre ellos Nina Pacari, de Relaciones
Exteriores, y Luis Macas, de Agricultura. También es destituida Doris Solís, de
Turismo. La decisión es tomada luego de que el bloque parlamentario de PK
votara en contra del proyecto gubernamental de Servicio Civil y Ca r r e r a
Administrativa acordado con el FMI, que establece que la semana laboral
sea de 48 hs en lugar de las 40 actuales. La Confederación de
Nacionalidades Indígenas de la Amazonía Ecuatoriana (CONFENIAE) realiza
una reunión con el ejecutivo en el Palacio de Carondelet y respalda al
gobierno de forma incondicional. La CONFENIAE descarta una separación
de la CON A IE, pero rechaza la decisión de la dirigencia de PK, sin esperar el
pronunciamiento de las bases.

J U E V E S  7 Los trabajadores petroleros que se entregaran a la justicia dos días atrás son
liberados. Solicitan la restitución de sus puestos de trabajo.

Los directores de la Corporación Financiera Nacional, Ministerio de Vivienda,
y Proyecto de Desarrollo Rural Integral-Cotacachi, entre otras autoridades per-
tenecientes a PK, renuncian en forma colectiva. Aquellos de PK que se man-
tengan en sus puestos serán expulsados del movimiento.

S Á B A D O  9 Los integrantes de PK en su Congreso Provincial en Chimborazo, iniciado el
día anteriro, declaran traidor al presidente Gutiérrez. 



L U N E S  1 1 Más de 700 indígenas marchan en Latacuna, Cotopaxi, hasta el coliseo “Simón
Bolívar” donde todos los funcionarios del lugar firman sus renuncias.

La Corte Suprema de Justicia (CSJ) pide el arresto domiciliario del ex presi-
dente Gustavo Noboa por encontrar indicios de responsabilidad con relación
a la denuncia de irregularidades en la renegociación de la deuda externa
durante su mandato.

M I É R C O L E S  1 3 La FME levanta el paro tras llegar a un acuerdo con el gobierno que implica
conformar una comisión que buscará reformar el artículo 130 de la Ley de
Remuneraciones, para que se reconozca un 30% más de sueldo a quienes
trabajan 6 hs y un 50% a quienes trabajan 8 hs. Aún no hay soluciones para
los médicos rurales y escolares.

V I E R N E S  1 5 La CONAIE, en el marco del Congreso de los pueblos realizado en el local de
EMELEC, ratifica la ruptura de la alianza con el gobierno y se pronuncia en
contra de las privatizaciones, del acuerdo con el FMI y de involucrar al país en
el Plan Colombia, entre otras cosas. 

J U E V E S  2 1 En el marco de la jornada nacional de protesta convocada por el Congreso
de los Pueblos, miles de personas, entre ellas la FENOCIN, el Movimiento
Popular Democrático (MPD), la Coordinadora de Movimientos Sociales
( CMS), la FUT, la UNE, el Frente Patriótico (FP), los sindicatos petroleros,
eléctricos, estudiantes y jubilados, marchan en todo el país para ex i g i r
cambios en el gobierno de Lucio Gutiérrez; definiciones en política petro-
lera, social y laboral; contra el FMI y las privatizaciones; que el Congreso
se pronuncie sobre la Base de Manta, el Plan Colombia y el ALCA. En
Guayaquil la policía reprime una marcha de jubilados que participan de la
jornada y son detenidos 13 docentes de la UNE. Participan del operativo
de seguridad unos 27 mil agentes de la policía, Fuerzas Armadas y
Comisión de Tr á n s i t o .

V I E R N E S  2 2 Miles de personas de casi todas las 22 provincias realizan la “marcha de la
libertad” hasta la Plaza San Francisco, Quito, en respaldo al presidente
Gutiérrez y como contramarcha de la realizada el día anterior por el Congreso
de los Pueblos. Muchos de los participantes –indígenas, empleados de
Andinatel y de la Superintendencia de Telecomunicaciones– aseguran haber
sido amenazados por el cuñado del presidente, organizador de la marcha.

El presidente Gutiérrez recibe a su par de Colombia en una visita que culmi-
na con la firma de una declaración conjunta en la que definen acciones con-
cretas sobre la promoción de las relaciones económicas, el apoyo a la gestión
de la Comunidad Andina de Naciones (CAN), la lucha contra el narcotráfico y
el mejoramiento de la seguridad fronteriza.



El presidente nombra 5 nuevos ministros. Martha Vallejo asume en Trabajo,
Edgar Plaza en Turismo, Rodrigo Lasso en Agricultura, y Ernesto Gutiérrez en
Salud. Patricio Zuquilanda, de la Cartera de Estado, pasa a ser Canciller.

S Á B A D O  2 3 República Dominicana recibe al ex presidente Gustavo Noboa en condición
de asilado político.

J U E V E S  2 8 El Banco Mundial (BM) entrega un crédito por 313 millones de dólares para
apoyar reformas y programas de desarrollo en el país. 

V I E R N E S  2 9 Finaliza la Cumbre Parlamentaria de las Américas, iniciada el miércoles 27 de
este mes en Quito con la presencia de la presidenta del Parlamento Andino y
de los parlamentarios de Colombia, México, EE.UU., Canadá y Argentina, entre
otros, donde las opiniones y decisiones se orientan hacia la integración de
América Latina para negociar en un contexto como el ALCA. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AGD Agencia de Garantía de Depósitos
ALCA Área de Libre Comercio de las Américas

BM Banco Mundial
CAN Comunidad Andina de Naciones

CEOSL Confederación Ecuatoriana de Organizaciones Sindicales Libres
CETAPE Comité de Empresa de Trabajadores Petroleros

CMS Coordinadora de Movimientos Sociales
CONAIE Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador

CONAREM Consejo Nacional de Remuneraciones
CONFENIAE Confederación de Nacionalidades Indígenas de la Amazonía Ecuatoriana

CSJ Corte Suprema de Justicia
CTE Central de Trabajadores del Ecuador

ECUARUNARI Confederación de Pueblos de la Nacionalidad Kichwa del Ecuador
EMELEC Empresa Eléctrica del Ecuador

FEINE Federación de Indígenas Evangélicos del Ecuador
FENOCIN Federación Nacional de Organizaciones Campesinas, Indígenas y Negras

FESE Federación de Estudiantes Secundarios
FETRAPEC Federación de Trabajadores Petroleros del Ecuador

FME Federación Médica Ecuatoriana
FMI Fondo Monetario Internacional 

FP Frente Patriótico
FUT Frente Unitario de Trabajadores
GLP Gas Licuado de Petróleo

MPD Movimiento Popular Democrático



PK Pachakutik
PSC Partido Social Cristiano

SOTE Sistema de Oleoducto Transecuatoriano
SP Sociedad Patriótica

SSC Seguro Social Campesino
TC Tribunal Constitucional

UNE Unión Nacional de Educadores

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Magdalena Rauch.
Fuentes: diarios Hoy, La Hora y El Comercio.



Perú

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 Las centrales sindicales realizan marchas separadas por el Día Internacional
de los Trabajadores. La Confederación Intersectorial de Tr a b a j a d o r e s
Estatales (CI TE) reclama al gobierno por la reposición de los despedidos
durante el régimen de Fujimori. La Confederación General de Tr a b a j a d o r e s
del Perú (CGTP) exige creación de empleos y sueldos justos, entre otros
puntos. Ambos grupos recorren las calles de Lima partiendo desde sus loca-
les sindicales y culminando en el cementerio, donde rinden homenaje a los
trabajadores muertos. 

M A R T E S  6 Los transportistas de carga pesada y de transporte interprovincial de pasaje-
ros comienzan un paro indefinido reclamando al gobierno central que reco-
nozca para el sector de carga costos mínimos referenciales, fije tarifas sobre la
base de los costos reales y formalice el sector. Para los transportistas inter-
provinciales piden que el gobierno reconozca al sector como servicio público,
ponga fin a la informalidad y disminuya el Impuesto Selectivo al Consumo
(ISC). Unos 400 vehículos cortan la Panamericana Norte, a la altura del puen-
te Sechín, localidad de Casma, Huaraz, mientras los transportistas de Piura,
Trujillo, Arequipa y Tacna también producen bloqueos. 

V I E R N E S  9 Los dirigentes de los gremios de transportistas de pasajeros y carga pesada
ponen fin a la huelga después de que el gobierno se compromete a comen-
zar un proceso de formalización del transporte, fijando una tarifa mínima para
el servicio y penalizando el transporte informal. 

L U N E S  1 2 Los 280 mil maestros de todos los niveles educativos integrantes del Sindicato
Unitario de Trabajadores de la Educación Peruana (SUTEP) comienzan un
paro nacional indefinido en reclamo de aumentos de sueldos y pensiones,
mayor presupuesto para Educación y el nombramiento de maestros contrata-
dos. En Lima unos 10 mil docentes marchan hasta el Congreso, y en Iquitos
otros 16 mil realizan una manifestación de protesta. 

M A R T E S  1 3 Nueve comunidades campesinas de los departamentos de Junín y Pasco,
nucleadas en la Coordinadora Nacional de Comunidades Campesinas del



Perú Afectadas por la Minería (CONACAMI), comienzan un paro de 48 hs exi-
giendo a las empresas mineras el cese de la contaminación y la construcción
del embalse del Lago Chinchaycocha. 

Unos 10 mil maestros de distintas regiones del país marchan hasta el
Ministerio de Educación (MED).

M I É R C O L E S  1 4 Los cerca de 35 mil trabajadores afiliados al Sindicato Unitario de
Trabajadores Administrativos de Centros Educativos y Superv i s o r e s
( SU TA CE) se pliegan a la huelga magisterial exigiendo ser beneficiados con
los eventuales aumentos salariales. Alrededor de 10 mil maestros marchan
junto a miembros de la CGTP y del Sindicato de Trabajadores de la
Construcción Civil hasta el Congreso para hablar con el ministro de
Finanzas, que se niega a recibirlos. En el interior del país los docentes reali-
zan diversas manifestaciones. 

Los campesinos de Junín y Pasco, que desde ayer bloquean la carretera
Central, se resisten a ser desalojados por la policía, que les arrojan bombas
lacrimógenas en forma indiscriminada. Treinta campesinos son heridos y diez
permanecen desaparecidos. 

J U E V E S  1 5 Unos 10 mil docentes afiliados al SUTEP se manifiestan por las calles de Lima
intentando sin éxito llegar hasta el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF)
debido a que son reprimidos por la policía. Los maestros de Iquitos realizan
un plantón multitudinario frente a la sede del gobierno regional. 

V I E R N E S  1 6 Los maestros en huelga inician ollas populares en 19 puntos de Lima y otros
30 del interior del país. 

M A R T E S  2 0 El MED ordena el descuento de haberes a los docentes que no acudan a
t r a b a j a r. 

M I É R C O L E S  2 1 Miles de maestros cusqueños son reprimidos por la policía y 26 son deteni-
dos cuando pretenden ubicarse en la Plaza de Armas, declarada zona rígida
por el Ministerio del Interior y sede durante el próximo viernes y sábado de la
XVII Cumbre de Presidentes del Grupo de Río. En el resto del país continúan
las movilizaciones. 

J U E V E S  2 2 Encabezados por la CGTP, miles de maestros de todo el país, estudiantes
universitarios, trabajadores de varios sectores, jubilados y colegiales mar-
chan hasta el Congreso para exigir al gobierno que cumpla con los reclamos
docentes y que implemente un cambio en la política económica. En el resto
del país continúan las movilizaciones y posteriores represiones por parte de
la policía. 



V I E R N E S  2 3 Diez presidentes latinoamericanos se reúnen por 48 hs en Cuzco en la XVII
Cumbre del Grupo de Río con el fin de definir el rumbo político, económico
y social de América Latina.

Miles de profesores cusqueños realizan una marcha con el objetivo de llegar
hasta el Hotel Monasterio –donde se alojan los jefes de estado del Grupo de
Río– pero son reprimidos por la policía, que detiene a 25 personas. El minis-
tro de Educación informa que el gobierno oficializó la asignación de 100 soles
a los maestros, pero que si éstos no se reincorporan a sus trabajos el aumen-
to no se hará efectivo. Las protestas se repiten en todo el país. 

S Á B A D O  2 4 Los presidentes, vicepresidentes y cancilleres de América Latina –19 en total–
firman la declaración final de la XVII Cumbre del Grupo de Río, denominada
Consenso del Cuzco, por la cual pretenden impulsar un fortalecimiento de la
democracia y un desarrollo económico compatible con la reducción de la
pobreza. Realizan además un pedido de mediación a la Organización de las
Naciones Unidas (ONU) en el conflicto interno que atraviesa Colombia.
Hugo Chávez, presidente de Venezuela, es el único que se niega a firmar el
documento recalcando que una acción de este tipo es un peligroso camino
hacia la intervención en la región. Los dirigentes de los Frentes Regionales,
por su parte, realizan una Cumbre del Cuzco paralela tras la cual emiten una
c a rta abierta a los mandatarios en la que demandan hacer cambios en las
políticas económicas. 

L U N E S  2 6 La Junta Nacional de Usuarios de los Distritos de Riego del Perú (JNUDRP)
encabeza un paro agrario por tiempo indefinido con bloqueos de casi todas
las carreteras troncales del país reclamando al gobierno que reduzca el
Impuesto General a las Ventas (IGV) del 18% al 3% para el arroz, el azúcar y
el maíz y defienda la producción nacional agraria. Miles de agricultores de
diversas partes del país inician una marcha hacia Lima. 

Al tiempo que unos 15 mil maestros de varias zonas del país llegan portando
ollas y cacerolas al Congreso, el gobierno convoca a los dirigentes del SUTEP
a reiniciar el diálogo. 

M A R T E S  2 7 Con protestas en los principales hospitales del país, los más de 30 mil tra-
bajadores del Seguro Social de Salud (EsSalud) inician una huelga nacional
indefinida exigiendo mejores haberes, el nombramiento del personal con-
tratado y la reposición inmediata de los trabajadores despedidos entre 199 2
y 1999 .

Con el país semiparalizado y más de 60 puntos de carreteras bloqueadas por
agricultores y maestros en huelga, el presidente Alejandro Toledo declara por
30 días el Estado de Emergencia en todo el país, otorgando el control del
territorio a las Fuerzas Armadas. El ministro de Educación declara ilegal la



huelga nacional docente. Las fuerzas represivas militarizan las ciudades e ini-
cian el desbloqueo de numerosas rutas sin conseguir su objetivo en la mayo-
ría de los casos debido a la resistencia popular. La SU TEP responde que con-
tinuará con el paro.

M I É R C O L E S  2 8 Pese al Estado de Emergencia, los habitantes de Loreto comienzan un paro de
48 hs con bloqueos de calles y avenidas reclamando al gobierno la no elimi-
nación de las exoneraciones tributarias, el rechazo a la instalación de las bases
militares norteamericanas y la oposición a la concesión de los bosques y
recursos naturales del lugar. Los pobladores de Ucayali también comienzan
un paro regional exigiendo la reducción del precio del combustible y del gas
y un cambio de la Ley Forestal. 

Los maestros del SU TEP continúan con la huelga nacional y multitudinarias
marchas en el interior del país. Dieciocho personas resultan heridas y más
de 50 son detenidas luego de los enfrentamientos de agricultores y maes-
tros con las fuerzas combinadas de la policía y el Ejército en distintas carre-
teras de todo el país. 

La Federación Centro Unión de Trabajadores de EsSalud (FCUTE) levanta la
huelga nacional iniciada 2 días atrás argumentando que quiere contribuir con
la estabilidad democrática del país. 

El ministro de Agricultura formaliza la creación del Consejo Nacional de
Concertación Agraria (CONACA), que permitirá el diálogo entre el gobierno y
los agricultores. El presidente de la JNUDRP anuncia el cese del paro agrario.
No obstante, en el norte del país cientos de agricultores se enfrentan a con-
tingentes militares que hieren a 25 personas en su intento por despejar el
puente Bolívar, a la altura del km 199 de la Panamericana Norte. 

J U E V E S  2 9 Un estudiante muerto y unos 60 heridos es el resultado del enfrentamiento
de las fuerzas policiales y el Ejército con los alumnos de la Universidad
Nacional del Altiplano (UNA), Puno, cuando intentan desalojar el campus uni-
versitario tomado por los estudiantes en rechazo al Estado de Emergencia. Por
la noche los pobladores de la ciudad hacen sonar ollas y latas en protesta por
la represión, y comienzan a desfilar por las calles pronunciando arengas con-
tra el gobierno. 

En el Norte Chico ocho personas son heridas de bala y otras 17 sufren lesio-
nes cuando efectivos del Ejército intentan evitar que cientos de agricultores se
manifiesten por las calles de Barranca. 

Miles de docentes en huelga se manifiestan en todo el país. Debido al Estado
de Emergencia, la mayor parte de las concentraciones son reprimidas, tras lo
cual decenas de maestros resultan heridos y casi un centenar son detenidos. 



Cerca de 50 mil personas participan de una gran marcha y mitin popular de
cierre del paro de 48 hs convocado por el Frente Patriótico de Loreto (FPL). 

V I E R N E S  3 0 Los maestros del SUTEP acompañados por diferentes sectores de la población
realizan protestas en todo el país y concentraciones en las principales plazas
capitalinas en rechazo al estado de excepción y a la represión que sufrieron
los estudiantes de la UNA. En Puno, más de 50 mil personas recorren las
calles de la ciudad para asistir al sepelio del estudiante asesinado. La dirigen-
cia del SUTEP reanuda las negociaciones. 

Los trabajadores de EsSalud-Loreto suspenden la huelga indefinida iniciada el
martes anterior a raíz del Estado de Emergencia decretado por el Ejecutivo.
Argumentan que el 60% de sus demandas ya fueron escuchadas. 

J U N I O

D O M I N G O  1 La Convención Nacional del SUTEP acuerda continuar con la huelga nacional.
Asimismo, la Asociación de Padres de Familia (APAFAs) de Lima y Callao
resuelve respaldar la huelga magisterial.

M A R T E S  3 La CGTP, la Confederación de Trabajadores del Perú (CTP) y los 24 Frentes
Regionales del país encabezan una jornada nacional de protestas exigiendo el
levantamiento del Estado de Emergencia y un diálogo directo con el presi-
dente. Reclaman un cambio en la política económica, el relevamiento de todo
el gabinete ministerial, solución a los pedidos del SUTEP y aumento de suel-
dos para todos los trabajadores. Unas 40 mil personas recorren las calles de
Lima hasta el Congreso. Las multitudinarias protestas se repiten en todo el
interior del país. Sólo en Chimbote los manifestantes chocan con la policía,
que detiene a 3 personas. El Frente Amplio de Arequipa (FACA) lleva adelan-
te, además, un paro de 24 hs. 

M I É R C O L E S  4 El SU TEP y representantes del Ejecutivo firman un acta de solución al con-
flicto magistral con 40 puntos de acuerdo estableciendo como incremento
salarial 100 soles (29 dólares) y el aumento del 100% del salario magiste-
rial al 2006. En Piura 4, maestros comienzan una huelga de hambre. 

S Á B A D O  7 Maestros que apoyan la continuación de la huelga intentan tomar el local
del SU TEP del centro histórico de Lima pero son dispersados por la poli-
cía, que detiene a 78 manifestantes. En Ayacucho, Huancayo, Pucallpa y
Piura, disidentes del SU TEP realizan manifestaciones en rechazo a la diri-
gencia nacional. 

El SUTACE levanta la huelga indefinida tras suscribir 4 actas con el MED en las
cuales el Ministerio se compromete a la bonificación de 50 soles a partir de



este mes, a garantizar la estabilidad laboral de los trabajadores administrativos
y a no imponer sanción alguna por la medida de fuerza. No obstante, la
Federación Nacional de Trabajadores Administrativos del Sector Educación
(FENTASE) desconoce estos acuerdos y anuncia que la huelga continúa hasta
que el gobierno atienda realmente sus reclamos. 

L U N E S  9 El ministro de Educación anuncia que el gobierno aplicará medidas contra los
maestros que no retornen a sus trabajos. En respuesta, los maestros regresan
a las escuelas pero no al dictado de clases. Un centenar de profesores afilia-
dos al Comité Nacional de Lucha –paralelo a la dirigencia oficial del SUTEP–
intenta marchar al Congreso, pero son dispersados por la policía y 30 de ellos
quedan detenidos. En Puno 50 maestros inician una huelga de hambre y
numerosos docentes se encadenan a la puerta del Santuario de la Virgen de
la Candelaria exigiendo el desconocimiento de las actas firmadas por la diri-
gencia del SUTEP. Miles de afiliados al SUTEP realizan marchas de protesta en
varias ciudades. En Huancayo los docentes toman la Casa de la Cultura del
distrito El Tambo, y 127 de ellos inician una huelga de hambre. 

Setenta y un trabajadores del consorcio argentino Techint son secuestrados en
el campamento satélite Tocate, distrito de Anco, situado en la provincia de La
Mar, Ayacucho, por unos 60 militantes de Sendero Luminoso (SL). 

M A R T E S  1 0 El presidente Toledo anuncia el rescate con vida de los 71 rehenes de Techint.

M I É R C O L E S  1 1 El SUTEP levanta la huelga nacional. Sin embargo, el Comité Nacional de
Lucha del sindicato anuncia que las bases de los departamentos de Lima,
Junín, Cuzco, Puno, Ayacucho, Arequipa, Moquegua y Tacna continuarán con
la huelga, pues la dirigencia gremial no ha resuelto el problema de los profe-
sores despedidos y procesados. 

J U E V E S  1 2 Los maestros del SUTEP se reincorporan a sus puestos de trabajo. No obs-
tante, los docentes de Huancayo, Chiclayo, Huaraz y Ayacucho deciden conti-
nuar la huelga. En Huancayo 24 profesores se suman a la huelga de hambre
iniciada días atrás por otros compañeros. 

V I E R N E S  1 3 Unos 470 delegados magisteriales de 18 regiones del país, pertenecientes al
Comité de Lucha del SU TEP, se reúnen en su III Convención Nacional del
Magisterio, donde deciden levantar la huelga indefinida que mantienen
desde hace más de un mes. 

L U N E S  1 6 Los maestros de todas las ramas gremiales del SUTEP retornan a sus labores,
por lo que quedan normalizadas las actividades escolares en todo el país. 

El ministro de Economía anuncia 10 medidas tributarias para afrontar el
aumento en los haberes de los maestros y otros empleados estatales. 



V I E R N E S  2 0 El FPL marcha por las calles de Iquitos en rechazo a las medidas tributarias del
gobierno. 

M I É R C O L E S  2 5 Una columna de SL embosca en la selva de Ayacucho a una patrulla del
Ejército, matando a un soldado e hiriendo a otros dos. 

J U E V E S  2 6 Miles de pobladores de unos 600 asentamientos de Lima y Callao llegan hasta
el Congreso, el Palacio de Gobierno y la Municipalidad de Lima para exigir la
legalización de sus terrenos.

El gobierno da por concluido el Estado de Emergencia en casi todo el país, con
excepción de los departamentos de Junín, Ayacucho, Apurímac y la provincia
de la Convención, Cuzco. 

J U L I O

V I E R N E S  4 Los maestros del SUTEP de los departamentos de Cuzco, Madre de Dios,
Ancash y otros, que aún no han recibido el aumento de 100 soles, realizan jor-
nadas de protesta exigiendo el incremento. 

Un posible integrante de la columna senderista que el 9 de junio atacó el cam-
pamento de la empresa Techint es abatido por una patrulla militar en la loca-
lidad de Huasahuasi, Tarma, Junín. Mientras tanto, vecinos del distrito de
Ocros, Ayacucho, denuncian que una columna de SL interceptó un ómnibus
y despojó a los pasajeros de sus pertenencias. Adolfo Héctor Olaechea
Cahuas, cabecilla de propaganda y recaudación de fondos de SL en Londres,
es detenido en Almería, Andalucía, España. 

J U E V E S  1 0 Siete personas mueren –un oficial de la Marina de Guerra, 4 soldados del
Ejército y 2 guías ronderos– al caer en una trampa en la zona de Irquis, dis-
trito de Sivia, provincia de Huanta-Ayacucho, cuando perseguían a la colum-
na de SL que atacó el campamento de Techint. 

J U E V E S  1 7 La Unión de Frentes Regionales del Perú (UFREP) realiza una jornada nacio-
nal de protesta con paros en las regiones de Iquitos, Puno, Junín,
Huancavelica y Ancash y movilizaciones en Lima y otras provincias del país en
demanda de un cambio en la política económica. 

S Á B A D O  1 9 El Ejecutivo promulga la ley que aumenta de 18 a 19% el IGV a partir del 1º
de agosto y hasta el 31 de diciembre de 2004.

Más de 100 dirigentes ronderos se reúnen en Huamanga, Ayacucho, en el
Segundo Congreso Nacional de Comités de Autodefensa (CA D s ) .
Reclaman al gobierno recursos logísticos y económicos, o de lo contrario



entregarán las armas a las autoridades para que éstas se encarguen de
combatir al terrorismo. 

A G O S T O

V I E R N E S  8 Argumentando que la coca es su único sustento tras el fracaso de los cultivos
alternativos, la Asociación de Productores Agropecuarios del Valle del Monzón
inicia una huelga indefinida exigiendo el retiro de los programas y ONGs que
buscan erradicar sus plantaciones.

J U E V E S  1 4 El gobierno entrega armas y municiones a los CADs del Río Ene como parte
del programa Paz y Desarrollo, que incluye también operaciones militares. 

Con carteles con la leyenda “Toledo, Arequipa te repudia por traidor, menti-
roso y asesino”, en alusión a la intención del gobierno de privatizar las empre-
sas eléctricas de la zona en junio de 2002, un grupo de arequipeños irrumpe
en la ceremonia por el 463º Aniversario de Arequipa realizada en la Plaza de
Armas local, protestando por la llegada del presidente a la ciudad. 

S Á B A D O  1 6 Cocaleros del Valle del Monzón suspenden la huelga por 30 días luego de una
reunión con las autoridades donde acuerdan no permitir el ingreso de ningu-
na ONG ni programa dedicado a fomentar cultivos alternativos a la coca, y
conformar una comitiva para dialogar con las autoridades pertinentes entre
otros temas. 

M A R T E S  1 9 Trabajadores mineros de Shougang Hierro Perú inician una huelga y una mar-
cha de sacrificio a Ica y Lima para que se resuelvan sus reclamos. 

M I É R C O L E S  2 0 Los maestros afiliados al SUTEP se movilizan a nivel nacional en reclamo del
cumplimiento de los 40 puntos acordados con el gobierno. 

S Á B A D O  2 3 Los obreros de la empresa minera Shougang levantan la huelga que mantie-
nen desde hace 5 días luego de que la Autoridad Administrativa de Trabajo de
Ica da solución a sus peticiones, otorgándoles un aumento general de 2,50
n u evos soles sobre los salarios básicos retroactivo al 1º de abril de este año. 

L U N E S  2 5 El presidente firma con su par de Brasil, Luis Ignacio Lula da Silva, un Tratado
de Libre Comercio (TLC) entre Perú y el Mercado Común del Sur
(MERCOSUR) por el cual Perú se convierte en miembro asociado a este blo-
que de naciones. 

M I É R C O L E S  2 7 La Federación Médica Peruana (FMP) comienza un paro nacional de 48 hs en
reclamo por mayor presupuesto para el sector, incremento en sus haberes y
el nombramiento de los médicos contratados. 



Los pobladores de Chumbivilcas, Cuzco, paran durante la jornada deman-
dando una pronta solución a sus problemas relacionados a educación, salud
y agricultura. Bloquean las principales vías de acceso a la provincia y se movi-
lizan en los distritos de Santo Tomás, Chamaca, Quiñota, Llusco, Livitaca,
Ccapacmarca, Chamaca, Colquemarca y Velille. 

Los integrantes de la Federación de Trabajadores de la Construcción Civil de
Lima marchan hasta el Congreso para exigir a la Cámara Peruana de la
Construcción (CAPECO) que se siente a dialogar bajo la amenaza de huelga
general. Afirman que ésta desacata un mandato del Tribunal Constitucional
que reconoce como válida la negociación colectiva por rama y no por obra. 

J U E V E S  2 8 Tras 22 meses de trabajo, la Comisión de la Verdad y Reconciliación (CVR)
entrega a los poderes del estado su informe final donde resume el proceso
de violencia política que se vivió en Perú entre 1980 y 2000, en el cual murie-
ron alrededor de 69 mil personas. Sostiene que la causa fundamental del
desencadenamiento del conflicto armado interno fue la decisión de SL de ini-
ciar la lucha armada contra el estado peruano, y que el principal perpetrador
de crímenes fue esta misma organización. Señala que, a pesar de haber
cometido numerosas violaciones a los derechos humanos, las Fuerzas
Armadas (FFAA) tenían el deber de enfrentar a los grupos subversivos.
Reconoce el derecho de los campesinos a la autodefensa, para lo cual se for-
maron los CADs. Asimismo distingue los años que van de 1980 a 1992, que
transcurrieron bajo regímenes democráticos, del tramo de 1992 a 2000,
donde el gobierno de Alberto Fujimori quiso prorrogarse como dictadura. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

APAFAs Asociaciones de Padres de Familia 
CADs Comités de Autodefensa

CAPECO Cámara Peruana de la Construcción 
CGTP Confederación General de Trabajadores del Perú 
CITE Confederación Intersectorial de Trabajadores Estatales 

CONACA Consejo Nacional de Concertación Agraria 
CONACAMI Coordinadora Nacional de Comunidades Campesinas del Perú Afectadas por

la Minería 
CTP Confederación de Trabajadores del Perú 
CVR Comisión de la Verdad y Reconciliación 

EsSalud Seguro Social de Salud 
FACA Frente Amplio de Arequipa

FCUTE Federación Centro Unión de Trabajadores de EsSalud 
FENTASE Federación Nacional de Trabajadores Administrativos del Sector Educación 

FFAA Fuerzas Armadas



FMP Federación Médica Peruana 
FPL Frente Patriótico de Loreto 
IGV Impuesto General a las Ventas 
ISC Impuesto Selectivo al Consumo 

JNUDRP Junta Nacional de Usuarios de los Distritos de Riego del Perú 
MED Ministerio de Educación 
MEF Ministerio de Economía y Finanzas 

MERCOSUR Mercado Común del Sur 
ONU Organización de las Naciones Unidas 

SL Sendero Luminoso 
SUTACE Sindicato Unitario de Trabajadores Administrativos de Centros Educativos y

Supervisores 
SUTEP Sindicato Unitario de Trabajadores de la Educación Peruana 

TLC Tratado de Libre Comercio 
UFREP Unión de Frentes Regionales del Perú 

UNA Universidad Nacional del Altiplano 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana C. Fassi.
Fuentes: diarios La República y La Industria.



Venezuela

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 Un gran número de personas convocadas por la Unión Nacional de
Trabajadores de Venezuela (UN TV) se reúne frente a la terminal de la
Bandera y marcha hasta la Plaza Venezuela para celebrar un acto por el
Día de los Trabajadores. Por su parte, más de 200 mil personas, según esti-
maciones de la consultora privada Grupo Crónica, se congregan en el
Parque Carabobo convocadas por la Confederación de Trabajadores de
Venezuela (CTV), donde después del discurso del secretario general de la
central, Manuel Cova, comienzan una marcha hasta la plaza O´Leary. Al
llegar al lugar se enfrentan con manifestantes oficialistas, resultando una
persona muerta y otras 6 heridas. Por la tarde, manifestantes de la oposi-
ción cortan el tránsito frente al distribuidor de Altamira para exigir que las
autoridades castiguen a los responsables del hecho. En horas de la noche,
y convocado por un canal de televisión, se produce un cacerolazo en toda
la capital, al tiempo que vecinos de La Carlota realizan un cerco a la resi-
dencia presidencial.

M I É R C O L E S  7 Un grupo de taxistas del Aeropuerto de Maiquetía, miembros de la organi-
zación Anfitriones de Venezuela, manifiestan frente a la sede de la
Superintendencia de Bancos y la oficina principal del Banco Venezuela, en
Caracas, en protesta por la decisión de la entidad bancaria de quitarles los
vehículos debido a las deudas que mantienen en el pago de los créditos
que les otorgaron para comprarlos. Los transportistas piden a cambio
negociar el empréstito.

J U E V E S  8 En la capital unos 120 estudiantes del liceo Andrés Bello provocan disturbios
en la Av. Universidad, mientras otro grupo protesta en el liceo Fermín Toro,
lanzando pupitres desde las ventanas para denunciar las precarias condicio-
nes del plantel. La policía de Caracas, por su parte, lanza bombas lacrimóge-
nas dentro del liceo Libertad, en Padre Sierra, ocasionando desmayos a 30
jóvenes y obligando a los transeúntes a arrancar las rejas de la institución para
que los estudiantes puedan salir. Ante este hecho, un grupo de 30 jóvenes
provoca serios destrozos en el casco central de Caracas, y en puente Llaguno
saquean un camión de refrescos.



Trabajadores de las universidades Francisco de Miranda, Simón Bolívar,
Central de Venezuela, Carabobo y Simón Rodríguez protestan frente al
Ministerio de Finanzas para exigir el pago de los salarios atrasados. La deuda
está formada por el aumento otorgado el año anterior, el fideicomiso y cua-
tro meses de pago en efectivo prometido para diciembre de 2002, además del
pago de los cestatíckets.

S Á B A D O  1 7 Los transportistas que cubren la ruta Güigüe-Maracay, estado de Carabobo,
paralizan durante una hora el tránsito automotor en protesta por el asesinato
de un conductor en el interior de un colectivo y los altos índices de inseguri-
dad, y exigen que las autoridades tomen acciones contra la delincuencia.

M A R T E S  2 0 Estudiantes del liceo Andrés Bello de Caracas queman pupitres dentro de la
escuela, cortan la Av. Universidad e intentan saquear un camión de refrescos
cerca del Parque Carabobo al tiempo que denuncian que los profesores quie-
ren aplazarlos en los exámenes. Por su parte, en el liceo Rafael Urdaneta y en
la Escuela Técnica San Martín, los alumnos protestan por las malas condicio-
nes del plantel.

S Á B A D O  2 4 Militantes de Acción Democrática (AD) recorren las calles de Catia, en una
marcha contra el presidente Chávez denominada la Reconquista del Oeste. A
poco de iniciarse el acto que da cierre a la marcha se producen enfrenta-
mientos con simpatizantes chavistas, con un saldo de 1 muerto y 22 heridos.

J U E V E S  2 9 Los representantes del gobierno y de la oposición en la Mesa de Negociación,
con la facilitación de la Organización de Estados Americanos (OEA), el Centro
Carter, y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), fir-
man en el Hotel Caracas Hilton el acuerdo que sienta las bases para lograr un
referendo revocatorio y reducir la violencia política.

J U N I O

L U N E S  2 Cerca de 200 personas desempleadas de la parroquia Naiguatá cierran duran-
te más de 3 hs el puente de esa localidad para exigir su inserción en las obras
de reasfaltado de la carretera Camurí Grande-Los Caracas, ya que el acuerdo
firmado entre la Fuerza Armada Nacional (FAN) y la gobernación de Va r g a s
establece la contratación de vecinos de los sectores donde se ejecutará la obra.

M I É R C O L E S  4 Se cumple con dispar acatamiento el paro de 24 hs convocado por la
Federación de Asociaciones de Profesores Universitarios de Ve n e z u e l a
( FA PUV) en reclamo de las deudas de 2002 y 2003, prestaciones sociales a
los jubilados y el cese de la intervención a las universidades Rómulo
Gallegos, Francisco de Miranda, Simón Rodríguez y la Universidad Nacional
Experimental de los Llanos Ezequiel Zamora (UNEL L EZ). Mientras el presi-



dente de la FA PUV, José Rafael Ca sal, dice que las 17 universidades del país
se paralizan en un 100%, el ministro de Educación Superior manifiesta que
más del 80% de las universidades realizaron sus actividades en completa
n o r m a l i d a d .

V I E R N E S  6 Opositores al gobierno pertenecientes a distintos sectores sindicales, a la agru-
pación Gente del Petróleo, a la Coordinadora Democrática (CD), diversas
ONGs y representantes de algunos medios de comunicación, marchan por las
principales calles de Maracaibo, estado Zulia, bajo el lema “A los zulianos no
nos calla nadie” en protesta por la posible aplicación de la denominada Ley
de Responsabilidad Social en Radio y Televisión.

M A R T E S  1 0 Cerca de 500 personas de entre 60 y 90 años de edad, provenientes de los
estados Carabobo, Yaracuy y Lara, marchan en Caracas reclamando un total
de 40 mil millones de bolívares que el gobierno nacional adeuda al Instituto
Nacional de Geriatría y Gerontología (INAGER).

J U E V E S  1 2 Docentes afiliados al Colegio de Profesores de Venezuela (CPV) y a la
Federación de Trabajadores Sindicalizados de la Educación (FETRASINED),
provenientes de los estados Vargas, Miranda, Carabobo y Lara, toman la sede
del Ministerio de Educación, Cultura y Deportes (MECD) para exigir el pronto
cumplimiento de sus demandas laborales, entre las que se encuentran el
retraso en el pago de salarios y bonos a pensionados y jubilados, que se abran
los concursos de ingreso y ascenso en la carrera docente, nivelación de los
salarios y el pago de cestatíckets.

V I E R N E S  1 3 Cerca de 6 mil simpatizantes del Comité de Organización Política Electoral
Independiente (COPEI), AD, Primero Justicia (PJ), Alianza Bravo Pueblo y
representantes de otras organizaciones políticas y civiles de la oposición, lle-
van adelante la concentración denominada El Petarazo en apoyo al referendo
revocatorio contra el presidente Hugo Chávez y en rechazo del proyecto de
Ley de Responsabilidad Social de la Radio y Televisión.

L U N E S  1 6 Transportistas del estado Carabobo cortan diversos puntos estratégicos de la
ciudad de Valencia para protestar ante el incumplimiento de la revisión de la
tarifa del pasaje urbano por parte de la Alcaldía.

M I É R C O L E S  1 8 Cerca de 200 obreros y empleados del sector salud realizan una toma sim-
bólica del Ambulatorio de La Guaira en protesta por la escasez de insumos y
medicamentos en los ambulatorios y hospitales dependientes del Ministerio
de Salud en el estado Vargas. Además, solicitan la cancelación de una deuda
cercana a 900 millones de bolívares.

J U E V E S  1 9 Los docentes adscritos al MECD, pertenecientes a las 7 federaciones del
Magisterio, marchan por las calles de Caracas hasta la sede del Ministerio de



Trabajo, donde entregan un pliego de peticiones exigiendo el inicio de la dis-
cusión de la convención colectiva de trabajo vencida el 25 de mayo del año
anterior, que se incluya el beneficio de los cestatíckets, la reclasificación de los
docentes de la categoría 4 a la 5, y la nivelación con otros trabajadores del sec-
tor público. Rechazan además la contratación de educadores cubanos para el
plan de alfabetización.

J U E V E S  2 6 Unas 1. 500 personas, la mayoría militantes del Movimiento al Socialismo
(MAS), AD, COPEI, PJ, Alianza Bravo Pueblo, Solidaridad y Bandera Roja,
junto con representantes de Gente del Petróleo, dan forma a la protesta
denominada El Guairazo, en la plaza El Cónsul de La Guaira, estado de
Vargas, en apoyo al referendo revocatorio contra el presidente Hugo
Chávez. Por su parte, militantes de los partidos oficialistas y otros simpati-
zantes del gobierno nacional realizan un acto frente a la casa Guipuzcoana,
sede del gobierno local.

Alumnos de los liceos Andrés Bello, Luis Razetti, Técnica de San Martín y
Fermín Toro, de Caracas, realizan violentos disturbios en sus respectivos plan-
teles, resultando una estudiante y un policía heridos y dos jóvenes detenidos.
La protesta es porque un alumno fue herido de bala por un desconocido el
lunes anterior y para pedir mejoras en los liceos. 

V I E R N E S  2 7 Más de 100 efectivos de la policía del estado Vargas recuperan el control del
dique-toma y las maquinarias secuestradas de la empresa Hidrocapital, devol-
viendo el servicio de agua potable al 80% de las poblaciones del estado. Las
instalaciones están ocupadas desde hace 4 días por 50 vecinos de Puerto Cruz
para presionar a la gobernación a que atienda una serie de peticiones que
incluyen el arreglo del techo de la iglesia, la adquisición de una ambulancia
para el pueblo, pavimentar las vías de acceso e instalar un sistema de aire
acondicionado en la escuela.

D O M I N G O  2 9 Bajo la premisa “Visibilidad por la Igualdad”, un grupo integrado en su mayo-
ría por jóvenes provenientes de Valencia, Mérida, Maracaibo y Caracas realiza
la caminata en nombre del Orgullo Gay por las calles de la capital.

J U L I O

M A R T E S  1 Cerca de 500 reclusos del sector La Torre en la cárcel de El Rodeo inician una
huelga de hambre para protestar por las precarias condiciones en que sobre-
viven, rechazar la alimentación que reciben, los traslados arbitrarios, la lenti-
tud procesal y los malos tratos por parte del personal de la Guardia Nacional
(GN). Asimismo, exigen que sean devueltos los reclusos que fueron enviados
a otros recintos carcelarios.



Unos 200 transportistas de gasolina de la planta de llenado Bajo Grande, en
Maracaibo, Zulia, inician un paro por tiempo indefinido en reclamo de deudas
contractuales, entre las que se encuentran un bono de 5 millones de bolíva-
res para cada conductor asignado desde hace más de 5 años en concepto de
autodespacho y los cestatíckets, además de la aplicación del seguro médico,
el mejoramiento de las condiciones físicas de la planta y el inicio de las con-
versaciones para reactivar el contrato colectivo, vencido hace más de 2 años.
En horas de la noche, los choferes de camiones levantan la medida bajo el
compromiso de instalar una comisión integrada por miembros del Ministerio
de Energía y Minas, la fiscalía del Ministerio Público, el Ministerio de Trabajo y
el sindicato de transportistas que se encargue de revisar los planteamientos
esgrimidos por el gremio. 

M I É R C O L E S  9 Más de 300 trabajadores y empresarios aduaneros, junto con 27 comercian-
tes informales, realizan una protesta en el sector El Latin de Carlos Soublette,
ya que les prohíben la entrada a la Aduana Aérea Principal de Maiquetía bajo
el alegato de que las empresas situadas allí y en las cuales trabajan no han
actualizado sus documentos y las fianzas para desarrollar su actividad.

J U E V E S  1 0 Los reclusos del Internado de La Planta, El Paraíso, se amotinan en protesta
por el traslado de un nuevo preso al Pabellón 1. Durante el motín se registra
una balacera que deja un saldo de 5 heridos, entre los cuales se encuentra un
policía. Por su parte, unos 250 reclusos del Centro Penitenciario de Tocorón,
estado Aragua, inician una huelga de hambre por tiempo indefinido para exi-
gir el trasladado de algunos de ellos a la Penitenciaría General de Venezuela
(PGV) y la destitución del director Alberto Velásquez, acusado de proferir abu-
sos y atropellos. Demandan la presencia del Ministerio Público, Defensoría del
Pueblo y de los medios de comunicación.

Profesores y estudiantes del Colegio Universitario de Caracas cortan el final de
la Av. Libertador en demanda del pago de 3 quincenas que les adeuda el
gobierno a los docentes, 2 quincenas a los obreros, y la reparación de las ins-
talaciones educativas en las 3 sedes. Por su parte, en San Jacinto, los alumnos
del quinto año del liceo Luis Beltrán Ramos toman por segundo día consecu-
tivo las instalaciones para protestar contra la decisión de la Parroquia Escolar
1 de extender el año hasta septiembre y dejar las pruebas de reparación para
octubre, lo que les podría imposibilitar el ingreso a las universidades y tecno-
lógicos por el retraso en la entrega de títulos.

V I E R N E S  1 1 Los presos de los penales de Tocuyito, La Pica, Puente Ayala, Yare, Santa Ana,
Guanare y PGV, en Guárico, y Ciudad Bolívar, El Dorado y Sabaneta en
Maracaibo, se unen a la huelga de hambre iniciada en la cárcel de Tocorón en
demanda de una mejor alimentación y la suspensión de la prohibición de
ingerir pan de trigo.



S Á B A D O  1 2 Los reos en conflicto en 12 penales debido a la prohibición de ingerir pan de
trigo, entre otras cosas, dan un plazo al Ministerio del Interior para que cum-
pla sus exigencias, antes de radicalizar sus protestas.

M I É R C O L E S  1 6 Transportistas de Guacara, San Joaquín y Loma Linda cortan la Av. Lara, en
Carabobo, atravesando más de 100 unidades, en protesta por la inseguridad
que se vive a diario en los colectivos, y solicitan la reactivación de operativos
más eficaces y continuos para bajar el nivel delictivo dentro de las unidades.

J U E V E S  1 7 Un grupo de desempleados cierra el paso en la autopista Rómulo Betancourt,
frente al Complejo Industrial de Jose a la altura del sector El Viñedo, estado
de Anzoátegui, en demanda de fuentes de trabajo. La protesta, que deja como
saldo la muerte de uno de los manifestantes por parte de un efectivo de la
GN, termina en horas de la tarde luego de que el gobierno regional se com-
promete a indemnizar a la familia de la víctima.

S Á B A D O  1 9 La CD del estado Mérida realiza con total normalidad una marcha por las prin-
cipales calles de la ciudad del mismo nombre en apoyo al referendo revoca-
torio contra el presidente Chávez y en protesta contra el desempleo, la inse-
guridad y el alto costo de la vida. Por su parte, sectores afectos al gobierno
propician disturbios retrasando el inicio del “Maracayazo”, que junta a unas 2
mil personas en las calles de Maracay, estado Aragua, con el mismo objetivo
que en Mérida.

J U E V E S  2 4 Miles de opositores al presidente Chávez se concentran en la Plaza de la
Meritocracia, en Chuao, Caracas, para conmemorar los 220 años del naci-
miento del Libertador Simón Bolívar y exigir la celebración de un referendo
revocatorio que le ponga fin al mandato presidencial.

S Á B A D O  2 6 Miles de opositores se concentran en la calle Ramírez de Ciudad Guayana en
apoyo al referendo revocatorio en el denominado El Guayanazo, organizado
por COPEI y la CD.

M A R T E S  2 9 Los 5 mil obreros que trabajan en los 5 hospitales de la Alcaldía Mayor de
Caracas y la red ambulatoria capitalina, entre los que se encuentran enfer-
meras auxiliares, camareras, vigilantes, lavanderos, aseadores, camilleros y
p o rteros, se declaran en paro hasta tanto el gobierno les dé una solución
definitiva al reclamo de una deuda de 20 mil millones de bolívares por con-
cepto de 6 meses de cestatíckets, el bono de evaluación por eficiencia y los
intereses sobre prestaciones sociales del nuevo régimen de los años 2000,
2 0 01, 2002 y 2003. También denuncian el cierre los comedores, el mal esta-
do de los ascensores y el aire acondicionado, y el no pago a los proveedo-
res, entre otras cosa s .



A G O S T O

L U N E S  4 Los trabajadores de la Línea 1 del Metro de Caracas y los transportistas públi -
cos de las rutas urbanas y troncales de la capital paralizan sorpresivamente sus
actividades en demanda de mayor seguridad y mejoras en la vialidad, dejan-
do sin transporte a más de 2 millones de personas.

S Á B A D O  9 Una extensa caravana organizada por el Movimiento V República (MVR) reco-
rre las calles del municipio Mara, de Maracaibo, estado de Zulia, para promo-
ver la defensa de la Constitución y de las leyes.

M A R T E S  1 2 Representantes de distintos gremios de la salud marchan desde la Plaza Brion
hasta la Plaza El Indio de Chacao, Caracas, en protesta por la falta de insumos
en los hospitales y ambulatorios del país.

J U E V E S  1 4 El Instituto Venezolano de los Seguros Sociales (IVSS) y la Federación Médica
Venezolana (FMV) firman un acuerdo que contempla reivindicaciones labora-
les y mejoras para los centros de salud, comprometiéndose el IVSS a presen-
tar en un mes un cronograma de dotación hospitalaria. 

V I E R N E S  1 5  Tras la realización de una asamblea de ciudadanos, unos 300 trabajadores de
la empresa papelera Venepal, que paralizara las operaciones por la ausencia
de inversionistas y la falta de divisas para adquirir materia prima, toman las
instalaciones de la industria en el municipio Juan José Mora, estado de
Carabobo. 

D O M I N G O  1 7 Simpatizantes de PJ realizan una caravana de aproximadamente 300 coches
por las calles de Caracas en apoyo a la celebración del referendo revocatorio.
Esta forma de manifestación se lleva a cabo también, y bajo la organización
del mismo partido de oposición, en otros 229 municipios del país.

M A R T E S  1 9 En la capital, miles de caraqueños, junto a integrantes de la CD, asociaciones
civiles y políticas, se dan citas en diferentes puntos emblemáticos para la opo-
sición y realizan varias caravanas para esperar las 12 de la noche y celebrar
con cacerolas y fuegos artificiales la hora en que se vence la mitad del perío-
do del mandatario, lo que habilita el comienzo de los trámites para convocar
al referendo revocatorio. Actos similares se llevan a cabo en Maracaibo,
Cabimas, San Cristóbal, Barcelona, Porlamar, Maturín, Barquisimeto, Puerto La
Cruz y Mérida. En la ciudad de Valencia, un grupo de militantes del partido
Proyecto Venezuela y de diferentes asociaciones civiles realiza una gran mar-
cha y concentración en la Redoma de Guaparo. Por su parte, unas 2 mil per-
sonas pertenecientes a distintas asociaciones civiles y partidos políticos se
concentran en la Av. Fuerza Aérea de Maracay en horas de la noche, corean-
do consignas contra el presidente Chávez. 



M I É R C O L E S  2 0 Más de 1,2 millones de personas pertenecientes a fuerzas opositoras al
gobierno, según cálculos del Grupo Crónica, realizan tres marchas de casi 7
km por las calles de Caracas en apoyo a la entrega al Consejo Nacional
Electoral (CNE) de las firmas que respaldan la solicitud de referendo revoca-
torio del mandato del presidente Hugo Chávez. Al mismo tiempo, un grupo
de opositores dispara contra la sede de la comandancia de la GN en El
Paraíso. En el interior del país se celebra con concentraciones en las plazas
centrales la entrega de las firmas al CNE. El gobierno responde con una mega-
jornada de servicios como renovación de pasaportes, cédula de identidad,
permiso de conducir, atención médica y venta de bolsas solidarias. En
Maracaibo, adeptos al presidente Chávez se concentran en la Av. Padilla para
celebrar el tercer año del mandato presidencial.

V I E R N E S  2 2 Unas 150 mil personas participan en una marcha por las calles de Maturín,
estado de Monagas, en respaldo al referendo revocatorio del mandato del
presidente Chávez.

S Á B A D O  2 3 Una multitudinaria concentración de casi 2 millones de personas provenien-
tes de todo el país se realiza en la Av. Bolívar de Caracas para celebrar los 3
años de gobierno del presidente Hugo Chávez Frías. Durante su discurso, el
presidente anuncia los nombres de los precandidatos a las elecciones del pró-
ximo año para las gobernaciones que permanecen en manos de la oposición,
entre otras cosas.

L U N E S  2 5 Unos 200 transportistas indígenas dedicados al comercio de gasolina en la
frontera entre Venezuela y Colombia toman la carretera troncal del Caribe que
conecta comercialmente a ambos países en protesta por irregularidades vin-
culadas con el suministro y la obtención de gasolina por parte de algunas coo-
perativas que laboran en la Alta Guajira.

Diez días después de que se venciera el plazo otorgado a la Asamblea
Nacional (AN), y tras varios días de discusión, los magistrados que integran la
Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) designan por deci -
sión unánime el nuevo CNE, que estará presidido por el conjuez de la Sala
Especial Agraria, ex rector de la Universidad Rafael María Baralt y ex decano
de la Universidad de Zulia, Francisco Carrasquero López.

Unos 600 empleados del campo gasífero Yucal Placer, en el estado Guárico,
se manifiestan en las puertas del Ministerio del Trabajo, tras 15 días de paro,
en reclamo por un bono de 300 mil bolívares para cada trabajador y 150 mil
bolívares de dotación escolar por hijo que les adeudan las operadoras Ypergas
y Confurca.

V I E R N E S  2 9 Más de 200 trabajadores toman las oficinas de la empresa Chevron en la
urbanización Richmond y en el km 40 del municipio La Cañada de Urdaneta,



estado de Zulia, en protesta por el incumplimiento en algunas cláusulas de la
convención colectiva y leyes laborales.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AD Acción Democrática
AN Asamblea Nacional
CD Coordinadora Democrática

CNE Consejo Nacional Electoral
COPEI Comité de Organización Política Electoral Independiente

CPV Colegio de Profesores de Venezuela
CTV Confederación de Trabajadores de Venezuela
FAN Fuerza Armada Nacional

FAPUV Federación de Asociaciones de Profesores Universitarios de Venezuela
FETRASINED Federación de Trabajadores Sindicalizados de la Educación

FMV Federación Médica Venezolana
GN Guardia Nacional

INAGER Instituto Nacional de Geriatría y Gerontología
IVSS Instituto Venezolano de los Seguros Sociales
MAS Movimiento Al Socialismo

MECD Ministerio de Educación, Cultura y Deportes
MVR Movimiento V República
OEA Organización de Estados Americanos
PGV Penitenciaría General de Venezuela

PJ Primero Justicia
PNUD Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo

TSJ Tribunal Supremo de Justicia
UNELLEZ Universidad Nacional Experimental de los Llanos Ezequiel Zamora

UNTV Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela
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Región Norte

Guatemala: protesta popular,

cooptación de masas

y poder oculto

Carlos Figueroa Ibarra*

El observador de los acontecimientos en Guatemala
durante 2003 tiene que atender a varios hechos. En
primer lugar, que la vida entera del país está marcada
por un proceso electoral que culminará en noviembre
de este año y en enero del entrante, que esta situa-
ción está determinada porque dicho proceso electoral
puede resultar decisivo para la vida política y social
futura de dicho país, que este momento decisivo
parece estar determinado por el ascenso de un nuevo
poder que desafía al de la llamada burguesía tradicio-
nal de dicho país, que ese nuevo poder tiene una
voluntad inédita en Guatemala en lo que se refiere a
la agregación de masas al Estado. Finalmente, como
algo que acompaña a todos estos hechos, y que acaso
esté en el sustrato de ellos, una creciente protesta
popular después de varios años de postración en la
protesta social.

Este breve trabajo intentará sintetizar todos estos hechos
de la coyuntura actual.

* S o c i ó l o g o .
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El proceso electoral y las fuerzas que se enfrentan

Buena parte de los análisis sobre la coyuntura actual en Guatemala coinciden en que en
el proceso electoral actual se enfrentan básicamente dos fuerzas con intereses contradic-
torios y hasta excluyentes. La gran burguesía de Guatemala, que se agrupa en el Comité
Coordinador de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras (CAC IF ) ,
apoya la candidatura de Oscar Berger. Ésta fue inicialmente sustentada por el Pa rtido de
Avanzada Nacional (PAN) y ahora, después del cisma entre el candidato y la dirigencia de
dicho partido, es apoyada por una coalición de partidos que ha adoptado el nombre de
Gran Alianza Nacional (GANA). La otra fuerza significativa es el Frente Republicano
Guatemalteco (FRG), que ha logrado inscribir finalmente la candidatura del general Efraín
Ríos Montt. Si hiciéramos caso de las encuestas publicadas en los últimos meses en los
distintos medios de comunicación, no habría motivo para que Berger tuviera en Ríos Montt
su principal adversario: las intenciones de voto que favorecen al general van del 3 al 8%.

Aún la encuesta realizada por Vox Latina en junio del presente año ubicaba a Berger con
el 37% de las intenciones de voto, a Álvaro Colom, el candidato de la Unión Nacional
de la Esperanza (UNE) con 13%, y a Ríos Montt con casi el 8% (Hernández Pico, 2003).
Llama la atención que en dicha encuesta Ríos Montt aparecía ya ubicado en una terce-
ra posición con un porcentaje que podría estar ascendiendo. Sondeos que no han sido
publicados ubicaban en agosto el mismo orden, pero con diferentes porcentajes: Berger
(39%), Colom (24%) y Ríos Montt (17%). Las fuerzas de izquierda aparecen de mane-
ra insignificante en dichos sondeos: la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca
(URNG) con 1,6%, y la Alianza Nueva Nación (ANN) con el 1,1%.

Si las encuestas resultaran certeras, el FRG y su candidato no serían adversarios de temer.
Sin embargo, cualquiera que haya estado en Guatemala en los primeros meses del
segundo semestre de este año habrá advertido que en materia electoral la incógnita a
resolver es si la capacidad de cooptación del voto rural del FRG podrá vencer al rechazo
al gobierno y su partido que se observa en los cascos urbanos, principalmente la capital
del país, en donde se encuentra una parte significativa de la población electoral.

Fraude y cooptación de masas

A lo largo de su historia más reciente, en Guatemala se ha observado una incapacidad
estructural por parte del Estado de tener una base social de masas. También por el hecho
de que nunca un partido que ha hecho gobierno ha podido repetir un segundo período,
a no ser a través del fraude. Ríos Montt quiso enmendar la primera de las deficiencias
durante el tiempo en que fue presidente de facto después de un golpe de estado (19 8 2 -



1983) (Figueroa Ibarra, 19 91). Hoy su proyecto sigue siendo el mismo, generar un
gobierno fuerte que en su continuidad construya un Estado también fuerte porque está
asentado en un extenso apoyo de masas. El FRG puede ser el instrumento para llegar a
ese objetivo, y al mismo tiempo romper con la maldición de que partido que gobierna,
pierde las elecciones. El FRG es un partido disciplinado, asentado en el clientelismo que
generan sus líderes locales y que con el apoyo del Estado, puesto que está ejerciendo el
gobierno, puede convertir un discurso populista y determinadas prebendas (piochas y
palas, fertilizantes a bajo precio, almuerzos escolares, mercado de tierras etc.) en un
mecanismo para agregar masas a su proyecto de continuidad en el poder político.

Elemento fundamental en este propósito es la agitación de toda la masa rural campesi-
na que fue organizada en los momentos de la guerra contrainsurgente en las Patrullas
de Autodefensa Civil (PAC). Hoy toda esta estructura organizada de los ex PAC ha sido
de nuevo movilizada y reorganizada en función del otorgamiento de una indemnización
que compensa los servicios prestados en la lucha contrainsurgente. Inicialmente fueron
inscritos 628 mil ex patrulleros con expectativas de ser resarcidos con una cantidad de
2.500 dólares cada uno, lo que hubiera implicado una erogación de 1.570 millones de
dólares (GHRC et al., 2003). En enero de este año, tales expectativas de cientos de
miles de campesinos que fueron patrulleros se materializaron en una concentración de
30 mil ex patrulleros que respaldaron la presentación del tercer informe de gobierno y
el primer gran acto de campaña electoral del FRG (Meoño, 2003).

Estados Unidos no ve con buenos ojos las posibilidades de que Ríos Montt gane la pre-
sidencia. Ha desertificado a Guatemala en lo que se refiere a la lucha contra el narco-
tráfico, y el gobierno ha respondido permitiendo que elementos de la DEA junto con ofi-
ciales de policía y fiscales guatemaltecos realicen el ejercicio conjunto llamado Jaguar
Maya. El discurso populista y antioligárquico de éste, y del propio presidente Portillo,
hace temer a Washington la posible aparición de un Hugo Chávez centroamericano.

Independientemente de lo infundados que pudieran estar estos temores, el hecho cierto es
que diversos funcionarios del gobierno estadounidense –Colin Powell y Otto Reich, entre
otros– han expresado su preocupación ante el posible escenario de un triunfo del FRG. 

Recientemente, en un discurso pronunciado en la Universidad de San Carlos de
Guatemala, el embajador John Hamilton ha desestimado las posibilidades de un fraude
electoral en el sentido de la alteración de los resultados de la votación: el padrón elec-
toral ha sido depurado, el voto es secreto, se utilizará tinta indeleble para prevenir que
una persona vote más de una vez, habrá observadores nacionales e internacionales, y
finalmente Estados Unidos ha invertido 2.275.000 dólares en actividades que garantiza-
rán elecciones libres y justas (Hamilton, 2003).



El jueves negro, la otra cara de la moneda

El planteamiento optimista del embajador Hamilton de convertir los intimidantes suce-
sos del jueves 24 de julio, el “jueves negro”, en un “domingo azul” (el domingo 9 de
noviembre próximo, día de la primera ronda electoral), y la desestimación de las posibi-
lidades del fraude electoral, pueden estar motivados por el hecho de que esté temien-
do que el abstencionismo favorezca el FRG y a su voto duro.

En las profundidades de la Guatemala rural, en las aldeas remotas en las que se vivió
de cerca el conflicto armado de los años ochenta y noventa, se ha ido constituyendo un
poder local que puede ser decisivo para que el FRG gane o al menos obtenga una vota-
ción mucho más alta que lo que las encuestas están prediciendo. Líderes locales de las
antiguas PAC, ex comisionados militares (civiles que estuvieron al servicio del ejército),
pastores de sectas protestantes, habilitadores (reclutadores de trabajadores agrícolas
para los grandes latifundios agroexportadores), se han constituido en muchas de estas
comarcas en una suerte de élite local que puede ser usada para inducir el voto a favor
del FRG. La mediación prebendal ya mencionada, unida a la intimidación que puede
ejercer un enorme dispositivo de ex patrulleros satisfechos con el pago parcial de las
indemnizaciones por los servicios prestados, puede hacer la diferencia.

Las expectativas iniciales de un pago de 2.500 dólares (aproximadamente 20 mil quet-
zales) finalmente se convirtieron el 20 de marzo de este año en el ofrecimiento de un
pago individual de 5.241 quetzales (aproximadamente 680 dólares) que se hará en tres
pagos de 1.747 quetzales cada uno. El anuncio gubernamental también expresó que los
beneficiarios de dicha medida serían únicamente 250 mil patrulleros, cifra bastante por
debajo de los 628 mil inicialmente inscritos. Tales noticias ocasionaron durante los
meses de marzo y abril protestas, movilizaciones, bloqueo de carreteras, enfrentamien-
tos violentos con las autoridades, ocupaciones de municipalidades y hasta quemas de
edificios públicos. Sin embargo, en mayo, cuando el gobierno comenzó a repartir entre
los ex patrulleros los primeros certificados de pago, las protestas comenzaron a amainar.
Los 250 mil beneficiados han firmado, al recibir sus certificados, un compromiso de no
participar en acciones legales o protestas para reclamar más beneficios que los acorda-
dos. No obstante ello, todavía en junio, militantes del FRG y ex patrulleros inconformes
se enfrentaron violentamente en el poblado de Nebaj, departamento de El Quiché (La
Semana en Guatemala , 2002; 2003).

Este proceso de organización y agitación de masas –que tiene como estructura movili-
zadora al propio FRG, organizaciones como la Asociación de Veteranos Militares de
Guatemala (AVEMILGUA) y los poderes locales en los confines rurales– es la explicación
de los sucesos del 24 de julio. En las semanas precedentes, el Registro Civil, el Tribunal



Supremo Electoral y la Corte Suprema de Justicia emitie-
ron resoluciones que negaban la inscripción de Ríos
Montt como candidato a la presidencia. Las razones estri-
baban en que el artículo 186 de la Constitución prohíbe
ser presidente de la república a todo aquel que haya
encabezado un golpe de estado o haya ejercido la jefatu-
ra de estado en un régimen de facto, así como a sus
parientes. El 17 de julio la Corte de Constitucionalidad,
integrada en su mayoría por adeptos al FRG, por una vota-
ción de 4 a 3, admitió el amparo impuesto por Ríos Montt
contra la resolución de la Corte Suprema de Justicia. El 20
de julio, la Corte Suprema de Justicia admitió provisional-
mente un amparo contra la resolución de la Corte de
Constitucionalidad interpuesto por abogados de la UNE
que postulan a Colom. Ríos Montt advirtió refiriéndose a
dicha resolución: “No está en ley y cuando no estamos en
ley, puede venir la violencia. Puede ocurrir que la dirección
y los cuadros del partido no estén en condiciones de con-
trolar a sus simpatizantes” (Hernández Pico, 2003).

La advertencia se hizo realidad el jueves 24 de julio cuan-
do un centenar de buses extra-urbanos llevaron a la capi-
tal de la república a unos 4 o 5 mil campesinos indígenas
y ladinos que cercaron el Tribunal Supremo Electoral, la
C o rte Suprema de Justicia, la Corte de Constitucionalidad
y, en una manipulación clara de la lucha de clases y el
resentimiento social, también fueron dirigidos hacia los dos
edificios del Centro Empresarial, hacia las colonias burgue-
sas de Las Conchas y La Cañada, en claras alusiones al ex
presidente Arzú y al empresario y periodista Dionisio
G u t i é r r ez. Palos, machetes, piedras en manos de hombres
y mujeres con pasamontañas que casi lincharon a varios
periodistas y provocaron la muerte de uno de ellos, sem-
braron el terror ese día en la ciudad capital. El mito reac-
cionario, racista y oligárquico de los indios que bajan de las
montañas y pasan a degüello a los ladinos pareció tener
visos de realidad ese día. También el mito del FRG anti-oli-
gárquico, que se ha expresado en labios de Ríos Montt y
Po rtillo: “Guatemala ya no será una finca de los oligarcas ni
los guatemaltecos seguirán siendo tratados como peones”.

“... la incógnita

a resolver es 

si la capacidad 
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del voto rural 
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y su partido 

que se observa 

en los cascos

urbanos,
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una parte

significativa

de la población

electoral”.



Los poderes invisibles

Una de las lecturas interesadas del conflicto que hoy se observa en la vida política de
Guatemala es que se trata de un enfrentamiento entre una ascendente clase media y la
añeja oligarquía que ha expoliado y sometido al pueblo. Ambos polos del conflicto están
mal caracterizados. La gran burguesía guatemalteca, maltrecha por los bajos precios del
café y la globalización, no es la oligarquía agro-exportadora a la cual se enfrentaron los
gobiernos revolucionarios de 1944-1954. Tampoco el gobierno actual representa a esa
pequeña burguesía y clases medias que controlaron parte del poder político durante los
gobiernos de Arévalo y Arbenz. Ni tampoco el presidente Portillo es el presidente Arbenz,
analogía interesada que ha expresado el líder del FRG, Arístides Crespo. Este discurso
probablemente tranquilice las conciencias de aproximadamente doscientos ex militantes
revolucionarios que fueron cooptados por el discurso populista del candidato y después
presidente Portillo. Pero es esencialmente falso.

Detrás del FRG y del gobierno del presidente Portillo se encuentra una ascendente
nueva burguesía que le está disputando con firmeza el poder político a la llamada bur-
guesía tradicional. Ciertamente, hay empresarios que se sustentan en formas de acu-
mulación lícita, pero hay también un enorme poder económico que se asienta en for-
mas ilícitas de acumulación. Algún analista enumera en nueve las principales empresas
del crimen organizado: el narcotráfico, el tráfico ilegal de personas hacia Estados Unidos,
el lavado de activos, el contrabando, el robo en carretera de camiones y furgones con
carga, los asaltos bancarios, los secuestros extorsivos, el robo y trasiego internacional de
vehículos de lujo y las adopciones ilegales y tráfico de menores (Meoño, 2003).

Son estas actividades las que constituyen a la fuerza social que sustenta al FRG y al gobier-
no actual de Guatemala. En ellas existe una asociación de civiles y ex militares vinculados
a violaciones de derechos humanos. Por ello, algunos analistas han planteado que el pano-
rama político cambió esencialmente a partir de 2000, cuando se inició el gobierno del FR G
( Fundación Mirna Mack, 2003). Este poder nuevo y ascendente se enquistó en el Po d e r
Ejecutivo, se volvió mayoría en el Poder Legislativo e inició un proceso de conquista de las
distintas ramas del Poder Judicial (Corte Suprema de Justicia, Corte de Constitucionalidad,
Tribunal Supremo Electoral, Ministerio Público) así como de organismos autónomos y fis-
calizadores del gobierno en turno (Contraloría General de Cuentas, Procuraduría General
de la Nación, Junta Monetaria) (Meoño, 2003; Hernández Pico, 20 0 3 ) .

Es difícil caracterizar un poder que encuentra su condición esencial de reproducción en
permanecer oculto. Algunos analistas empezaron a hablar de La Cofradía , grupo militar
organizado de poder invisible y crimen organizado que ha existido desde los años de la
guerra contrainsurgente. Hoy, un analista de la realidad guatemalteca, Gustavo Meoño,



nos propone un análisis diferenciado de dichos poderes invisibles, los cuales sustentan
el actual gobierno, pero que probablemente han extendido sus rangos de influencia
sobre las más diversas fuerzas políticas del país (Fundación Mirna Mack, 2003). 

Los poderes invisibles estarían agrupados en tres estructuras diferenciadas. La primera
de ellas estaría constituida por un grupo de ex generales y oficiales superiores que per-
tenecieron a La Cofradía y que estaría encabezado por el general retirado Manuel
Antonio Callejas y Callejas. Este grupo tendría entre sus principales expresiones a los mili-
tares organizados en AVEMILGUA. La segunda estructura estaría constituida por los gene-
rales y oficiales que heredaron el poder y negocios tanto del ex presidente general Carlos
Arana Osorio como de La Cofradía . Su cabeza visible sería el yerno de Arana, el general
Francisco Ortega Menaldo, aun cuando otros analistas agregan a este nombre el del
coronel Jacobo Salán y el del mayor Napoleón Rojas (Fundación Mirna Mack, 2003). La
influencia de este grupo radicaría en el control del Estado Mayor Presidencial, una parte
de la inteligencia militar y el entorno del presidente Portillo. Finalmente habría una ter-
cera estructura de poder invisible, que se expresaría directamente en el FRG y cuya
influencia en los distintas ramas del Estado sería su capital político (Meoño, 2003).

No es solamente la impunidad ante las formas de acumulación ilícita lo que une a
todos estos grupos en pos de una cuota esencial del poder político. El yerno de Ríos
Montt podrá seguir haciendo buenos negocios en el contrabando y falsificación de
zapatos tenis de marca reconocida, pero también el propio general seguirá goz a n d o
de la impunidad ante sus crímenes en el contexto de la contrainsurgencia. En tanto
que buena parte de los integrantes de los poderes invisibles han estado vinculados a
los crímenes de la guerra sucia, hay en la propia preservación ante la justicia univer-
sal una poderosa motivación de poder (Fundación Mirna Mack, 2003). 

Podría ser ésta una explicación al por qué con el gobierno de Alfonso Po rtillo los asesinatos,
secuestros, golpizas, amenazas de muerte, intimidaciones, allanamientos de locales y saque-
os de casas de habitación han afectado de manera muy importante a activistas y organiza-
ciones de derechos humanos. Las cifras del Grupo de Apoyo Mutuo (GAM) para 2002 y los
primeros meses de 2003 son elocuentes respecto del hostigamiento a las organizaciones
de derechos humanos: 13 asesinatos, 25 allanamientos de oficinas, 3 secuestros, 73 alla-
namientos de casas particulares, 47 amenazas de muerte (GHRC et al., 2003; GAM, 20 0 3 ) .

La protesta popular

En general, los diversos informes sobre violaciones a los derechos humanos que se han
hecho de manera reciente revelan que el nivel de represión en Guatemala es ascen-



dente. Y no solamente afectan a las organizaciones de derechos humanos. Tales son las
conclusiones de organizaciones como el GAM, Amnistía Internacional, la Misión de
Verificación de las Naciones Unidas en Guatemala (MINUGUA) y el Departamento de
Estado de los Estados Unidos de América (GHRC et al., 2003).

En este contexto represivo, todo aquel que lea recuentos de las luchas populares en los
últimos tiempos en Guatemala (OSAL, 2003; GHRC et al., 2003) advertirá una creciente
movilización social que tiene al menos tres objetivos: luchas campesinas por la tierra (ocu-
paciones), luchas salariales y contra las privatizaciones de los servicios de salud y educa-
ción, y luchas contra las implicaciones que tienen los diversos proyectos imperiales sobre
la región centroamericana (Tratado de Libre Comercio y Plan Puebla Panamá). El discurso
populista y hasta anti-neoliberal del FRG y el gobierno no se condice con las condiciones
de vida de la mayoría de la población y los efectos del neoliberalismo y la globalización.

El año 2003 comenzó con una extensa lucha magisterial iniciada por la Asamblea
Nacional del Magisterio, que demandó un aumento salarial de 100%, creación de 7 mil
plazas, mayor presupuesto para el Ministerio de Educación y mejoras en la infraestruc-
tura escolar. A fines de enero, el paro docente era una realidad para más de 40 mil
maestros, y durante las semanas siguientes se observaron movilizaciones en diversos
departamentos de la república. A mediados de febrero, más de 20 mil maestros de todo
el país, con el apoyo de padres de familia y estudiantes de la Universidad de San Carlos,
ocuparon las inmediaciones de diversas dependencias gubernamentales. Otros obser-
vadores han indicado que el movimiento alcanzó a movilizar durante una huelga de 51
días a 62 mil maestros, esto es, el 80% del total del magisterio (GHRC et al., 2003). El
movimiento terminó a mediados de marzo con un acuerdo de nueve puntos que inclu-
ye un aumento salarial de 150 quetzales, participación del magisterio en la planificación
del presupuesto de Educación para 2004, y reposición de mil horas de trabajo. 

Un hecho que merece mencionarse en este período es que el movimiento sindical no ha
mostrado el vigor de antaño. Sin embargo, en los últimos meses, el Sindicato Nacional de
Trabajadores de la Salud de Guatemala (SNTSG), el Sindicato de Trabajadores de la
Universidad de San Carlos (ST USC), y la Unidad de Acción Sindical y Popular (UA S P ) ,
e n c a b ezaron luchas contra la privatización de los servicios de salud, la derogación de pres-
taciones y el alza de las tarifas de electricidad. En part i c u l a r, la acción de los trabajadores
de la salud fue tan notable que lograron en la primera semana de julio que el presiden-
te Po rtillo derogara una cuerdo gubernativo que permitía la participación de organizacio-
nes privadas en la administración de servicios del Ministerio de Salud. Los Tratados de
Libre Comercio y el Plan Puebla Panamá fueron objeto de críticas en la marcha del 1º de
mayo y, en ese mes, la Coordinadora Nacional Sindical y Popular y la Coordinadora
Nacional Indígena y Campesina (CO NIC) ocuparon el Parlamento Centroamericano para



e x i gir representación en las discusiones del TLC. Campesinos y sindicalistas de Petén, Alta
Verapaz y Sololá bloquearon carreteras para protestar contra la forma secreta en que se
iniciaron las discusiones de dicho tratado. En julio, medio millar de delegados de organi-
zaciones sociales, de 153 comunidades de Playa Grande e Ixcán (Quicé), así como 33
representantes de comunidades del estado de Chiapas en México, participaron en el
Encuentro Binacional sobre Tratados Comerciales y la Selva del Ixcán. 

Además de pronunciarse en relación al TLC, repudiaron las consecuencias del Plan Puebla
Panamá. Hay que destacar las luchas y manifestaciones que se dieron en estos meses por
p a rte de maestros, estudiantes y padres de familia a favor de la elevación de las condicio-
nes de trabajo en la educación pública y en rechazo a la privatización de la educación.

Finalmente, hay que mencionar la realización en agosto del Primer Congreso Nacional
de los Pueblos Mayas, en el cual participaron 300 delegados de 100 municipios del país
(casi el 30%), que dio formalidad a la Asamblea Nacional del Pueblo Maya.

Sin embargo, entre todos estos movimientos merece especial mención el ascendente
movimiento campesino que se está observando en Guatemala. Un recuento hemerogr á-
fico realizado por la Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala
(ODHA, 2003) nos indica que entre julio de 2002 y abril de 2003 se observaron 44 con-
flictos agrarios que se refieren a ocupaciones de fincas por parte de campesinos, exigen-
cias de tierras, demandas de regularización legal y denuncias de manipulación o falsifica-
ción de documentos de propiedad. Organizaciones campesinas ocupan un lugar desta-
cado en la vida cotidianidad de Guatemala. Entre ellas hay que mencionar a la
Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (CNOC), una central campesina
que agrupa a distintas organizaciones junto al Comité de Unidad Campesina (CUC) y la
CO NIC, ésta última de gran relevancia en el país. Pero existen otras organizaciones que
revelan la vitalidad del movimiento campesino en el momento actual: Plataforma Agr a r i a ,
la Coordinadora de Organizaciones para el Desarrollo de Colomba (CO D ECO) y el Comité
Campesino del Altiplano (CC DA). Un momento culminante de este ascenso campesino
fue la presentación en agosto por parte de las organizaciones agrupadas en la CNOC de
una propuesta de lo que ellos llaman Reforma Agraria Integral, contrapropuesta crítica al
mercado de tierras como solución al problema agrario en el país (CNOC, 20 0 3 ) .

Palabras finales

En el momento de terminar este trabajo, una noticia relevante es el paso a retiro del gene-
ral Enrique Ríos Sosa, Jefe del Estado Mayor del Ejército. Este retiro trunca las aspiraciones
del grupo familiar de Ríos Montt de llevar al Ministerio de la Defensa al hijo del general. ¿Será



este el indicio de que en el ejército se piensa que la dinastía Ríos Montt no es lo mejor para
sus intereses? (Hernández Pico, 2003; La Semana en Guatemala , 2003). El jueves negr o
precipitó una gran alianza que lleva el nombre de Frente Cívico por la Democracia, integr a-
da por todos los partidos y organizaciones sociales que se oponen al gobierno, entre los cua-
les los intereses de la burguesía organizada en el CAC IF ocupan un lugar relevante. Algunos
de los candidatos presidenciales de menor importancia se han retirado ya de la contienda.
Pero sigue siendo improbable que todos o la mayoría de ellos declinaran para apoyar al que
tiene mayores posibilidades. Así las cosas, Guatemala se encuentra en un momento decisi-
vo. No solamente el futuro de una democracia tambaleante y las posibilidades de un espa-
cio para el resurgimiento del movimiento popular se encuentran en juego.

Probablemente lo esté también la viabilidad de Guatemala como país. 
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Costa Rica

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 Miles de trabajadores de todo el país convocados por el Magisterio en Acción,
los sindicatos del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), el Sindicato de
Trabajadores Petroleros Químicos y Afines (SITRAPEQUIA), la Asociación de
Empelados Públicos y Privados (ANEP), el Sindicato de Trabajadores Estatales
Costarricenses (SITECO) y la Confederación de Trabajadores Rerum Novárum
(CTRN), entre otras organizaciones sociales, marchan hasta la Asamblea
Legislativa (San José) en conmemoración del Día Internacional de los
Trabajadores. Exigen el retiro del proyecto de ley para ampliar la jornada labo-
ral a 12 hs, salarios más justos, el fortalecimiento de las libertades sindicales y
la aprobación y ratificación de los convenios de la Organización Internacional
del Trabajo (OIT). Rechazan el Tratado de Libre Comercio (TLC) entre
Centroamérica y Estados Unidos y el apoyo del presidente de la República
Abel Pacheco a la guerra contra Irak. 

M A R T E S  6 Más de 15 mil educadores de todo el país convocados por el Magisterio en
Acción, la Asociación de Profesores de Segunda Enseñanza (APSE), la
Asociación Nacional de Educadores (ANDE) y el Sindicato de Trabajadores de
la Educación Costarricense (SEC) marchan hasta la Casa Presidencial (San
José) en reclamo de los pagos salariales pendientes, el giro de los recursos
para el funcionamiento de los comedores escolares, la renuncia de la minis-
tra de Educación Astrid Fischel por no haber resuelto los problemas registra-
dos en el sector, y el rechazo al proyecto de municipalización de la educación.
Se reúnen con el presidente de la República y otros funcionarios con quienes
acuerdan el pago de los sueldos adeudados en la segunda quincena de mayo,
la creación de una comisión que seguirá la entrega de fondos para los come-
dores y la firma de contratos para el transporte estudiantil y el compromiso
del Ministerio de Educación Pública (MEP) de realizar gestiones necesarias
para el pago retroactivo de los salarios atrasados. 

L U N E S  1 2 El Frente Interno de Trabajadores (FIT) del ICE realiza un paro de 10 hs en
todo el país y una marcha en la que participan 14 mil empleados hasta el
Banco Central de Costa Rica (BCCR), en San José, en demanda de la aproba-
ción de 100 millones de dólares en bonos ante el Banco Nación y el cumpli-



miento de los acuerdos pendientes con el gobierno, como la aprobación de
un reajuste tarifario de energía por parte de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos (ARESEP).

Comienza en Guatemala la cuarta ronda de negociaciones del TLC entre
Centroamérica y EE.UU. La propuesta de EE.UU. genera rechazo en el sector
privado, que la califica de insuficiente y pobre por no igualar las condiciones
que la región tiene actualmente por la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (ICC),
programa unilateral de EE.UU. que permite que entren al país productos libres
de impuestos.

J U E V E S  1 5 La Unión Europea (UE) y Centroamérica concluyen en Panamá la XIX Reunión
del Diálogo de San José, donde inician negociaciones para la firma futura de
un TLC.

V I E R N E S  1 6 Más de 10 mil empleados del FIT del ICE inician una huelga indefinida en todo
el país por el problema de liquidez por el que atraviesa el instituto debido a
la desautorización para colocar 100 millones de dólares en bonos por parte
del BCCR. Además le exigen al gobierno el cumplimiento del acuerdo firma-
do en febrero pasado, que incluye un alza en las tarifas de electricidad. Se reú-
nen en la Defensoría de los Habitantes con representantes del gobierno y de
la Junta Directiva del ICE, pero no llegan a ningún acuerdo. Conforman una
comisión para analizar la situación financiera del instituto.

M A R T E S  2 0 En cada una de las sedes del ICE de todo el país los empleados realizan mani-
festaciones, trabajos comunitarios y campañas de información para explicar a
los usuarios las razones de la huelga. 

J U E V E S  2 2 Más de 16 mil trabajadores del ICE marchan hasta el Ministerio de Hacienda
en reclamo de la entrega de 100 millones de dólares para solucionar el pro-
blema de liquidez del instituto y en rechazo de la venta y privatización del
mismo. Cada uno de los comités de huelga regionales realiza marchas y con-
centraciones. 

V I E R N E S  2 3 La Junta Directiva del BCCR autoriza al ICE para que emita bonos por 40 millo-
nes de dólares en el exterior para financiar obras del sector.

L U N E S  2 6 Los docentes agremiados en APSE y el SEC marchan hasta la Presidencia de
la República. El MEP inicia gestiones para que los tribunales de trabajo decla-
ren ilegal la huelga. 

M A R T E S  2 7 En el marco de los conflictos que mantienen paralizadas la educación y las
telecomunicaciones en el país, la ministra de la Presidencia, Rina Contreras, y
el ministro de Hacienda, Jorge Walter Bolaños, renuncian a sus cargos. 



J U E V E S  2 8 Ricardo Toledo asume como nuevo ministro de la Presidencia.

La Procuraduría General de la República declara la ilegalidad de la huelga de
los trabajadores del ICE.

V I E R N E S  3 0 La Iglesia Católica y la Defensoría de los Habitantes suspenden la mediación
en el conflicto del ICE al alegar poca transparencia y falta de voluntad de las
partes para llegar a un acuerdo. 

J U N I O

L U N E S  2 El gobierno decide negociar con la administración y la junta directiva del ICE
dejando al margen a los sindicatos.

La ANDE, la APSE y el SEC inician un paro indefinido con marchas y actos a
lo largo de todo el país en demanda del pago en tiempo y forma de los sala-
rios, el giro para los comedores escolares y el cambio en el régimen de pen-
siones del Magisterio. La ministra de Educación renuncia a su cargo. Se reú-
nen con los ministros de Trabajo y Hacienda sin llegar a un acuerdo. El
Juzgado de Trabajo de Aguirre declara ilegal la huelga en dos colegios del
Pacífico Central. 

M I É R C O L E S  4 Más de 50 mil empleados públicos, entre ellos trabajadores del ICE, maestros
y estudiantes, marchan hasta la Casa Presidencial (San José) en demanda de
sus respectivos reclamos y en rechazo a la negociación del TLC con EE.UU. 

J U E V E S  5 Los trabajadores del ICE levantan la huelga al llegar a un acuerdo con el
gobierno que contempla la entrega a más tardar el 15 de julio de los restan-
tes 60 millones de dólares en emisión de bonos por parte del BCCR, la inte-
gración de una Comisión de Notables para rendir un informe de la situación
financiera del ICE en 90 días, y la no aplicación de sanciones a los manifes-
tantes.

V I E R N E S  6 Docentes marchan hasta la Corte Suprema de Justicia (San José) para exigir
respeto al fallo de 1999 que les permite jubilarse después de 30 años de ser-
vicio y con el 100% de sus salarios. 

L U N E S  9 A la huelga docente se suma el personal de la Universidad de Costa Rica
(UCR), la Universidad Estatal a Distancia (UNED) y el Instituto de Costa Rica
(ICR). El Juzgado de Trabajo de San José declara ilegal la huelga de educado-
res para los docentes que trabajan en esa provincia. 

Alberto Dent asume como ministro de Hacienda y Manuel Antonio Bolaños
(viceministro de Ambiente y Energía) en Educación.



S Á B A D O  1 4 El gobierno y los sindicatos del Magisterio Nacional rompen el diálogo. Los
representantes del gobierno no concurren a la reunión pautada en la Casa
Arzobispal y mandan por escrito su propuesta. La misma consiste en que los
maestros que cumplieron con los requisitos de pensión antes del 28 de abril
(fecha en que se emitió un criterio de la Procuraduría General de la República
sobre el tema) se puedan jubilar con el 100% del salario y 30 años de servi-
cio. Los educadores rechazan esta propuesta porque sólo beneficiaría a 2 mil
de los 8 mil trabajadores.

M A R T E S  1 7 El Consejo Nacional de Salarios aprueba un incremento en los sueldos del
sector privado del 4,68% que regirá a partir del segundo semestre del año y
beneficiará a unos 800 mil trabajadores.

J U E V E S  1 9 El presidente de Colombia, Álvaro Uribe, visita el país y anuncia que evaluará la
posibilidad de integrarse al TLC que los países de Centroamérica negocian con
EE . UU. Abel Pacheco lo recibe en el Museo de Arte Costarricense, en San José.
Analizan también la posible firma de un acuerdo entre la Refinadora Costarricense
de Petróleo (RECOPE) y la Empresa Colombiana de Pe t r ó l e o - ECOPETROL .

M A R T E S  2 4 Educadores realizan bloqueos en calles y muelles de diferentes localidades del
país. Uno de los puntos más afectados es el de las inmediaciones del aero-
puerto internacional Juan Santamaría, donde más de 300 maestros y profe-
sores de San José, Heredia y Alajuela bloquean el paso en una de las vías por
más de tres horas. 

V I E R N E S  2 7 Las bases del Magisterio levantan la huelga luego de aprobar el acuerdo alcan-
zado con el gobierno que contempla la aprobación de trasladar al primer
lugar de la agenda legislativa un proyecto de ley con el que se pretende modi-
ficar la normativa actual del régimen de pensiones de los educadores, la no
sanción a los huelguistas y el pago del incentivo por 200 días de clases, entre
otros puntos. Los educadores realizan la caravana de la victoria para festejar
el resultado de la medida. 

J U L I O

M A R T E S  8 El ministro de Ciencia y Tecnología, Rogelio Pardo, renuncia a su cargo luego
de realizar unas declaraciones sobre el ICE a favor de la privatización de
Internet y el servicio de cables. 

M A R T E S  2 2 Empleados públicos del Registro Nacional, del Ministerio de Obras Públicas y
Transportes (MOPT) y del Instituto Nacional de Seguros (INS), entre otros,
paralizan sus labores y marchan hasta el Ministerio de Hacienda para recha-
zar el monto del aumento salarial de 3,5% decretado por el gobierno el 10 de
julio pasado. 



A G O S T O

J U E V E S  7 La APSE realiza su XLVIII Congreso Nacional en el gimnasio del Liceo
Napoleón Quesada (San José). Los delegados participarán en comisiones
donde se estudiarán, entre otros temas, el TLC y su impacto en el país y en la
educación pública. Danilo Rojas Poveda y Leda Castellón Villegas son elegidos
como las nuevas autoridades de la organización.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ANDE Asociación Nacional de Educadores
ANEP Asociación de Empelados Públicos y Privados
APSE Asociación de Profesores de Segunda Enseñanza

ARESEP Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos
BCCR Banco Central de Costa Rica
CTRN Confederación de Trabajadores Rerum Novárum

FIT Frente Interno de Trabajadores
ICC Iniciativa de la Cuenca del Caribe
ICE Instituto Costarricense de Electricidad
ICR Instituto de Costa Rica
INS Instituto Nacional de Seguros

MEP Ministerio de Educación Pública
MOPT Ministerio de Obras Públicas y Transportes

OIT Organización Internacional del Trabajo
RECOPE Refinadora Costarricense de Petróleo

SEC Sindicato de Trabajadores de la Educación Costarricense 
SITECO Sindicato de Trabajadores Estatales Costarricenses

SITRAPEQUIA Sindicato de Trabajadores Petroleros Químicos y Afines
TLC Tratado de Libre Comercio

UCR Universidad de Costa Rica
UE Unión Europea

UNED Universidad Estatal a Distancia

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Florencia Ayala.
Fuentes: diarios La Prensa Libre, La Nación y La República.



El Salvador 

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 Cientos de personas –trabajadores públicos, médicos y estudiantes universi-
tarios– recorren las calles del centro de San Salvador en conmemoración del
Día Internacional de los Trabajadores, en repudio a las políticas aplicadas por
el gobierno de Francisco Flores y contra el neoliberalismo. Al promediar la
manifestación, estudiantes pertenecientes al Frente Unido Roque Dalton
(FURD) y a la Unión de Estudiantes Revolucionarios Salvadoreños (UERS)
apedrean las oficinas de una constructora, una sucursal bancaria, la farmacia
del Hospital Militar y el Ministerio de Salud, entre otros edificios.

V I E R N E S  2 El presidente Francisco Flores veta el decreto de garantía laboral para los tra-
bajadores huelguistas del Instituto Salvadoreño del Seguro Social (ISSS) san-
cionado por la Asamblea Legislativa al argumentar que el mismo es ilegal e
inconstitucional, puesto que invade los poderes ejecutivo y judicial. 

M A R T E S  6 Miembros del Sindicato de Médicos y Trabajadores del ISSS (SIMETRISSS )
y del Colegio Médico bloquean la entrada del Hospital Primero de Mayo
en San Salvador en protesta por el veto presidencial al decreto de garan-
tía laboral sancionado por la Asamblea Legislativa y en demanda del pago
de los salarios correspondientes a los 8 meses no trabajados por encon-
trarse en huelga para rechazar la privatización de la salud impulsada por
el gobierno. 

M I É R C O L E S  2 1 Un grupo de trabajadores de la Alcaldía de San Sebastián se declara en huel-
ga en apoyo a cinco empleados despedidos por la comuna. Alrededor de 50
trabajadores municipales de otras localidades se movilizan hasta Sa n
Sebastián en apoyo a sus compañeros despedidos. 

J U E V E S  2 2 Alrededor de 200 estudiantes de diversas escuelas de Acajutla marchan por
las calles de esta localidad en repudio a la violencia y el maltrato infantil.

V I E R N E S  2 3 Cerca de 30 trabajadores despedidos de la maquila Newt ex se concentran
en las puertas del Ministerio de Trabajo para demandar el pago de sus
indemnizaciones. 



L U N E S  2 6 Unos 60 habitantes de varias localidades aledañas a Santiago Texacuangos se
concentran en el barrio El Calvario para protestar contra el desabastecimiento
de agua en dicha zona por parte de la Administración Nacional de Acueductos
y Alcantarillados (ANDA).

S Á B A D O  3 1 D i v e r sas organizaciones sociales del país, aglutinadas en el Movimiento
Popular de Resistencia 12 de Octubre (MPR - 12), marchan por el centro de Sa n
Salvador hacia el Ministerio de Economía en repudio a la política del gobierno
del presidente Flores, y rechazan también la firma de acuerdos como el Plan
Puebla Panamá (PPP) o el Tratado de Libre Comercio (TLC) con los EE . UU. 

J U N I O

V I E R N E S  6 El Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN) forma el
Movimiento de Concertación Social, integrado por organizaciones sindicales,
religiosas y miembros retirados de las Fuerzas Armadas, con el objetivo de
coordinar políticas en los diferentes ámbitos para preparar la llegada del
Frente al gobierno nacional. 

V I E R N E S  1 3 Representantes del gobierno y de los médicos y trabajadores del ISSS firman
el acuerdo por medio del cual se pone fin a la huelga mantenida por el sec-
tor desde septiembre de 2002 contra el proyecto de privatización de la salud.

M I É R C O L E S  1 8 Trabajadores del ISSS, miembros de la Comisión Política FMLN y de la
Secretaría de Relaciones con Organizaciones Sociales, entre otros sectores,
marchan por el centro de San Salvador en apoyo a las negociaciones entre los
huelguistas y el gobierno.

J U L I O

J U E V E S  3 Médicos y trabajadores del ISSS se concentran en las puertas del hospital de
Especialidades, en el centro de San Salvador, para reclamar el respeto a los
acuerdos firmados el pasado 13 de junio. 

L U N E S  7 D i v e r sas organizaciones sociales, entre ellas la Red Sinti Techan y el Centro
para la Defensa del Consumidor (CDC), se concentran en horas de la maña-
na en el centro de San Salvador para repudiar la realización de la decimo-
c u a rta reunión del Comité de Negociadores Comerciales para consensuar
estrategias con vistas a la conformación del Área de Libre Comercio de las
Américas (ALCA). 

M I É R C O L E S  1 6 Más de 1.500 trabajadores municipales de las alcaldías de San Salvador mar-
chan, junto al alcalde Carlos Rivas Zamora y vendedores ambulantes de la



capital, por el centro de la ciudad hacia la Asamblea Legislativa para protestar
por la decisión del gobierno nacional de privatizar el cobro de los impuestos
municipales. 

M I É R C O L E S  2 3 El presidente Francisco Flores anuncia por cadena nacional de radio y televi-
sión el plan denominado Mano Dura para perseguir a las maras y pandillas
que actúan en el país. 

A G O S T O

V I E R N E S  1 Cientos de manifestantes del FMLN se concentran en la Plaza Cívica del cen-
tro de San Salvador en la presentación pública de la fórmula presidencial para
las elecciones del año próximo integrada por Shafick Handal y el dirigente
médico Guillermo Mata.

L U N E S  1 1 Trabajadores afiliados a la Asociación General de Empleados Públicos y
Municipales (AGEPYM) y a la Asociación Sindical de Trabajadores Municipales
(ASTRAM) se manifiestan frente a la Alcaldía de Candelaria de la Frontera en
repudio al despido de 7 empleados de la comuna.

Un grupo de militares retirados anuncia la creación del Movimiento
Salvadoreño Constitucional (MSC) con el objetivo de reunir los requisitos para
inscribirse como partido político y participar de las próximas elecciones. 

J U E V E S  1 4 El presidente Flores respalda la exigencia de las Alcaldías de seguir cobrando
la tasa por recolección de desechos sólidos y alumbrado eléctrico a través de
los recibos que emiten las distribuidoras de energía eléctrica. De esta manera
se hecha por tierra la posibilidad de que se privatice el servicio anunciada por
el gobierno tiempo atrás.

V I E R N E S  2 2 Un grupo de estudiantes pertenecientes al FURD y miembros del Sindicato
de Trabajadores Universitarios toman en horas de la mañana las instalacio-
nes del Complejo Deportivo de la Universidad de El Salvador (UES) en repu-
dio a las intenciones de la rectora de privatizar la institución. Luego de una
reunión con el Defensor de los Derechos Universitarios, los manifestantes
l evantan la medida.

J U E V E S  2 8 Centenares de vendedores del mercado central de San Salvador se manifies-
tan en las puertas de la Alcaldía en rechazo a la condición de tener que firmar
un contrato para obtener un puesto de venta fijo.



G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AGEPYM Asociación General de Empleados Públicos y Municipales
ALCA Área de Libre Comercio de las Américas

ANDA Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados
ASTRAM Asociación Sindical de Trabajadores Municipales

CDC Centro para la Defensa del Consumidor
FMLN Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional
FURD Frente Unido Roque Dalton

ISSS Instituto Salvadoreño del Seguro Social
MPR-12 Movimiento Popular de Resistencia 12 de Octubre

MSC Movimiento Salvadoreño Constitucional 
PPP Plan Puebla Panamá

SIMETRISSS Sindicato de Médicos y Trabajadores del Instituto Salvadoreño 
del Seguro Social

TLC Tratado de Libre Comercio
UERS Unión de Estudiantes Revolucionarios Salvadoreños 

UES Universidad de El Salvador

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Marcelo Perera.
Fuentes: diarios La Prensa, Colatino y El Diario de Hoy.



Guatemala

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O  

J U E V E S  1 Miles de trabajadores, encabezados por centenares de maestros y padres de
familia que exigen al gobierno detener el proceso de privatización de la edu-
cación, marchan por las calles del Centro Histórico de Guatemala para con-
memorar el Día Internacional de los Trabajadores. Reclaman mejores oportu-
nidades laborales y se pronuncian contra los Tratados de Libre Comercio
(TLC) y el Plan Puebla Panamá (PPP). En Escuintla, Quetzaltenango y Puerto
Barrios se realizan multitudinarias manifestaciones. 

L U N E S  5 Cientos de ex Patrullas de Autodefensa Civil (PAC), inconformes porque no se
les efectiviza la compensación por los servicios prestados durante los años del
conflicto armado, incendian la alcaldía de Chicacao, Suchitepéquez, un
museo, un mercado, la estación de bomberos, la casa y un auto del alcalde,
y el auto de un ex comisionado militar.

L U N E S  1 2 Representantes de Centroamérica y Estados Unidos se reúnen en la cuarta ronda
de negociaciones para la firma de un TLC. Decenas de productores nucleados en
la Coordinadora Nacional de Productores de Granos Básicos (CON A GRAB) y la
Asociación de Productos de Arroz (ARROZGUA) se concentran frente al hotel
capitalino donde se realizan las reuniones para rechazar cualquier tipo de acuer-
do, que estiman los dejará sin fuentes de empleo y alimento. 

M I É R C O L E S  1 4 Campesinos y sindicalistas de Petén, Alta Verapaz y Sololá bloquean tramos
carreteros para rechazar el TLC que negocian los gobiernos de Centroamérica
y de Estados Unidos en la capital. 

L U N E S  1 9 Más de 2 mil estudiantes realizan una manifestación desde la Municipalidad
capitalina hasta el Ministerio de Educación (MINEDUC) para rechazar la pri-
vatización de la educación, entre otros puntos.

M I É R C O L E S  2 1 Estudiantes de la Universidad de San Carlos (USAC), miembros de la
Asociación por el Bienestar Ciudadano (ABC) e integrantes de varios sindica-
tos protestan por el alza de las tarifas frente a las oficinas centrales de la
Empresa Eléctrica de Guatemala SA (EEGSA). 



J U N I O

V I E R N E S  6 El Registro de Ciudadanos rechaza la inscripción del general Ríos Montt como
candidato presidencial del Frente Republicano Guatemalteco (FRG) amparán-
dose en la prohibición constitucional que señala que ninguna persona que
haya encabezado un gobierno dictatorial podrá ser candidata a jefe de esta-
do. En respuesta, el FRG presenta un recurso de nulidad ante el Tribunal
Supremo Electoral (TSE). 

M I É R C O L E S  1 1 El auxiliar de la Procuraduría de los Derechos Humanos (PDH) de
Chimaltenango es asesinado en la zona 6 de la capital. 

M I É R C O L E S  2 5 Unos 5 mil campesinos de San Marcos, Quetzaltenango, Quiché y Sololá, per-
tenecientes a la Coordinadora Nacional Indígena y Campesina (CONIC), la
Plataforma Agraria (PA) y el Comité Campesino del Altiplano (CCDA), toman
el Ministerio de Finanzas Públicas (MFP) y la Corte Suprema de Justicia (CSJ)
para exigir al gobierno la aprobación de la Ley del Registro de Información
Catastral (RIC) y los fondos para la ejecución del Plan de Atención Social ante
la crisis del café. 

V I E R N E S  2 7 Trabajadores de salud de varias comunidades de Alta Verapaz paran por 24 hs
y protestan por las calles contra un Acuerdo Gubernativo a través del cual se
pretendería privatizar los servicios hospitalarios mediante la instalación de
patronatos como administradores de las instituciones de salud. 

J U L I O

J U E V E S  3 Más de 500 delegados de organizaciones sociales, feministas e indígenas, y
de las 153 comunidades que conforman el municipio de Playa Grande,
Ixcán, Quiché, y 33 representantes de comunidades del estado de Chiapas,
México, participan del Encuentro Binacional sobre Tratados Comerciales y la
Selva del Ixcán, donde analizan los contenidos e impactos políticos, econó-
micos, socioculturales y ambientales que acarrearán a la población campe-
sina la firma del TLC entre EE . UU. y los países centroamericanos. Se pro-
nuncian en contra de las negociaciones del PPP y manifiestan su repudio
contra la introducción de cultivos transgénicos y toda actividad petrolera,
minera y de explotación forestal, señalando que esos mecanismos sólo
beneficiarán a las empresas transnacionales. 

V I E R N E S  4 El Sindicato Nacional de Trabajadores de Salud de Guatemala (SNTSG), con
el apoyo de maestros, padres de familia y trabajadores de las zonas viales de
cada región, sale a las calles y corta carreteras en los departamentos de Sololá,
Suchitepéquez, Las Verapaces y San Marcos para protestar contra la preten-
sión del FRG de privatizar la salud pública. 



L U N E S  7 Ante la lucha y firme postura de los trabajadores de la salud, el presidente
Portillo deroga un Acuerdo Gubernativo de julio de 2002 por el cual se auto-
rizaba la participación de patronatos y asociaciones pro-salud en la adminis-
tración de servicios que presta el Ministerio de Salud Pública y Asistencia
Social (MSPAS), y que según los trabajadores era una forma de privatización
encubierta. 

El presidente de la Corte de Constitucionalidad (CC) designa por sorteo a 2
magistrados suplentes para integrar el pleno que debe fallar en el caso Ríos
Montt, generando una fuerte polémica dado que tanto el presidente del orga-
nismo como los 2 designados han tenido vínculos con el gobierno del FRG. 

M A R T E S  8 Ismael Mancar Donis, ex alcalde de San Miguel Petapa y actual candidato a
diputado de la Unión Nacional de la Esperanza (UNE), es asesinado a balazos
en San Miguel Petapa. 

Centenares de trabajadores del MSPAS, del Ministerio de Educación y del de
Comunicaciones bloquean los principales tramos carreteros del país y los
pasos fronterizos de los departamentos de San Marcos y Huehuetenango en
rechazo al proyecto de ley de concesiones, que busca la privatización de la
educación, la salud y la infraestructura productiva y de comunicaciones. 

L U N E S  1 4 Por 4 votos contra 3, la CC habilita al ex dictador y actual presidente del
Congreso, Efraín Ríos Montt, a participar en los comicios presidenciales del
próximo 9 de noviembre. 

L U N E S  2 1 La CSJ impide provisionalmente la inscripción de Ríos Montt al TSE al dar
lugar a 2 recursos de amparo presentados por el Movimiento Reformador
(MR) y la UNE. 

M I É R C O L E S  2 3 Unos 10 mil estudiantes universitarios, catedráticos y personal de la USAC,
encabezados por Rodrigo Asturias –candidato presidencial de la Unidad
Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG)– y la premio Nóbel de la Paz
Rigoberta Menchú, marchan hasta la CC en rechazo a la inscripción de Ríos
Montt como candidato presidencial. 

J U E V E S  2 4 Miles de paramilitares, ex PAC y simpatizantes del FRG de varios departa-
mentos, gran parte de ellos encapuchados y portando armas de fuego, palos,
machetes y picos, se concentran en diversas partes de la ciudad de
Guatemala, gritando consignas a favor de la candidatura de Ríos Montt y
amenazando a todos quienes pasan a su lado. Los periodistas que cubren los
hechos en la zona 10 de la capital deben escapar del lugar pues son atacados
por la turba, muriendo uno de ellos durante la corrida. Los grupos que se
encuentran en el centro de la ciudad amenazan con destruir los estableci-
mientos de las organizaciones de derechos humanos que funcionan en el



área, además de las instalaciones del programa Libre Encuentro y del diario El
Periódico. Los edificios de la C SJ, la CC y el TSE deben ser desalojados luego
de recibir amenazas de bomba. Unos 300 encapuchados se dirigen a la colo-
nia La Cañada, zona 14 de la capital, donde agraden a los residentes, que los
enfrentan con armas de fuego. 

Más de 3 mil estudiantes universitarios y pobladores de Quetzaltenango salen
a las calles de la ciudad para rechazar la violencia generada en la capital por
simpatizantes del FRG. 

V I E R N E S  2 5 Mientras el gobierno de EE.UU. cierra su embajada en Guatemala, Ríos Montt
ordena a sus seguidores que terminen las protestas y regresen a sus hogares,
por lo que miles de simpatizantes eferregistas se repliegan de la capital,
devolviendo cierta normalidad a la zona. 

M I É R C O L E S  3 0 Por 4 votos contra 3, la CC emite un fallo por el cual ordena al TSE que en
menos de 12 hs inscriba a Ríos Montt como candidato presidencial. 

A G O S T O

M A R T E S  5 Trabajadores del Ministerio de Salud nucleados en el SNTSG cortan tramos de
la ruta al Pacífico y de la ruta Interamericana y bloquean accesos a la capital y
a los puntos fronterizos con México y El Salvador para exigir al gobierno que
aumente el presupuesto a esa cartera y rechazar la privatización de los
servicios que presta a la población. 

J U E V E S  1 4 Políticos, sindicalistas, estudiantes y activistas de derechos humanos marchan
por el centro capitalino para exigir democracia y transparencia electoral, y
contra la impunidad. 

L U N E S  1 8 Viudas del conflicto armado interno y ex miembros de las PAC marchan por
las calles de Chimaltenango en reclamo de resarcimiento y compensación.

M A R T E S  1 9 Miles integrantes de la SNTSG de la mayoría de los departamentos del país
realizan marchas en diferentes puntos de la capital y se reúnen en una
protesta en la Plaza Central exigiendo mayor atención a los hospitales
públicos, entre otros puntos. 

Luego de 2 días de discusiones entre 300 delegados de más de 100
municipios de diferentes comunidades culmina el Primer Congreso Nacional
de los Pueblos Mayas. Eligen una junta directiva provisional, que buscará un
espacio de diálogo con la sociedad y el estado de Guatemala. Expresan su
rechazo a la discriminación racial y a la poca participación de los indígenas en
la toma de decisiones públicas.



V I E R N E S  2 2 Unas 40 familias que ocupan la finca Buena Vista, en puerto de Iztapa,
Escuintla, evitan con piedras y botellas ser desalojadas por la policía, que las
ataca con gases lacrimógenos hiriendo a 3 personas. 

M A R T E S  2 6 Las oficinas de la PDH son allanadas durante la madrugada por desconocidos
que sustraen al menos 2 computadoras y revisan documentación de casos en
proceso de indagación, como el sumario por los disturbios de julio
protagonizados por correligionarios del FRG. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ABC Asociación por el Bienestar Ciudadano 
ARROZGUA Asociación de Productos de Arroz 

CC Corte de Constitucionalidad 
CCDA Comité Campesino del Altiplano 

CONAGRAB Coordinadora Nacional de Productores de Granos Básicos 
CONIC Coordinadora Nacional Indígena y Campesina 

CSJ Corte Suprema de Justicia 
EEGSA Empresa Eléctrica de Guatemala SA

FRG Frente Republicano Guatemalteco 
MFP Ministerio de Finanzas Públicas 

MINEDUC Ministerio de Educación 
MR Movimiento Reformador 

MSPAS Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social 
PA Plataforma Agraria 

PAC Patrullas de Autodefensa Civil
PDH Procuraduría de los Derechos Humanos 
PPP Plan Puebla Panamá
RIC Registro de Información Catastral 

SNTSG Sindicato Nacional de Trabajadores de Salud de Guatemala 
TLC Tratado de Libre Comercio 
TSE Tribunal Supremo Electoral 

UNE Unión Nacional de la Esperanza 
URNG Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
USAC Universidad de San Carlos 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana C. Fassi.
Fuentes: Servicio Informativo del Centro de Estudios Guatemala (CEG)
y diario La Hora.



Honduras

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 Cerca de 20 mil trabajadores de la zona norte convocados por la Federación de
Sindicatos de Trabajadores Nacionales de Honduras (FESI TRA NH), la
Confederación Unitaria de Trabajadores de Honduras (CU TH) y el Bloque
Popular, realizan una marcha por las calles de San Pedro Sula en conmemora-
ción del Día Internacional de los Trabajadores. Los manifestantes ex p r e san su
inconformidad con la política que está llevando adelante el gobierno del presi-
dente Maduro y queman una bandera de EE. UU. En Tegucigalpa, más de 45 mil
trabajadores afiliados a unas 70 organizaciones sindicales marchan hasta el par-
que La Merced, mientras protestan contra la condonación de 2 mil millones de
lempiras a los grandes productores agrícolas, la privatización de los sistemas de
salud y educación, el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), el Plan
Puebla Panamá (PPP), el Tratado de Libre Comercio (TLC) con EE . UU. y la gue-
rra contra Irak. En La Ceiba, Atlántida, cerca de 8 mil trabajadores pert e n e c i e n t e s
a varios sindicatos de la zona afiliados a FESI TRA NH marchan hasta el Parque
Central donde tiene lugar el acto principal, y exigen al gobierno que garantice
todas las prestaciones y conquistas laborales y sociales en la industria de la
maquila. Por su parte, más de 2 mil personas, en su mayoría sindicalistas y cam-
pesinos, marchan en la ciudad de El Progreso hasta la Plaza del Obrero contra
los ajustes económicos del gobierno central y la administración de la alcaldesa
Nelly Solimán. También en Tocoa, Colón, unas 5 mil personas marchan por las
calles de la ciudad, lanzando severas críticas contra el modelo neoliberal.

V I E R N E S  2 Los docentes pertenecientes al Colegio de Profesores de Educación Media de
Honduras (COPEMH) realizan un paro de 24 hs a nivel nacional porque la
Secretaría de Educación mantiene congelados los concursos para las direccio-
nes departamentales y las plazas de docentes de primaria y media que que-
daron vacantes por jubilaciones, licencias e incapacidades.

M A R T E S  6 Luego de que la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (CSJ )
admite un recurso de amparo que suspende las elecciones del rector y secre-
tario de la Universidad Autónoma de Honduras (UNAH), centenares de estu-
diantes universitarios procedentes de diversas ciudades se congregan en el
campus de la misma, convocados por el Frente Unido Universitario



Democrático (FUUD), y marchan hasta la CSJ y el Congreso Nacional para
manifestar en contra de los altos magistrados y de los planes del gobierno de
interrumpir las elecciones. Por su parte, miembros del Sindicato de
Trabajadores de la UNAH (SI TRA UNAH) junto con integrantes del Bloque
Popular realizan una protesta frente a la sede del Poder Judicial en la que ex i-
gen respeto a la autonomía universitaria. Asimismo, cerca de 3 mil estudiantes
universitarios y más de un centenar de docentes de los centros regionales de
todo el país cortan la carretera del norte por espacio de una hora y luego par-
ten en caravana hasta la capital en apoyo al director del Centro Universitario
Regional del Centro (CURC), Mario Pineda, para que sea electo rector.

L U N E S  1 9 Cientos de propietarios y conductores de autobuses interurbanos toman
durante 3 hs 6 puntos de la carretera que comunica los departamentos de
Colón, Atlántida y Yoro para exigir que se intervenga la Dirección Nacional de
Tr a n s p o rte y que no se autoricen más vías urbanas e interurbanas en el lito-
ral atlántico.

Unos 400 trabajadores de la Compañía Bananera Hondureña SA (COBA HSA ) ,
propiedad del estado, toman por tiempo indefinido el puente de la carretera que
une las ciudades de El Progreso y Tela, a la altura de Quebrada Seca, en deman-
da del inmediato pago del decimotercer mes de salario y 4 semanas de sueldo.

M A R T E S  2 0 Unos 150 pobladores de El Progreso, Yoro, aglutinados en la Asamblea
Permanente Contra las Privatizaciones, toman por espacio de media hora el
puente La Democracia en rechazo a la posible aprobación de la Ley Marco del
Sector Agua Potable y Alcantarillado Sanitario. La ley transfiere los sistemas de
agua y saneamiento que opera el Servicio Autónomo Nacional de Acueductos
y Alcantarillados (SANAA) a los gobiernos municipales respectivos, posibili-
tando una futura privatización del servicio. Por su parte, integrantes del
Bloque Popular realizan una protesta en los bajos del Palacio Legislativo por
el mismo motivo, mientras que en el Valle de Aguán diferentes organizacio-
nes, entre las que se encuentran patronatos, comités de desarrollo locales,
juntas de agua, organizaciones campesinas y docentes, bloquean durante más
de 4 hs la carretera principal que conduce de Tocoa a Trujillo. Rechazan tam-
bién la pretensión de desalojar a 600 familias que integran el Movimiento
Campesino del Aguán (MCA) en Silín, Trujillo. 

L U N E S  2 6 Unas 900 personas entre padres de familia, maestros y alumnos del Centro
de Educación Básica Francisco Morazán, de la comunidad de Guaymitas, cor-
tan la carretera que conduce de El Progreso al puerto de Tela y luego toman
la Dirección Distrital de Educación, exigiendo el nombramiento de más maes-
tros en ese centro educativo.

J U E V E S  2 9 La alianza formada por el Partido Nacional y la Democracia Cristiana en el
Congreso Nacional aprueba un polémico acuerdo entre Honduras y EE.UU.



mediante el cual los hondureños presentes en territorio norteamericano, y
viceversa, no serán entregados ni trasladados por ningún medio a la Corte
Penal Internacional, para ningún propósito, salvo consentimiento expreso de
su país de origen.

Las Fuerzas Armadas de Centroamérica acuerdan en Honduras fortalecer el
combate al terrorismo y el crimen organizado en la región mediante acciones
conjuntas, así como reforzar el equipamiento y materiales de la Unidad
Humanitaria y de Rescate que los ejércitos centroamericanos mantienen para
afrontar desastres naturales1.

J U N I O

M I É R C O L E S  4 Los médicos internos del Hospital Escuela de Tegucigalpa y de los principales
centros asistenciales del país paralizan sus labores cubriendo sólo las emer-
gencias para exigir que las labores de camilleros y enfermería sean cumplidas
por los encargados de las mismas.

L U N E S  9 Los médicos internos suspenden el paro de labores que mantienen desde
hace 5 días, dado que las autoridades se comprometen a cumplir con las
demandas solicitadas.

M A R T E S  1 0 Aproximadamente 100 indígenas de Intibucá, agrupados en el Comité de
Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras (COPINH), se crucifican
frente a la Ca sa Presidencial en 18 cruces que representan los depart a m e n t o s
del país para exigir del gobierno más interés en la solución a sus problemas, en
protesta por la impunidad en la muerte de 500 líderes indígenas durante los
últimos 5 años, y por los flagelos que afectan a los hondureños, como el ine-
quidad, el PPP, el TLC con EE . UU., el ALCA, el analfabetismo y la globalización.

M I É R C O L E S  1 8 Más de 100 manifestantes aglutinados en el Bloque Popular realizan una protes-
ta frente al hotel donde se llevan adelante las negociaciones del TLC con EE . UU .

V I E R N E S  2 0 Finaliza en Tegucigalpa la quinta ronda de negociaciones para lograr un TLC
entre EE.UU. y Centroamérica, con resultados poco alentadores luego de que
Guatemala planteara la desgravación de un número mayor de productos en
la puesta en marcha del acuerdo que los ofrecidos por el resto de los cuatro
países centroamericanos.

Frente a la catedral de Juticalpa, departamento de Olancho, más de 2.500 per-
sonas inician la “Marcha por la vida” de los grupos ambientalistas, organizada
por el cura párroco de Salamá, Andrés Tamayo. La manifestación se dirige a
Tegucigalpa para pedir el cese de la tala de bosques y que se protejan las
fuentes de agua.



J U E V E S  2 6 Luego de 7 días de caminata y con el refuerzo de miles de personas de dife-
rentes organizaciones y estudiantes, finaliza con un acto frente a la Casa de
Gobierno en Tegucigalpa la “Marcha por la Vida”. El padre Tamayo exige a las
autoridades que se detenga la tala de árboles y no más concesiones mineras.

J U L I O

J U E V E S  3 Unos 100 empresarios ligados a la explotación del bosque, junto con más de
1.000 de sus empleados, cortan parcialmente la carretera que une Francisco
Morazán y Olancho en protesta por los constantes ataques a sus vehículos,
equipos de trabajo y los atentados contra sus vidas a manos de ambientalis-
tas. Exigen que la iglesia católica expulse del país al párroco de Salamá, padre
Andrés Tamayo, y a su asistente Osmín Flores, y que se desarme a los grupos
ambientalistas leales al primero, entre otras cuestiones.

M I É R C O L E S  9 En el segundo día de protestas, unos 1.500 alumnos del instituto José Trinidad
Reyes de San Pedro Sula toman durante 2 hs el peaje de la carretera que
comunica esta ciudad con Puerto Cortés en reclamo de más mobiliario, aulas
y docentes, y del pago de los salarios a maestros de 24 secciones nocturnas.

Cerca de 600 familias afiliadas a 45 empresas asociativas campesinas, organi-
zadas en el MCA, afectadas por la catástrofe del huracán Mitch en 1998, cor-
tan la carretera entre Tocoa y Trujillo exigiendo al gobierno que cumpla con la
promesa de titular sus tierras.

M A R T E S  1 5 Alumnos de 6 institutos oficiales de San Pedro Sula paralizan las clases en pro-
testa por la nueva medida que será aplicada por la Secretaría de Educación de
incrementar la nota mínima de aprobación, y por las malas condiciones edu-
cativas. Protestas similares se repiten en Tegucigalpa y en el resto del país.

M A R T E S  2 2 Luego de que el canciller Guillermo Pérez Cadalso presenta su renuncia al
cargo para lanzar su candidatura a la rectoría de la UNAH en el Claustro Pleno
convocado a tal fin para el 30 de julio próximo, docentes y estudiantes mar-
chan hasta el Congreso Nacional en protesta por la imposición de un candi-
dato de parte del gobierno. Exigen la instalación de un Consejo de Transición
Universitario durante un año, tiempo que deberá ser utilizado para llevar ade-
lante las reformas necesarias en la casa de estudios.

J U E V E S  2 4 Cerca de 2 mil personas, representantes de unas 250 organizaciones sociales
de 15 países de Mesoamérica, el Caribe, África y Europa, clausuran en
Tegucigalpa el IV Foro Mesoamericano por la Autodeterminación y Resistencia
de los Pueblos con una marcha hasta la Casa de Gobierno donde leen una
declaración que reprocha las privatizaciones, la homogeneización de los mer-
cados, la falta de empleos, y piden que no se apruebe el TLC con EE.UU. En



la declaración también se exige la desmilitarización y retiro inmediato de las
bases militares estadounidenses, además de la eliminación inmediata de los
presupuestos militares y de los ejércitos.

M A R T E S  2 9 Centenares de pobladores, representantes de 220 comunidades de 12 muni-
cipios del norte de Santa Bárbara, cortan por tiempo indefinido la carretera de
Occidente a la altura de las comunidades de La Flecha y 6 de Mayo para lograr
del gobierno la ejecución de 525 proyectos de beneficio social, como la aper-
tura de carreteras secundarias, instalación de agua potable, alcantarillado,
energía eléctrica, construcción de centros educativos y de salud, y servicio
telefónico comunitario, entre otros. 

M I É R C O L E S  3 0 En medio de un enfrentamiento entre miembros del Frente de Reforma
Universitaria (FRU) y de la Fuerza Universitaria Revolucionaria (FUR) con un
grupo de estudiantes del FUUD, el Claustro Pleno Universitario elige al ex can-
ciller Guillermo Pérez Cadalso como nuevo rector de la UNAH en sustitución
del interino Raúl Santos.

Luego de permanecer 35 hs tomada, y tras acuerdos parciales con el gobier-
no que plantean reuniones en la capital el próximo martes entre los manifes-
tantes y los ministros involucrados en sus peticiones, los pobladores de 220
comunidades del departamento Santa Bárbara despejan la carretera interna-
cional al Occidente del país que comunica con Guatemala y El Salvador.

A G O S T O

M I É R C O L E S  6 Alumnos y maestros del Instituto Unión y Esfuerzo de Villanueva, Cortés, cor-
tan la carretera que conduce a Tegucigalpa para exigir el pago de salarios adeu-
dados desde febrero a cerca de 40 docentes de las nuevas secciones que se
abrieron este año, la construcción de un nuevo edificio, la dotación de mate-
rial didáctico y contra el pretendido incremento de la nota mínima para pasa r
de año a partir del próximo período lectivo. Los cortes de ruta se repiten en El
Progreso y en Santa Rita, al tiempo que estudiantes de otras instituciones edu-
cativas de Cortés se declaran en huelga de 24 hs convocados por la Fe d e r a c i ó n
Nacional de Estudiantes de Secundaria de Honduras (FEN A ESH ) .

J U E V E S  7 Con el voto unánime de los diputados del Congreso Nacional se aprueban las
reformas al artículo 332 del Código Penal, más conocido como Ley Antimaras,
para sancionar con severas penas a las pandillas en todo el territorio nacional.

L U N E S  1 1 Parte rumbo a España, donde recibirá entrenamiento a cargo de especialistas
norteamericanos en tácticas de guerra irregular, el primer contingente del
denominado Batallón Expedicionario Xatruch, compuesto por 370 soldados
que realizarán una misión de paz en Irak.



J U E V E S  1 4 Pese al rechazo de diferentes sectores, el Congreso Nacional aprueba en el
segundo y último debate y con el voto exclusivo de los diputados nacionalis-
tas, democristianos y liberales, el dictamen de la Ley Marco del Sector Agua
Potable y Alcantarillado Sanitario, a cambio de la cual el Banco Interamericano
de Desarrollo (BID) otorgará 80 millones de dólares para 22 municipalidades. 

M A R T E S  1 9 Unos 500 indígenas lencas pertenecientes al COPINH, provenientes de
Intibucá y Lempira, protestan en los bajos del Congreso para que no se
aprueben ni la Ley de Servicio Civil, ni la Ley para la Reducción de la Pobreza
mediante la normalización de la Ley Predial y de las Actividades Económicas,
y se deroguen la nueva ley de aguas y la catastral.

M I É R C O L E S  2 0 En el marco de la aplicación de la recientemente sancionada Ley Antimaras
comienza la “Operación Libertad” en San Pedro Sula con el arresto de 50 pan-
dilleros y el decomiso de tres fardos de marihuana, armas y granadas de frag-
mentación por parte de la Policía Nacional.

J U E V E S  2 1 Más de 5 mil maestros del departamento de Francisco Morazán paran sus
actividades y marchan por las calles de Tegucigalpa hasta el Congreso
Nacional al tiempo que amenazan con darle alcance nacional a la medida. La
protesta es contra la nueva Ley de Servicio Civil que eliminará gran parte de
las conquistas laborales del sector.

L U N E S  2 5 Después de que 36 indígenas agrupados en el COPINH cumplen 24 hs sin
ingerir alimentos, otro grupo de 22 comienza un nuevo ayuno en los accesos
a la casa de gobierno como parte de una actividad de protesta que compren-
de también plantones en los bajos del Congreso Nacional y el apoyo a la mar-
cha por la dignidad a realizarse el día siguiente.

M A R T E S  2 6 Miembros de centrales obreras, del Bloque Popular, organizaciones indígenas,
médicos, enfermeras y docentes de primaria y media, toman las salidas de
Tegucigalpa, dejando incomunicada a la capital, en protesta por la aprobación
de las leyes de agua y saneamiento básico, la de servicio civil y la normativa
de titulación de tierras y propiedades. Los más de 15 mil manifestantes reali-
zan luego la Marcha por la Dignidad desde los cortes de carretera hasta reu-
nirse frente al Congreso Nacional, donde la marcha termina en un feroz
enfrentamiento de más de una hora con efectivos de la Policía Preventiva
dejando un saldo de por lo menos 30 heridos, 10 detenidos y varios negocios
dañados.



G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ALCA Área de Libre Comercio de las Américas
BID Banco Interamericano de Desarrollo

COBAHSA Compañía Bananera Hondureña SA
COPEMH Colegio de Profesores de Educación Media de Honduras
COPINH Comité de Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras

CSJ Corte Suprema de Justicia
CURC Centro Universitario Regional del Centro
CUTH Confederación Unitaria de Trabajadores de Honduras

FENAESH Federación Nacional de Estudiantes de Secundaria de Honduras
FESITRANH Federación de Sindicatos de Trabajadores Nacionales de Honduras

FRU Frente de Reforma Universitaria
FUUD Frente Unido Universitario Democrático

FUR Fuerza Universitaria Revolucionaria
MCA Movimiento Campesino del Aguán
PPP Plan Puebla Panamá

SANAA Servicio Autónomo Nacional de Acueductos y Alcantarillados
SITRAUNAH Sindicato de Trabajadores de la UNAH

TLC Tratado de Libre Comercio
UNAH Universidad Nacional Autónoma de Honduras

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Martín Fernández.
Fuentes: diarios La Prensa, La Tribuna y Tiempo.

1 Publicado en diario La Prensa de Nicaragua.



México

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 El Congreso del Trabajo (CT) realiza un acto en el zócalo del DF en conme-
moración del Día Internacional de los Trabajadores al que acuden 70 mil
agremiados, luego de lo cual sus dirigentes, entre quienes se encuentra el
presidente de la Confederación de Trabajadores de México (CTM), part i c i p a n
del acto oficial en la residencia presidencial junto al líder del Consejo
Coordinador Empresarial (CCE) y dirigentes de la disidente Unión Nacional
de Trabajadores (UNT) que reclaman por aumentos salariales y generación
de empleo. Por la tarde, la central opositora participa en otra concentración
en el zócalo que convoca a un número similar de personas junto al Fr e n t e
Sindical Mexicano (FSM), El Campo No Aguanta Más e integrantes del
Consejo Agrario Permanente (CAP). Maestros, estudiantes, empleados muni-
cipales, trabajadores petroleros y anarquistas protestan en las urbes de
Acapulco, Culiacán, Jalapa, Ciudad Juárez, Tlaxcala, Villahermosa, Ca m p e c h e ,
Veracruz y Oaxaca levantando consignas contra la represión a luchadores
sociales y las reformas eléctrica y laboral, así como en favor de aumentos
salariales y del presupuesto educativo y por una nueva política agropecuaria
nacional. Luego de marchar junto al sindicalismo opositor, centenares de
maestros de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación
( CN TE) de Oaxaca y Michoacán inician un plantón frente a la Secretaría de
Educación Pública (SEP ) .

M A R T E S  6 Se realiza en San Cristóbal de las Ca sas el primer Encuentro Hemisférico
contra la Militarización a iniciativa de Grito de los Excluidos, No
Violencia Internacional, Jubileo Sur Américas, la Red Chiapaneca Fr e n t e
al Neoliberalismo y la Convergencia de Movimientos de los Pueblos de
las Américas. Delegados de Canadá, Estados Unidos, Centroamérica,
Brasil, Colombia, Argentina, Cuba, Ecuador, República Dominicana,
Italia, Inglaterra, España, Francia, Palestina y México, entre otros, se
hacen presentes.

V I E R N E S  9 Concluye el primer Encuentro Hemisférico frente al Militarismo, donde se
acusa al gobierno de Fox de mantener la guerra contrainsurgente alentada por
el gobierno estadounidense y se reclama por la desmilitarización de Chiapas



y el cumplimiento de los acuerdos de San Andrés. El registro final del foro
incluye a 996 personas de 272 organizaciones de 35 países.

J U E V E S  1 5 El Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE) y la SEP acuer-
dan un incremento salarial de 5,5% y 1,5% en prestaciones para 850 mil pro-
fesores de los tres niveles. Alrededor de 15 mil docentes de la CNTE junto al
Frente Popular Francisco Villa (FPFV), el Consejo General de Huelga (CGH) y
campesinos de Atenco marchan hacia Los Pinos, donde se realiza la celebra-
ción oficial por el Día del Maestro en la que participan la comitiva presiden-
cial y líderes del sindicato magisterial. En Ciudad Juárez, Morelia y Ciudad
Victoria se movilizan profesores de la disidencia magisterial y de sindicatos
independientes.

L U N E S  1 9 El Sindicato Único de Trabajadores del Gobierno del DF (SUTGDF) convoca a
una huelga acatada parcialmente y a una marcha de 20 mil personas al zóca-
lo capitalino que parte desde ocho puntos de la ciudad para reclamar a las
autoridades por mejoras laborales, 20 días de aguinaldo y 40 millones de
pesos para financiar actividades gremiales.

Diez mil maestros oaxaqueños de la disidente sección 22 del SNTE inician un
plantón en el centro histórico de la capital estatal. En Michoacán y Guerrero
los maestros opositores comienzan huelgas regionales. 

J U E V E S  2 9 Alrededor de 10 mil miembros de la coordinadora docente marchan del zóca-
lo a Los Pinos junto a campesinos de San Salvador Atenco. Líderes de las sec-
ciones cenetistas de Michoacán, Guerrero y Oaxaca instalan luego una mesa
de diálogo con funcionarios de las secretarías de Gobernación y Educación
Pública, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado (ISSSTE) y el secretario de Gobierno de Michoacán.

J U N I O

L U N E S  2 Quinientos maestros de la CN TE irrumpen en la sede del Part i d o
Revolucionario Institucional (PRI). Alrededor de 15 mil miembros de la sec-
ción 22 del SNTE de la costa oaxaqueña y el istmo de Tehuantepec bloquean
tres accesos a la capital del estado y ocupan la caseta de la ruta que conduce
a Coacnopalan.

M A R T E S  3 Los docentes disidentes manifiestan frente a las embajadas de Alemania,
Canadá, Francia, Japón, Rusia, Suecia, Italia y Perú además de hacerlo en las
instalaciones de TV Azteca y Canal 40. Alrededor de 60 mil profesores reali-
zan una jornada de huelga en el estado de Oaxaca y marchan hacia el zócalo
estatal.



M I É R C O L E S  4 Cerca de 5 mil miembros de la CNTE marchan hacia la sede de la Secretaría
de Gobernación (SG) donde comienzan un plantón que es depuesto horas
después al ser iniciadas negociaciones con funcionarios del despacho en
torno a soluciones para los maestros movilizados de Guerrero y a la inter-
vención ministerial en el conflicto motivado por la toma de la sede del SNTE
en reclamo por la democratización del gremio. En Oaxaca, los maestros en
protesta anuncian el fin de las movilizaciones comenzadas el 19 de mayo
luego de aceptar una minuta de acuerdo del gobierno de estado.

M A R T E S  1 0 La CNTE resuelve dar por finalizado el movimiento de lucha iniciado hace 41
días en el zócalo capitalino y en algunos estados del país además de decidir
el mantenimiento de la toma del edificio de la SNTE.

J U E V E S  1 9 Comienza en el DF la XX Asamblea General del Consejo Nacional
Agropecuario (CNA) contando con la presencia del presidente de la
Confederación Nacional Campesina (CNC), el secretario de Economía y un
asesor del titular de Agricultura. Los gremios de empresarios agropecuarios y
campesinos critican la política oficial en torno a la puesta en marcha del
Acuerdo Nacional para el Campo. El presidente del CNA realiza un llama-
miento para crear una cultura de aceptación de los alimentos transgénicos y
monitorear el avance de las empresas transnacionales.

S Á B A D O  2 1 Cerca de 60 mil personas participan en la XXV Marcha del Orgullo Lésbico,
Gay, Bisexual y Transgénero bajo la consigna “¡Vivan todas las formas de
felicidad!” a fin de pedir a los legisladores nacionales apoyo a las iniciativas
destinadas a conseguir el respeto en la constitución de sus identidades
s exuales. El carnaval de protesta se dirige del Ángel de la Independencia al
zócalo capitalino.

J U L I O

D O M I N G O  6 Se realizan en el país las elecciones a diputados federales y la renovación de
seis gobernaciones estatales con una abstención que alcanza al 59% del
padrón nacional. El PRI obtiene el primer lugar en las legislativas con un 36%
de los casi 27 millones de votos efectuados, y se impone en los sufragios esta-
duales de Colima, Campeche, Sonora y Nuevo León. El Partido Acción
Nacional (PAN) obtiene un 30% en las parlamentarias y triunfa en San Luis
Potosí y Querétaro. El Partido de la Revolución Democrática (PRD) logra un
tercer lugar con un 18% y consigue la mayoría en la Asamblea Legislativa del
DF. La cámara baja será compuesta por 224 diputados priístas, 153 del PAN,
95 del PRD, 17 del Partido Verde Ecologista de México (PVEM), 6 del Partido
del Trabajo (PT) y 5 de Convergencia. Indígenas del Ejército Zapatista de
Liberación Nacional (EZLN) impiden el sufragio en los municipios autónomos
de San Andrés Sakamch´en de los Pobres y San Pedro Polhó. Ejidatarios y



campesinas de San Salvador Atenco marchan en la localidad llamando a no
votar y derriban los cuartos electorales hasta conseguir la cancelación de la
votación.

S Á B A D O  1 2 Más de 3.500 obreros de la planta poblana de Volkswagen marchan junto a la
UNT por la capital para reclamar a los gobiernos del estado y del ayunta-
miento por medidas de apoyo ante el plan de reducción de 2 mil puestos
laborales anunciado por la empresa.

V I E R N E S  1 8 El secretario de Relaciones Exteriores suscribe un acuerdo de desarrollo sur-
sureste con los gobernadores de Veracruz, Campeche, Chiapas, Guerrero,
Oaxaca, Puebla, Quintana Roo y Tabasco, así como también con el enviado
del mandatario yucateco, luego de haber debatido en torno al Plan Puebla-
Panamá (PPP).

L U N E S  2 1 El subcomandante Marcos hace público un comunicado del Comité
Clandestino Revolucionario Indígena-Comandancia General del EZL N
( CCRI -CG del EZLN) que porta la voz de los municipios autónomos rebel-
des y sostiene, entre otras cuestiones, que la globalización del poder ha
entrado en su etapa más agresiva tras la guerra en Irak y que ello ha desa-
tado el mayor repudio mundial en la historia humana; que la clase política
m exicana ha traicionado las esperanzas de los mexicanos al incumplir los
acuerdos de San Andrés, al negarse a considerar la reacción popular que sig-
nifica el abstencionismo de los últimos sufragios, y que en los últimos meses
los pueblos indígenas zapatistas nucleados en el EZLN han preparado modi-
ficaciones al vínculo establecido con la sociedad civil nacional e internacio-
nal que serán anunciadas en los próximos días.

M A R T E S  2 2 Marcos expresa en la primera parte de la serie de comunicados que compo-
nen la Treceava Estela que en tierras zapatistas no será permitida la imple-
mentación del PPP y que próximamente iniciará sus operaciones de onda
corta la Radio Insurgente – Voz del EZLN. 

J U E V E S  2 4 El subcomandante zapatista da a conocer la muerte de los Aguascalientes de
La Realidad, Oventik, La Garrucha, Morelia y Roberto Barrios en un mensaje
en el que insta a la sociedad civil nacional e internacional a participar en la
fiesta de defunción el 8 de agosto próximo.

V I E R N E S  2 5 En su declaración tercera los zapatistas anuncian el nacimiento de los
“Caracoles” que fueron designados por los comités de La Realidad, Morelia,
La Garrucha, Roberto Barrios y Oventik y serán llamados en español Madres
de los Caracoles del Mar de Nuestros Sueños, Torbellinos de Nuestras
Palabras, Resistencia hacia un Nuevo Amanecer, El Caracol que Habla para
Todos y Resistencia y Rebeldía por la Humanidad, respectivamente.



S Á B A D O  2 6 Marcos hace pública la cuarta parte de la Treceava Estela en la que sostiene
que los zapatistas pretenden construir su propio autogobierno según los
principios del artículo 39 de la Constitución nacional; que el proyecto sepa-
ratista en la zona es impulsado por el gobierno nacional al pretender incor-
porar al norte del país a la lógica de producción de la Unión Americana, al
centro como proveedor de consumidores de mediano y alto poder adquisi-
tivo y al sur como territorio pasible de saqueos sobre sus recursos naturales;
que el PPP consiste en el desmantelamiento de las débiles defensas de la
economía nacional y la entrega al desorden globalizado del sistema produc-
tivo mundial; y que, ante ello, han decidido lanzar el Plan La Realidad-T i j u a n a ,
convocando a un diálogo a todos los mexicanos que estén en resistencia
contra tal modelo. 

D O M I N G O  2 7 En la quinta parte del mensaje zapatista dada a publicidad, el vocero indíge-
na expresa que la forma que ha adoptado la ayuda e xterna generó una situa-
ción que causa disparidades entre las comunidades por verse algunas más
beneficiadas que otras. De allí entonces el plan de reorganización de los vín-
culos entre ambos sectores que se ha anunciado en los últimos días y que
dará prioridad especial a las áreas de salud, educación y preservación de la
cultura indígena. 

L U N E S  2 8 En la se xta parte de la Treceava Estela, Marcos sostiene que en cada uno de
los Caracoles funcionará una Casa de la Junta de Buen Gobierno donde será
responsable del autogobierno un grupo compuesto por uno o dos delegados
de cada consejo autónomo de las cinco zonas en que se dividen los territo-
rios rebeldes (Selva Fronteriza, Tzots Choj, Selva Tzeltal, la Zona Norte de
Chiapas y los Altos de Chiapas). Las atribuciones de las juntas versan en torno
al mantenimiento del equilibrio entre municipios autónomos y comunidades;
la mediación ante los conflictos que pudieran suscitarse entre éstos y con los
municipios gubernamentales; la vigilancia y supervisión de los proyectos y
tareas comunitarias que se realizaren en los municipios; y la recepción y guía
de los organismos de la sociedad civil nacional e internacional que ofrezcan
proyectos en la región, entre otros temas. Las disposiciones primeras de las
juntas las instituyen como facultadas a dirigir los apoyos y donativos de la
sociedad civil y recaudar y administrar el impuesto hermano –mediante el
cual el 10% del total de cada plan podrá ser destinado a comunidades que no
hayan recibido el beneficio del plan. 

M A R T E S  2 9 Marcos concluye la saga de la Treceava Estela con una invitación a participar
en la fiesta de defunción de los Aguascalientes y del nacimiento de los
Caracoles y las Juntas de Buen Gobierno que será realizada los días 8, 9 y 10
de agosto próximos en el municipio rebelde de San Andrés Sakamch´en de
los Pobres, ubicado en Oventik.



A G O S T O

V I E R N E S  1 El tesorero ejecutivo de la Conferencia del Episcopado Mexicano (CEM) afir-
ma que la iniciativa anunciada por el zapatismo pone en riesgo la democracia
y puede conducir a la ingobernabilidad.

Los más de 4 mil trabajadores aglutinados en la sección 271 del Sindicato
Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Similares de la República
Mexicana que trabajan para el Grupo Villacero en cuatro plantas de las empre-
sas siderúrgicas Sicartsa e Imexa, ubicadas en el puerto industrial michoacano
Lázaro Cárdenas, inician una huelga tras haber recibido una respuesta negati-
va ante un pedido de aumento salarial de 5,5%, un bono de 5 mil pesos y
otras mejoras laborales y de prestaciones.

L U N E S  4 Estudiantes de la Escuela Normal Rural de Mactumactzá, Chiapas, inician junto
a sus familiares y docentes una ocupación de la institución donde retienen
unidades de transporte de pasajeros, camionetas de la Comisión Federal de
Electricidad y otros vehículos de transporte de gas doméstico, refrescos y trai -
lers con amoblado exigiendo plazas de maestros para los egresados.

M I É R C O L E S  6 Dos centenares de estudiantes de Mactumactzá son detenidos por 300 agen-
tes de la policía estatal.

J U E V E S  7 Los empleados de la sección 271 del sindicato de Volkswagen votan una pro-
puesta de los ejecutivos de la empresa que contempla el establecimiento de
un esquema de 4 jornadas laborales por 3 de paro que diferencia dos grupos
por antigüedad y que tendrá 6 meses de vigencia a cambio del manteni-
miento del plantel laboral.

V I E R N E S  8 Miles de indígenas zapatistas e integrantes de la sociedad civil mexicana e
internacional acuden a Oventik para participar en la fiesta de defunción de los
Aguascalientes y en el nacimiento de los Caracoles. El acto ceremonial, que es
presidido por el CCRI-CG del EZLN, incluye los discursos de los comandantes
Rafael, Javier y Moisés, cuyas declaraciones son traducidas en simultáneo a las
lenguas tzotzil, tzeltal, tojobal y chol. Las delegaciones extranjeras están com-
puestas en su mayoría por jóvenes mexicanos, estadounidenses, vascos, ita-
lianos, catalanes, españoles, canadienses, alemanes e ingleses, además de
hacerse presente las organizaciones italianas Desobedientes, Ya Basta y
Rifundazione Comunista. 

En el aniversario 124 del natalicio de Emiliano Zapata, el CAP y, en menor
medida, las organizaciones de El Campo No Aguanta Más, realizan manifes-
taciones frente a las secretarías de Gobernación, Reforma Agraria, Agricultura,
Economía, Desarrollo Social, Salud, Hacienda y Medio Ambiente y Recursos
Naturales en sus dependencias del DF y las ciudades de Morelia, Oaxaca,



Tapachula, Pachuca, Villahermosa, Aguascalientes y Culiacán, así como tam-
bién en la región de la Laguna.

Cientos de normalistas de la escuela rural Mactumactzá, maestros de la sec-
ción 7 del SNTE, y campesinos de diversas organizaciones, marchan en Tuxtla
Gutiérrez pidiendo por la liberación de los detenidos y plazas de egreso.

S Á B A D O  9 Una decena de líderes del EZLN son los oradores en el acto de nacimiento de
los cinco Caracoles realizado en Oventik al que acuden cerca de 10 mil per-
sonas, entre quienes se encuentran los miembros de los concejos autónomos
que habrán de componer las juntas de gobierno. El subcomandante Marcos
saluda el renacimiento mediante un mensaje emitido a los inicios de la trans-
misión clandestina de la Radio Insurgente, La Voz de los sin Voz, La Escurridiza
del Cuadrante. 

D O M I N G O  1 0 Los indígenas y miembros de las organizaciones civiles presentes en la inau-
guración de los Caracoles comienzan a retornar a sus tierras de origen al ini-
ciar éstos sus funciones de gobierno. El contingente de regreso está com-
puesto por el Sindicato Mexicano de Electricistas (SME), el Sindicato de
Trabajadores de la Universidad Nacional Autónoma de México (STUNAM), tra-
bajadores telefonistas, de la educación, de la Unión Nacional de
Organizaciones Regionales Campesinas Autónomas (U NORCA) e integrantes
del Congreso Nacional Indígena (CNI), entre otros.

La Procuraduría General de Justicia del Estado de Chiapas decreta el arraigo
por 30 días a 177 de los estudiantes detenidos el pasado miércoles en Tuxtla
Gutiérrez.

M I É R C O L E S  1 3 Joel Martínez López, quien se encuentra en Chiapas para solidarizarse con los
estudiantes en lucha de Mactumactzá, es asesinado de un disparo por perso-
nas desconocidas. Los alumnos acusan a las autoridades de haber participa-
do en el atentado.

V I E R N E S  1 5 Más de 6 mil estudiantes y egresados de Mactumactzá, familiares, grupos
campesinos y docentes de la sección 7 del SNTE vuelven a tomar las calles
principales de Tuxtla Gutiérrez.

L U N E S  1 8 Un centenar de campesinos de Atenco se reúne en la explanada del muni-
cipio para recibir a la delegación del gobierno con la cual una comisión de
15 labriegos resuelve el establecimiento de reparaciones a la familia del
campesino asesinado y el cese de las persecuciones judiciales. Tras la firma
del pacto, los ejidatarios desalojan la sede ocupada de la alcaldía local, y
d evuelven 17 vehículos retenidos y otras dependencias que tenían en
p o s e s i ó n .



M I É R C O L E S  2 0 El juez primero en lo penal con sede en la cárcel de Texcoco decreta la abso-
lución de los últimos dirigentes del Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra
(FPDT) investigados por privación ilegal a la libertad y daño de bienes. Así, el
proceso de liberación iniciado el 28 de julio por las autoridades judiciales del
penal Molino Flores llega a su fin.

V I E R N E S  2 2 Un juez penal decreta la prisión formal de 22 detenidos de la Normal de
Mactumactzá, quienes serán llevados a juicio por atentar contra la paz, atacar
vías de comunicación, robar vehículos y por privaciones ilegales a la libertad.

S Á B A D O  2 3 A iniciativa de la CNC comienza en el salón Benito Juárez de la cancillería la
Conferencia Continental de Productores Rurales donde participan delegados
de 72 organizaciones campesinas e indígenas y de partidos políticos de 26
países latinoamericanos, quienes expresan su rechazo al Área de Libre
Comercio de las Américas (ALCA) y al modelo neoliberal como causa princi-
pal de la pobreza en la región.

D O M I N G O  2 4 Los participantes de la Conferencia Continental de Productores Rurales hacen
pública la Declaración Plaza de las Tres Culturas en la que rechazan los plazos
impuestos a la negociación del ALCA y sostienen que habrán de reunirse en
enero en fecha similar a la de la Cumbre de las Américas, donde será discuti-
do el acuerdo comercial americano. Los dirigentes allí presentes acuerdan
también la integración del Frente Internacional en Defensa del Campo.

M I É R C O L E S  2 7 Estudiantes y profesores de la Escuela Normal de Mactumactzá acuden al DF,
donde solicitan frente a la SG la intervención federal en el conflicto a fin de
evitar las detenciones que impulsa el gobierno estatal. Los protestantes se diri-
gen luego hacia la sede del senado, donde inician un plantón. 

J U E V E S  2 8 La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Chiapas emite un dictamen en
el que sostiene que J. M. López, muerto durante las protestas de los norma-
listas, sufrió el atentado de un tirador externo al autobús en el que se hallaba
al momento del disparo.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ALCA Área de Libre Comercio de las Américas
CAP Consejo Agrario Permanente
CCE Consejo Coordinador Empresarial

CCRI-CG del EZLN Comité Clandestino Revolucionario Indígena-Comandancia General del EZLN
CEM Conferencia del Episcopado Mexicano
CGH Consejo General de Huelga
CNA Consejo Nacional Agropecuario
CNC Confederación Nacional Campesina



CNI Congreso Nacional Indígena
CNTE Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación

CT Congreso del Trabajo
CTM Confederación de Trabajadores de México
EZLN Ejército Zapatista de Liberación Nacional
FPDT Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra
FPFV Frente Popular Francisco Villa
FSM Frente Sindical Mexicano

ISSSTE Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
PAN Partido Acción Nacional
PPP Plan Puebla-Panamá
PRD Partido de la Revolución Democrática
PRI Partido Revolucionario Institucional
PT Partido del Trabajo

PVEM Partido Verde Ecologista de México
SEP Secretaría de Educación Pública
SG Secretaría de Gobernación

SME Sindicato Mexicano de Electricistas
SNTE Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación

STUNAM Sindicato de Trabajadores de la Universidad Nacional Autónoma de México
SUTGDF Sindicato Único de Trabajadores del Gobierno del DF

UNORCA Unión Nacional de Organizaciones Regionales Campesinas Autónomas
UNT Unión Nacional de Trabajadores

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Juan Chaves.
Fuentes: diarios La Jornada y El Universal.



Nicaragua

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 Más de 1. 500 personas, convocadas por el Frente Nacional de Tr a b a j a d o r e s
( FNT), la Central Sandinista de Trabajadores (CST), la Unión Nacional de
Empleados (UNE), la Asociación Nacional de Educadores de Nicaragua
( A NDEN) y sindicatos de las maquilas, marchan en Managua en el Día
Internacional del Trabajador para exigir una mejor distribución salarial, la reduc-
ción de los salarios de los altos funcionarios públicos y contra los despidos. 

M I É R C O L E S  7 Estudiantes de la Universidad Nacional Autónoma de Nicaragua (UNAN) de
León marchan por segundo día consecutivo hasta el edificio central de la
misma en demanda de más becas y de agilidad por parte de la Asamblea
Nacional (AN) en la distribución del presupuesto universitario 2003. 

J U E V E S  1 5 El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) desembolsa 25 millones de dólares
para Nicaragua como reconocimiento a la aprobación del gobierno de Bolaños de
l eyes presupuestarias y fiscales para reducir el déficit interno y externo. 

Más de 500 obreros de la empresa Hansae Nicaragua, ubicada en la zona
franca, inician una huelga contra la intención de la gerencia de trasladar su sin-
dicato a otro sitio y la persecución por parte de la patronal a los obreros sin-
dicalizados, entre otras cuestiones.

Unos 600 trabajadores de la empresa Textile Unlimited, en Masaya, paralizan
sus tareas en protesta porque la administración les suspendió los viáticos del
mes y los incentivos. Más tarde, autoridades de la empresa, representantes del
Centro Nicaragüense por los Derechos Humanos (CENIDH) y los trabajado-
res acuerdan el pago de los incentivos quincenales y las horas extras. 

L U N E S  1 9 El Ministerio de Fomento, Industria y Comercio (MIFIC) anuncia la posibilidad
de que Nicaragua salga del bloque centroamericano para negociar un Tratado
de Libre Comercio (TLC) en forma bilateral con Estados Unidos.

M I É R C O L E S  2 1 Los trabajadores de la limpieza de la alcaldía de Masaya realizan un paro de
24 hs para exigir a la administración el cumplimiento del convenio colectivo



que contempla la entrega de uniformes, incentivo a los vigilantes y realizar
reuniones administrativas entre ambas partes, entre otras cuestiones.

V I E R N E S  2 3 En Managua, más de 100 maestros agremiados a la ANDEN se concentran
en las afueras del Ministerio de Educación, Cultura y Deportes (MECD) en
reclamo de un aumento salarial del 100% y beneficios laborales, entre
otros puntos.

M I É R C O L E S  2 8 El gobierno de EE . UU. sostiene que su país negociará un único TLC con
Centroamérica y que no existe posibilidad de establecer acuerdos bila-
t e r a l e s .

J U N I O

L U N E S  2 Los países centroamericanos que están negociando el TLC entre EE.UU. y
Centroamérica se reúnen en Nicaragua para tratar de presentar una lista
común de productos en la siguiente ronda.

M A R T E S  1 7 Transportistas del servicio urbano de colectivo y de carga internacional, apo-
yados por alcaldes y por la Federación de Transporte de Carga de Nicaragua
(FETRACANIC), realizan un paro y hacen bloqueos en el occidente del país,
para exigir al Ministerio de Transporte e Infraestructura (MTI) la reparación de
la carretera Chinandega-El Guasaule. 

M I É R C O L E S  1 8 Los transportistas que se encuentran en paro levantan la medida luego de
acordar con el MTI el inicio de tareas de mantenimiento de la carretera
Chinandega-El Guasale y la construcción de una nueva ruta.

V I E R N E S  2 0 Cientos de estudiantes del Centro Universitario Regional del Norte (CURN),
convocados por la Unión Nacional de Estudiantes de Nicaragua (UNEN),
junto a otras organizaciones con las que forman La Alianza Social por el Agua,
marchan en Estelí y realizan plantones frente a Unión Fenosa y a la Empresa
Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados (ENACAL), contra el alza en las
tarifas de los servicios y el intento de privatización de la empresa.

L U N E S  2 3 Cientos de campesinos de San Ramón y El Tuma-La Dalia, en Matagalpa, apo-
yados por la Asociación de Trabajadores del Campo (ATC), instalan 8 planto -
nes en distintos sectores para exigir al gobierno que cumpla con los Acuerdos
de Las Tunas firmados en septiembre del años pasado, haciendo hincapié en
la creación de bancos de tierra, la titulación de propiedades y el cumplimien-
to de beneficios sociales. 

J U E V E S  2 6 Nicaragua y EE.UU. firman un acuerdo que da inmunidad a los ciudadanos
estadounidenses ante la Corte Penal Internacional (CPI).



L U N E S  3 0 Pobladores de Managua, San Rafael del Sur, Corinto y Chinandega, entre
otros, convocados por la Red de Defensa del Consumidor protestan frente a
Unión Fenosa, en Managua, contra el cobro de energía no registrada y exigen
a la AN que modifique la Ley de Energía con la cual se firmó el contrato con
esa empresa. 

J U L I O

M A R T E S  1 5 Unos 3 mil maestros de varios departamentos del país, convocados por la
ANDEN, marchan hasta el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP),
en Managua, para exigir a las autoridades un aumento de 170 millones de cór-
dobas en el presupuesto para incremento salarial, mejoras en el convenio
colectivo y puestos de trabajo. 

J U E V E S  1 7 El presidente Bolaños presenta una propuesta para reducir el armamento en
la región durante la Cumbre Extraordinaria de Presidentes Centroamericanos
que se realiza en Guatemala. 

J U E V E S  2 4 La policía y el ejército reprimen a los campesinos que se encuentran en los plan-
tones desde fines del mes de junio, en el empalme San Francisco, para garan-
tizar el libre paso de una comitiva del presidente de la república por esa ruta. 

M I É R C O L E S  3 0 Más de 5 mil personas de Matagalpa, San Ramón y La Dalia, junto a la Unión
Nacional de Productores Asociados (UNAPA), marchan desde Matagalpa
hasta Managua, encabezados por productores, alcaldes, diputados sandinistas
y miembros de la ATC, para exigir el total cumplimiento por parte del gobier-
no de los “Acuerdos de Las Tunas”. 

J U E V E S  3 1 En el sector conocido como Buenos Aires, cerca de Estelí, 600 campesinos de
la Unión Nacional de Agricultura y Ganadería (UNAG) y de 5 organismos de
los departamentos de Estelí, Madriz, Nueva Segovia y Matagalpa, bloquean la
carretera Panamericana para exigir al gobierno financiamiento, apoyo técnico
y un plan para reactivar la producción agropecuaria y en contra de la firma de
un TLC. Conforman el Foro Regional de Productores del Norte y expresan su
solidaridad con los campesinos que se encuentran en los plantones.

A G O S T O

M A R T E S  5 Estudiantes de la Universidad Católica Agropecuaria del Trópico Seco
( UCATSE) ocupan las instalaciones de la misma para exigir a las autoridades
el reconocimiento de la legalidad de la UNEN, la incorporación de estu-
diantes en el Consejo Superior, la reapertura del internado y la reactivación
del programa de becas. 



J U E V E S  7 Cientos de personas de la Federación de Trabajadores de la Sa l u d
(FETSALUD) marchan hasta el Ministerio de Salud (MINSA), en Managua,
contra el estancamiento en las negociaciones del convenio colectivo y por
mejores condiciones laborales, que se cumpla con lo firmado en la tabla de
viáticos y se reconozca la participación de los jubilados en las negociaciones. 

S Á B A D O  9 Los campesinos levantan los plantones de Las Tunas luego de firmar un
acuerdo con el gobierno que les permite comprar al estado las propieda-
des administradas por la Corporación Nacional del Sector Público
( CORNAP) bajo determinadas condiciones. Contempla también la gene-
ración de 3.500 empleos comunitarios y cerca de 1.000 empleos produc-
tivos, alimentos, la readecuación de los contratos de arrendamiento de 19
fincas y el establecimiento de comedores infantiles, preescolares y cen-
tros de salud. 

L U N E S  1 1 Se realiza en Managua el encuentro del Consejo Intersectorial de Defensa y
Seguridad de Centroamérica donde se discuten temas propuestos por EE.UU.
como la reestructuración de los ejércitos, la redefinición de sus misiones y un
plan de desarme. 

Más de 200 simpatizantes de Arnoldo Alemán y miembros del Partido Liberal
Constitucionalista (PLC) se concentran en la entrada de la hacienda El Chile,
ubicada a unos 35 km de Managua, contra el traslado del ex presidente a las
celdas de la Dirección de Investigaciones Criminales (DIC). 

M A R T E S  1 2 Un contingente de 115 militares parte hacia Irak en el marco de lo que el
gobierno llama una “misión humanitaria”. 

V I E R N E S  1 5 Estudiantes que ocupan las instalaciones de la UCATSE marchan por las calles
de Estelí para demandar el inicio de un diálogo con el presidente del Consejo
Superior de esa universidad. 

M A R T E S  1 9 La misión del Fondo Monetario Internacional (FMI) en Nicaragua autoriza al
gobierno a incrementar el nivel de inversión pública en 500 millones de dóla-
res, que provienen de préstamos o donaciones autorizadas por el FMI, el
Banco Mundial (BM), el B ID y la comunidad internacional.

S Á B A D O  2 3 Dirigentes de la Convergencia y del Frente Sandinista de Liberación Nacional
(FSLN) exigen al gobierno la repatriación de los militares que se encuentran
en Irak luego de que el gobierno da a conocer que los mismos están reci-
biendo entrenamiento de “ofensiva” en términos militares y de hacerse públi-
co que no se cuenta con un seguro de vida para todos ellos. 

D O M I N G O  2 4 Un contingente del CURN llega a la U CATSE en apoyo a los universitarios en
lucha.



M I É R C O L E S  2 7 Ex contras armados con escopetas vigilan la sede de la diócesis de Estelí,
supuestamente contratados por las autoridades de la UCATSE, para impedir
una posible toma del edificio por parte de los estudiantes que se encuentran
ocupando dicha universidad.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AN Asamblea Nacional
ANDEN Asociación Nacional de Educadores de Nicaragua

ATC Asociación de Trabajadores del Campo
BID Banco Interamericano de Desarrollo
BM Banco Mundial

CENIDH Centro Nicaragüense por los Derechos Humanos 
CORNAP Corporación Nacional del Sector Público

CPI Corte Penal Internacional
CST Central Sandinista de Trabajadores

CURN Centro Universitario Regional del Norte 
DIC Dirección de Investigaciones Criminales 

ENACAL Empresa Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados
FETRACANIC Federación de Transporte de Carga de Nicaragua 

FETSALUD Federación de Trabajadores de la Salud
FMI Fondo Monetario Internacional 
FNT Frente Nacional de Trabajadores

FSLN Frente Sandinista de Liberación Nacional
MECD Ministerio de Educación, Cultura y Deportes 
MHCP Ministerio de Hacienda y Crédito Público
MIFIC Ministerio de Fomento, Industria y Comercio

MINSA Ministerio de Salud 
MTI Ministerio de Transporte e Infraestructura 
PLC Partido Liberal Constitucionalista 
TLC Tratado de Libre Comercio

UCATSE Universidad Católica Agropecuaria del Trópico Seco
UNAG Unión Nacional de Agricultura y Ganadería
UNAN Universidad Nacional Autónoma de Nicaragua

UNAPA Unión Nacional de Productores Asociados
UNE Unión Nacional de Empleados

UNEN Unión Nacional de Estudiantes de Nicaragua 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María Chaves.
Fuentes: diarios La Prensa y El Nuevo Diario.



Panamá

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 En el Día Internacional de los Trabajadores, cientos de personas de más de
30 organizaciones sindicales, estudiantiles y políticas marchan por la capi-
tal desde el Parque Porras hasta la Plaza 5 de Mayo, donde realizan un acto
encabezado por el Consejo Nacional de Trabajadores Organizados
( CON ATO) y la Confederación Nacional de Unidad Sindical Independiente
( CONUSI). Exigen un aumento del salario mínimo y se manifiestan contra
las políticas neoliberales, el Área de Libre Comercio de las Américas
( A LCA), las reformas tributarias y las posibles privatizaciones de la Caja de
Seguro Social (CSS) y del Instituto de Acueductos y Alcantarillados
Nacionales (ID AA N ) .

J U E V E S  1 5 Durante la jornada se suceden protestas campesinas para exigir la derogación
de la Ley 44 de 1999, que habilita la ampliación de la cuenca del Canal de
Panamá y propone la creación de 3 lagos artificiales. En la capital, unos 200
integrantes de la Coordinadora Campesina Contra los Embalses (CCCE) apo-
yados por estudiantes universitarios, por el Sindicato Único de Trabajadores
de la Construcción y Similares (SUNTRACS) y miembros de la iglesia cierran
la Avenida de los Mártires exigiendo ser atendidos en la Asamblea Legislativa.
En los corregimientos de Ciri Grande y Trinidad, del distrito de Capira, más de
500 campesinos cierran la vía Interamericana. También se realizan protestas
en las provincias de Coclé, Chiriquí y Colón.

M I É R C O L E S  2 1 Unos 3 mil integrantes del Movimiento Poder Social Siglo XXI –apoyados por
la CONUSI, el Frente Estudiantil Revolucionario 29 de Noviembre (FER-29), el
CONATO, el Frente por la Defensa del Sector Agropecuario, el Movimiento
Unión Patriótica, la Asociación de Profesores de la Universidad de Panamá
(APUDEP), la Organización de Campesinos Nacionales y grupos de transpor-
tistas– marchan por la capital desde la Iglesia del Carmen en la vía España
hasta la Plaza 5 de Mayo en rechazo a la política económica del gobierno. Se
manifiestan también contra el alza de la luz y exigen una política de pleno
empleo y la derogación de las reformas tributarias. En tanto, la presidenta
Moscoso anuncia que no se llevará a cabo el aumento; sin embargo, declara
que no se derogarán los nuevos impuestos.



M I É R C O L E S  2 8 Estudiantes del Bloque Popular Universitario (BPU) cierran la vía Bolívar, a la
altura de la Universidad de Panamá (UP), en la capital, en protesta por los 10
millones de dólares otorgados por el gobierno para el concurso de Miss
Universo, contra el alza de las tarifas de luz, la recién implementada reforma
tributaria, y en demanda de la nacionalización de las empresas eléctricas y la
telefónica. Se producen enfrentamientos con la policía, con un saldo de algu-
nos heridos y detenidos.

J U E V E S  2 9 Por segundo día consecutivo, más de 80 estudiantes del BPU y de
Pensamiento y Acción Transformadora (PAT) bloquean la vía Simón Bolívar, a
la altura de la UP, en protesta por las partidas entregadas por el gobierno para
el concurso de Miss Universo. Nuevamente se producen enfrentamientos con
la policía, con un saldo de 11 detenidos y varios heridos. En tanto, estudian-
tes del Instituto Nacional (IN), convocados por el Movimiento Institutor
Revolucionario (MIR), se suman a la protesta cortando la Avenida de Los
Mártires que conduce al predio donde se realiza el evento. Más tarde, inte-
grantes del PAT cierran la Avenida Manuel Espinosa Batista donde se vuelven
a producir enfrentamientos con la policía. Por su parte, le presidenta Moscoso
declara que no permitirá más cierres de calles.

V I E R N E S  3 0 La presidenta Moscoso suspende las clases en el colegio Artes y Oficios, el IN
y la UP hasta el miércoles próximo, cuando finaliza el concurso de Miss
Universo. En tanto, el ministro de Gobierno y Justicia declara que hay 17 per-
sonas detenidas por los incidentes del día anterior y que la policía arrestará y
enviará a la justicia a toda persona que cierre una calle. 

J U N I O

D O M I N G O  1 Habitantes de Torrijos-Carter, Cerro Batea y Santa Marta, junto a representan-
tes de la iglesia, realizan una cadena humana en Cerro Batea, a la altura del
Corredor Norte, en reclamo de que la empresa PYCSA que construye esa
carretera indemnice a las familias que sean damnificadas por ello. Integrantes
del Partido Revolucionario Democrático (PRD) intentan sumarse a la protes-
ta, pero un cura lo impide, argumentando no querer políticos en la manifes-
tación.

L U N E S  2 Frente a las protestas obreras y estudiantiles contra el desfile de Miss Universo
anunciadas para el día siguiente, la presidenta Mireya Moscoso suspende las
clases de primaria y secundaria. 

M A R T E S  3 Trabajadores y estudiantes entre los que se encuentran representantes de la
CONUSI marchan hasta la Presidencia de la República para protestar contra el
c e rtamen de Miss Universo, las reformas tributarias y la privatización de la CSS .
Durante la manifestación, en la que según los organizadores participan 4 mil per-



sonas y según la policía unas 500, realizan una parodia del evento, representan-
do a las misses Impunidad, Hambre, Miseria, Deuda Externa y Corrupción. 

M A R T E S  1 0 Integrantes de la Federación Sindical marchan por la ciudad de Colón desde
el local de esa agrupación hasta la empresa transnacional distribuidora de
electricidad Electra Noreste donde lanzan baldes de pintura en protesta por el
aumento de las tarifas de luz. El dirigente sindical Marcos Allén es detenido
durante 3 horas por atentar contra la propiedad privada.

M I É R C O L E S  1 8 Integrantes de 20 comunidades campesinas e indígenas de Río Grande, pro-
vincia de Veraguas, entre los que se encuentran miembros del Movimiento
Campesino en Defensa del Río Cobre (MOCAMDERCO) y del Movimiento 10
de Abril, cierran el puente sobre el río Cobre, en la vía Panamericana, en
rechazo a los embalses y a las obras hidroeléctricas proyectados para la zona. 

Cientos de manifestantes convocados por el movimiento Poder Social Siglo
XXI marchan portando escobas desde la Iglesia Don Bosco, en Calidonia,
hasta el Parque Catedral, en los predios de la Presidencia, en protesta contra
las reformas tributarias y para exigir el congelamiento de las tarifas de energía
eléctrica y que se “barra” con la corrupción.

M A R T E S  2 4 Unos 6 mil trabajadores de la Asociación Nacional de Fu n c i o n a r i o s
Administrativos de la Caja de Seguro Social (ANFA CSS) de todo el país inician un
paro en reclamo de que la junta directiva de la CSS apruebe un crédito ext r a o r-
dinario para la institución. En la capital los huelguistas se concentran en su mayo-
ría sobre la calle Bolívar, donde sesiona la junta. En tanto, en Colón, cierran la vía
Transístmica y es arrestado un dirigente; en Bocas del Toro realizan una marcha;
en Coclé, protestan frente a las instalaciones de la agencia en Penonomé y pique-
tean frente a la sede del Ministerio de Economía en esa provincia. Ta m b i é n
adhieren trabajadores de la institución de Chitré y Chiriquí. Luego de la no apro-
bación de la petición, los trabajadores extienden la medida por 48 hs más.

M I É R C O L E S  2 5 Funcionarios de la CSS cierran la vía Bolívar, en la capital. La policía reprime y
los manifestantes responden lanzando piedras, produciéndose un saldo de 2
detenidos y varios heridos. En tanto, en la provincia de Colón, trabajadores de
las policlínicas de Sabanitas y Dr. Hugo Spadafora cierran la avenida Boyd
Roosvelt en 2 tramos, mientras que en el centro de la ciudad personal de la
entidad realiza marchas. En Penonomé, trabajadores de la agencia local de la
CSS adhieren a la medida, mientras que los de la policlínica Manuel Paulino
Ocaña se solidarizan realizando una vigilia. En Veraguas, la huelga es apoya-
da por funcionarios de los centros de salud de Soná y Santiago. 

J U E V E S  2 6 La presidenta Mireya Moscoso se reúne en Washington, EE.UU., con el man-
datario de ese país, George W. Bush, y le manifiesta sus intenciones de firmar
un Tratado de Libre Comercio (TLC) bilateral.



Los trabajadores de la CSS extienden el paro por tiempo indefinido hasta que
se apruebe el aumento de presupuesto para la entidad. En este marco, inte-
grantes de la ANFA CSS –junto a la Federación Nacional de Médicos Residentes
e Internos (FEN A MERI) y la Federación Nacional de Servidores Públicos
( FEN A SEP)– se congregan frente a la sede de la agencia en la capital. En tanto,
empleados de la policlínica Nuevo San Juan cierran la vía Transístmica a la altu-
ra de ese centro, mientras que los de la Dr. Hugo Spadafora lo hacen a la altu-
ra de la Barriada Alto del Atlántico; también, los empleados de la Policlínica de
Sabanitas protestan en un paño de la vía de esa comunidad. En la provincia de
Coclé, trabajadores, grupos cívicos, médicos y jubilados de Natá cortan la vía
Panamericana, al igual que unos 150 empleados en Aguadulce. En la provincia
de Chiriquí, miembros de la ANFA CSS de la Policlínica Dr. Gustavo A. Ross con-
tinúan en paro. Por su parte, estudiantes del Centro Regional Universitario de
Colón (CRUC), encabezados por PAT, cierran la ruta que conduce al sector de
Arco Iris en repudio a la represión a los trabajadores de la CSS en el día de ayer
y al gobierno de Moscoso.

La CONUSI y el SUNTRACS marchan desde la Plaza Porras hasta la Asamblea
Legislativa, en Panamá, para exigir que se fije el salario mínimo. Son recibidos
en el Legislativo, donde exigen además que se aumente el presupuesto de la
CSS, que se derogue la reforma tributaria y se estaticen las empresas de elec-
tricidad. En tanto, en la provincia de Chiriquí, unos 80 trabajadores del
SUNTRANCS cierran la vía Interamericana, solidarizándose también con los
trabajadores de la CSS.

V I E R N E S  2 7 Trabajadores de la CSS realizan protestas en el interior del país. En Aguadulce,
provincia de Coclé, funcionarios del Hospital Rafael Estévez cierran la vía
Interamericana. En Colón, empleados de la CSS marchan desde el sector Coco
Solo hasta la CRUC, donde reciben el apoyo de los estudiantes. En David, pro-
vincia de Chiriquí, unas 500 personas entre personal de la CSS y otros habi-
tantes de la ciudad realizan una manifestación desde la agencia hasta la
Policlínica Gustavo A. Ross.

L U N E S  3 0 Tras la aprobación del traslado de una partida para aumentos salariales por
parte de la junta directiva de la CSS, la ANFACSS, que exige un crédito extra-
ordinario por más dinero, llama a la huelga general indefinida con el apoyo
de la FENASEP.

J U L I O

M A R T E S  1 Funcionarios de la CSS bloquean la avenida Bolívar frente al Complejo
Hospitalario Metropolitano, en Panamá, y luego marchan hasta la Presidencia.
Son recibidos por el viceministro de la Presidencia y le solicitan que se expli-
cite qué rubros incluye el traslado de partidas aprobado ayer. En apoyo, estu-



diantes de la UP cierran la vía Bolívar a la altura de su centro de estudios,
enfrentándose con la policía, con un saldo de varios heridos y 10 detenidos.
También, la Comisión Médica Negociadora Nacional (COMENENAL) da su
respaldo a los trabajadores y llama a todos los sectores a apoyarlos.

En el día en que la presidenta Moscoso visita Colón, se suceden protestas de
desocupados en esa provincia, en reclamo de puestos de trabajo. Por una
parte, integrantes de Nueva Nación paralizan las obras de los Cuatro Altos
para que se contraten más trabajadores colonenses, siendo recibidos por el
gerente de la empresa. Por otra parte, miembros de Reacción Tr e s ,
Emancipación Colonense y Unión de Trabajadores Desempleados de Colón
(UTRADECO) cierran una calle en la entrada a la ciudad.

Estados Unidos autoriza el mantenimiento de la ayuda militar a Panamá luego
de que 3 días atrás el gobierno aceptara otorgar inmunidad a los soldados
norteamericanos ante la Corte Penal Internacional (CPI).

M I É R C O L E S  2 El gobierno aprueba un aumento del salario mínimo de 4 centavos de dólar
por hora. Mientras, trabajadores del SUNTRACS bloquean en Chiriquí la vía
Interamericana, a la altura del hospital materno infantil, en reclamo de un
aumento mayor.

J U E V E S  3 La ANFACSS levanta el paro iniciado 9 días atrás y acuerda con la junta direc-
tiva de la CSS que la administración de la entidad ejecute el presupuesto asig-
nado con colaboración de la Contraloría General de la República y que no se
adopten represalias contra los huelguistas.

Gremios docentes, entre los que se encuentra la APUDEP –acompañados del
SUN TRA CS, la Central Nacional de Trabajadores de Panamá (CN TP) y estu-
diantes universitarios del FER-29 y PAT– marchan por la capital, desde la Escuela
República de Venezuela hasta la Presidencia de la República, en protesta por los
malos manejos de los fondos del Seguro Educativo, las malas condiciones de
numerosos planteles y el pago de salarios atrasados. Además, rechazan el
aumento de la tarifa eléctrica, las reformas tributarias y las crisis de la CSS .

Desocupados del movimiento Nueva Nación paralizan por segunda vez en la
semana las obras de un centro comercial y un hospital privado en los Cuatro
Altos, en las afueras de Colón, reclamando que se contrate mano de obra
local. Son reprimidos por la policía, que detiene a 15 manifestantes.

S Á B A D O  5 La gobernadora de la provincia de Colón anuncia que no se permitirán más
cierres de calles. 

M A R T E S  8 El Ministerio Público allana por segunda vez en menos de un mes las oficinas
de la Comisión de la Verdad, organismo que investiga los crímenes de la dic-



tadura. La inspección se realiza mientras el presidente de la entidad denuncia
en EE . UU., ante la Comisión Internacional de Derechos Humanos, violaciones
a la autonomía de la entidad por parte de la Procuraduría General de la Nación.

M I É R C O L E S  1 6 Desocupados de Nueva Nación que el día anterior se enfrentaron con la poli-
cía durante una manifestación, siendo arrestados 17 manifestantes, realizan
una protesta en la ciudad de Colón para exigir puestos de trabajo. Allí se pro-
ducen enfrentamientos con la policía y es detenido un dirigente de la organi-
zación. Además, la policía realiza operativos en la provincia y detiene a 40 per-
sonas, entre las que se encuentran 2 dirigentes de los movimientos de deso-
cupados Emancipación Colonense y Reacción Tres. 

L U N E S  2 1 Unos 1. 500 trabajadores de la UP, nucleados en la Asociación de Empleados
de la Universidad de Panamá (ASEUPA), inician un paro parcial y escalona-
do para exigir al rector de la institución el pago de una deuda salarial de 750
mil dólares. 

A G O S T O

V I E R N E S  1 La ASEUPA, que desde que inició el paro realiza diversas movilizaciones para
que la UP salde una deuda salarial, levanta la medida tras llegar a un acuer-
do con las autoridades de la universidad.

L U N E S  1 1 Estudiantes del colegio Artes y Oficios cierran la vía Transístmica, a la altura de
la UP, luego de realizar diversas protestas en reclamo de la reincorporación de
un docente destituido por el Ministerio de Educación (MEDUC). Se enfrentan
con la policía lanzando piedras y se repliegan en el centro universitario. Más
tarde, la policía ingresa al colegio con el argumento de que se habían produ-
cido robos en la universidad cuando ingresaron los manifestantes y detiene a
103 estudiantes. Tras los incidentes, el MEDUC cierra el colegio por tiempo
indefinido.

M A R T E S  1 2 Los 103 estudiantes del Colegio Artes y Oficios arrestados el día anterior son pues-
tos en libertad. Veintiocho de ellos, mayores de edad, declaran ante la Justicia y se
les abre un expediente de filiación; deberán reportarse cada fin de mes.

J U E V E S  2 1 En ocasión de la IV Reunión de Jefes de Estados y de Gobierno que se reali-
za en Taiwán, la presidenta Mireya Moscoso suscribe un TLC con ese país.

J U E V E S  2 8 Cientos de trabajadores de la CSS, nucleados en la ANFACSS, realizan un corte
parcial sobre la vía Transístmica, frente al Edificio Bolívar, en la capital, para exi-
gir a la Junta Directiva de la entidad que apruebe el proyecto de presupuesto
de 2004 para la institución presentado por su director, Juan Jované. Debido a
la falta de quórum, el presupuesto no es tratado en el día.



G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ALCA Área de Libre Comercio de las Américas 
ANFACSS Asociación Nacional de Funcionarios Administrativos de la Caja

de Seguro Social
APUDEP Asociación de Profesores de la Universidad de Panamá 
ASEUPA Asociación de Empleados de la Universidad de Panamá 

BPU Bloque Popular Universitario 
CCCE Coordinadora Campesina Contra los Embalses 
CNTP Central Nacional de Trabajadores de Panamá 

COMENENAL Comisión Médica Negociadora Nacional 
CONATO Consejo Nacional de Trabajadores Organizados 
CONUSI Confederación Nacional de Unidad Sindical Independiente

CPI Corte Penal Internacional 
CRUC Centro Regional Universitario de Colón 

CSS Caja de Seguro Social 
FENAMERI Federación Nacional de Médicos Residentes e Internos

FENASEP Federación Nacional de Servidores Públicos 
FER-29 Frente Estudiantil Revolucionario 29 de Noviembre 
IDAAN Instituto de Acueductos y Alcantarillados Nacionales 

IN Instituto Nacional 
MEDUC Ministerio de Educación 

MIR Movimiento Institutor Revolucionario 
MOCAMDERCO Movimiento Campesino en Defensa del Río Cobre 

PAT Pensamiento y Acción Transformadora 
PRD Partido Revolucionario Democrático 

SUNTRACS Sindicato Único de Trabajadores de la Construcción y Similares 
TLC Tratado de Libre Comercio 
UP Universidad de Panamá 

UTRADECO Unión de Trabajadores Desempleados de Colón 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Gustavo Gibert.
Fuentes: diarios Crítica, La Prensa y El Panamá América.



Puerto Rico

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  1 Tras 60 años de prácticas militares, la Marina de Guerra de los Estados Unidos
se retira de Vieques. Miles de viequenses y desobedientes civiles penetran en
los terrenos que por décadas estuvieron restringidos. Poco después de la
medianoche comienza un acto ecuménico en el que participan miembros del
Gobierno, entre ellos, la gobernadora Sila María Calderón. Algunas personas
entran en el área del almacén del Campamento García y sacan dos automó-
viles y una lancha que incendian frente a los portones. Un grupo de jóvenes
derriba la caseta de los guardias que fue utilizada por policías y militares, la
cual simboliza la represión que sufrieron por años. 

V I E R N E S  9 En el Día del Maestro, la Federación de Maestros de Puerto Rico realiza una
concentración frente a La Fortaleza, en San Juan, en demanda del pago del
aumento de salarios adeudados. 

M I É R C O L E S  1 4 Miles de personas marchan hasta El Capitolio (San Juan) para rechazar la
propuesta del presidente de los EE . UU., George W. Bush, de trasladar la
administración y fondos del programa Head Start, del Departamento de
Salud y Servicios Humanos al Departamento de Educación. Según los mani-
festantes los cambios propuestos por el mandatario costarían demasiado, se
eliminaría el enfoque social y comunitario que ofrece el programa, y podría
dejarse sin empleo a miles de personas, entre otros puntos. Una marcha
similar se realiza en EE . UU. 

J U E V E S  1 5 Unos 20 vecinos del sector Cuevitas, de Juana Díaz, protestan frente a una
cantera en demanda de que se cumpla la orden del Departamento de
Recursos Naturales y Ambientales (DRNA) de cerrar la empresa por los pro-
blemas ambientales que les crea el continuo tránsito de camiones.

M A R T E S  2 0 Miembros de la Unión de Trabajadores de la Industria Eléctrica y Riego
(UTIER) de Ponce, San Juan, Mayagüez, Arecibo, Caguas, Guaynabo y
Carolina realizan piquetes frente a las oficinas de la Autoridad de Energía
Eléctrica (AEE) para rechazar la posible privatización de la empresa.



V I E R N E S  2 3 Los trabajadores nucleados en las uniones de los Departamentos de
Educación (DE) y Familia (DF) marchan desde el Capitolio hasta La Fortaleza
(San Juan) para reclamarle a la gobernadora Sila M. Calderón que cumpla con
los aumentos consignados en los convenios colectivos. 

J U N I O

D O M I N G O  1 Miles de personas marchan hasta el Parque Luis Muñoz Rivera (San Juan) en
la Décimo Tercera Parada del Orgullo Lésbico, Homosexual, Bisex u a l ,
Transgénero y Transexual (LHBTT). Protestan contra el Código Penal que pre-
tende establecer como delito la sodomía. 

D O M I N G O  8 Cientos de personas de la comunidad LHBTT marchan hasta el poblado
de Boquerón (Cabo Rojo) para exigir al gobierno que legisle a favor de
sus derechos. Por su parte, unos 40 religiosos se concentran frente a la
escuela superior del lugar en contra de esa actividad y de las relaciones
h o m o s ex u a l e s .

M A R T E S  1 0 La Unidad Laboral de Enfermeras y Empleados de la Salud (ULEES) inicia un
paro por 48 hs en el hospital Cristo Redentor de Guayama en rechazo a los
maltratos, abusos y atropellos que sufren por parte de la Iglesia Episcopal de
Puerto Rico, que administra la institución, y en reclamo de la firma de un
nuevo convenio colectivo de trabajo. 

Sale de prisión el último desobediente civil, Ismael Guadalupe. 

D O M I N G O  2 2 Grupos de fundamentalistas religiosos marchan hasta el Capitolio (San Juan)
para rechazar el artículo 103 del Código Penal que permite la despenalización
de la sodomía.

L U N E S  2 3 Las enfermeras nucleadas en la ULEES inician un paro por 48 hs en el Hospital
Doctor Pila de Ponce y realizan una concentración frente al mismo en deman-
da de mejores condiciones de trabajo. 

J U L I O

M A R T E S  1 La organización ambientalista Amigos del Mar realiza una protesta frente al
Capitolio contra el paso del navío Pacific Swan por el Canal de la Mona, car-
gado de desperdicios nucleares. Colocan una bandera blanca con la frase “No
al plutonio” en un poste de alumbrado en el Expreso Las Américas. 

L U N E S  7 Cuatro personas del Comité de Desempleados del Sur comienzan una huel-
ga de hambre frente al Capitolio para reclamar a los legisladores y a las agen-



cias de gobierno la creación de empleos en el municipio de Salinas y un plan
de desarrollo económico para la zona.

M I É R C O L E S  3 0 Decenas de miembros de la Alianza de Empleados Energéticos marchan
hasta la sede de la AEE en Santurce para protestar contra la aprobación del
proyecto de ley 3.603, el cual establece las bases para la privatización de la
institución. 

A G O S T O

M I É R C O L E S  6 Centenares de trabajadores de la AEE nucleados en la UTIER marchan hasta
La Fortaleza (San Juan) para exigir a la gobernadora Sila Calderón que no
convierta en ley el proyecto 3.603 que abre el camino a la privatización de la
corporación pública. 

M A R T E S  1 2 Agrupaciones estudiantiles socialistas, apoyadas por el Consejo General de
Estudiantes (CGE) y por la Hermandad de Empelados Exentos No
Docentes (HEEND), realizan un piquete frente al estacionamiento recién
inaugurado en la Escuela de Arquitectura del Recinto de Río Piedras de la
Universidad de Puerto Rico (UPR) en protesta por las tarifas propuestas
para el mismo al argumentar que debería ser gratuito, ya que fue cons-
truido con fondos públicos.

J U E V E S  2 1 Los empleados de oficina de la Autoridad Metropolitana de Autobuses (AMA)
protestan frente a las instalaciones de la empresa pública en reclamo de una
nueva escala salarial que se les debe hace dos años. 

M I É R C O L E S  2 7 La HEEND comienza un paro por tiempo indeterminado que mantendrá sin
clases ni trabajos administrativos al Recinto de Ponce de la UPR en deman-
da de que todo lo relacionado al convenio colectivo de trabajo sea atendi-
do en el nivel central de la universidad y no por el rector Jaime Marrero y
sus ayudantes. 

J U E V E S  2 8 Las clases se reanudan en el Recinto de Ponce de la UPR, sin que se haya solu-
cionado el conflicto laboral que provocó que la HEEND paralizara el campus
el día anterior.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AEE Autoridad de Energía Eléctrica
AMA Autoridad Metropolitana de Autobuses
CGE Consejo General de Estudiantes

DE Departamento de Educación



DF Departamento de Familia
DRNA Departamento de Recursos Naturales y Ambientales

HEEND Hermandad de Empleados Exentos No Docentes
LHBTT Lésbico, Homosexual, Bisexual, Transgénero y Transexual
ULEES Unidad Laboral de Enfermeras y Empelados de la Salud

UPR Universidad de Puerto Rico
UTIER Unión de Trabajadores de la Industria Eléctrica y Riego

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Florencia Ayala.
Fuentes: diarios El Nuevo Día Interactivo y El Vocero.



República Dominicana

[cronología mayo-agosto 2003]

M A Y O

J U E V E S  8 Jóvenes de Navarrete marchan demandando castigo para los policías respon-
sables de asesinar a un joven dirigente del Frente Amplio de Lucha Popular
(FALPO). La policía reprime dejando un herido. Las actividades comerciales,
educativas, de transporte y agrícolas permanecen paralizadas. 

J U E V E S  1 5 Los manifestantes de Navarrete levantan el paro luego de que la policía da el
nombre del agente responsable del crimen del joven dirigente de FALPO. 

L U N E S  1 9 El gobierno de República Dominicana vota contra Cuba ante la Organización
de Estados Americanos (OEA).

J U N I O

D O M I N G O  8 República Dominicana renuncia a formar parte del Tratado de Libre Comercio
(TLC) entre EE.UU. y Centroamérica al dejar delineada la negociación para
lograr un acuerdo bilateral.

L U N E S  9 El presidente Mejía confirma que mantiene conversaciones con el Fondo
Monetario Internacional (FMI) dentro de las gestiones de financiamientos
para cubrir la deuda financiera del Banco Intercontinental (BANINTER).
Sugiere al Congreso Nacional paralizar la aprobación de otros préstamos
internacionales.

D O M I N G O  1 5 Una comisión del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) llega al país para
integrarse a las negociaciones que mantiene el gobierno con el FMI.

J U L I O

M A R T E S  1 Decenas de personas convocadas por la Coordinadora de Organizaciones
Populares, Sindicales y Tr a n s p o rtistas se concentran frente al parque
Independencia para marchar al Palacio Nacional contra un acuerdo con el FMI
y el alto costo de vida. La policía desconcentra a los manifestantes, pero éstos



se reúnen nuevamente. La manifestación coincide con la puesta en vigencia
de un alza de 10 dólares al impuesto de salida del país por puertos y aero-
puertos como consecuencia de las negociaciones con el FMI.

V I E R N E S  4 La Agrupación Médica del Instituto Dominicano de Seguros Sociales
(AMIDSS) paraliza las actividades durante 1 h en todo el país, como parte de
un paro escalonado, en demanda del pago de 5 millones de pesos domini-
canos adeudados en concepto de incentivos y un aumento en los salarios,
entre otras cosas. 

L U N E S  7 El gobierno aumenta el precio del transporte público de pasajeros urbano e
interurbano.

M I É R C O L E S  9 Habitantes y organizaciones populares de Cristo Rey, La Agustina, Brisas del
Este, Herrera y Capotillo protestan y cortan calles contra el alto costo de vida,
los apagones y el acuerdo con el FMI. Son dispersados por la policía. Resultan
8 heridos y varios detenidos. 

La AMIDSS levanta los paros diarios de 1 h tras la firma de un acuerdo con el
director del Instituto Dominicano de Seguros Sociales (IDSS) en el que se ase-
gura el pago del dinero adeudado.

J U E V E S  1 0 La Confederación Nacional de Tr a n s p o rte (CON ATRA), el FALPO, la As o c i a c i ó n
de Taxistas del Cibao (ASOETA CI), la Federación Nacional de Taxistas (FEN ATAXI )
y juntas de vecinos marchan junto a estudiantes y dirigentes de otras organiza-
ciones hasta el Edificio Presidente Guzmán, en Santiago, contra el alto costo de
vida, los apagones, el alza de la tarifa eléctrica y de los combustibles. Luego mar-
chan hasta la Empresa Distribuidora de Electricidad del Norte (EDENOR TE). 

D O M I N G O  2 0 La Coordinadora de Organizaciones Populares, Sindicales y de Transportistas,
la Unión de Junta de Vecinos, el FALPO, organismos estudiantiles y agrupa-
ciones políticas protestan por las calles de San Francisco de Macorís (SFM)
contra la política económica del gobierno y la firma del acuerdo con el FMI. 

M I É R C O L E S  3 0 Las organizaciones sociales de Licey al Medio, en Santiago y de Nagua,
Salcedo, Navarrete y SFM, entre otros lugares del Cibao, realizan un paro y
diversas manifestaciones convocados por el FALPO, el Frente Salcedense
Hermanas Mirabal y la Fuerza de la Revolución, entre otros, en contra del alto
costo de vida, el alza de los combustibles, los alimentos, los apagones y la
firma de un acuerdo con el FMI. 

J U E V E S  3 1 Las organizaciones de Santiago levantan el paro. 

El gobierno de EE.UU. inicia los trámites legales para negociar un TLC con
República Dominicana.



A G O S T O

V I E R N E S  1 El Colectivo de Organizaciones Populares, Sindicales y de Transportistas reali-
za la marcha de la “Antorcha Contra el Hambre” en Cristo Rey, Santo
Domingo, en protesta por la situación económica del país. La policía reprime
con balas y gases lacrimógenos cuando comienzan a salir de la parroquia del
lugar para iniciar el recorrido. Resultan varios heridos y detenidos. 

M A R T E S  5 El Colectivo de Organizaciones Populares, el FALPO y el Movimiento Nagua
Unida, entre otros, inician una huelga de 48 hs en Nagua y cortan calles en
demanda del cese de los apagones y la rebaja de la tarifa eléctrica, los com-
bustibles, los alimentos y el rechazo a la firma del acuerdo con el FMI. La zona
es patrullada y reforzada con el ejército. Resultan 2 personas detenidas. En
SFM continúan las protestas, con un saldo de 2 muertos, 2 heridos y decenas
de detenidos.

M I É R C O L E S  6 Dirigentes de la Central Nacional de Tr a n s p o rtistas Unificados (CN TU) se reú-
nen en el local de la Central, en Santo Domingo Oeste, para organizar la mar-
cha de la “Antorcha Contra el Hambre”. La policía lanza bombas y dispara hacia
el interior del lugar. Resultan varios heridos. El dirigente Ramón Pérez Figueroa
es herido, golpeado y perseguido cuando intenta llegar a una clínica. 

J U E V E S  7 Los moradores de Santiago y Puerto Plata protestan contra los apagones. La
policía reprime, resultando 2 muertos, 10 heridos y decenas de detenidos. En
SFM miles de integrantes del Colectivo de Organizaciones Populares, el
FALPO y la Unión Nacional de Estudiantes Revolucionarios (UNER) marchan
con la antorcha contra el hambre por varios barrios demandando la mejora
del servicio eléctrico y contra el acuerdo con el FMI. 

V I E R N E S  8 Los moradores de Las Matas de Cotuí, provincia Sánchez Ramírez, respalda-
dos por el FALPO y la Coordinadora de Organizaciones Populares, inician un
paro de actividades y protestan en las calles en demanda del restablecimien-
to del servicio energético y el suministro de agua potable, entre otras cosas.
La policía reprime, resultando 2 muertos y varios heridos. Se registran protes-
tas contra los apagones en Santiago y otros pueblos del Cibao.

D O M I N G O  1 0 El gobierno comienza a aplicar el cobro de un impuesto del 2% a las impor-
taciones y el aumento del impuesto de salida, ajustes que exige el FMI.

L U N E S  1 1 La Coordinadora de Organizaciones Populares, Sindicales y de Transportistas,
el FALPO, entre otras organizaciones sindicales y barriales, marchan en Los
Tres Brazos con la “Antorcha del Hambre” contra la política del gobierno de
acordar con el FMI, los apagones y la represión policial. Se producen enfren-
tamientos con agentes “cascos negros” de la policía.



M A R T E S  1 2 El BID otorga a Republica Dominicana un crédito de emergencia por 150
millones de dólares para ser destinado a proyectos sociales y contrarrestar las
consecuencias de un acuerdo con el FMI. 

J U E V E S  1 4 La CN TU acusa ante la Suprema Corte de Justicia (SCJ) al presidente Mejía
como el responsable de la represión desatada contra el local de la central
sindical. 

D O M I N G O  1 7 La Federación Nacional de Transporte la Nueva Opción (FENATRANO), con-
vocada por la Federación Provincial del Transporte, inicia un paro del trans-
porte público urbano e interurbano por 48 hs en 8 provincias de la región sur,
en protesta por el alza en las placas de los vehículos, los aumentos en los
combustibles y en demanda de la entrega inmediata de colectivos por el Plan
de Renovación de Vehículos (RENOVE). 

M I É R C O L E S  2 0 Los habitantes de distintos sectores de Santo Domingo Este se manifiestan y
cortan calles en rechazo al alto costo de vida y los apagones. Incendian 1
colectivo, 3 minibuses y 3 autos. La policía, la fuerza aérea y la Autoridad
Metropolitana de Transporte (AMET) reprimen, dejando un muerto y una
decena de detenidos. También, ocurren protestas en otros barrios. El comer-
cio y el transporte público desde y hacia San Luis quedan paralizados. 

J U E V E S  2 1 El presidente acuerda con su equipo económico un nuevo plan de ajustes
internos para cubrir a partir de septiembre el déficit en los ingresos ordinarios.

Organizaciones populares, sindicales, choferiles y taxistas encabezan la mar-
cha de la Antorcha del Hambre que recorre varios sectores del sur de Santiago
en rechazo a la política económica del gobierno, la firma del acuerdo con el
FMI y los apagones. Demandan la rebaja de los bienes de primera necesidad
y la salida de E DENORTE. 

M A R T E S  2 6 Los comerciantes y transportistas de barrios de Los Guaricados, convocados
por organizaciones populares, juntas de vecinos y sindicatos de choferes, y
respaldados por amas de casa, estudiantes y otros, realizan un paro por 24 hs
y cortan calles en demanda del cese de los apagones y contra el alto costo de
vida. La policía lanza gases lacrimógenos.

M I É R C O L E S  2 7 Decenas de organizaciones del norte de SFM paralizan las actividades por
48 hs reclamando que el gobierno atienda las necesidades de la zona. En
Los Espínola los manifestantes cortan la vía que conduce al municipio de
Tenares. La policía reprime resultando un muerto y cuatro heridos. 

V I E R N E S  2 9 Las organizaciones populares de SFM extienden la huelga por 24 hs más ante
la indiferencia del gobierno de no atender sus reclamos.



El FMI aprueba el acuerdo stand-by con el país por 1.000 millones de dólares,
con un desembolso, para la siguiente semana, de 120 millones. El programa
es por 2 años e implica un recargo del 2% a las importaciones y la comisión
del 0,15% a los cheques bancarios, en vigencia desde el inicio de las negocia-
ciones. También un recargo temporal del 5% a las exportaciones y el turismo,
la reducción del gasto público, un aumento de 30 dólares al impuesto de sali-
da y el alza en los impuestos por las nuevas patentes de vehículos. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AMET Autoridad Metropolitana de Transporte
AMIDSS Agrupación Médica del Instituto Dominicano de Seguros Sociales

ASOETACI Asociación de Taxistas del Cibao
BANINTER Banco Intercontinental

BID Banco Interamericano de Desarrollo
CNTU Central Nacional de Transportistas Unificados

CONATRA Confederación Nacional de Transporte
EDENORTE Empresa Distribuidora de Electricidad del Norte

FALPO Frente Amplio de Lucha Popular
FENATAXI Federación Nacional de Taxistas

FENATRANO Federación Nacional de Transporte la Nueva Opción
FMI Fondo Monetario Internacional

IDSS Instituto Dominicanos de Seguros Sociales
OEA Organización de Estados Americanos

RENOVÉ Renovación de Vehículos
SCJ Suprema Corte de Justicia

SFM San Francisco de Macorís
TLC Tratado de Libre Comercio

UNER Unión Nacional de Estudiantes Revolucionarios

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Magdalena Rauch.
Fuentes: diarios Hoy, Listín y El Nacional.
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El ALCA y la culminación

de un proyecto imperial1

Atilio A. Boron*

El relato oficial y su crítica

La propuesta de establecer el Área de Libre Comercio
para las Américas (ALCA) se ha convertido, en nuestros
días, en un asunto crucial para el futuro de América
Latina y el Caribe. Los ideólogos y publicistas del neoli-
beralismo se han desvivido por presentar este proyecto
como una gran iniciativa de carácter meramente comer-
cial, que potenciaría las perspectivas de desarrollo eco-
nómico de los países de la región y aseguraría –gr a c i a s
a la liberalización de los flujos comerciales, el desman-
telamiento de las interferencias estatales y la caída de
las barreras proteccionistas– el advenimiento de una era
de prosperidad sin precedentes en nuestra historia. Bajo
esta perspectiva, el ALCA no sería otra cosa que la rea-
firmación en el plano hemisférico de la definitiva recon-
ciliación de nuestros países con las nuevas realidades de
la economía “globalizada” y un demorado sinceramien-
to de nuestras economías con el venturoso primado,
considerado ya irreversible, de los mercados mundiales.
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Este es el “relato oficial” del ALCA, que por supuesto poco tiene que ver con la realidad. Lo
que ésta nos enseña, en cambio, es que el ALCA es la culminación de un secular proyec-
to de dominación imperial cuyas raíces se hunden en la historia inter-americana. La expre-
sión más clara al respecto, pero por cierto no la única, fue planteada tempranamente en
18 23 por quien fuera entre 1817 y 18 25 el quinto Presidente de los Estados Unidos,
James Monroe. Fiel a su vocación imperialista, durante su mandato Monroe concretó la
adquisición de la Florida y, pocos años más tarde, formuló la doctrina que lleva su nombre
y que se sintetiza en su bien conocido aforismo: “América para los americanos”. El pretex-
to para tal pretensión era alejar a las potencias europeas de toda intromisión en los asun-
tos del hemisferio. Los móviles verdaderos eran, en cambio, asegurar el predominio abso-
luto en la región para ese fragmento del mundo anglosajón en tierras americanas, ponien-
do a los decrépitos imperios coloniales de España y Po rtugal en retirada y aconsejando a
británicos y franceses abstenerse de inmiscuirse en un área que para los nort e a m e r i c a n o s
constituía su esfera natural de predominio. Es imposible olvidar que esta doctrina vio la luz
un año antes de la batalla de Ayacucho (18 24), que signara el definitivo ocaso del colo-
nialismo español en esta parte del mundo, con las conocidas excepciones de Cuba y
P u e rto Rico. Es decir, que no habían aún concluido las grandes batallas de la independen-
cia americana cuando Estados Unidos ya había elaborado una política para sus vecinos del
s u r, y los principios rectores de esa política jamás dejaron de tener vigencia desde ese
entonces. Los nombres que ocasionalmente se le dieron a estos principios fueron varian-
do con el tiempo, pero su significado profundo permaneció inalterado: bajo la invocación
del “Destino Manifiesto” Estados Unidos arrebató la mayor parte del territorio mexicano y
se apoderó del Istmo centroamericano con el canal de Panamá; con la política del Nuevo
Trato se invadió Nicaragua y se acabó con Augusto César Sandino; con la de Buena
Vecindad se firmó el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca y se liquidó la expe-
riencia democrática de Guatemala en 19 54; y con la Alianza para el Progreso se invadió a
Cuba en Playa Girón, se orquestaron los golpes de estado en Argentina, Bolivia y Brasil a
comienzos de los años sesenta, y se invadió la República Dominicana en 1965. 

Richard Nixon no tuvo nombre para su política latinoamericana, pero ésta fue de una
consistencia envidiable: preparó los golpes militares de comienzos de los años setenta
en Uruguay, Chile y Argentina, y saboteó sin miramientos cualquier proyecto democrati-
zador al Sur del Río Bravo. Poco después, Ronald Reagan haría de la “lucha contra el
comunismo” una enfermiza obsesión que lo llevaría a invadir la Grenada de Maurice
Bishop y a organizar, financiar, adiestrar y armar a los “contras” nicaragüenses para frus-
trar la experiencia sandinista en el poder. Las constantes de la política exterior nortea-
mericana hacia América Latina no tienen parangón con ninguna otra parte del planeta.

No sorprende entonces comprobar que desde los albores mismos de la independencia
latinoamericana se escucharan voces de alerta motivadas por las vigorosas tendencias



expansionistas e imperialistas que, ya desde sus primeros
pasos, exhibían las trece colonias inglesas. Fue Simón
Bolívar quien planteara, con singular agudeza, los contor-
nos de esa amenaza al afirmar, en una sentencia que pre-
cisa ser recordada, que “Los Estados Unidos parecen des-
tinados por la Providencia a plagar a la América española
de miserias en nombre de la libertad”. A finales del con-
vulsionado siglo XIX habría de ser José Martí quien expu-
siera con inigualada claridad los peligros que se cernían
sobre nuestros países. La excepcional penetración de la
mirada martiana, su experiencia de “haber vivido en las
entrañas del monstruo” y su inclaudicable lucha por la
libertad de Cuba y las naciones hermanas de América
Latina y el Caribe, le permitieron captar con singular pre-
cisión los alcances de la amenaza norteamericana. 

En efecto, a lo largo de muchas páginas de su extensa
producción Martí se refirió in extenso a este tema. No es
éste el lugar para realizar una exégesis de sus argumentos,
pero conviene de todos modos subrayar algunos de sus
lineamientos principales. Decía nuestro autor que “en polí-
tica lo real es lo que no se ve” (Martí, 20 01: 49). Y lo que
no se ve, gracias a la maraña creada por la industria cultu-
ral y los medios de comunicación de masas dominados
por el imperialismo, o no se quiere ver, son los intereses
e s t r a t é gicos de Estados Unidos en la promoción del ALCA .
Se trata, entonces, de ver, y Martí nos ofrece unas guías
para poder ver. Por ejemplo, nos advierte que: “… ningún
pueblo hace nada contra su interés. [...] Si dos naciones no
tienen intereses comunes, no pueden juntarse. [...] Cuando
un pueblo es invitado a unión por otro, podrá hacerlo con
prisa el estadista ignorante y deslumbrado, [...] podrá reci-
birlo como una merced el político venal o demente, y glo-
rificarlo con palabras serviles; pero el que siente en su
corazón la angustia de la patria [...] ha de inquirir y ha de
decir qué elementos componen el carácter del pueblo que
convida y el del convidado [...] y si es probable que los ele-
mentos temibles del pueblo invitante se desarrollen en la
unión que pretende, con peligro del invitado. [...] Y el que
resuelva sin investigar, o desee la unión sin conocer, o la
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recomiende por mera frase y deslumbramiento, o la defienda por la poquedad del alma
aldeana, hará mal a América” (Martí, 20 01: 49-50 ) .

De sus exhaustivas investigaciones extrae Martí dos conclusiones fundamentales, cuya
actualidad difícilmente podría ser mayor.

Primero, los norteamericanos “creen en la necesidad, en el derecho bárbaro como único
derecho: esto es nuestro, porque lo necesitamos”. Ésta ha sido una constante en la polí-
tica exterior estadounidense: apropiarse de los recursos que se necesitaban allí donde
los hubiere. La historia del último siglo, desde la construcción del Canal de Panamá hasta
la reciente invasión a Irak, lo atestigua irrefutablemente. La denuncia martiana del “dere-
cho bárbaro” anticipó lo que pocos años después proclamaría el inefable Theodore
Roosevelt en 1904 al reivindicar para su país el “derecho a intervenir ante las fuerzas del
mal y determinar cuáles son los pueblos que se portan bien”. La declaración de
Roosevelt demuestra que Noam Chomsky está en lo cierto al afirmar, en una reciente
entrevista, que lo que se considera como una “innovación doctrinaria” en materia de
seguridad, la doctrina de la “guerra preventiva” de George Bush Jr., en realidad no es otra
cosa que el restablecimiento brutal de ideas que siempre estuvieron presentes entre los
gobernantes norteamericanos2. Sólo que, en su formulación actual, posterior a los aten-
tados del 11 de septiembre de 2001, dicha doctrina aparece con una desfachatez poco
habitual en el lenguaje diplomático, lo que le permite a Chomsky establecer un provo-
cativo paralelo con análogas formulaciones hechas por Hitler en los años treinta y
comienzos de los cuarenta. 

La doctrina Bush, en consecuencia, reformula y actualiza la concepción del primer
Roosevelt y hace de la “guerra preventiva” en contra de un enemigo invisible, omnipre-
sente y poderosísimo, la justificación suficiente para el empleo de todos los recursos
imaginables para aniquilar al supuesto adversario. La “guerra preventiva” se convierte así
en “guerra infinita”. Todo límite moral ha quedado superado. El sistema internacional es
una jungla sin leyes en donde prevalece el más fuerte (cf. Ceceña y Sader, 2002). 

Segundo, Martí afirma con razón que: “… quien dice unión económica, dice unión polí-
tica. El pueblo que compra, manda. El pueblo que vende, sirve. El pueblo que quiere
morir vende a un solo pueblo, y el que quiere salvarse a más de uno. [...] El influjo exce-
sivo de un país en el comercio de otro, se convierte en influjo político. [...] Lo primero
que hace un pueblo para llegar a dominar a otro es separarlo de los demás pueblos. El
pueblo que quiera ser libre, sea libre en negocios” (Martí, 2001: 53-54).

La conclusión final no es menos actual que las anteriores observaciones. Las premoni-
torias advertencias de Bolívar y Martí demostraron ser exactas. En un proceso que no



tuvo pausas, y que alternó episodios de sistemática penetración económica en nuestros
países con otros signados por la violencia más desenfrenada, Estados Unidos asentó un
predominio sin contrapesos en esta parte del mundo. Tal como lo dijera Martí, el influjo
económico se tradujo inmediatamente en influjo político; la dependencia económica dio
paso a la dependencia política. Al no ser libres en los negocios, nuestros países tampo-
co pudieron ser libres en lo político. Perdieron soberanía económica, y con ella la sobe-
ranía política. Y cuando finalmente, luego de décadas de luchas, accedieron a formas
democráticas de gobierno, éstas, sin la savia de la soberanía económica y política, se
convirtieron, parafraseando a Nelson Mandela, en vistosos cascarones institucionales
carentes de toda sustancia. O, como lo dijera Fernando H. Cardoso (1982) en uno de
sus mejores escritos, allá por la década de los ochenta, a nuestros países se les hizo muy
difícil “eliminar el olor de farsa de la política democrática”. La inexorable decadencia de
regímenes democráticos castrados en los fundamentos de su soberanía hizo que, poco
a poco nuestros estados se convirtieran en verdaderas guarniciones imperiales preocu-
padas, ante todo y fundamentalmente, por preservar los derechos de los amos foráne-
os; y nuestras frágiles democracias, allí donde pudieron prosperar, en meros simulacros
toda vez que los gobiernos elegidos por sufragio universal no escuchaban las voces de
los pueblos sino el tiránico vozarrón de los mercados. 

El ALCA no es sino la culminación de este proceso, la legalización e institucionaliza-
ción de la dependencia y de la sumisión al imperialismo coaguladas en un tratado
internacional. Si para nuestra desgracia este proyecto llegara a materializarse, no sería
otra cosa que la conclusión exitosa de un proyecto imperialista sostenido sin pausas
a lo largo de dos siglos. 

Bertolt Brecht decía que la burguesía era una señora que no deseaba que se la llamase
por su nombre. El ALCA es un caballero imperialista que tampoco quiere que se lo llame
por su nombre.

Los imperativos estratégicos de la Casa Blanca en la fase actual 
y el papel del ALCA

Para comprender los alcances del ALCA conviene situar esta iniciativa en el marco de la
discusión existente en Estados Unidos en relación a sus prioridades en materia estratégi-
ca. Sería un error imperdonable suponer que un proyecto como el ALCA se promueve
tomando en cuenta tan sólo sus facetas económicas. Ninguna iniciativa de tal enverga-
dura cuenta con el aval de Wa s h i n gton en base a exclusivas consideraciones de orden
comercial o financiero. Pese a la penosa rusticidad que exhibe gran parte de la clase polí-
tica norteamericana –y de la cual George Bush Jr. es uno de los ejemplos más rotundos–



no hay que olvidar que por debajo del tinglado electoral existe un sofisticado y complejo
entramado de instituciones y agencias que reclutan a algunos de los intelectuales y exper-
tos más destacados de ese país, y que son ellos quienes producen las visiones de largo
plazo que orientan la conducta de los ocasionales ocupantes de la Casa Blanca.

En un trabajo reciente, Robert Kagan –de la Hoover Institution, y uno de los más influ-
yentes asesores de George Bush Jr.– sostenía que Estados Unidos, a diferencia de
Europa, debe ejercer su poder “en un mundo anárquico y Hobbesiano, en el cual las
leyes y normativas internacionales son inseguras e inciertas, y la verdadera seguridad,
defensa y promoción de un orden liberal todavía dependen de la posesión y uso de la
fuerza militar”. Es por eso, continúa nuestro autor, que Estados Unidos debe con fre-
cuencia actuar como un verdadero “sheriff internacional”, y que pese a su autodesigna-
ción es ampliamente bienvenido porque trata de imponer la paz y la justicia en un
mundo sin leyes. En tal escenario, los que están fuera de la ley deben ser neutralizados
o destruidos. Siguiendo con esta alegoría del Lejano Oeste, Kagan sostiene que Europa,
en cambio, no desempeña el papel del sheriff sino el del cantinero, a quien sólo le
importa que los malvados consuman sus licores y gasten el dinero obtenido con sus
fechorías en su local (Kagan, 2002: 1, 10-11). Nuestro autor remata su argumentación
apelando a un trabajo de un experto británico, Robert Cooper, quien alega que al tratar
con el mundo exterior a Europa “debemos regresar a los métodos más brutales de anta-
ño –la fuerza, el ataque preventivo, el engaño y cualquier cosa que sea necesaria. [...]
Entre nosotros mantenemos la ley, pero cuando operamos en la jungla debemos tam-
bién utilizar las leyes de la jungla”. La jungla es, obviamente, todo el resto del planeta
que se encuentra más allá del Atlántico Norte.

Esta visión de Kagan y Cooper ya había sido anticipada, unos años antes, por un traba-
jo de otro notable intelectual orgánico del establishment norteamericano, Samuel P.
Huntington, quien a diferencia de algunos izquierdistas extraviados, como Michael Hardt
y Antonio Negri, no alberga la menor duda acerca del carácter imperialista del actual
orden mundial3. Su preocupación es, en cambio, la debilidad de Estados Unidos en su
condición de “sheriff solitario” en un mundo signado por lo que algunos teóricos deno-
minan “el momento unipolar”. Según este autor, la especificidad de la actual coyuntura
internacional obliga a Washington a ejercer el poder internacional de forma despótica e
inconsulta. El temor de Huntington es que la reiteración de esta conducta pueda preci-
pitar la formación de una amplísima coalición anti-norteamericana en donde no sólo se
enrolen Rusia y China sino también, si bien en diversos grados, los estados europeos, lo
cual pondría seriamente en crisis al actual orden mundial. En cuanto “sheriff solitario”,
Estados Unidos fue compelido, por imperio de las circunstancias, a presionar a otros paí-
ses para que adopten valores, prácticas y normas norteamericanas; a que acepten la
legislación de Estados Unidos en una gran cantidad de temas; a que favorezcan los inte-



reses corporativos norteamericanos “bajo los slogans del comercio libre y mercados
abiertos”, a la vez que Washington se las ingeniaba para “modelar las políticas del FMI y
el BM para servir a esos mismos intereses” (Huntington, 1999: 48). 

A esta lista de odiosas iniciativas, que hemos presentado en forma resumida aquí, podrí-
amos agregar sin dificultad alguna la siguiente: “promover la creación del ALCA para favo-
recer los intereses de las grandes corporaciones nort e a m e r i c a n a s ”. Y la enumeración esta-
ría completa. Las palabras del Secretario de Estado Colin Powell respecto de las expecta-
tivas que Wa s h i n gton tiene en relación al ALCA ahorran cualquier esfuerzo interpretativo:
“nuestro objetivo es garantizar para las empresas norteamericanas el control de un terri-
torio que se extiende desde el Ártico hasta la Antártica y el libre acceso sin ninguna clase
de obstáculo de nuestros productos, servicios, tecnologías y capitales por todo el hemis-
f e r i o ”. Así, mientras algunos sectores de la izquierda exhiben una enfermiza tendencia a
olvidarse de la existencia de
la lucha de clases y el impe-
rialismo (probablemente
por temor a ser sindicados
por el prevaleciente con-
senso neoliberal como
extravagantes y ridículos
dinosaurios fugados del
Parque Jurásico del socialis-
mo), los mandarines del
imperio, preocupados
como están por aconsejar
con sus conocimientos a las
clases dominantes que se
enfrentan a diario con los
antagonismos clasistas y las luchas emancipadoras, no pueden darse el lujo de distraerse
con elucubraciones metafísicas. Esta es una de las razones por las que Zbigniew
B r z ezinski, ex Director del Consejo de Seguridad Nacional de Estados Unidos, es tan claro
en su diagnóstico y celebra sin tapujos la a su juicio irresistible ascensión de dicho país a
la condición de “única superpotencia global”. Pero preocupado por asegurar la estabilidad
a largo plazo de la fase imperialista abierta tras el derrumbe de la URSS, Brzezinski iden-
tifica los tres grandes principios orientadores de la estrategia geopolítica norteamericana y
al interior de los cuales será preciso descifrar el significado del ALCA: primero, impedir la
colusión entre –y preservar la dependencia de– los vasallos más poderosos en cuestio-
nes de seguridad (Europa Occidental y Japón); segundo, mantener la sumisión y obe-
diencia de las naciones tributarias, como las de América Latina y el Tercer Mundo en gene-
ral; y tercero, prevenir la unificación, el desborde y un eventual ataque de los “bárbaros”,
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denominación ésta que incluye desde China hasta Rusia, pasando por las naciones islá-
micas del Asia Central y Medio Oriente (Brzezinski, 1998: 40).

Sobre la supuesta irrelevancia de América Latina

Este es, en resumidas cuentas, el marco estratégico en el cual debemos comprender al
ALCA. Cualquier otra consideración que sea hecha al margen de estas directrices no
alcanza a captar en toda su dimensión la magnitud y complejidad de la amenaza que se
cierne sobre nuestro futuro. 

No obstante, no son pocos quienes en nuestros países se esmeran en persuadir a la opi-
nión pública, los dirigentes sociales y los gobiernos respecto de que en realidad a
Estados Unidos no le interesa América Latina porque la región no pesa en el escenario
internacional, sus países no son “jugadores centrales” en la arena mundial y sus econo-
mías no gravitan en los mercados globales. Esta “ocurrencia” –pues no se trata de una
idea, que siempre tiene un elevado grado de elaboración intelectual– ha cundido como
una plaga en nuestra región. En Argentina, durante el apogeo de la doctrina de las “rela-
ciones carnales”, al igual que en Chile y México, fueron muchos los publicistas que pro-
pagaban esa creencia, con el beneplácito de las autoridades norteamericanas. En efec-
to, no podía extrañar que Washington contemplase con satisfacción la extraordinaria
aceptación, propia de mentalidades coloniales ansiosas de obtener la aprobación del
amo, de una tesis que colocaba de partida a los países de la región en una situación
muy desventajosa a la hora de negociar con el imperio: nada mejor que tener rivales o
competidores convencidos de su minusvalía y de su irrelevancia. Sin embargo, bajo una
mirada más atenta, la doctrina de la “negligencia benigna”, que así se llama esta impos-
tura, se revela como una burda mentira, una actitud hipócrita que busca por medio de
este artilugio desalentar cualquier tentativa de cuestionar las relaciones de subordinación
establecidas entre la potencia hegemónica y nuestros países. 

Pese al “discurso oficial”, América Latina tiene una importancia estratégica fundamental
para Estados Unidos, y es la región que le plantea mayores desafíos en el largo plazo.
Hay un indicio inapelable: en los años ochenta, en el apogeo de la “guerra de las gala-
xias” lanzada por Ronald Reagan en el marco de la segunda guerra fría, el personal diplo-
mático adscripto a la embajada de Estados Unidos en México era superior al que se
hallaba estacionado en todo el territorio de la Unión Soviética. En la concepción de los
expertos de la época, la URSS era un problema transitorio de Estados Unidos, mientras
que América Latina constituía un problema permanente y cuya puerta de entrada se
hallaba en México. En otras palabras, la geografía prevalecía por encima de la política. La
convulsionada frontera entre la opulencia norteamericana y el sur subdesarrollado y pau-



perizado estará siempre ahí, más allá de los avatares de la política internacional en cual-
quier otra región del planeta. Por eso América Latina es prioritaria para Estados Unidos.

En un trabajo reciente –que se publica en este número del OSAL– el economista cuba-
no Osvaldo Martínez plantea con claridad este problema al subrayar que nuestros paí-
ses son la región “… donde el apetito del imperio se excita con los mercados por con-
trolar, las esferas de inversión de capital por dominar, las empresas públicas por privati-
zar, los lucrativos sectores de servicios por someter la barata fuerza de trabajo por explo-
tar. Es la región donde hay petróleo, agua, biodiversidad y espacio geoestratégico para
ampliar su red de bases militares”.

Abundando en detalles, Martínez señala que América Latina, pese a no ser la primera
región petrolera del mundo, es sin la menor duda aquella que puede ofrecer un sumi-
nistro más cercano y seguro a mediano plazo. Esto constituye un dato harto significativo
cuando las reservas petroleras de la superpotencia no alcanzan para más de diez años
y cuando el tembladeral del Medio Oriente, agravado por la invasión a Irak, demuestra
el riesgo creciente que enfrenta el abastecimiento externo de Estados Unidos. Esto expli-
ca también la atropellada conducta de la Casa Blanca durante el fallido golpe de estado
de Venezuela, en abril de 2002, ansiosa por poder contar con un “gobierno amigo” en
una de las más ricas regiones petroleras del planeta. Por otra parte, los países de América
Latina albergan nada menos que la tercera parte del potencial mundial de agua del pla-
neta, y la cuenca acuífera localizada en Chiapas es una de las más importantes de la
región. Téngase en cuenta que mientras América Latina posee en su conjunto los ríos
más caudalosos del mundo, el Suroeste norteamericano se enfrenta ante su inexorable
desertificación, y el suministro del líquido para la ciudad de Los Ángeles será un desafío
formidable en pocas décadas más. Tan es así, que ya existen proyectos para construir un
gigantesco acueducto desde el sureste mexicano hasta el sur de California a los efectos
de garantizar el suministro de agua a esa región de Estados Unidos. En una época en
que se dice que las guerras del siglo XXI serán ocasionadas por el acceso al agua, es difí-
cil de entender que dicha problemática no sea tenida en cuenta por los estrategos nor-
teamericanos en el diseño de sus políticas para nuestra región. En términos de biodi-
versidad, Martínez señala que América Latina cuenta con el 40% de las especies ani-
males y vegetales existentes, lo que constituye un imán poderosísimo para las grandes
transnacionales norteamericanas dispuestas a imprimir el sello de su copyright a todas
las formas de vida animal o vegetal existentes. Véase si no la excepcional importancia
que en las diversas rondas comerciales internacionales ha adquirido el tema de los dere-
chos de propiedad intelectual, íntimamente relacionados con la cuestión de la biodiver-
sidad. Por último, desde el punto de vista territorial, América Latina es una retaguardia
militar de crucial importancia. Desde Sun Tzu hasta von Clausewitz, pasando por
Maquiavelo, el control territorial es un componente decisivo en cualquier conflicto arma-



do. Si lo espacial no fuera importante, ¿cómo entender
que Estados Unidos tiene más de ciento cincuenta bases
y misiones militares desperdigadas por los cinco conti-
nentes? Una de las lecciones más importantes de la
reciente invasión a Irak es precisamente ésa: no basta con
la capacidad de destrucción, que Estados Unidos retiene
en una proporción abrumadora. La guerra se gana cuan-
do se puede ocupar un territorio. Asegurarse de que este
territorio latinoamericano no caiga en poder de fuerzas
adversarias es un imperativo crucial de Washington. 

Por último, si nuestra región y nuestros países fuesen tan
irrelevantes, ¿por qué Washington persiste durante más
de cuarenta años con su criminal bloqueo a Cuba? ¿Por
qué ha intervenido, por todos los medios a su alcance y
sin ninguna clase de escrúpulos morales, para abortar pro-
cesos reformistas, sin hablar del sistemático ataque lanza-
do contra cualquier gobierno revolucionario? ¿Por qué esa
secuencia interminable de intervenciones militares, inva-
siones, golpes de mercado, asesinatos políticos, sobornos,
campañas de manipulación de la opinión pública y des-
quiciamiento de procesos democráticos perpetrados con-
tra una región carente por completo de importancia? La
verdad es que Washington no se preocupa por América
Latina en la medida en que las élites locales tengan la
situación bajo control. Pero basta que haya la menor sos-
pecha de que las cosas pueden comenzar a cambiar en
un país, por pequeño que sea, para que el mismo sea
catapultado al tope de la agenda internacional de Estados
Unidos y se exhumen los consabidos discursos sobre las
“amenazas a la seguridad nacional” norteamericana. Entre
esas “amenazas”, que en el último medio siglo provoca-
ron el obsesivo interés de los gobernantes norteamerica-
nos en la región, sobresalen junto a Cuba la Guatemala
de Arévalo y Arbenz, la República Dominicana de Juan
Bosch y Francisco Caamaño Deñó, la Argentina de Illia, el
Brasil de Goulart, el Chile de Allende, la Nicaragua sandi-
nista, la Grenada de Bishop, el Panamá de Torrijos y tan-
tas otras superpotencias militares, económicas y políticas
de nuestra América que con sus amagos reformistas ame-
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nazaban mortalmente la continuidad del imperio. La tesis de la “negligencia benigna” se
derrumba ante la sola enumeración de algunos simples hechos históricos.

El ALCA como la cristalización de la hegemonía actual de EE.UU. 
en el sistema internacional

Para concluir, el ALCA no es otra cosa que una tentativa de coagular las relaciones de fuer-
za predominantes en la actual coyuntura internacional. Esta se caracteriza por la profundiza-
ción de los desequilibrios dentro de la tríada dominante, en donde la prolongada recesión
económica que afecta al Japón y las dificultades que obstaculizan la recuperación económi-
ca europea confieren a Estados Unidos una situación extraordinariamente privilegiada. Este
desplazamiento de los “principales vasallos” de Wa s h i n gton, para utilizar la expresión de
B r z ezinski, unido al suicidio de la ex-Unión Soviética y la cautelosa aparición de China en el
escenario privilegiado de la política internacional, otorgan a Estados Unidos un margen de
maniobra jamás alcanzado antes en su historia. Esta coyuntura está asimismo signada por
un inédito retroceso de las fuerzas progresistas y de izquierda en todo el planeta, lo que no
está desmentido por el reverdecimiento de muy promisorias tendencias precisamente en
América Latina. Los procesos en marcha en Ve n ezuela, Brasil y Ecuador, la tenaz resistencia
de la revolución cubana, y las perspectivas que se abren en un conjunto de países en donde
el neoliberalismo ha fracasado rotundamente –como Argentina, Uruguay y Bolivia, para
mencionar apenas unos pocos casos en Sudamérica– atestiguan lo que venimos diciendo,
pero aún así la correlación internacional de fuerzas sigue siendo sumamente desfavorable
para el campo popular y, por la inversa, favorable en grado extremo a los intereses imperia-
listas. El peso de ciertos procesos objetivos, tales como los avances de la mundialización
neoliberal, la creciente vulnerabilidad y dependencia externas de nuestras economías, y el
férreo control que la gran burguesía transnacional ejerce sobre nuestros países mediante la
labor del FMI, el BM y la OMC, reproduce a su vez las condiciones que facilitan los planes
del gobierno norteamericano y el conglomerado de oligopolios que lo controlan. Dadas
estas condiciones, la creación del ALCA equivaldría al otorgamiento de un estatuto legal a
una situación de transitoria pero abrumadora hegemonía del capital imperialista, estable-
ciendo por eso mismo una serie de mecanismos institucionales y legales que consagr a r í a n
la irreversibilidad de tal situación. Le asiste toda la razón al Presidente Fidel Castro cuando,
en su discurso del 1ro de mayo de 20 01, dijera que “el ALCA, en las condiciones, plazo,
e s t r a t e gia, objetivos y procedimientos impuestos por Estados Unidos conducen inexorable-
mente a la anexión de América Latina a Estados Unidos” (Comandante Castro Ruz, 20 01 ) .

Por todo lo anterior se desprende que es necesario y urgente impedir la concreción de
este proyecto. En palabras de Martí, la puesta en marcha de un proyecto de ese tipo “le
hará mal a América”. Los borradores del proyecto, discutido al margen de toda clase de



escrutinio público cual si fuera una conspiración de malhechores, incluyen entre sus pun-
tos más sobresalientes los siguientes:

- la completa liberalización del comercio y los servicios, incluyendo la educación, la salud
y la previsión social, que sufrirían un proceso de total mercantilización. De esa mane-
ra todas estas actividades caerían en poco tiempo en manos de las gigantescas firmas
norteamericanas, y los gobiernos de la región carecerían de instrumentos de política
pública para incidir sobre estas áreas;

- garantizar la más irrestricta libertad para los inversionistas externos, cuidándose los
gobiernos anfitriones de interponer limitaciones de cualquier tipo a sus actividades, a
sus estrategias de inversión y a sus decisiones en materia de remesas de utilidades a
sus casas matrices;

- abrir por completo el mercado de los contratos gubernamentales, tanto a nivel nacio-
nal como provincial y municipal, a los efectos de facilitar la participación de cualquier
empresa nacional o extranjera. De este modo se destruye una importantísima arma de
la política económica, cual es la utilización del poder de compra del estado;

- eliminación unilateral y completa de todas las restricciones al comercio, poniendo fin
al proteccionismo arancelario o no-arancelario por igual, apelando por ejemplo a nor-
mas relativas a la salud pública o de preservación del medio ambiente;

- supresión de los subsidios a la exportación de productos agropecuarios así como de
cualquier requisito susceptible de ser utilizado para entorpecer el flujo comercial en
este terreno;

- garantizar el más estricto respeto a los derechos de propiedad intelectual, lo que en la
práctica significa aceptar la apropiación de los bienes de la naturaleza por empresas
oligopólicas dotadas de enormes recursos tecnológicos que les permitirán patentar
plantas, animales y semillas;

- asegurar que los gobiernos firmantes del acuerdo se abstendrán de promover prácti-
cas comerciales anti-competitivas, como por ejemplo la preservación de empresas
estatales monopólicas en sectores claves de la economía;

- al igual que se estipula en el por ahora abortado Acuerdo Multilateral de Inversiones,
cualquier disputa entre los países del ALCA o entre éstos y las empresas transnacio-
nales deberá ser dirimida ante tribunales especiales de mediación, poniendo fin de
este modo a cualquier arresto de soberanía nacional en cuestiones centrales de la vida
económica y social de nuestros países. 

En suma, el ALCA es un proyecto que pretende institucionalizar nuestra subordinación al
imperialismo forzando la capitulación de los intereses de los pueblos latinoamericanos
ante la potencia hegemónica. Se trata de lograr la silenciosa anexión de nuestros países
a Estados Unidos, liquidando definitivamente cualquier pretensión de soberanía y auto-
nomía nacionales.



Por eso mismo, el ALCA es incompatible con la libertad, la democracia y el bienestar de
nuestros pueblos. Por eso tiene que ser negociado en secreto, a espaldas del pueblo,
dado que es indefendible ante los ojos de la opinión pública: sólo favorece a las gr a n d e s
empresas y a sus aliados, a sus representantes políticos e ideológicos y a los pequeños
grupos y sectores integrados a la hegemonía del capital. Para la abrumadora mayoría de
la población latinoamericana, el ALCA vendría a concretizar la peor profecía de Simón
Bolívar a la cual nos refiriéramos al principio, sembrando de miserias nuestro continente
en nombre de la libertad. Cabe recordar una vez más las palabras de Martí: “el pueblo
que quiera ser libre, que sea libre en negocios”. Y también aquellas otras que decían que
era preciso “ser cultos para ser libres”. La batalla de las ideas, el combate por los sentidos,
adquiere un carácter fundamental en el mundo de hoy. El ALCA es el caballo de Tr o y a
mediante el cual se introduce en los pueblos latinoamericanos la conciencia resignada de
nuestro inexorable destino como colonias de Estados Unidos. Por ello es preciso salir con
energía y resolución a librar el gran combate de las ideas, la madre de todas las batallas. 

Antonio Gramsci dijo en reiteradas ocasiones que las clases y capas subalternas deben
ser dirigentes si es que alguna vez quieren ser dominantes. Y ser dirigentes significaba
tener la capacidad de derrotar al “sentido común” y a las ideas dominantes sobre las cua-
les la burguesía y sus aliados asentaban su dominio. No se va a derrotar al ALCA con la
crítica de las armas, terreno al cual pretende conducirnos el imperialismo, pues es pre-
cisamente allí donde la desproporción entre su gigantesca potencia militar y la nuestra
es insuperable, y origen de una segura derrota. Lo derrotaremos, como lo hizo Martí, con
las armas de la crítica, librando el combate en el terreno de las ideas, concientizando a
las grandes masas de nuestras sociedades y preparándolas intelectual y moralmente
para resistir a pie firme esta nueva tentativa de anexión imperial. 
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ALCA: el convite

de la “Roma americana”1

Osvaldo Martínez*

El II Encuentro Hemisférico de Lucha Contra el ALCA
tiene lugar cuando la batalla contra el ALCA entra en
una fase decisiva que está marcada por la presencia
simultánea de varios factores. Estos son el inicio de la
etapa sustantiva de las negociaciones entre los gobier-
nos, bajo la co-presidencia de Estados Unidos y Brasil,
la ratificación por el gobierno de Estados Unidos de su
interés estratégico por hacer aprobar el ALCA en enero
de 2005 imponiendo un calendario de plazos tan ter-
minantes como apresurados, y el crecimiento de la
resistencia popular frente al ALCA en el año transcu-
rrido entre el I Encuentro (La Habana, Cuba, 13 al 16
de noviembre de 2001) y el actual.

El escenario en que todo esto ocurre incluye la más pro-
funda y espantosa crisis económica, social y política en
América Latina, la seria crisis económica en Estados
Unidos, y en especial la forma guerrerista y de acción uni-
lateral que asume la hegemonía norteamericana y que le
permite dividir al mundo con arrogancia imperial en dos
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únicos grupos: los amigos incondicionales en un extremo,
y el resto del mundo en el otro. 

La posición del gobierno de Estados Unidos sobre el ALCA
se ha movido en el último año entre la premura por hacer
aprobar su proyecto de recolonización, la aprobación de
un fast-track limitado, y una indetenible escalada protec-
cionista que devalúa la retórica discursiva del libre comer-
cio con ganancias para todos. 

El énfasis en imponer a marcha forzada el ALCA, y las
declaraciones arrogantes asegurando que no les inquieta
el que algunos países rehusaran ingresar a sus gr a n d e s
beneficios, no hacen más que ratificar la prisa nort e a m e-
ricana por utilizar a América Latina como instrumento
para compensar sus grandes déficit comerciales con el
resto del mundo, recolonizar la región y uncirla para
siempre a su dominación, eliminar de América Latina la
competencia de europeos y asiáticos, y tener acceso
irrestricto a los recursos latinoamericanos que Estados
Unidos ambiciona controlar. 

El interés del gobierno de Estados Unidos no es compar-
tir los beneficios de una idílica liberalización comercial en
el ALCA, sino penetrar los mercados latinoamericanos
arrasando con los productores nacionales para compensar
su gigantesco y creciente déficit comercial, que en 2001
alcanzó 346 mil millones de dólares. 

El interés del gobierno de Estados Unidos no es compar-
tir los supuestos beneficios de la libre inversión de capital,
sino extraer utilidades de América Latina para compensar
su déficit de cuenta corriente, que alcanzó 375 mil millo-
nes de dólares el pasado año. 

América Latina y el Caribe no son vistos como libres y
felices socios para acompañarlos en la alegre apert u r a
de mercados, sino como instrumentos para conjurar la
i n c e rtidumbre y el temor ante el presente y el futuro
económico de Estados Unidos. Un presente que sólo en
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el último año registra pérdidas en el mercado de valores por más de 2,5 millones de
millones de dólares, numerosas quiebras salpicadas de escándalos de corrupción en
gigantescas empresas hasta ayer consideradas joyas de la “magia del mercado”, un
alto nivel de desempleo, la pérdida de confianza de los consumidores y el regreso a
una espiral de déficit fiscales en medio de la fiebre belicista que alimenta un gasto
militar desenfrenado. 

América Latina y el Caribe no es el socio que en igualdad de condiciones –como dice la
propaganda del Departamento de Estado– fortalece y apoya su democracia con el libre
comercio, sino la región donde el apetito del imperio se excita con los mercados por
controlar, las esferas de inversión de capital por dominar, las empresas públicas por pri-
vatizar, los lucrativos sectores de servicios por someter y la barata fuerza de trabajo por
explotar. Es la región donde hay petróleo, agua, biodiversidad y espacio geoestratégico
para ampliar su red de bases militares. 

No es ésta la primera región petrolera del mundo, pero produce alrededor del 15 %
del crudo mundial y posee el 11% de las reservas. De América Latina procede ahora
el 37% de las importaciones petroleras de Estados Unidos, y los suministros latino-
americanos son más seguros y cercanos en contraste con el convulso y volátil Medio
O r i e n t e .

Para el gobierno de Bush, representante en la Casa Blanca de los intereses del gr a n
consorcio petrolero estadounidense, el petróleo latinoamericano es estratégico tenien-
do en cuenta las derivaciones imprevisibles de una guerra con Irak en el escenario de
los países islámicos exportadores de petróleo y ante el agotamiento de las reservas
petroleras que en territorio estadounidense no alcanzan a más de diez años. 

La región tiene dentro de ella la tercera parte del potencial mundial de agua utilizable,
en tanto que ese insustituible soporte vital se hace más escaso y se vuelven más som-
brías las proyecciones de futuro en un mundo donde las élites desarrolladas lo derro-
chan y para los pobres es escaso y de mala calidad. 

América Latina es la región de mayor riqueza del mundo en términos de biodiversidad.
En ella contamos con el 40% de las especies animales y vegetales existentes. Esto es
irresistible para las voraces transnacionales farmacéuticas y de la biotecnología que quie-
ren privatizar y convertir en su monopolio esa riqueza en biodiversidad y los conoci-
mientos tradicionales acumulados por nuestros pueblos. 

Éstas son las verdaderas razones para explicar la prisa estadounidense por encerrar a
América Latina en la jaula del ALCA. 



Pero no son éstas las razones que expresa Robert Zoellick, representante de Comercio
del gobierno de Estados Unidos en sus vaporosas presentaciones del ALCA. En ellas dice
cosas como esta: “Solamente durante el curso de una generación, América Latina pasó
de ser una región dominada por autocracias estancadas a una región de democracias
pugnantes, la mayoría de las cuales sostienen economías en crecimiento. Este es un
hemisferio de promesa y de posibilidades a corto plazo” (2002). 

Ciertamente en el curso de sólo una generación América Latina contribuyó destacada-
mente a la buena salud de la economía de Estados Unidos mediante una transferencia
financiera que sólo puede calificarse como brutal saqueo. 

La economía más grande y desarrollada del mundo fue la principal receptora y beneficia-
ria entre 19 91 y 2000 de una transferencia financiera hacia el exterior que sólo en con-
cepto de intereses y utilidades pagados alcanzó la cifra de 603.900 millones de dólares. 

Si a esta enorme cifra le agregamos otras partidas no reveladas en las estadísticas, como
el pago de amortizaciones por la deuda externa, el intercambio desigual en el comercio
y ese agujero negro llamado fuga de capitales, entonces, tendríamos la visión más cer-
cana a la realidad de una región “de promesa y posibilidades a corto plazo”, que en sólo
una década entrega dolorosamente, y en un estimado conservador, más de 1 millón de
millones de dólares, de los cuales no menos del 70% han ido a financiar los gigantes-
cos déficits que se permite la economía estadounidenses y que el Fondo Monetario
Internacional denuncia como intolerables en cualquier país latinoamericano, pero no
provocan una palabra siquiera cuando se trata de Estados Unidos. 

Sólo restaría recordar que en esa década, cuando tantos dóciles gobiernos latinoameri-
canos aplicaron con regocijo la política neoliberal, la región no solamente se desangró
entregando más de 1 millón de millones de dólares, sino que en esos años su deuda
externa creció en 302.600 millones y ya ahora alcanza los 800 mil millones de dólares. 

En ese lapso los latinoamericanos en situación de pobreza no parecieron captar en toda
su profundidad el mensaje de promesa y éxito del señor Zoellick, pues aumentaron en
número de 200 a 226 millones entre 1991 y 2002. 

Las que sí entendieron el verdadero sentido del mensaje fueron las transnacionales esta-
dounidenses, que recibieron la tajada del león en la compra –muchas veces a precio de
remate– de unos 4 mil activos públicos en la región (bancos, telecomunicaciones, trans-
porte, petróleo, minería, comercio), duplicaron sus tasas de ganancia en relación con las
obtenidas en territorio de Estados Unidos, y redujeron sus costos laborales entre un 70
y 80% con la barata fuerza de trabajo latinoamericana. Además, los bancos norteameri-



canos se apropiaron de los ahorros nacionales y transfirieron miles de millones de dóla-
res mediante fuga de capitales y variadas formas de circulación de dinero sucio, incluida
la floreciente industria del soborno. 

En los últimos meses la posición norteamericana ha incorporado un nuevo ingrediente:
una oleada proteccionista por encima de lo habitual, que sin embargo coexiste con la
retórica de la apertura comercial y muestra el abismo entre el discurso engañoso y los
intereses reales. 

Al elevar los aranceles en 30% al acero importado y destinar 180 mil millones de dóla-
res para subsidiar producciones agrícolas no competitivas, el campeón del discurso del
libre comercio exhibe el valor exacto de su discurso, esto es, fuegos artificiales para la
propaganda, y en lo sustantivo la aplicación férrea de un proteccionismo selectivo que
se vale de un sofisticado arsenal de barreras no arancelarias, legislación anti-dumping ,
subsidios abiertos y encubiertos, normas técnicas, fitosanitarias y muchas otras. 

Sólo los muy ingenuos, los muy tontos, y en especial los muy cínicos, podrán seguir repi-
tiendo el elogio del libre comercio que todo lo resuelve. 

A punto de comenzar la fase decisiva en la negociación del ALCA, el gobierno de Estados
Unidos mantiene una agresiva política internacional caracterizada por el guerrerismo y la
acción unilateral, mientras que continúa presentando a la política neoliberal como la
única posible, y haciendo propaganda de sus supuestos éxitos, que sólo se apoyan en
la manipulación de las estadísticas y el ocultamiento de verdades esenciales. 

¿Cómo ocultar que hay más pobres ahora en la región en magnitud absoluta y en por-
centaje de la población total que en 1980, cuando el neoliberalismo debutaba? 

¿Cómo ocultar que bajo políticas neoliberales América Latina ha alcanzado el triste
campeonato mundial como la región de mayor desigualdad e injusticia en la distribu-
ción del ingreso? 

¿Cómo ocultar que en Argentina, con la esmerada aplicación del neoliberalismo y su
capacidad de producción de alimentos, veamos niños desnutridos y moribundos en con-
diciones exactamente iguales a las de los campos de concentración nazis? 

Sin el brutal saqueo por más de 1 millón de millones de dólares sólo en diez años, y sin
el lastre de los administradores coloniales que en muchos casos gobiernan América
Latina, ¿cuán diferente podría ser la áspera realidad de la educación, la salud, la seguri-
dad social, la cultura, el deporte? 



El fracaso del neoliberalis-
mo es inocultable, y se evi-
dencia incluso en el caute-
loso lenguaje de la CEPAL,
que reconoce en los últi-
mos cinco años una
“media década perdida”.
Ésta debiera sumarse a la
“década perdida” de los
‘80, con lo cual tendríamos
por resultado que en dos
décadas de neoliberalismo
se ha perdido década y
media. Cualquier trabaja-

dor, campesino, gente de pueblo en la región podría preguntar con elemental sensatez
por qué insistir en una política de pésimos resultados.

El ALCA pretende precisamente eso: darles a los latinoamericanos y caribeños más neo-
liberalismo, pero además hacerlo irreversible, convirtiéndolo en un compromiso jurídico
internacional. Lo que se negocia ahora en el ALCA no es más que la codificación de los
principios esenciales neoliberales para convertirlos en normativa internacional, siguiendo
los peores contenidos de la OMC, del AMI y del TLCAN. 

Es curiosa también la relación que los voceros norteamericanos establecen entre el ALCA
y la democracia. 

Para el señor Otto Reich, hasta hace poco el máximo funcionario de la política hacia
América Latina, y cuyo apellido tiene resonancias tan hitlerianas como su pensamiento,
“el ALCA es la forma de establecer una comunidad de democracias libres, seguras y
prósperas” (2002). 

¿Cómo puede sostenerse la democracia coexistiendo con el despotismo de merca-
do? Es evidente que una política económica que excluye y acorrala a las mayorías
no puede ser compatible con otra que no sea la democracia formal congelada en
los ritos electorales, que permite votar para que todo continúe igual: la democracia
en que tiene más importancia el derecho de las transnacionales que el derecho de
los pueblos, la democracia dibujada en el ALCA en la que los gobiernos aceptan ser
procesados y condenados por las grandes corporaciones privadas, ésas en cuyas
manos se dejan las decisiones estratégicas de la nación presentándolas como deci-
siones del mercado. 
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La negociación gubernamental en marcha ha sido hasta ahora una ratificación de que
el ALCA sólo puede imponerse con métodos antidemocráticos. Hasta julio de 20 01 ,
la negociación fue en absoluto secreto. Ante la presión del movimiento popular divul-
garon un “borrador” plagado de corchetes, con una larga lista de propuestas, sin iden-
tificar los gobiernos que las hacían. Casi ningún gobierno se ha comprometido a
someter las negociaciones a consultas en que pueda manifestarse la soberanía popu-
l a r, los parlamentos han quedado marginados, las organizaciones populares sólo pue-
den enviar opiniones escritas a un irrelevante Comité que no ha hecho otra cosa que
engavetarlas, y los seminarios realizados por negociadores con organizaciones y
movimientos populares no han sido más que monólogos sobre la agenda más con-
veniente para ellos. 

En la negociación hasta ahora efectuada, es conocida la posición del actual gobierno bra-
sileño de crítica al ALCA en cuanto a barreras para el acceso al mercado de Estados
Unidos, la posición del gobierno venezolano a favor de someter el ingreso al ALCA a un
plebiscito oficial y su inconformidad con la política neoliberal y el calendario de marcha
forzada, así como la lógica y justa posición de los países caribeños en defensa del trato
preferencial para las economías más pequeñas y débiles. 

Todas estas críticas y reclamos señalan reales puntos donde el ALCA lesiona intereses
legítimos de nuestros países, pero este proyecto de recolonización y anexión tiene
muchos otros puntos oscuros de igual o peor significado sobre los cuales se mantiene
un sospechoso silencio. 

Veamos algunos de ellos. 

En cuanto a derechos de los inversionistas, es evidente que a éstos se les da mayor jerar-
quía que a los derechos de los pueblos. Se mantiene en los textos del ALCA el derecho
de las empresas a demandar a los gobiernos ante instancias por fuera de la legislación
nacional, a condenar a éstos y a hacerlos cumplir sus exigencias. Se mantiene la prohi-
bición de cualquier control sobre el movimiento de capital, incluidos los capitales espe-
culativos de corto plazo. Se mantienen los llamados “requisitos de desempeño”, que no
son otra cosa que un código de prohibiciones dictado por las empresas privadas para
maniatar a los estados hasta asegurar su total irrelevancia. 

Se pretende considerar a todos los servicios –educación, salud, pensiones y jubilaciones,
vivienda, seguridad, etc.– como mercancías, y someterlos a una lógica de competencia
comercial en la que arrasarían las empresas de servicios norteamericanas y recibirían ser-
vicios sólo los que puedan pagarlos. 



En el tema de compras gubernamentales, se pretende que las compras que haga el
gobierno se guíen exclusivamente por el precio y la calidad, y que toda otra consideración
sea condenada como una distorsión de la competencia. De esta forma, un gobierno no
podría usar sus compras como medio de favorecer grupos sociales necesitados, sino sola-
mente comprarle a transnacionales extranjeras que se impondrían en la competencia. 

En el tema de agricultura, es obvio que Estados Unidos pretende penetrar en los mer-
cados regionales sin levantar el proteccionismo del suyo, provocar la ruina de campesi-
nos, y estimular una competencia entre los países que, sin mecanismos de coordinación
de políticas agropecuarias, conduzca a minar la integración regional. 

En lo que respecta a la propiedad intelectual, el ALCA mantiene su pretensión de hacer
privado lo que debe ser público y adjudicarse incluso la invención de la vida, convirt i e n-
do en monopolio privado –éste es bueno y deseable, pues el malo y perverso es el
monopolio estatal– el uso de plantas y otras formas de vida. Se pretende en suma llegar
más lejos que las reglas del Acuerdo TRIP s2 de la OMC, y ampliar más aún la protección
de las patentes para satisfacción de las grandes transnacionales farmacéuticas. 

En el tema de política de competencia, se desvirtúa el sentido de las empresas públi-
cas como empresas que surgieron para asegurar derechos de los pueblos y ejercer
la soberanía sobre recursos estratégicos, al someterlos a una disciplina de compe-
tencia de mercado, e incluso se pretende crear una amenazante autoridad autóno-
ma con poderes supranacionales para investigar y condenar prácticas anticompetiti-
vas y revisar las legislaciones nacionales en esta materia. Se trata prácticamente de
la sustitución del estado por un ente autónomo que no parece rendir cuentas más
que a sí mismo. 

En cuanto a medio ambiente y recursos naturales, el ALCA impulsa la radicación de trans-
nacionales dedicadas a la exportación con uso intensivo de energía y recursos naturales,
tratando al medio ambiente como una mercancía. 

En los textos del ALCA sigue sin respuesta el gran problema del desempleo, la caída del
salario real, la informalización y precarización del trabajo que la política neoliberal ha exa-
cerbado. Por el contrario, la insistencia en un neoliberalismo aún más denso, con su libre
comercio en vez de justo comercio y capital de libre movimiento en vez de capital con
regulación social, asegura más desempleo y precarización. 

En los textos del ALCA sigue repitiéndose la inviolable libertad de movimiento de las
mercancías y el capital, mientras que la política migratoria norteamericana se hace cada
vez más xenófoba y restrictiva del movimiento de la fuerza de trabajo. 



Los textos en negociación
del ALCA ignoran la situa-
ción de la mujer, colocada
en un peldaño aún inferior
en cuanto a empleo y reci-
biendo el impacto multipli-
cado de las políticas de libre
comercio e inversión de
capital. Nada hay en estos
textos que asegure a las
mujeres la protección de
sus derechos laborales, civi-
les, reproductivos, sexuales
y humanos. 

Nada hay tampoco para proteger los derechos de los pueblos indígenas sobre los que
el neoliberalismo ha agregado una nueva dosis de explotación y exclusión por encima
de la que padecen desde hace más de quinientos años. 

Todo lo anterior y aún más contienen los textos del ALCA que merecen ser criticados y
rechazados. En ellos aparece con claridad el carácter anexionista, colonialista e imperia-
lista de esta propuesta norteamericana. Frente al proyecto anexionista se ha levantado
en el último año con vigor y creciente combatividad la resistencia de las organizaciones
y movimientos populares. 

Cuando en noviembre del pasado año nos reunimos en esta sala en ocasión del Iº
Encuentro Hemisférico de Lucha contra el ALCA, nos propusimos concertar acciones
y levantar la resistencia utilizando las múltiples vías y formas que articula la Alianza
Social Continental. 

Tenemos ya hoy una acumulación de acciones que dan cuenta de la creciente capaci-
dad de movilización de lo que puede llamarse con propiedad el movimiento anti-ALCA
y una mayor difusión entre los pueblos del hemisferio del verdadero y sombrío signifi-
cado del ALCA si se consumara, cerrando la cadena para atar definitivamente a los paí-
ses recolonizados. 

De Québec a Quito podemos hacer el recuento y el examen de los logros y las insufi-
ciencias de acciones como la Marcha contra el ALCA en el Foro Social Mundial de Porto
Alegre 2002, el plebiscito popular realizado en Brasil por el esfuerzo y la tenacidad de
un conjunto de organizaciones populares donde más de 10 millones de brasileños
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expresaron su repudio al ALCA, las Jornadas de resisten-
cia en Quito bajo las bombas lacrimógenas, el Foro Social
Argentino, el Foro Social Uruguayo, la organización en
marcha de un plebiscito popular y otras acciones realiza-
das en México. 

Estas acciones y muchas otras no mencionadas han sido
necesarias, útiles e insuficientes. 

Ellas demuestran que el movimiento anti-ALCA crece, se
organiza y es la mayor preocupación y motivo de irritación
para los voceros imperiales y las oligarquías serviles, mien-
tras que para los pueblos es la esperanza, la genuina
reserva de rebeldía, decoro y dignidad frente al fatalismo
y la sumisión.

Las acciones realizadas demuestran también que el
potencial del movimiento anti-ALCA es tan grande como
grandes son la injusticia social, la exclusión y la opresión
de mercado en América Latina, y que su fuerza sería
capaz no sólo de derrotar al ALCA, sino de construir la
alternativa popular, solidaria, incluyente y antiimperialista
que necesitamos. 

Pero siendo notable y alentador lo alcanzado, es insufi-
ciente aún frente al designio imperialista de anexarse
América Latina y el Caribe contando con su superioridad
económica, con el dominio de los grandes medios de
comunicación expertos en introducir el pensamiento que
racionaliza la sumisión y el concurso de los servidores
nativos afanosos por hacer méritos ante el amo. 

Este II Encuentro tiene lugar cuando la Negociación del
A LCA entra en su fase decisiva, y debe ser decisivo en
términos de alcanzar la coordinación, la organización y la
movilización que esta fase demanda, sin disminuir el
debate, la flexibilidad y la verdadera participación demo-
crática que son distintivos de la Alianza Social
Continental. 

“... el movimiento
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y la sumisión”.



El Comité Organizador de este Encuentro, que no es más que el Capítulo Cubano de la
Alianza, ha trabajado y trabajará dentro de nuestras modestas posibilidades de país blo-
queado y hostigado para que ustedes puedan trabajar sin gases lacrimógenos, ni policí-
as enfundados en escafandras antimotines que los obliguen a la dispersión o los encie-
rren en prisión. No tendrán ustedes que irrumpir como intrusos indeseables en una reu-
nión de ministros que cocinan el ALCA a puertas cerradas para hacer escuchar la voz de
los excluidos, porque los ministros están aquí con nosotros y de nuestro lado. 

Los cubanos somos excluidos del ALCA, pero no nos sentimos contrariados, sino orgu-
llosos de ello. No tenemos interés o deseo alguno de recibir la distinción de ser anexa-
dos a Estados Unidos. Desde nuestro presente de independencia nacional, solidaridad
social y resistencia de cuarenta y tres años frente a las narices del imperio, vemos al neo-
liberalismo como una aberración de la que nos libramos. 

Nos sentimos muy bien donde estamos, esto es, junto a ustedes formando parte de los
que luchan contra el ALCA y por otra América posible. 

Hemos tenido los cubanos dos grandes privilegios. Uno es vivir dentro de una
Revolución triunfante en 1959 que nos educó en la resistencia a los intentos por devo-
rarnos de los que hoy proponen el ALCA, y simultáneamente creó una cultura de la soli-
daridad que nos indica, sin desvíos posibles, que nuestro lugar es éste, con ustedes,
entregando lo mejor que podamos en esta lucha también nuestra. 

El otro privilegio es contar con el magisterio de José Martí, quién conoció y estudió a
fondo el naciente imperialismo norteamericano, advirtió su apetito expansionista sobre
las tierras que llamó Nuestra América, y encontró debajo de la retórica panamericanista
de entonces –similar a la que hoy difunde el ALCA– el núcleo de pensamiento y pro-
yecto anexionista que denunció, para impedir que los pueblos de América fueran domi-
nados por la que llamó la “Roma americana”.

Esto escribió José Martí el 2 de noviembre de 1889 a propósito del Congreso de
Naciones de América convocado en Washington en ese año. De nuevo sus palabras, a
ciento trece años de escritas, nos iluminan acerca de la entraña más profunda de pro-
yectos como el ALCA: “Jamás hubo en América de la independencia acá, asunto que
requiera más sensatez, ni obligue a más vigilancia, ni pida examen más claro y minu-
cioso que el convite que los Estados Unidos potentes, repletos de productos invendibles,
determinados a extender su dominio en América, hacen a las naciones americanas de
menos poder. Sólo una respuesta unánime y viril para la que todavía hay tiempo sin ries-
go, puede libertar de una vez a los pueblos españoles de América de la inquietud y per-
turbación fatales en su hora de desarrollo, en que les tendría sin cesar, con la complici-



dad posible de las repúblicas venales o débiles, la política secular y confesa de predo-
minio de un vecino pujante y ambicioso que no los ha querido fomentar jamás, ni se ha
dirigido a ellos sino para impedir su extensión como en Panamá o apoderarse de su terri-
torio como en México, Nicaragua, Santo Domingo, Haití y Cuba, o para cortar por la inti-
midación sus tratos con el resto del universo, como en Colombia, o para obligarlos como
ahora, a comprar lo que no puede vender”.
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1 Ponencia inaugural del II Encuentro Hemisférico de Lucha Contra el ALCA, La Habana,
Cuba, 25 al 28 de noviembre de 2002.

2 N. de la E.: Acuerdo sobre Derechos de Propiedad Intelectual y Comercio, incorporados
al Acuerdo de Marrakesh (15 de abril de 1994) que creó la OMC.



La batalla de Cancún:

balance de una victoria

Héctor de la Cueva*

Son pocas las veces en que el movimiento social
puede cantar victoria. Cancún es ya una de ellas. Junto
con Seattle, la batalla de Cancún forma ya parte de los
hitos del movimiento global de resistencia. El “colap-
so” (según las propias palabras oficiales) de la V Cumbre
Ministerial de la Organización Mundial de Comercio
(OMC), con un desenlace que ni en los cálculos más
optimistas imaginábamos, y el saldo positivo de la
gran diversidad de acciones desplegadas en Cancún
adentro y afuera de la Cumbre, incluyendo el sacrificio
del compañero Lee, que la dejaría marcada tempra-
namente y para siempre, representaron un triunfo en
toda la línea para quienes convocamos a la moviliza-
ción para descarrilar el tren de la OMC –porque cier-
tamente éste se descarriló estrepitosamente en
Cancún. Claro, como se dice comúnmente, para no
caer en triunfalismos, se ganó una batalla, no la gue-
rra, pero el hecho queda ahí para celebración y estí-
mulo del movimiento global. Intentarán encarrilar de
nuevo a la OMC, no hay duda, y los dueños del poder
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y el dinero del mundo lo siguen teniendo, pero el panorama
se les ha complicado: tendrán que partir de este fracaso.

Ciertamente, el desenlace no es sólo mérito del movi-
miento social. Éste, no sólo en Cancún sino antes y en su
dimensión global, jugó un papel fundamental –sin la pre-
sión social los gobiernos podrían haber tenido más
comodidad para arreglar sus diferencias. Pero en realidad,
detrás del naufragio de la OMC en Cancún se encuentra
la combinación de un conjunto de factores, entre ellos las
contradicciones entre las grandes potencias, y sobre todo
el surgimiento de un bloque de países del Sur que por pri-
mera vez en mucho tiempo no se alinearon ciegamente
a la agenda y los designios de las grandes potencias.

La unilateralidad se empantana en Cancún

En efecto, un elemento determinante para el fracaso de
la OMC en Cancún fue la aparición de un bloque de paí-
ses “pobres” de África, Asia y el Caribe, y del llamado
grupo de los 20 (que terminó en 23) encabezado por
Brasil, que muy limitadamente, y sin cuestionar el fondo
de las reglas del “libre comercio”, se resistieron sin embar-
go a aceptar que se pasase de lado el tema de los subsi-
dios agrícolas y se avanzase en abrir una ronda de nego-
ciaciones sobre los temas de servicios y propiedad inte-
lectual, así como sobre los llamados “nuevos temas” o
“temas de Singapur” (inversiones, compras gubernamen-
tales, políticas de competencia y facilidades al comercio)
sobre los cuales crecían también las controversias.

Si bien las divergencias entre Estados Unidos y la Unión
Europea sobre los subsidios agrícolas, y entre ambos y
algunos países en desarrollo sobre éste y otros temas,
presagiaban la posibilidad de que no se avanzara en abrir
una nueva ronda de negociaciones en Cancún, no se
esperaba un rol tan decisivo del bloque del Sur y un
desenlace tan abrupto. La noche del 13 de septiembre, el
gobierno mexicano, que presidía la cumbre y que estuvo
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jugando un doble juego “aliándose” al grupo de los 20 y al mismo tiempo empujando
la agenda de los países ricos, se decía seguro de que el texto de declaración que pre-
sentaría al día siguiente, y que principalmente reflejaba la visión norteamericana, sería
aprobado. Las grandes potencias no dejaron de presionar para imponer su agenda, e
incluso se hablaba de prolongar la cumbre hasta el 15 para llegar a acuerdos. El 14 a las
tres de la tarde la cumbre colapsaba ante la negativa definitiva de países en desarrollo
de llegar a un “consenso”. Es decir, la OMC fracasaba en su intento de adquirir nuevos
temas y más poderes para regir la economía mundial, pues era esto y no sólo el inter-
cambio comercial lo que estaba en juego.

Aún antes de la cumbre, y especialmente ahora, después de su fracaso, los gobiernos han
insistido en la versión de que Cancún era simplemente una estación de paso, pero la ver-
dad es que ha representado un golpe importante a la OMC y a la institucionalidad global
neoliberal de la que forma parte. Así lo han tomado el FMI y el Banco Mundial en la reu-
nión que inmediatamente después sostienen en Dubai. Además del intento por reenca-
rrilar a la OMC en próximas reuniones, y del chantaje que inmediatamente comenzarán
a jugar las grandes potencias, con las múltiples palancas a su disposición que se han
encargado de brindarles los propios países del “tercer mundo”, las potencias seguramen-
te se enfocarán ahora en empujar sus intereses encubiertos bajo el “libre comercio” en
otros escenarios: los tratados de libre comercio regionales y bilaterales. En América,
Estados Unidos seguramente presionará para avanzar en el Área de Libre Comercio de las
Américas (ALCA) y en tratados bilaterales como el que negocia con Centroamérica, para
los que tiene un terreno muy avanzado desde el TLCAN. Falta ver sin embargo si las difi-
cultades enfrentadas en la OMC se trasladan también hacia escenarios como el del ALCA .

Precisamente, la principal interrogante que nace de Cancún es si los bloques de países
en desarrollo se mantendrán en lo que sigue del proceso de la OMC y aun en otros
escenarios regionales. Hay que tomar en cuenta que la “oposición” de estos gobiernos
incluso en temas como el de la agricultura era muy limitada, pues se centraba en la cues-
tión de los subsidios y en el acceso a los mercados del norte, soslayando el tema cen-
tral de la protección de las economías agrícolas propias, la soberanía y la seguridad ali-
mentarias. Sobre todo está en cuestión cuál será su actitud frente a la negociación de
los nuevos temas, que constituyen el corazón de la nueva ofensiva de las grandes cor-
poraciones para ir más allá del comercio: imponer reglas mundiales a su favor sobre
inversiones, y limitar aún más la rectoría de los estados.

Habrá que analizar más detalladamente al mentado bloque para prever su posible diná-
mica, pues en realidad está muy lejos de representar un bloque homogéneo “tercer-
mundista” o una convergencia profunda y de mediano plazo en torno a un proyecto
alternativo de globalización, de otro modelo de intercambio entre naciones o de un



nuevo multilateralismo. En él coincidieron hasta ahora circunstancialmente una diversi-
dad de razones e intereses, y ha de verse si resistirán las nuevas presiones imperiales
en puerta. No hay que olvidar que la mayoría de esos gobiernos son de corte neolibe-
ral y, como ya dijimos, no cuestionan el fondo del llamado “libre comercio”. Sin embar-
go, sea por un mínimo gesto de dignidad, por simple pragmatismo, por cálculos e inte-
reses contradictorios en las negociaciones o por un cierto renacimiento de una visión
“tercermundista” –habrá que diferenciar entre países– el hecho es que la existencia
misma del bloque de países en desarrollo, para seguir con la terminología en uso, sig-
nificó un tropiezo serio para los planes imperiales y, esto es lo más importante e intere-
sante, de mantenerse podría quizás estar dando paso a un nuevo escenario mundial en
el que el unilateralismo de las grandes potencias, especialmente la norteamericana, no
sea tan incontestable; en el que el imperio desbocado comienza a encontrarse con un
contrapeso, así sea tímido y limitado, desde un Sur que lo encara ciertamente no en una
lógica anticapitalista, antiimperialista o siquiera antineoliberal, sino simplemente de ele-
mental sobrevivencia. Para el movimiento social, para la resistencia global y aún para la
izquierda, esta contradicción será materia de valoración obligada en su estrategia.

Precisamente, existen redes internacionales que desde hace años vienen trabajando en
alimentar visiones alternativas que influyan en las esferas oficiales o en sus contradic-
ciones, y que ahora deberán replantearse sus estrategias ante la posibilidad de un
campo más fértil. Desde luego estuvieron presentes en Cancún y, junto con el movi-
miento o como parte de él, contribuyeron a ganar esta batalla.

La batalla de Cancún

Cualquiera sea el peso que en el análisis de los resultados finales se le asigne al movi-
miento, lo cierto es que éste logró con gran éxito desplegar una diversidad de iniciativas
de alto impacto tanto fuera como dentro de la cumbre oficial, lo que implicó poner a
ésta en jaque, alcanzar gran visibilidad, ganar la batalla de la legitimidad a pesar de las
campañas de desprestigio, y también que al final no tuviese que concentrarse en reco-
ger heridos y sacar presos. Ciertamente también, como siempre, existen saldos positivos
y negativos, y tomar las lecciones de ambos es fundamental para el camino que está por
delante. Veamos los primeros.

Durante meses el movimiento internacional fue fraguando lo que sería la cita que desde
2002 fijó como la más importante en el escenario de la lucha global de este período. Además
de aprovechar los espacios de otras citas internacionales, dos encuentros internacionales en
la ciudad de México y múltiples visitas a la propia ciudad de Cancún la precedieron. En México
se crearon para tal efecto el Comité de Bienvenida a Cancún y el Espacio Mexicano encarga-



do de coordinar las activida-
des. Diversas organizaciones
instalaron sus “cuarteles
generales” con antelación.
Foros, seminarios y activida-
des preparatorias tuvieron
lugar en diversas regiones de
México, así como una impor-
tante campaña de propagan-
da. Se decidió convocar a un
Foro de los Pueblos como
paraguas un tanto virtual de
la diversidad de actividades
que de manera autónoma
por parte de cada red y movimiento tendrían lugar (el foro campesino decidió funcionar com-
pletamente de manera paralela). Asumiendo la nueva fase del movimiento global, es decir,
su capacidad no sólo de crear grandes acontecimientos en un lugar determinado, sino de
actuar simultáneamente en diversas partes del mundo, se convocó a una semana de acción
global del 7 al 14 de septiembre, con énfasis en las acciones del 9 y el 13 .

Llegó finalmente septiembre. El movimiento global mostró nuevamente en Cancún su
capacidad de darse cita para –mediante no sólo actuar dentro de los espacios oficiales
como ya se ha señalado, sino también organizar una contracumbre y generar un acon-
tecimiento social a partir de la diversidad de sus acciones– librar una batalla política en
el lugar mismo donde se reúnen los poderes globales. Ello se hizo en una lógica en pri-
mer lugar de resistencia, punto de partida indispensable, pero cada vez más también de
generación de alternativas, las que contribuyen igualmente a ganar la batalla de la legiti-
midad y a construir una mejor correlación de fuerzas.

En este último sentido, tuvieron lugar un amplísimo número de actividades y foros. Pa r a
mencionar a algunos, antes del inicio de la cumbre oficial se realizaron la Convergencia de
Medios Alternativos, el Foro Campesino, el Foro Indígena, el Foro de Pescadores, el Foro de
Mujeres y el Foro Parlamentario ligado al Foro Social Mundial. A partir del 10, continuaron
algunos de los mencionados y se llevaron a cabo el Campamento de la Juventud, el Fo r o
sobre Macroproyectos, el foro de maquiladoras, el Foro Sindical, la Feria de Comercio Justo,
la mesa de solidaridad con Cuba, seminarios sobre bosques, medio ambiente, guerra y
libre comercio, y sobre los temas mismos de la cumbre, además de lanzamientos de ini-
ciativas como la del Foro Social Americano y la campaña de Cancún a Miami, entre muchas
otras actividades y reuniones, como las que sostuvo la Red Internacional de Movimientos
Sociales y la Campaña Continental contra el ALCA. Estos foros alternativos funcionaron tam-



bién sin duda como colchón, referente o retaguardia –según se les quiera ver– de las accio-
nes en la calle y adentro del perímetro de seguridad.

Precisamente porque, tratándose de una cita que tenía lugar de cara y simultáneamen-
te a un evento gubernamental, a diferencia de encuentros como el Foro Social Mundial,
que tienen una lógica propia o autónoma, el perfil de la protesta era más relevante que
el de las discusiones.

La primera movilización importante fue la convocada por la Vía Campesina, a la que se
sumaron todos los actores nacionales e internacionales presentes en Cancún en ese
momento. La marcha partió de la conocida como Supermanzana 21, la zona en la que
funcionaron muchos de los foros y se instalaron los campamentos campesino, indígena,
de jóvenes, de la caravana de Chiapas y de diversas organizaciones civiles, y que delibe-
radamente se concibió como territorio propio del movimiento social durante esos días.

Fue precisamente al final de esa marcha, al momento de topar con la valla policíaca que
se instaló nueve kilómetros antes del Centro de Convenciones donde sesionaban los
gobiernos, que el compañero Lee Kyung Hae de Corea subió a la valla y se encajó en el
pecho la navaja que horas después le causaría la muerte, en un sacrificio que marcó
desde ese momento a la cumbre y a la movilización, cambiando por completo la diná-
mica de los acontecimientos, colocándolos en el nivel más alto de la protesta. En medio
de la sorpresa de todos, incluyendo la de sus compañeros, e incomprendido y contro-
v e rtido desde la perspectiva de la cultura occidental judeocristiana en un principio, con el
paso de las horas la decisión tomada con toda conciencia y antelación por Lee para sacu-
dir al mundo con la imagen de las víctimas de la globalización neoliberal, a costa de su
propia vida, quedó como un hecho claro y contundente que pesa sobre los gobiernos de
la OMC. Ahora todos se pelean por adueñarse de Lee, hasta el presidente municipal de
Cancún, que se ha propuesto erigirle un monumento en el lugar en que se inmoló.

Pero más allá del impacto del sacrificio del Sr. Lee, como lo nombran sus propios com-
pañeros, definitivamente lo más destacado del movimiento en Cancún fue sin duda la
participación de la delegación coreana. Primero porque como ninguna hizo el esfuerzo
para que casi doscientos compañeros de un país tan alejado como Corea –entre cam-
pesinos, sindicalistas de la KCTU, organismos civiles y políticos agrupados en la coalición
KOPA– llegaran hasta México, precedidos por muchas actividades en Corea y sorteando
todos los obstáculos. Segundo, porque fueron permanentemente, desde el primero
hasta el último día que estuvieron en Cancún, un ejemplo de combatividad, organiza-
ción y disciplina venidas de otros tiempos. Esa disposición, y aún más después del sacri-
ficio del Sr. Lee, les ganó una autoridad moral y política que fue la clave para el éxito de
la manifestación final, como veremos.



Lo importante, sin embargo, no fueron sólo las manifestaciones. Diversas acciones calle-
jeras fueron realizadas diariamente por la caravana de jóvenes, otros entre los principa-
les protagonistas. Conforme pasó el tiempo, de más en más los jóvenes también incur-
sionaron dentro de la zona restringida, traspasando y resistiendo los desproporcionados
dispositivos policíacos (con la asesoría de la policía internacional, incluyendo a Sctodland
Yard) hasta el mismo frente del Centro de Convenciones.

Mención aparte merece el Centro de Convergencia, de colectivos por afinidad, que como
en otras citas del movimiento global de resistencia estuvo presente con una actividad inten-
sa desde días antes de la cumbre, con toda su imaginación y creatividad, con sus cientos
de efectivos nacionales e internacionales, algunos veteranos de otras batallas. De ahí salie-
ron los jóvenes de Argentina y Estados Unidos que tomaron de madrugada una grúa de
construcción de sesenta metros de altura que se encontraba exactamente frente a la sede
oficial para colgar una manta gigante en la que le decían a los gobiernos de la OMC “que
se vayan todos” y en la que estuvieron más de 24 horas frente al temor del Estado Mayor
que controlaba la seguridad de que se fueran a tirar –tuvimos que aclararle a las tres de la
mañana que no se pensaban tirar a menos que fueran por ellos– para después retirarse
sin ser detenidos. De ahí salieron los que protestaron desnudos en la playa, o la banda que
venida desde Seattle animó las manifestaciones, de ahí muchas otras iniciativas hasta la
marcha final en la que también contó su alto grado de organización.

Y no hay que olvidar que hasta adentro del propio recinto oficial redes de ONGs –des-
tacadamente de Nuestro Mundo no Está en Venta– realizaron protestas y desobedien-
cia civil, con un mecanismo de coordinación “adentro y afuera” que mostró que no iban
sólo a cabildear. Total que el cerco se rompió aunque las manifestaciones hayan sido
detenidas kilómetros atrás. Y no se diga de otras acciones “colaterales”, como la del barco
de Greenpeace que simultáneamente impidió la salida de un barco cargado de trans-
génicos del Puerto de Veracruz.

Así se llegó a la manifestación del 13. Mientras que algunas organizaciones, principal-
mente sindicales, decidieron permanecer en el llamado Km 0, la mayoría de los mani-
festantes continuaron hasta la valla que la policía había recorrido 500 m adentro de la
Av. Kukul Kan que comunica a la ciudad con la zona hotelera. Con pinzas para cortar
alambre y con enormes cuerdas tejidas por los coreanos jaladas por cientos, se derribó
la doble valla metálica que nos separaba del cordón policíaco. Al frente mujeres, princi-
palmente indígenas y jóvenes de distintos países. Rodeados por los cuatro costados por
la policía, cuando todos temían el enfrentamiento, se realizó únicamente un acto sim-
bólico de quema de muñecos de la OMC, se les entregaron flores a los policías y la
manifestación se retiró ordenadamente. Aun los grupos que iban listos para todo, con
cascos, máscaras anti-gas e incluso palmeras que habían derribado para ser usadas



como arietes, se replegaron. Lo más “agresivo” que ocurrió fue una cubetada de mierda
que le tiraron a la policía. Todo el mundo, empezando por el gobierno y la policía, quedó
sorprendido. El grado de organización y disciplina, al que se plegaron aún los grupos más
inclinados al enfrentamiento, para mostrar que se podía traspasar la valla que coartaba
el derecho a manifestación pero al mismo tiempo guardar la calma y retirarse en orden
antes de propiciar una confrontación, fue posible como decíamos en buena medida por
la autoridad moral que había ganado la delegación coreana en varios días de lucha
común. La repercusión mediática fue inmediata, y la opinión pública respondió positiva-
mente, valorando al final de cuentas la disposición y entrega mostrada por quienes lle-
garon a protestar a Cancún, pero también su inteligencia.

En fin, que éstas fueron algunas de las múltiples caras que tuvo la batalla de Cancún. El
14 se colapsaba la cumbre y las acciones terminaban con una manifestación impactan-
te y aleccionadora, con un símbolo de lucha encarnada en el compañero Lee y con un
saldo blanco sin presos y heridos. El movimiento puede celebrarlo: ha salido de Cancún
con una victoria y muchas lecciones cargando en sus mochilas.

Algunos otros saldos y lecciones

Si el saldo global es positivo, no todo es miel sobre hojuelas, sin embargo. De los erro-
res también se tiene que aprender. Y no me refiero a aquellos que sólo ven los organi-
zadores, que siempre los hay, sino a los saldos políticos negativos de los que también
tiene que partir el movimiento en la siguiente etapa.

Para empezar, no todo salió conforme a lo planeado. Se llamó a una acción global y, aun-
que se realizaron diversas acciones en varias regiones de México y el mundo, éstas estu-
vieron muy lejos de lo que se esperaba a partir de las múltiples convocatorias y com-
promisos que se hicieron en diferentes espacios internacionales. La capacidad del movi-
miento de conectar la agenda global a lo local y de actuar simultáneamente en el plano
internacional no se mostró del todo. Pueden existir diversas explicaciones, incluso prác-
ticas, para ello, pero ahí está un déficit sobre el que es necesario reflexionar.

Cierto, el hacer transcrecer al movimiento en ese plano no resta importancia a la nece-
sidad de continuar concentrando esfuerzos en citas como las de Cancún, no por perse-
guir las reuniones de los poderosos como objetivo central que puede terminar desgas-
tándose, pero sí como un elemento estratégico en la batalla política por cambiar la corre-
lación de fuerzas. Victorias como las de Seattle y Cancún fortalecen la lucha contra la
globalización neoliberal en todas partes. Pero hay que librarla en todas partes si se quie-
re realmente ganar.



El problema fue, sin embargo, que tampoco llegaron a Cancún todas las fuerzas internacio-
nales que se esperaba. ¿Qué las detuvo, además de los obstáculos migratorios que interpu-
so el gobierno mexicano, los calendarios regionales y los aspectos financieros, que sin duda
pesaron pero que no explican del todo? Tampoco llegaron todos los miles de mexicanos que
se esperaban. Sin duda pesó en buena medida la falta de recursos para transportar a muchí-
sima gente que quería ir y no tenía posibilidades de pagarse el viaje y su manutención en
Cancún. Pero ello tampoco lo explica del todo. Lo cierto es que el movimiento social mexi-
cano no atraviesa por su mejor momento. Sería largo entrar a analizarlo en detalle en este
a rtículo. Lo que sí se puede decir en general –más allá de la desarticulación, atonía o pers-
pectivas confusas que pueden existir en el movimiento mexicano– es que en la medida en
que sí se vienen dando luchas importantes y masivas, su falta de expresión en Cancún reve-
la la todavía gran desconexión entre las luchas reivindicativas o defensivas específicas y la
agenda global. Pero esto es quizás también cierto en el plano internacional. Existe una dife-
rencia notoria, sin embargo, entre el desarrollo del movimiento sobre temas globales en
Europa, por ejemplo, y el de América Latina, lo que quedó claro incluso durante las moviliza-
ciones contra la guerra de intervención en Irak. Queda ahí para la reflexión y el debate.

El saldo más preocupante, sin embargo, fue el hecho de que, a pesar de los buenos resul-
tados y de que no explotó frente a la opinión pública a costa del hígado de muchos, antes
y durante Cancún se produjeron divisiones y falta de coordinación que hicieron peligr a r
por momentos la buena marcha de las cosas. Hubo un renacimiento preocupante de
visiones sectorialistas, hegemonistas, sectarias, anti-ONGs (aunque quien esto escribe
c o m p a rte muchas de las críticas a algunas ONGs), de desprecio a otros actores o de plano
de “agandalle” (en buen mexicano) y mezquindad que se habían venido superando en
los diferentes espacios del movimiento global con un espíritu de alianzas multisectoriales,
de unidad sobre consensos, de horizontalidad y de respeto por el otro, lo que significó un
retroceso. Una cosa es el indispensable fortalecimiento de las coordinaciones sectoriales,
de su autonomía, de su natural protagonismo (en el buen sentido), y otra el querer impo-
nerse por encima de los demás y vulnerar la necesaria unidad sobre todo en momentos
críticos frente a los gobiernos, como era el caso en Cancún. Tal situación se reflejó inclu-
so en el hecho de que no todos los participantes coincidieron en la marcha “central” del
13, pues la mayor parte de los contingentes campesinos e indígenas se habían retirado
ya, y algunos otros, como los sindicalistas, que llegaron hacia el final de la semana, lo
hicieron mermadamente al parecer por sus reservas ante el “clima de enfrentamiento”.
Aunque esta marcha fue mayor que la del 10, podría haber sido más grande en otras cir-
cunstancias. Y también queda para la reflexión la cuestión de si es conveniente realizar
foros alternos antes de los eventos oficiales y retirarse cuando éstos están en su apogeo,
pues esto había venido siendo superado por el movimiento que ha tendido a actuar
simultáneamente. A pesar del triunfo, el movimiento sale un poco lastimado de Cancún.
Y de esto también hay que partir para las luchas futuras.



De Cancún a Miami

La siguiente cita importante para el movimiento, al menos en América, es la que tendrá lugar
en Miami del 19 al 21 de noviembre. Ahí estarán reunidos los ministros de Economía y
Comercio que negocian el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA). La cita cobra
mayor importancia después del fracaso de la OMC en Cancún, pues como ya señalamos
Estados Unidos intentará presionar más beligerantemente y avanzar en sacar en el plano
r e gional las ventajas que no pudo obtener aún en el marco global. Para ello cuenta con el
terreno avanzado por medio de los tratados bilaterales que ha venido imponiendo desde el
T LCAN, los que contienen ya candados más graves a favor de las corporaciones que lo que
se discutía en la OMC. Seguir afirmando su hegemonía en el continente americano por
medio de estos tratados bilaterales y macroproyectos sub-regionales (como el Plan Puebla
Panamá) adquiere ahora aún más relieve en la estrategia norteamericana, incluso en la pers-
pectiva de la competencia global exacerbada con los otros bloques económicos. Pero no
deja de tener importancia para EE.UU. el contar con un marco formal estratégico en el cual
acomodar estas piezas del rompecabezas que viene armando, es decir, el ALCA como cons-
titución económica continental bajo la hegemonía nort e a m e r i c a n a .

Por otro lado, ciertamente el tropiezo de Cancún coloca al mismo tiempo mayores difi-
cultades para las pretensiones estadounidenses, pues los países latinoamericanos cuen-
tan a su favor con las objeciones levantadas por los países en desarrollo en el marco de
la OMC. Si la lógica del bloque de países en desarrollo que se dio en Cancún se trasla-
da al escenario del ALCA, podríamos estar viendo en Miami también su descarrilamien-
to, o al menos un estancamiento que podría poner en cuestión el plazo de enero de
2005 para la aprobación del ALCA.

Por lo pronto, las organizaciones norteamericanas se preparan ya con grandes esfuerzos
para llegar a la cita de Miami, en un país que continúa sometido deliberadamente al
espectro del 11 de septiembre, y en una ciudad especialmente difícil para las protestas
sociales. Estarán acompañadas desde luego por la Alianza Social Continental (ASC) y por
la Campaña Continental contra el ALCA, no sólo para ayudar a organizar y estar presen-
tes, sino también, como ya lo han acordado, para acompañar las actividades de Miami
con una jornada continental de movilizaciones. La experiencia acumulada durante estos
años por la ASC y por la Campaña contra el ALCA en el terreno de la construcción de la
unidad y la acción ayudará también sin duda a no repetir los errores de Cancún.

El camino de Cancún a Miami y a las siguientes luchas parte entonces de una victoria.
El movimiento global enfrenta sus próximos retos con este acervo y con sus lecciones,
buenas y malas, y con formas de articulación valederas. Permitámonos, entonces y por
un momento, pecar un poco de optimismo.



El significado de Cancún

Walden Bello*

El colapso de la Quinta Reunión Ministerial de la
Organización Mundial de Comercio (OMC) en
Cancún, México, el 14 de septiembre, fue un evento
de proporciones históricas. En este sentido lo sucedi-
do en Cancún tiene varias implicaciones importantes
que es necesario analizar.

En primer lugar, el colapso de la Cumbre representó una
victoria para los pueblos del mundo, y no una “oportuni-
dad perdida” para un acuerdo global entre el Norte y el
Sur. Doha nunca fue una “ronda para el desarrollo”. Y si
hubo alguna pequeña promesa en este sentido, ésta ya
había sido traicionada mucho antes de Cancún. Ni siquie-
ra el más optimista de los países en vías de desarrollo fue
a la Cumbre esperando alguna concesión de los grandes
países ricos. Por el contrario, la mayoría de los gobiernos
de estos países fueron a Cancún con una actitud defensi-
va. El gran desafío no era el de forjar un nuevo acuerdo
histórico sino el de prevenir que los Estados Unidos y la
Unión Europea impusieran nuevas demandas mientras
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evitaban cualquier disciplina multilateral que mellara sus
propios regímenes de comercio.

En este sentido, no fueron los países en vías de desarro-
llo los que causaron el colapso de la reunión, como dejó
implícito en su última conferencia de prensa el represen-
tante de comercio de los Estados Unidos Robert Zoellick.
Esa responsabilidad descansa directamente en los
Estados Unidos y Europa. Cuando la segunda revisión del
borrador de la declaración ministerial apareció temprana-
mente, el sábado 13 de septiembre, resultó claro que los
gobiernos de estos países no estaban dispuestos a hacer
ningún recorte significativo en los enormes subsidios que
destinan al agro, aún cuando continuaban demandando
de manera intransigente que los países en vías de desa-
rrollo bajaran sus aranceles. También fue claro que los
Estados Unidos y la Unión Europea estaban determinados
a ignorar la cláusula de la Declaración de Doha que expli-
cita que se requiere el consenso de todos los estados
miembros para comenzar las negociaciones sobre los
“temas de Singapur”. Negociar en nuestros términos, o no
hacerlo en absoluto: ése fue el significado de la segunda
revisión. Obviamente, los países en desarrollo no podían
prestar consenso a un marco de negociaciones que iba
en detrimento de sus intereses.

En segundo lugar, la OMC ha sido severamente dañada.
Dos reuniones ministeriales colapsaron y una apenas con-
siguió seguir adelante –Doha– no resultando atractiva
para nadie. Para las superpotencias comerciales, la OMC
ya no aparece como un instrumento viable para imponer
su voluntad a otros. Para los países en vías de desarrollo,
el atributo de miembros no les ha permitido protegerse
contra los abusos de las economías de gran alcance, y
mucho menos les ha servido como mecanismo para pro-
mover su desarrollo. Con esto no quiero decir que la OMC
ha muerto. Habrá esfuerzos para sacar a la OMC del pre-
cipicio, como el que hicieron los Estados Unidos y la
Unión Europea en Doha. Pero la probabilidad es que, ante
la falta del ímpetu que hubiera dejado una reunión minis-
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terial exitosa, la maquinaria habrá de atrasarse significativamente. Zoellick tenía razón en
dudar respecto de que la ronda de Doha fuese a concluir en el plazo establecido de
enero de 2005, y el delegado de comercio de la Unión Europea Pascal Lamy estaba sim-
plemente intentando ponerle buena cara a una mala situación cuando dijo que la OMC
había completado el 30% de la agenda de Doha. 

Además de la pérdida de impulso y del desgaste del funcionamiento básico de la maqui-
naria de la organización, el creciente proteccionismo de los países ricos, una economía
global acosada por un estancamiento de larga data, y el disgregamiento de la Alianza
Atlántica debido a diferencias políticas, no proporcionan un clima favorable para que la
OMC sirva como principal mecanismo para la liberalización del comercio y la globaliza-
ción. La OMC puede eventualmente sufrir la misma suerte que ayudó a ocasionar en la
Conferencia de Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (CNUCD): sobrevivir, pero
siendo cada vez más ineficaz e irrelevante.

Esto nos plantea una pregunta: aún cuando nos regocijemos con el fracaso de una reu-
nión ministerial que estaba orientada contra los intereses de los países en desarrollo,
¿debemos dar la bienvenida al debilitamiento de la OMC? Después de todo, algunos han
argumentado que la OMC es un sistema de reglas y una maquinaria que, con el balan-
ce de fuerzas apropiado, puede ser invocada para favorecer los intereses de los países
en vías de desarrollo. Partidarios de este punto de vista dicen que es mejor la OMC que
los acuerdos comerciales bilaterales que, según sostuvo el representante de comercio
de los Estados Unidos Robert Zoelick en su última conferencia de prensa, recibirían
ahora la prioridad de Washington después del fracaso de Cancún.

La verdad es que éste es un falso dilema. La OMC no es un sistema neutral de reglas,
procedimientos e instituciones que pueden ser usadas defensivamente para proteger los
intereses de los actores más débiles. Estas reglas, en sí mismas, promueven la supre-
macía del libre comercio, el principio de nación más favorecida y el principio de trata-
miento nacional que institucionalizan y caracterizan al actual sistema de inequidad eco-
nómica global. Las armas que los países débiles tienen son pocas y muy diferentes entre
sí. El principio de tratamiento especial y diferencial para países en vías de desarrollo tiene
un status muy débil en la OMC. De hecho, en Cancún, los Estados Unidos y la Unión
Europea desterraron totalmente de las negociaciones la agenda de tratamiento especial
y diferencial que resultara del mandato signado en la declaración de Doha. La OMC no
es verdaderamente una organización multilateral. Es un mecanismo para perpetuar el
condominio EE.UU.-UE en la economía global.

En tercer lugar, la sociedad civil global fue un actor fundamental en Cancún. Desde
Seattle, la interacción en cuestiones de comercio entre la sociedad civil y los gobier-



nos se ha intensificado.
Las organizaciones no
gubernamentales han asis-
tido a países en vías de
desarrollo en los aspectos
políticos y técnicos de las
negociaciones. Ellas han
movilizado a la opinión
pública internacional en
contra de las posturas
r e t r ó gradas de los gobier-
nos de los países ricos,
como en el caso de las
patentes de medicamen-

tos y en el tema de la salud pública. Ellas han emergido como coaliciones domésticas
f u e rtes que pusieron los pies de sus gobiernos al fuego para endurecerlos frente a
cualquier nueva concesión a los países ricos. Si muchos gobiernos de los países en
vías de desarrollo resistieron la presión de los EE.UU. y la UE en Cancún, fue porque
temieron una respuesta política de los agrupamientos de la sociedad civil al regreso a
sus respectivos países.

Con los movimientos populares marchando en el centro de la ciudad y las ONGs reali-
zando demostraciones a cada hora dentro y fuera del hall de la convención desde el ini-
cio de la sesión inaugural, Cancún se convirtió en el microcosmos del poder de las diná-
micas globales de los estados y la sociedad civil. El suicidio del campesino coreano Lee
Kyung Hae en las barricadas policiales advirtió a todos en el Centro de Convenciones
que ya no podrían continuar desentendiéndose de la urgencia de los pequeños cam-
pesinos del mundo, y esto fue reconocido por los gobiernos con el minuto de silencio
que realizaron en su memoria. Verdaderamente, el colapso de la Reunión Ministerial de
Cancún fue otra confirmación de la observación del New York Times de que la sociedad
civil global es la segunda superpotencia del mundo. 

En cuarto lugar, el “Grupo de los 21” es un significativo paso que podría contribuir a
alterar el equilibrio global de fuerzas. Liderado por Brasil, India, China y Sudáfrica, este
nuevo agrupamiento jaqueó las maniobras de la UE y EE.UU para hacer de Cancún otro
triste episodio más en las historia del subdesarrollo. El potencial de este grupo fue
señalado por el ministro de Comercio brasileño Celso Amorin, que ha surgido como su
vocero, cuando dijo que éste representa más de la mitad de la población del mundo y
más de dos tercios de sus campesinos. Los negociadores comerciales de Estados
Unidos tenían razón en considerar que este “Grupo de los 21” representa una reasun-
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ción del empuje del sur en la búsqueda de un “nuevo orden económico internacional”
que caracterizó a la década del ‘70 .

Sin embargo, mucho depende del reino de lo posible, y el potencial de este nuevo
a grupamiento no debe ser sobreestimado. Es en este momento principalmente una
alianza centrada en reducir radicalmente los subsidios a la agricultura del norte. Y aún
debe dar cuenta de las demandas de una protección que abarque efectivamente a los
pequeños campesinos, en los países de menor tamaño, que están principalmente cen-
trados en la producción para el mercado interno. Esto es comprensible, puesto que la
mayoría de los miembros vocales del “Grupo de los 21” son grandes agr o - e x p o rt a d o-
res, aún cuando la mayoría tiene también una significativa producción campesina orien-
tada al mercado interno. 

Sin embargo, no hay razón para que una agenda positiva de agricultura sustentable que
repose en la producción campesina no pueda ser puesta en el centro de las reivindica-
ciones del Grupo de los 21. No hay tampoco razón por la que este grupo no pueda
extender su mandato para forjar un programa común sobre industria, así como también
sobre servicios.

Aún más interesante es la posibilidad de que el Grupo de los 21 pueda servir como
motor de una cooperación Sur-Sur que vaya más allá del comercio orientándose hacia
la coordinación de políticas de inversión, flujos de capital, política industrial, política social
y ambiental. Tales formaciones de cooperación Sur-Sur centradas en la prioridad del
desarrollo, por sobre el comercio y los mercados, postulan una alternativa tanto a la OMC
como a los acuerdos bilaterales de libre comercio, que son ahora la meta de los Estados
Unidos y la Unión Europea.

En la articulación de su agenda, el Grupo de los 21 encontrará un aliado natural en la
sociedad civil global. Con los Estados Unidos y la Unión Europea determinados a
defender el status quo, esta alianza debe pasar de lo potencial a lo real lo más pron-
to posible. No será fácil, por supuesto. Los agrupamientos progresistas de la sociedad
civil pueden sentirse cómodos tratando con el gobierno brasilero encabezado por el
Pa rtido de los Trabajadores, pero se incomodarían con el gobierno indio, que es fun-
damentalista y neoliberal y con el gobierno chino, que es autoritario y neoliberal. Sin
embargo, las alianzas son forjadas en la práctica y ningún gobierno debe ser automá-
ticamente ubicado como imposible de ser ganado para la perspectiva de un desarro-
llo popular y sustentable. 

Para concluir, poco tiempo después de la Reunión Ministerial de Doha, un número de
organizaciones de la sociedad civil señalaron que los intereses del mundo en vías de



desarrollo estarían mejor
atendidos descarrilando la
prevista Reunión Ministerial
de Cancún, en lugar de tra-
tar de convertir dicha reu-
nión en un foro para refor-
mar la OMC. Cuando
Cancún se aproximaba, la
intransigencia de los países
poderosos jaqueaba todo
diálogo con el Sur en casi
todos los frentes. Cuando
Cancún llegó, ya nadie
hablaba más de reforma.

Las cosas se habían vuelto claras como el cristal. Con los Estados Unidos y la Unión
Europea determinados a salirse con la suya, ningún acuerdo resultaba mejor que un mal
acuerdo, y una reunión ministerial frustrada resultaba mejor que una exitosa que sim-
plemente sirviera como un clavo más en el ataúd del subdesarrollo.

Después de Cancún, el desafío para la sociedad civil global es redoblar sus esfuerzos
para desmantelar las estructuras de inequidad e impulsar medidas alternativas de coo-
peración económica global que verdaderamente promuevan los intereses de los pobres,
los marginados y los desempoderados .
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Documentos

Declaración de Cancún

Foro Internacional Campesino
e Indígena ante la V Conferencia 
Ministerial de la Organización
Mundial del Comercio
Cancún, Quinta Roo, México,
10 de septiembre de 2003

Las organizaciones provenientes de todas las regiones del mundo que parti-
cipamos en el Foro Internacional Campesino e Indígena, celebrado en
Cancún (México) del 8 al 10 de septiembre de 2003, expresamos nuestra
posición ante la V Conferencia Ministerial de la OMC:

1. Exigimos que la Organización Mundial del Comercio salga de la agricultu-
ra. Que la alimentación, al igual que la salud y la educación no sean objeto
de acuerdos comerciales que sólo benefician a unas cuantas empresas tras-
nacionales y que destrozan nuestras economías, la vida y el futuro de los pue-
blos indígenas, campesinos y las agriculturas familiares. La liberación comer-
cial de los productos agrícolas, ha propiciado el incremento de la pobreza y
el hambre en el mundo. 

Mientras la OMC y los tratados comerciales propician la liberación de merca-
dos y la eliminación de barreras arancelarias, se ponen barreras a los dere-
chos de libre tránsito y manifestación, como ha sido un hecho recurrente en
todas las reuniones de este tipo y que se expresa en estos días en Cancún.

2. La soberanía alimentaria de los pueblos debe ser el principio rector de
las políticas internacionales, basado en el derecho de los pueblos a pro-
ducir sus propios alimentos de forma sustentable y de acuerdo a sus tra-



diciones, y en concordancia con la defensa de nuestros recursos naturales
y la biodiversidad. 

3. Exigimos que se establezcan con carácter de urgentes, políticas y progra-
mas de apoyo a las cadenas agroalimentarias estratégicas de pequeños y
medianos agricultores, a efecto de protegerlas de los embates de las empre-
sas trasnacionales. Así mismo, se adopten nuevas políticas públicas de orde-
namiento de mercados agrícolas, a nivel nacional e internacional, que contri-
buyan a generar los equilibrios adecuados en la producción y distribución de
alimentos; el acceso a la tierra y territorios de los pueblos indígenas y cam-
pesinos, para que podamos vivir con dignidad.

4. Nos oponemos a la importación y a la producción de alimentos y semillas
transgénicas que ponen en riesgo la salud, alteran los ecosistemas, perjudi-
can nuestras semillas criollas y fomentan la dependencia económica y tecno-
lógica. Contrario a lo dicho por empresas transnacionales beneficiadas, tales
como la Monsanto, estos productos no resuelven el problema del hambre y
sí generan un monopolio de las semillas y de sus productos.

5. Rechazamos cualquier compromiso o acuerdo internacional que pretenda
apropiarse de los conocimientos, de los recursos genéticos, de las semillas,
de las tradiciones y de las tecnologías campesinas e indígenas, como los pre-
tende imponer la OMC a través de los acuerdos sobre propiedad intelectual.
Nos oponemos a cualquier forma de patente sobre la vida, porque las semi-
llas son patrimonio de los pueblos en beneficio de la humanidad.

6. Nos oponemos al Acuerdo sobre Bienes y Servicios de la OMC que pre-
tende privatizar y poner en manos extranjeras todos los bienes públicos.
Defenderemos nuestros derechos, nuestras comunidades y naciones, sus
territorios, suelos, aguas, bosques y recursos naturales. Sostendremos nues-
tra lucha porque se brinden mejores y suficientes servicios de educación y de
salud a nuestras poblaciones. 

7. Convocamos a todas las fuerzas sociales del campo y de la ciudad, a los
gobiernos, a las y los legisladores a participar en este gran esfuerzo, por otro
mundo más justo y humano, basado en la construcción de un nuevo orden
mundial alimentario que tenga como prioridad abatir el hambre y lograr una
vida digna para todas y para todos en una perspectiva de soberanía de nues-
tras naciones.



Hay que acabar

con la OMC y la guerra

Red de los Movimientos Sociales

Cancún, México - septiembre 2003

Los movimientos sociales hemos venido a Cancún para luchar contra la
OMC:

1. Una OMC que, junto al Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional
y las corporaciones transnacionales es un arma de destrucción masiva de la
vida de los pueblos, de la biodiversidad, las culturas, especialmente de las
comunidades campesinas e indígenas, y que refuerza un modelo que acre-
cienta la exclusión de las mujeres y hace de ellas las principales víctimas de
la pobreza y la violencia. 

2. Una OMC que antepone el beneficio empresarial a las necesidades huma-
nas y supedita la justicia social a la ley del mercado; que privatiza (ROBA) los
recursos naturales (a las comunidades campesinas y los pueblos) –tierra,
agua, semillas– y privatiza los servicios públicos (salud, enseñanza…).

3. Una OMC que negocia sus acuerdos en secreto e impone sus normas por
encima de las constituciones nacionales, las instituciones de los distintos paí-
ses y actúa sin ningún control democrático. 

4. Una OMC que impone el libre cambio y la ley del más fuerte. Una ley que
conduce a la guerra permanente y refuerza el militarismo. 



5. Una OMC, en fin, que debido al rechazo cada vez más amplio que provo-
can sus políticas entre los países en vías de desarrollo, en las comunidades
indígenas y campesinas y en la sociedad en general, se encuentra bloqueada
y sometida a una profunda crisis. Sus políticas incrementan la exclusión y las
desigualdades de raza, género y clase. 

Hemos venido a Cancún para hacer fracasar la V Cumbre Ministerial de la
OMC, pero también para encontrarnos en nuestra diversidad y pluralidad,
para hacer visibles nuestras demandas y anhelos, y construir desde abajo la
más amplia alianza de las otras voces del planeta. Hemos venido para luchar.

El día 10 más de 10.000 campesinas y campesinos, indígenas, jóvenes y
muchos otros movimientos sociales y sindicatos llegados desde México y
otros pueblos del planeta, ocupamos las calles de Cancún para reivindicar la
soberanía alimentaria, que la agricultura y la alimentación sean excluidos de
las negociaciones de la OMC y que la OMC desaparezca. 

Nuestra marcha fue bloqueada por las barreras metálicas impuestas por el
Gobierno de Fox y durante la marcha murió nuestro hermano Lee Kyung
Hae. Expresamos nuestra solidaridad a la delegación coreana y a todas las
personas allegadas a Lee, al mismo tiempo que denunciamos que la OMC es
la única responsable de este trágico suceso. Pero, estamos convencidos que
la muerte de Lee es un grito desde los excluidos y un golpe de muerte para
la propia OMC, porque pone de manifiesto la quiebra social, política y moral
que generan sus políticas. Lee ha muerto en Cancún, pero todos los días más
de 17.000 personas mueren en el planeta víctimas de las políticas neolibera-
les impulsadas por la O MC, el BM y el FMI. 

Nuestra lucha no acaba hoy, ni acaba en Cancún. Ella también es perma-
nente. Tenemos que seguir luchando contra las políticas neoliberales, los
gobiernos que las aplican, las instituciones financieras internacionales y las
corporaciones transnacionales; ante sus cumbres y en nuestros países de ori-
gen. Construyendo amplias alianzas y modelos sociales alternativos, impul-
sando movilizaciones que refuercen nuestra lucha por un mundo en el que
los derechos a la vida y a la justicia social estén garantizados para todos y
todas; en el que los derechos de los pueblos indígenas, de la juventud, de
los y las campesinas, de las mujeres, de los trabajadores y trabajadoras estén
por encima de cualquier otra cosa; un mundo basado en el respeto a la
naturaleza y la biodiversidad. 

¡No somos mercancía, no estamos en venta! ¡Otro mundo es posible! 
¡Abajo la OMC! ¡No a la guerra! 
¡GLOBALICEMOS LA LUCHA, LA SOLIDARIDAD Y LA E SPERANZA!
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